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DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

Comunicación del diputado con licencia Gelacio Montiel Fuentes, por la que in-
forma de su reincorporación a las actividades legislativas. De enterado. . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que informa de cam-
bios en la integración de las comisiones de Seguridad Pública, de Pesca, de Eco-
nomía, de Equidad y Género, de Turismo y de Marina. De enterado. . . . . . . . . . . 

Comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que propone cambios
en la integración de las mesas directivas de las comisiones de Pesca, de Juventud
y Deporte y de Economía. Se aprueba. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS 
ARQUEOLOGICOS, ARTISTICOS E HISTORICOS

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta proyecto de decreto,
que reforma y deroga diversos artículos de la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos. Se turna a las Comisiones Unidas
de Educación Pública y Servicios Educativos y de Justicia y Derechos Humanos.

CONDECORACIONES

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta proyecto de decreto,
que concede permiso al licenciado Vicente Fox Quesada, Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para aceptar y usar condecoración que le confiere el Go-
bierno de la República del Ecuador. Se turna a la Comisión de Gobernación. . . . . 

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta proyecto de decreto,
que concede permiso al licenciado Vicente Fox Quesada, Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para aceptar y usar condecoración que le confiere el Con-
greso Nacional de la República del Ecuador. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESTAR SERVICIOS EN REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

Oficio de la Secretaría de Gobernación por el que solicita el permiso necesario pa-
ra que 7 ciudadanos puedan prestar servicios en la Embajada de Dinamarca en
México. Se turna a la Comisión de Gobernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Oficio de la Secretaría de Gobernación por el que solicita el permiso necesario pa-
ra que 4 ciudadanos puedan prestar servicios en representaciones diplomáticas de
los Estados Unidos de América en México. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Oficio de la Secretaría de Gobernación por el que solicita el permiso necesario pa-
ra que un ciudadano pueda prestar servicios en la Embajada de Japón en México.
Se turna a la Comisión de Gobernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ARTICULOS 4 Y 73 CONSTITUCIONALES

El diputado José Manuel Carrillo Rubio presenta iniciativa con proyecto de de-
creto, que adiciona el artículo 4 y reforma el artículo 73, fracción XXIX - J, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de cultura fí-
sica y deporte. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

El diputado Francisco Javier Barrio Terrazas presenta iniciativa con proyecto de
decreto, que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Penal
Federal, en materia de delitos contra la función pública. Se turna a la Comisión de
Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE INGRESOS

El diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari presenta iniciativa con proyecto de
decreto, que reforma el artículo 17 de la Ley de Ingresos de la Federación para el
ejercicio fiscal de 2005, sobre incentivos a inversión destinada a ciencia y tecno-
logía. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

El diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos presenta iniciativa con proyecto
de decreto, que adiciona un Título Séptimo, denominado Del Seguro por Desem-
pleo, a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, para crear el Programa de Seguro por Desempleo para protección de
los empleados al servicio del Estado. Se turna a las Comisiones Unidas de Traba-
jo y Previsión Social y de Seguridad Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO CIVIL FEDERAL

La diputada María del Carmen Izaguirre Francos presenta iniciativa con proyecto
de decreto, que adiciona los artículos 182 Bis, 211 Bis y 211 Ter y deroga los ar-
tículos 212 y 213 del Código Civil Federal, en materia del régimen de separación
de bienes. Se turna a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . 

VISISTANTES EXTRANJEROS

El Presidente informa de la presencia del Excelentísimo Señor Ri Kang Se, Em-
bajador de la República Popular Democrática de Corea, en México. . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO

La diputada Norma Patricia Saucedo Moreno presenta iniciativa con proyecto de
decreto, que adiciona un numeral 6 al artículo 132 y un artículo 132 Bis a la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con
la Comisión Bicamaral del Canal de Televisión del Congreso de la Unión. Se tur-
na a la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . 
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REGISTRO DE ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El diputado Jorge Uscanga Escobar presenta iniciativa con proyecto de decreto,
que reforma la fracción VIII del artículo 2 del Código Federal de Procedimientos
Penales. Se turna a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El diputado José Angel Córdova Villalobos presenta iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley General de Salud,
en relación con el registro de certificados de especialidades médicas. Se turna a la
Comisión de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA REGULAR LAS REMESAS DE DINERO

La diputada Laura Elena Martínez Rivera presenta iniciativa con proyecto de de-
creto, que crea la Ley para Regular las Remesas de Dinero. Se turna a las Comi-
siones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Adriana González Carrillo solicita modificación de
trámite que es atendida por la Presidencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios, con opinión de la Comisión de Relaciones Ex-
teriores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL

El diputado Homero Ríos Murrieta presenta iniciativa con proyecto de decreto,
que adiciona la fracción XXIX - K al artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en relación con políticas de atención y protección a
los derechos de las niñas, niños, personas con discapacidad y adultos mayores. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A 
LA INFORMACION PUBLICA GUBERNAMENTAL - 
LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El diputado Quintín Vázquez García presenta iniciativa con proyecto de decreto,
que adiciona una fracción X al artículo 1 y un Título Sexto, denominado Respon-
sabilidades y Sanciones, a la Ley General de Desarrollo Social; y adiciona una
fracción VII al artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental. Se turna a las Comisiones Unidas de Gober-
nación y de Desarrollo Social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

El diputado Víctor Manuel Alcerreca Sánchez presenta iniciativa con proyecto de
decreto, que reforma los artículos 41 y 46 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera
y el Himno Nacionales, respecto a la transmisión y enseñanza del Himno Nacio-
nal. Se turna a la Comisión de Gobernación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

El diputado Eugenio Mier y Concha Campos presenta iniciativa con proyecto de
decreto, que adiciona el artículo 420 del Código Penal Federal, en relación con
medios de pesca no permitidos que ponen en riesgo a especies marinas. Se turna
a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE ECONOMIA

El diputado Gonzalo Moreno Arévalo presenta iniciativa con proyecto de decreto,
que reforma los artículos 1 y 37 de la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción; los artículos 2, 7 y 23 de la Ley Federal de Competencia Económica; y los
artículos 112 y 114 del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Norma-
lización, para la sustitución de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial por
la Secretaría de Economía. Se turna a la Comisión de Economía. . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 14 Y 17 CONSTITUCIONALES

El diputado Hugo Rodríguez Díaz presenta iniciativa con proyecto de decreto, que
adiciona el artículo 14 y reforma el artículo 17 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, respecto a la contradicción entre los términos justicia
y ley injusta. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . 

LEY ADUANERA

El diputado Omar Bazán Flores presenta iniciativa con proyecto de decreto, que
deroga el inciso e) de la fracción II y adiciona un inciso f) a la fracción III del ar-
tículo 106 de la Ley Aduanera, en relación con el régimen de importación tempo-
ral. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA LAS VICTIMAS Y OFENDIDOS DEL DELITO

El diputado Miguel Angel Osorio Chong presenta iniciativa con proyecto de de-
creto, que expide la Ley Federal para las Víctimas y Ofendidos del Delito. Se tur-
na a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 79 de la Ley General de Salud, referente a la certificación de los prestadores de
servicios de atención prehospitalaria. Es de primera lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Salud, respecto al tratamiento del
dolor y cuidados paliativos. Es de primera lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con proyecto de decreto que adiciona un artí-
culo 41 Bis a la Ley General de Salud, para incorporar la obligación de contar en
los hospitales de los sectores público, privado y asistencial, con comités hospita-
larios de bioética. Es de primera lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con proyecto de decreto que adiciona un artí-
culo 51 Bis a la Ley General de Salud, para incorporar la figura de sigilo profe-
sional a los médicos y trabajadores de la salud. Es de primera lectura. . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 76 y 421 de la Ley General de Salud, para incorporar nuevos derechos a los
pacientes con enfermedad mental. Es de primera lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LOS INSTITUTOS NACIONALES DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción séptima del artículo quinto de la Ley de los Institutos Nacionales de Salud,
respecto al nombre del Instituto Nacional de Perinatología. Es de primera lec-
tura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud con proyecto de decreto que adiciona el artí-
culo 329 y reforma los artículos 333, 461, 462 y 462 Bis de la Ley General de Sa-
lud, sobre la donación de órganos. Es de primera lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE INSTITUCIONES DE CREDITO

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público con proyecto de decreto
que reforma el primer párrafo del artículo 87 de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, respecto a la obligación de las instituciones de banca múltiple de informar so-
bre la apertura, reubicación o clausura de sucursales. Es de primera lectura. . . . . . 

LEY FEDERAL DE DERECHOS

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público con proyecto de decreto
que reforma la fracción tercera del artículo 194 - M de la Ley Federal de Dere-
chos, sobre el uso de suelos en terrenos forestales. Es de primera lectura. . . . . . . 
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ARTICULOS 26 Y 73 CONSTITUCIONALES

Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Hacienda y
Crédito Público con proyecto de decreto que reforma los artículos 26 y 73, frac-
ción XXIX - D, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
relación con el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática. Es de
primera lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFIA

Dictamen de la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía con proyecto de
decreto que reforma el artículo 41 de la Ley Federal de Cinematografía, respecto
a las atribuciones del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes en materia de
obras cinematográficas y artes audiovisuales. Es de primera lectura. . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

El Presidente informa de la recepción de una solicitud de los coordinadores de los
grupos parlamentarios para adelantar la discusión de dos dictámenes con proyec-
tos de decreto y la Asamblea aprueba la solicitud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

Segunda lectura a dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Educación, en materia de educación preescolar. . . . . . . . . . . . . 

A nombre de la Comisión fundamenta el dictamen el diputado Salvador Pablo
Martínez Della Rocca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin nadie que solicite el uso de la palabra para la discusión en lo general, se aprue-
ba en lo general y en lo particular de los artículos no reservados. . . . . . . . . . . . . . 

A discusión en lo particular, para referirse a los artículos 8 y 48 reservados, se con-
cede la palabra a la diputada Tatiana Clouthier Carrillo, quien propone modifica-
ciones a las que la Secretaría da lectura y que la Asamblea admite. . . . . . . . . . . . 

No habiendo nadie más que solicite la palabra, se recoge la votación del artículo
8 reservado, con las modificaciones admitidas, misma que resulta aprobatoria. . . 

Se recoge la votación del artículo 48 reservado, mismo que se aprueba, con las
modificaciones admitidas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continua la discusión en lo particular la diputada Carmen Mendoza Flores, quien
propone modificaciones al artículo tercero transitorio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Wintilo Vega Murillo, solicita que la votación para de-
terminar si es aceptada la propuesta sea nominal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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La Secretaría da lectura a la adición propuesta para el artículo reservado de refe-
rencia y realizada la votación, se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera suficientemente discutido el artículo tercero transitorio reservado. . . 

Desde su curul el diputado José Antonio Pablo de la Vega Asmitia, solicita se re-
pita la votación. Atendiendo la solicitud, la Asamblea considera suficientemente
discutido el artículo reservado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Secretaría recoge la votación del artículo tercero transitorio del proyecto de de-
creto, en los términos del dictamen, misma que resulta aprobatoria. . . . . . . . . . . . 

El Presidente declara aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Educa-
ción. Se remite al Senado para los efectos de lo dispuesto en el inciso e), del artí-
culo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . 

DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

Comunicación del diputado Rómulo Isael Salazar Macías por la que informa de su
reincorporación a las labores legislativas. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LOS SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO

Segunda lectura del dictamen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión
Social y de Seguridad Social con proyecto de decreto que reforma y adiciona la
Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A nombre de la Comisión fundamenta el dictamen el diputado Agustín Miguel
Alonso Raya . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión en lo general, fijan la posición de su respectivo grupo parlamentario
los diputados:

Francisco Amadeo Espinosa Ramos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fernando Espino Arévalo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agustín Rodríguez Fuentes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Francisco Molinar Horcasitas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carlos Mireles Morales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera suficientemente discutido el dictamen en lo general y sin nadie más
que solicite el uso de la palabra, se aprueba. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente declara aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de de-
creto que reforma y adiciona la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro. Pa-
sa al Senado para los efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ASISTENCIA A SESIONES

Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Le-
gislativos, que reforma los párrafos segundo y tercero del artículo segundo del
Acuerdo que establece los lineamientos para acreditar las asistencias de las dipu-
tadas y diputados a las sesiones plenarias, así como para la justificación de las in-
asistencias, aprobado el 9 de octubre de 2003. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza, solicita que la
Secretaría dé lectura a la reforma propuesta y que la votación respectiva sea no-
minal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su respectiva curul hablan los diputados:

Martha Lucía Mícher Camarena, para solicitar aclaraciones sobre las causas por
las que el acuerdo en cuestión no aparece publicado en la Gaceta Parlamentaria. . 

Wintilo Vega Murillo para solicitar que toda vez que el acuerdo ha sido leído por
la Secretaría, se proceda a su votación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agustín Rodríguez Fuentes, para apoyar la solicitud de la diputada Mícher Cama-
rena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Wintilo Vega Murillo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pablo Gómez Alvarez, quien hace aclaraciones sobre el acuerdo, solicitando que
sea publicado en la Gaceta Parlamentaria y votado en la próxima sesión. . . . . . . . 

Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente hace aclaraciones e informa que se procederá a someter a conside-
ración de la Asamblea la solicitud del diputado Gómez Alvarez. . . . . . . . . . . . . . 

Desde su respectiva curul hablan los diputados:

Wintilo Vega Murillo para solicitar aclaraciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agustín Rodríguez Fuentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente hace aclaraciones de procedimiento e instruye a la Secretaría con-
sultar a la Asamblea, si es de aprobarse la propuesta del diputado Gómez Alvarez.

Realizada la votación nominal, se desecha la propuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza, reitera su so-
licitud para que se dé lectura a las reformas propuestas por el acuerdo de referen-
cia, y el Presidente instruye a la Secretaría a atender lo solicitado. . . . . . . . . . . . . 

Se recoge la votación del acuerdo presentado y es aprobado. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ORDEN DEL DIA 

De la próxima sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO DE ASISTENCIA FINAL

El Presidente informa que la última votación nominal servirá de registro final de
asistencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION. . . . . . . . . . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EFEMERIDES

Con base al artículo primero transitorio del Acuerdo de la Junta de Coordinación
Política para adicionar los artículos décimo tercero y décimo séptimo y reformar
el artículo décimo octavo del Acuerdo Parlamentario relativo al Orden del Día de
las Sesiones, las Discusiones de los Dictámenes y la Operación del Sistema Elec-
trónico de Votación, aprobado en la sesión del día 5 de abril pasado, se reprodu-
cen las siguientes efemérides:

Sobre el aniversario de la anexión de Chiapas a México, a cargo del diputado Ro-
berto Aguilar Hernández, del grupo parlamentario del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Con relación al aniversario de la gesta de los Niños Héroes, a cargo del diputado
Jesús Martínez Alvarez, del grupo parlamentario de Convergencia. . . . . . . . . . . . 

Con motivo de la incorporación de las Leyes de Reforma a la Constitución de la
República, a cargo del diputado Jesús Martínez Alvarez, del grupo parlamentario
de Convergencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Con motivo del ingreso de México en la Sociedad de las Naciones, el 9 de sep-
tiembre de 1931, a solicitud del grupo parlamentario de Convergencia. . . . . . . . . 

VOTACIONES

Del dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación (en lo general y en lo particular los artículos no reservados). . 

Del dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación (en lo particular el artículo 8 con la modificación aceptada). . 
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Del dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación (en lo particular el artículo 48 con la modificación aceptada). 

Del dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación (en lo particular el artículo tercero transitorio reservado, si se
admite la modificación propuesta). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación (en lo particular el artículo tercero transitorio en sus términos).

Del dictamen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Se-
guridad Social, con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona la Ley de
los Sistemas de Ahorro para el Retiro (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Manlio Fabio Beltrones Rivera

ASISTENCIA

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Pido a la Secretaría haga del conocimiento de esta Presi-
dencia el resultado del cómputo de asistencia de los ciuda-
danos diputados.

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña: Se
informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 304 diputadas y diputados.

Por lo tanto, hay quórum señor Presidente.

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera
(a las 11:10 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Consulte la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lec-
tura al orden del día, en virtud de que se encuentra publi-
cada en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se le dispensa la lectura al orden
del día.

Las ciudadanas diputadas y ciudadanos diputados que es-
tén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y ciudadanos diputados que es-
tén por la negativa, sírvanse manifestarlo... Mayoría por la
afirmativa, diputado Presidente. Se dispensa la lectura.

«Primer Periodo Ordinario de Sesiones.— Segundo
Año.— LIX Legislatura.

Orden del día 

Martes 21 de septiembre de 2004.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

De los congresos de los estados de Colima y Durango.

Del diputado Gelacio Montiel Fuentes. 

De la Junta de Coordinación Política.

Proposiciones de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos:

Con proyecto de acuerdo (Votación.)

Minutas

Proyecto de decreto por el que se reforman y derogan di-
versos artículos de la Ley Federal Sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos. (Turno a co-
misión.)

Proyecto de decreto que concede permiso al Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox Quesada, para
aceptar y usar la condecoración de la Orden Nacional “Al
Mérito”, en grado de Gran Collar, que le confiere el go-
bierno de la República de Ecuador. (Turno a comisión.)

Proyecto de decreto que concede permiso al Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox Quesada, para
aceptar y usar la condecoración de la Orden Nacional
“Congreso Nacional de Ecuador, General Eloy Alfaro”,
que le confiere el Congreso Nacional de la República de
Ecuador.  (Turno a comisión.)

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos Florinda Yolanda de Jesús Zamora, Al-
fredo Lugo Dávila, Luisa Josefa Andrade Osorio, Edgar
Domínguez Pérez, María del Pilar Unda Jiménez, María
Teresa Beorlegui Estévez y Simón Baizabal Lagunes, pue-
dan prestar servicios en la Embajada de Dinamarca, en Mé-
xico. (Turno a comisión.)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos Alejandra María Nahas Espinosa, Jai-
me Ayala Orona, Mónica Saavedra Díaz y Jacobo Hamui
Cárdenas, puedan prestar servicios en la Embajada de Es-
tados Unidos de América en México y en su Consulado en
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Ciudad Juárez, Chihuahua, respectivamente. (Turno a co-
misión.)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que el ciudadano Julio Xilo García, pueda prestar servicios
en la Embajada de Japón en México. (Turno a comisión.)

Iniciativas de diputados

Que reforma y adiciona los artículos 4° y 73, en su fracción
XXIX-J, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a cargo del diputado José Manuel Carrillo Ru-
bio, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Penal Federal, en materia de delitos cometidos en
contra de la función pública, a cargo del diputado Francis-
co Barrio Terrazas, del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Que reforma el artículo 17, fracción IX, inciso b, de la Ley
de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2005,
a cargo del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. (Turno a comisión.)

Que adiciona un Título Séptimo y un capítulo único a la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, que crea el Programa Seguro por
Desempleo para Protección de los Empleados Públicos, a
cargo del grupo parlamentario del Partido del Trabajo.
(Turno a comisión.)

Que adiciona los artículos 182 Bis, 211 Bis y 211 Ter, y de-
roga los artículos 212 y 213 del Código Civil Federal, en
materia del régimen de separación de bienes, a cargo de la
diputada María del Carmen lzaguirre Francos, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Que adiciona un numeral 6 al artículo 132 y el artículo
132 Bis, a la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia del funcionamiento de
la Comisión Bicamaral del Canal de Televisión del Con-
greso de la Unión, a cargo de la diputada Norma Patricia
Saucedo Moreno, del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Que reforma la fracción VIII del artículo 2° del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales, a cargo del diputado Jorge

Uscanga Escobar, del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Que reforma el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley
General de Salud, en materia de certificados de especiali-
zación médica, a cargo del diputado José Angel Córdova
Villalobos, del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a comisión.)

De Ley para Regular las Remesas de Dinero, a cargo de la
diputada Laura Martínez Rivera, del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comi-
sión.)

Que adiciona la fracción XXIX-K, al artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para articular políticas de atención y protección a los dere-
chos de las niñas, niños, personas con discapacidad y adul-
tos mayores, a cargo del diputado Homero Ríos Murrieta,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. (Tur-
no a comisión.)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Social y de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal, a cargo del diputado Quintín Vázquez García, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Que reforma los artículos 41 y 46 de la Ley sobre el Escu-
do, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del dipu-
tado Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a comisión.)

Que reforma y adiciona el artículo 420 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Eugenio Mier y Concha
Campos, del grupo parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a comisión.)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal Sobre Metrología y Normalización y de la Ley Fe-
deral de Competencia Económica, a cargo del diputado
Gonzalo Moreno Arévalo, del grupo parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Que reforma y adiciona los artículos 14 y 17 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Hugo Rodríguez Díaz, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)



Que adiciona y deroga diversas disposiciones del artículo
106 de la Ley Aduanera, a cargo del diputado Omar Bazán
Flores, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

De Ley Federal para las Víctimas y Ofendidos del Delito,
a cargo del diputado Miguel Angel Osorio Chong, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Dictámenes de primera lectura 

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 79, de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto que adi-
ciona el artículo 41-Bis, a la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto que adi-
ciona un artículo 51-Bis, a la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 76 y 421, de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 5° fracción VII, de la Ley de los Institu-
tos Nacionales de Salud.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 333, fracción VI, 461, 462 y 462-Bis y
adiciona un segundo párrafo al artículo 329, de la Ley Ge-
neral de Salud.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público con pro-
yecto de decreto que reforma el primer párrafo del artículo
87, de la Ley de Instituciones de Crédito.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 194-M, de la Ley
Federal de Derechos.

De las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y
de Hacienda y Crédito Público con proyecto de decreto
por el que se reforman los artículos 26 y 73, fracción
XXIX-D, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

De la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Federal de Cinematografía.

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Seguridad Social con punto de acuerdo
para exhortar al Consejo Técnico del Instituto Mexicano
del Seguro Social, para que ratifique y respete el acuerdo
773/2000, celebrado el día 22 de noviembre de 2000 por el
Consejo y deje sin efecto el acuerdo 279/2003 publicado el
4 de noviembre de 2003 en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

De las Comisiones Unidas de Salud y de Medio Ambiente
y Recursos Naturales con punto de acuerdo en relación a la
proposición para exhortar a la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, y a la Secretaría de Salud a vi-
gilar el cumplimiento de la Norma Oficial Mexicana 083-
ECOL-1996, sobre residuos sólidos.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
con punto de acuerdo para exhortar a la Procuraduría Fe-
deral de Protección al Ambiente en coordinación con la Se-
cretaría de Marina, a realizar auditorías ambientales a las
plataformas petroleras ubicadas en la sonda de Campeche.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
con puntos de acuerdo para demandar la cancelación de las
obras de construcción del muelle en Playa del Carmen,
Quintana Roo, por ser violatorio del ordenamiento ecoló-
gico territorial Cancún-Tulum.

De la Comisión de Gobernación con puntos de acuerdo en
relación a la proposición para exhortar al Titular del Eje-
cutivo Federal a que se instituya el Día Nacional de las Per-
sonas Zurdas.

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Educación. 

De las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y
de Seguridad Social con proyecto de decreto por el que se
reforma y adiciona la Ley de los Sistemas de Ahorro para
el Retiro.

Pronunciamiento de las Comisiones Conjuntas de Equidad
y Género de las Cámaras de Diputados y de Senadores del
honorable Congreso de la Unión, constituidas en Comisión
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Bicamaral “Parlamento de Mujeres de México”, en el caso
de Ninnet Torres Villarreal.

Proposiciones

Con punto de acuerdo para exhortar a las comisiones de
Energía, de Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la
Comisión Investigadora del Daño Ecológico y Social ge-
nerado por Pemex, a que acudan a una reunión a la región
norte del estado de Chiapas, para detectar la problemática
social e impacto ambiental que la paraestatal (Pemex) ge-
nera en los municipios chiapanecos, a cargo de la diputada
María Elena Orantes López, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Secretaría de Desa-
rrollo Social, la información correspondiente a la investi-
gación administrativa de la delegación en el estado de
Tlaxcala, por el manejo ilegal del padrón del Programa
Oportunidades, a cargo del diputado Quintín Vázquez Gar-
cía, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar al titular del Poder
Ejecutivo Federal, que instruya a la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores, realice las gestiones necesarias a fin de que
incluya al estado de Tlaxcala dentro de la zona de cobertu-
ra del Plan Puebla-Panamá, a cargo del diputado Juan Bár-
cenas González, del grupo parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar a las comisiones de
Agricultura y Ganadería, de Medio Ambiente y Recursos
Naturales y de Ciencia y Tecnología, a cumplir con el nu-
meral 226 del Acuerdo Nacional para el Campo, relativo a
que el Poder Legislativo consulte con organizaciones cam-
pesinas y de productores el contenido de la minuta de Ley
de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modifica-
dos, a cargo del diputado Víctor Suárez Carrera, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo para que se finiquite el proceso de
descentralización de los servicios de salud del Distrito Fe-
deral, a cargo del diputado Fernando Espino Arévalo, del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo  para crear una subcomisión o grupo
de trabajo de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos

con el objeto de investigar e informar al pleno sobre los su-
cesos ocurridos en Guadalajara, el pasado 28 de mayo du-
rante la Cumbre de Jefes de Estado de la Unión Europea y
América Latina, a cargo del diputado Inti Muñoz Santini,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo  para solicitar presupuesto para el
rescate de la cuenca Lerma-Chapala-Santiago, particular-
mente lo que corresponde al territorio del estado de Méxi-
co, a cargo del diputado Tomás Cruz Martínez, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para que un grupo de diputados de
la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
atienda la problemática relacionada con el proyecto hidro-
eléctrico La Parota, en el estado de Guerrero, a cargo de la
diputada María del Rosario Herrera Ascencio, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para solicitar a las autoridades del
estado de Baja California, cumplan con las recomendacio-
nes emitidas por la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos en torno al caso de Paulina Ramírez Jacinto, a car-
go de la diputada Angélica de la Peña Gómez, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar a la Secretaría de Eco-
nomía a regularizar la actividad económica informal, a
cargo del diputado Sergio Armando Chávez Dávalos, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar a las legislaturas loca-
les a reformar sus respectivas Leyes de planeación estatal,
para contemplar la planeación a largo plazo, a cargo del
diputado Francisco Antonio Rojas Toledo, del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo por el que solicita se cite a compa-
recer ante el pleno de esta Cámara de Diputados, al secre-
tario del Trabajo y Previsión Social, para que informe si
existe ya un acuerdo, bajo su coordinación, para impulsar
una reforma fast track de la Ley Federal del Trabajo en el
presente periodo de sesiones, a cargo del diputado Pablo
Franco Hernández, del grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Urgente resolución)



Con punto de acuerdo para exhortar al titular del Poder
Ejecutivo Federal, instruya al secretario de Seguridad Pú-
blica, y al procurador general de la República, para que
reasignen efectivos para apoyar el Programa de Seguridad
Pública, en el estado de Chihuahua, a cargo de la diputada
Nora Elena Yu Hernández, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo relativo a la violación de los dere-
chos de la infancia en diversos estados de la República,
suscrita por las diputadas Adriana González Furlong y
Evangelina Pérez Zaragoza, del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, a ejercer su facultad de vigilan-
cia en el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la
presupuestación, con respecto al Programa de Empleo
Temporal, a cargo de la diputada Minerva Hernández Ra-
mos, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar a la Secretaría de Agri-
cultura, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, a realizar
los cambios pertinentes para mejorar la operación del Fon-
do para Atender a la Población Rural Afectada por Contin-
gencias Climatológicas, a cargo del diputado Alberto Ji-
ménez Merino, del grupo parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar al titular del organo in-
terno de control en la Secretaría de Educación Pública a fin
de que decrete la suspensión del proceso de licitación pú-
blica internacional No. 00011001-012/04, denominado En-
ciclomedia, a cargo del diputado José Adolfo Murat Mací-
as, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados ex-
horte al gobierno del estado de Puebla y al municipio de
Tehuacán, a que se destinen los recursos necesarios para la
realización de la obra de riego de la presa Valsequillo, a
cargo del diputado Felipe de Jesús Díaz González, del gru-
po parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
comisión)

Con punto de acuerdo por el que se condena el atentado te-
rrorista ocurrido en Beslan, Rusia, que dejó un saldo de
338 muertos y más de 200 desaparecidos, a cargo del dipu-
tado Jorge Martínez Ramos, del grupo parlamentario del

Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Subsecretaría de
Transportes y a la Dirección General de Aeronáutica Civil,
un informe urgente de si las Líneas Aéreas Azteca han
cumplido con los compromisos adquiridos al solicitar la
prórroga de su concesión, a cargo del diputado Jesús Gon-
zález Schmal, del grupo parlamentario del Partido de Con-
vergencia. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para que se incorpore en la agenda
de los temas estructurales prioritarios, el de la rectoría de
las aguas nacionales, a cargo del diputado José Rangel Es-
pinosa, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo para exhortar a las Legislaturas lo-
cales a que los municipios de sus entidades federativas ela-
boren programas de planeación municipal a largo plazo, a
cargo del diputado Ramón Galindo Noriega, del grupo par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a comi-
sión)

Con punto de acuerdo para exhortar a los tres niveles de
gobierno, Congresos locales, autoridades del sector agua,
organismos operadores, organizaciones no gubernamenta-
les, empresas, organizaciones sociales, instituciones educa-
tivas y sociedad en general a promover programas, proyec-
tos y acciones para captar, tratar, almacenar y aprovechar el
agua de lluvia para uso potable y en actividades secunda-
rias en las regiones y comunidades del territorio nacional,
a cargo del diputado Alberto Jiménez Merino, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar al Sindicato Nacional
de los Trabajadores del IMSS a que respeten los derechos
humanos, tanto de sus agremiados como los de los dere-
chohabientes de la Institución, a cargo de la diputada Ma-
ría Antonia García Sanjinés, del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para solicitar al Secretario de Ha-
cienda y Crédito Público que rinda cuentas sobre la infor-
mación de todos los fideicomisos y figuras análogas, que
mantiene vigentes y en operación el Gobierno Federal y
las medidas de supervisión, control y fiscalización del gas-
to público que se ejercen sobre los mismos, a cargo de la
diputada Marcela Guerra Castillo, del grupo parlamentario

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 21 de septiembre de 200417



Año II, Primer Periodo, 21 de septiembre de 2004 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados18

del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comi-
sión)

Con punto de acuerdo para que al municipio de Mexicali,
Baja California, le sea suministrada en forma directa la
energía eléctrica por parte de la planta geotermoeléctrica
Cerro Prieto, a cargo del diputado Hidalgo Contreras Co-
varrubias, del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados ex-
horte al gobierno del estado de Baja California y al ayun-
tamiento de Ensenada, para que a la brevedad cumpla inte-
gral y suficientemente con las recomendaciones emitidas
por la Procuraduría de Derechos Humanos y Protección
Ciudadana de ese mismo estado, a cargo del diputado He-
liodoro Díaz Escárraga, del grupo parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para solicitar al Poder Ejecutivo Fe-
deral el diseño y operación de un sistema racional, eficiente,
coordinado y transparente de delegaciones del Gobierno Fe-
deral en los estados, que sirva para descentralizar funciones,
facultades y recursos de sus programas operativos a las enti-
dades federativas y municipios, a cargo del diputado Gonza-
lo Rodríguez Anaya, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo Federal a
que la Secretaría de Salud contemple los padecimientos de
origen alérgico, especialmente asma, como problema gra-
ve de salud dentro de la transición epidemiológica, consi-
derado así por la Organización Mundial de la Salud, a cargo
de la diputada María Cristina Díaz Salazar, del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a comisión)

Con punto de acuerdo para que se establezca en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2005, una partida especial por cada entidad federativa, a
fin de que representantes de las agrupaciones de agriculto-
res vayan a otras regiones o países a conocer sus métodos
y sistemas de agricultura moderna y puedan implantarlos
en sus localidades, a cargo del diputado René Meza Cabre-
ra, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para exhortar al Poder Ejecutivo Fe-
deral instruya a la Secretaría de Salud proceda a revisar y
reformular los formatos o modelos que actualmente se uti -

lizan para extender los certificados de defunción y muerte
fetal, a cargo de la diputada María Cristina Díaz Salazar,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita al Instituto Na-
cional de Estadística, Geografía e Informática, atienda lo
establecido en la Ley General de Desarrollo Social, en lo
relativo a la provisión de indicadores para la medición de
la pobreza, a cargo del diputado Julio Boltvinik Kalinka,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo para que comparezcan ante la Co-
misión de Comunicaciones, el director general de Aero-
puertos y Servicios Auxiliares y el administrador general
de Aduanas, a cargo del diputado Jesús González Schmal,
del grupo parlamentario del Partido de Convergencia. (Tur-
no a comisión)

Con punto de acuerdo en materia de ordenación y aprove-
chamiento del territorio nacional, a cargo de la diputada
Martha Leticia Rivera Cisneros, suscrito por diputados in-
tegrantes de la Comisión Especial de la Niñez, Adolescen-
cia y Familias. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados ex-
horte a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a fin de
que envíe los informes trimestrales sobre el presupuesto
ejercido en 2004, a nivel de capítulo, concepto de gasto y
evaluación de los resultados de cada programa, a cargo de
la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del grupo par-
lamentario el Partido Revolucionario Institucional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo por el que se solicita al director ge-
neral del IMSS investigue la razón por la que se omitió
atención médica al señor Jesús Salvador García Alvarez,
trabajador de la empresa Hulera Euzkadi, SA de CV, a car-
go del diputado Pablo Franco Hernández, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo para exhortar a las secretarías de
Desarrollo Social dependientes del gobierno del estado de
Chiapas y del Gobierno Federal, para que durante el actual
proceso electoral, no se politicen acciones y programas de
gobierno, a cargo de la diputada María Elena Orantes Ló-
pez, del grupo parlamentario el Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión)



Con punto de acuerdo por el que se exhorta al secretario
de Turismo y al director del Fondo Nacional de Fomento
al Turismo, a formalizar convenios de transparencia de
recursos con los gobiernos municipales donde están ubi-
cados los centros integralmente planeados, a cargo de la
diputada Nancy Cárdenas Sánchez, del grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a
comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al secretario de
Turismo y al director del Fondo Nacional de Fomento al
Turismo, retomar como función básica de la institución el
otorgar créditos para el impulso de la inversión en el sector
turístico, a cargo de la diputada Nancy Cárdenas Sánchez,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para que dentro del Presupuesto de
Egresos para el Ejercicio Fiscal 2005, se destine y etique-
ten 2 mil millones de pesos para la comercialización del
frijol, así como para el fondo de apoyo a la cadena agroa-
limentaria frijol, a cargo del diputado Antonio Mejía Haro,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a comisión)

Con punto de acuerdo para que dentro del Presupuesto de
Egresos para el Ejercicio Fiscal 2005, sea incluida una par-
tida especial para el embovedado y saneamiento del arroyo
El Orito ubicado en el municipio de Zacatecas, Zacatecas,
a cargo del diputado Rafael Candelas Salinas, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión)

Con punto de acuerdo por el que solicita a la Comisión
Bicamaral del Canal del Congreso, que el canal cuente
con un noticiero especializado, a cargo del diputado José
Luis Medina Lizalde, del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a comisión)

Solicitudes de excitativas

A las comisiones de Economía, y de Desarrollo Social, a
solicitud del diputado Víctor Suárez Carrera, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, a solicitud del diputado Víctor Suárez Carrera, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

A la Comisión de Economía, a solicitud del diputado Víc-
tor Suárez Carrera, del grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, a solici-
tud del diputado Víctor Suárez Carrera, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

A las comisiones de Gobernación y de Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, a solicitud de los diputados Clau-
dia Ruiz Massieu Salinas y Héctor Humberto Gutiérrez de
la Garza, del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

Agenda política

Comentarios sobre el proceso electoral en el estado de
Tlaxcala, a cargo del grupo parlamentario del Partido de
Convergencia.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de
la sesión anterior.

Pido a la Secretaría consulte a la Asamblea si se le dispen-
sa la lectura, tomando en consideración que también ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Graciela Larios Rivas: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea si se
le dispensa la lectura al acta de la sesión anterior, tomando
en consideración que ha sido publicada en la Gaceta Parla-
mentaria.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... La mayoría por la afirmativa, señor
Presidente. Se dispensa entonces la lectura.

«Acta de las Sesiones Solemne y Ordinaria de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, celebradas el mar-
tes catorce de septiembre de dos mil cuatro, correspon-
dientes al Primer Periodo de Sesiones Ordinarias del Se-
gundo Año de Ejercicio de la Quincuagésima Novena
Legislatura 
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Presidencia del diputado
Francisco Arroyo Vieyra 

SESIÓN SOLEMNE 

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de dos-
cientos cincuenta y siete diputadas y diputados, a las diez
horas con diez minutos del martes catorce de septiembre de
dos mil cuatro, el Presidente declara abierta la Sesión So-
lemne para conmemorar el centésimo quincuagésimo ani-
versario del Himno Nacional Mexicano. 

El Presidente saluda la presencia de alumnos de las escue-
las: Himno Nacional Mexicano, Centenario del Himno Na-
cional Mexicano, Francisco González Bocanegra y Jaime
Nunó. 

La Secretaría da lectura al acuerdo aprobado por la Asam-
blea motivo de la presente Sesión Solemne y en conse-
cuencia, el Presidente concede la palabra para conmemo-
rar el centésimo quincuagésimo aniversario del Himno
Nacional Mexicano, a los diputados: Jaime Miguel More-
no Garavilla, de Convergencia; Joel Padilla Peña, del Par-
tido del Trabajo; María Ávila Serna, del Partido Verde
Ecologista de México; José Luis Medina Lizalde, del Par-
tido de la Revolución Democrática; Germán Martínez
Cázares, del Partido Acción Nacional; y Filemón Primiti-
vo Arcos Suárez Peredo, del Partido Revolucionario Ins-
titucional. 

El Presidente, diputado Francisco Arroyo Vieyra, dirige
unas palabras. 

Puestos todos de pie, se entona el Himno Nacional Mexi-
cano en su centésimo quincuagésimo aniversario. 

El Presidente levanta la Sesión Solemne a las once horas
con dieciocho minutos y solicita a los diputados permane-
cer en sus lugares para dar inicio a la sesión ordinaria. 

SESIÓN ORDINARIA 

A las once horas con veinticinco minutos, con la asistencia
de cuatrocientos veintinueve diputadas y diputados, el Pre-
sidente declara abierta la sesión ordinaria. 

La Asamblea, en votación económica, dispensa la lectura
del orden del día. 

La Asamblea dispensa la lectura del acta de la sesión ante-
rior en votación económica y de la misma forma la aprue-
ba. 

Comunicaciones de la Junta de Coordinación Política: 

• Una, con la que informa de cambios en la integración de
diversas comisiones y grupos de amistad. De enterado. 

• Una, con la que propone cambios en las mesas directivas
de las comisiones de Transportes y de Comunicaciones. Se
aprueba en votación económica. 

• Una, con la que propone la delegación de diputados que
participará en la Séptima Reunión Interparlamentaria Mé-
xico - Cuba. Se aprueba en votación económica.

Comunicación del diputado con licencia José Reyes Baeza
Terrazas, con la que informa que opta por el cargo de go-
bernador constitucional del estado de Chihuahua. De ente-
rado y comuníquese. 

Informe de la Comisión Especial de seguimiento a los he-
chos de corrupción e involucramiento de funcionarios pú-
blicos del estado de Morelos con el Narcotráfico. De ente-
rado. 

Comunicaciones de la Junta de Coordinación Política: 

• Con acuerdo por el que se exhorta al gobierno federal, a
que canalice recursos del Fondo Nacional de Desastres Na-
turales al municipio de Ahome, Sinaloa, para atender los
daños causados por las intensas lluvias. Se aprueba en vo-
tación económica. Comuníquese. 

• Con acuerdo por el que se exhorta a las comisiones de
Educación Pública y Servicios Educativos y de Presupues-
to y Cuenta Pública, para que de ser procedente, se apoye
la solicitud de recursos adicionales al presupuesto anual
asignado a la Universidad Juárez del estado de Durango.
Se aprueba en votación económica. Desde su curul el di-
putado Pedro Ávila Nevárez, del Partido Revolucionario
Institucional, agradece el apoyo al acuerdo de referencia.
De enterado. 

• Con acuerdo que modifica el programa de comparecen-
cias de funcionarios del gobierno federal ante comisiones,
para el análisis del Cuarto Informe de Gobierno del Presi-
dente de la República. Se aprueba en votación económica.
Comuníquese.



La Cámara de Senadores remite solicitud de excitativa del
senador César Raúl Ojeda Zubieta, del Partido de la Revo-
lución Democrática, a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, en relación con la iniciativa con proyecto de de-
creto que crea la Ley del Fondo para la Estabilidad de los
Ingresos Petroleros. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público. 

Oficios de la Secretaría de Gobernación: 

• Dos, por los que remite contestaciones a puntos de acuer-
do aprobados por la Comisión Permanente, relativos al
programa de repatriación de inmigrantes y sobre el destino
del fondo de retención de los trabajadores ex braceros. Re-
mítanse a la Cámara de Senadores y copia a los diputados
promoventes, para su conocimiento. 

• Uno, por el que solicita el permiso necesario para que dos
ciudadanas puedan prestar servicios e informa que una ciu-
dadana los ha dejado de prestar, en diversas representacio-
nes diplomáticas de los Estados Unidos de América en Mé-
xico. Por lo que se refiere a las solicitudes, túrnese a la
Comisión de Gobernación; y por lo que respecta a quien ha
dejado de prestar servicios, túrnese a las comisiones de
Gobernación de las cámaras de Diputados y de Senadores,
para su conocimiento. 

• Uno, por el que solicita el permiso necesario para que el
ciudadano Alberto Manuel Cabezut Madaria, pueda des-
empeñar el cargo de Cónsul Honorario de la República Fe-
deral Democrática de Etiopía en México, con circunscrip-
ción consular en toda la República. Se turna a la Comisión
de Gobernación.

Desde su curul el diputado Héctor Humberto Gutiérrez de
la Garza, del Partido Revolucionario Institucional, solicita
se modifique el orden del día para desahogar los dictáme-
nes, en especial el de primera lectura, antes de la presenta-
ción de iniciativas. El Presidente hace aclaraciones y con-
sulta al diputado Gutiérrez de la Garza si existe interés en
adelantar algún dictamen en particular. Nuevamente desde
su curul el diputado Gutiérrez de la Garza expresa el inte-
rés de su grupo parlamentario sobre la primera lectura del
dictamen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social y de Seguridad Social con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona la Ley de los Sistemas de Aho-
rro para el Retiro. En atención a la solicitud, el Presidente
informa que el dictamen de referencia queda de primera
lectura. 

A las once horas con cincuenta y seis minutos la Secretaría
informa del registro de cuatrocientos treinta y seis diputa-
das y diputados e instruye el cierre del sistema electrónico
de asistencia. 

Presidencia de la diputada 
María Marcela González Salas y Petricioli 

Presentan iniciativas con proyectos de decreto los diputa-
dos: 

• Marko Antonio Cortés Mendoza, del Partido Acción Na-
cional, que reforma el artículo sesenta y uno y adiciona el
artículo noventa y cinco de la Ley Aduanera. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

• Omar Bazán Flores, del Partido Revolucionario Institu-
cional, que reforma los artículos cuarto, dieciséis, treinta y
uno, treinta y cuatro y treinta y cinco de la Ley Federal pa-
ra la Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico. 

• Evelia Sandoval Urbán, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que reforma y adiciona los artículos tercero, sép-
timo, ciento treinta y tres, cuatrocientos veintidós y nove-
cientos noventa y dos de la Ley Federal del Trabajo. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 

• Juan José García Ochoa, del Partido de la Revolución De-
mocrática, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, en materia de voto de mexicanos en el ex-
tranjero. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Gobernación. 

• Quintín Vázquez García, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, que reforma el artículo ciento treinta y cuatro de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

• José Antonio Cabello Gil, del Partido Acción Nacional,
que reforma el primer párrafo del artículo primero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

• Álvaro Burgos Barrera, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que crea la Ley para Regular el Envío de Remesas
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del Extranjero a la República Mexicana. Se turna a las Co-
misiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios. Desde su curul
el diputado Pedro Ávila Nevárez, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, hace comentarios en relación con la ini-
ciativa de referencia y la Presidenta toma nota. También
desde su curul el diputado Wintilo Vega Murillo, del Parti-
do Revolucionario Institucional, solicita aclaraciones sobre
el turno dado a los comentarios del diputado Ávila Nevá-
rez y la Presidenta atiende la solicitud. El diputado Ávila
Nevárez insiste en sus comentarios y la Presidenta hace
aclaraciones de procedimiento, reiterando el turno dado a
la iniciativa en cuestión. 

• Consuelo Muro Urista, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que adiciona los artículos doscientos bis y dos-
cientos bis uno al Código Penal Federal. Se turna a la Co-
misión de Justicia y Derechos Humanos. 

• Gonzalo Moreno Arévalo, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma los artículos veinticuatro y trein-
ta y cuatro de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal. Se turna a la Comisión de Gobernación. 

• María Salomé Elyd Sáenz, del Partido Acción Nacional,
que reforma el tercer párrafo del artículo setenta de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

• Emilio Serrano Jiménez, del Partido de la Revolución De-
mocrática, que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley del Seguro Social; reforma y deroga di-
versas disposiciones de la Ley del Instituto del Fondo
Nacional para la Vivienda de los Trabajadores; y adiciona
un artículo transitorio a la Ley de los Sistemas de Ahorro
para el Retiro. Se turna a las Comisiones Unidas de Ha-
cienda y Crédito Público, de Trabajo y Previsión Social y
de Seguridad Social. 

• Fernando Espino Arévalo, del Partido Verde Ecologista
de México, que adiciona un artículo 104 bis a la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte. Se turna a la Comisión
de Juventud y Deporte. 

• Francisco Amadeo Espinosa Ramos, del Partido del Tra-
bajo, que adiciona una Sección Quinta, denominada De las
Becas Laborales, al Capítulo Segundo de la Ley General de
Educación. Se turna a la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos. 

• Óscar Pimentel González, del Partido Revolucionario
Institucional, a nombre de integrantes de la Comisión de
Energía, que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Derechos, para modificar el ré-
gimen fiscal de Petróleos Mexicanos. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, con opinión de la
Comisión de Energía. 

• José Porfirio Alarcón Hernández, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma el artículo trescientos se-
senta y cuatro del Código Penal Federal. Se turna a la Co-
misión de Justicia y Derechos Humanos. 

• José Antonio Cabello Gil, del Partido Acción Nacional,
que reforma los artículos setenta y seis, ochenta y nueve y
ciento dos de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales. 

• Angélica de la Peña Gómez, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma el artículo cincuenta y cinco del
Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia y
Derechos Humanos. 

• Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Partido Verde Ecolo-
gista de México, que reforma los artículos primero y se-
senta y siete de la Ley de Protección al Ahorro Bancario.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

• Pedro Vázquez González, del Partido del Trabajo, que
adiciona un Título Séptimo, denominado Del Seguro por
Desempleo, a la Ley del Seguro Social. Se turna a las Co-
misiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Segu-
ridad Social. 

• Pablo Alejo López Núñez, del Partido Acción Nacional,
que reforma el artículo doscientos treinta y nueve del Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.
Se turna a la Comisión de Gobernación.

Transcurrido el tiempo acordado para la duración de las se-
siones, la Secretaría da lectura al orden del día de la próxi-
ma sesión e informa del registro final de trescientos ochen-
ta y nueve diputadas y diputados. 

La Presidenta levanta la sesión a las quince horas con once
minutos, citando para la próxima que tendrá lugar el mar-
tes veintiuno de septiembre de dos mil cuatro a las once ho-
ras.»



El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada Graciela Larios Rivas: Está a
discusión el acta...

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueba.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... La mayoría por la afirmativa, señor
Presidente.

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
En consecuencia está aprobada el acta.

ESTADO DE COLIMA

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña: Co-
municaciones.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— H.
Congreso del estado de Colima.— LIV Legislatura.

H. Congreso de la Unión.— México, DF.

Los diputados integrantes de la Comisión Permanente, en
sesión de la misma celebrada el 20 de agosto del presente
año, aprobaron mi punto de acuerdo suscrito por los dipu-
tados integrantes del grupo parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional del H. Congreso del estado de Colima, cu-
yos resolutivos señalan: 

“Primero.- Los diputados y diputadas integrantes de la
LIV Legislatura del H. Congreso del estado de Colima
manifestamos nuestro apoyo total a los pescadores comer-
ciales del estado, que desarrollan su actividad con recur-
sos muy limitados, como son una lancha o panga con mo-
tor fuera de borda, y que hacen de la pesca su sustento
familiar, manifestando nuestra inconformidad con las dis-
posiciones legales que los obligan a salir más allá de las
cincuenta millas náuticas, contadas a partir de la línea de
base desde la cual se mide el mar territorial, para poder
pescar o extraer las especies reservadas para la pesca de-
portiva dentro de dicha franja, exponiendo con ello sus vi-
das y sus embarcaciones. 

Segundo.- Se envíe el presente acuerdo a los HH. Congre-
sos de los estados de la Republica Mexicana para que, si lo
estiman conveniente, se solidaricen con los pescadores co-
merciales de Colima y con los de otras entidades que por
su ubicación geográfica se encuentren en situación similar
a la de nuestro estado, y se pronuncien por una reforma que
favorezca su trabajo en condiciones justas. 

Tercero.- Se envíe el presente acuerdo al Congreso de la
Unión a efecto de que los diputados federales y los sena-
dores analicen la posibilidad de reformar la Ley de Pesca y
su Reglamento para establecer una excepción legal que
permita a los pescadores comerciales de los estados que ha-
cen de la pesca su sustento familiar y que cuentan con re-
cursos muy limitados para la realización de dicha actividad
extraer o pescar las especies reservadas a la pesca deporti-
va a partir de las 20 millas náuticas, contadas desde la línea
base, donde se comienza a medir el mar territorial, y así
puedan pescar más cerca de la línea de base, sin exponer su
vida y sus pequeñas embarcaciones.”

Lo que comunicamos a usted en vía de petición y para los
efectos de ley correspondientes, anexándole al presente
oficio copia del punto acuerdo correspondiente. 

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Colima, Col., a 20 de agosto de 2004.— “2004, Año por la
no Violencia hacia las Mujeres, las Niñas y los Niños.”.—
Dip. José Antonio Orozco Sandoval (rúbrica),  Secretario;
Dip. Esmeralda Cárdenas Sánchez (rúbrica), Secretaria.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión de Pesca para su conocimiento.

ESTADO DE DURANGO

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del estado Durango.— H. LXII Legislatura.

CC. Diputados Secretarios.— Cámara de Diputados. 

Atención, diputado Mario Antonio Gama Basarte, Presi-
dente de la Comisión Especial para el Seguimiento a los
Fondos de los Trabajadores Mexicanos Braceros, de la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión. 
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En sesión ordinaria verificada el día 24 de los corrientes, la
Comisión Permanente de la honorable Sexagésima Segun-
da Legislatura del Estado Libre y Soberano de Durango,
aprobó un punto de acuerdo, que dice: 

Punto de Acuerdo 

“Unico.- Que la Comisión Permanente de la LXII Legisla-
tura del H. Congreso del estado solicite respetuosamente a
la Comisión Especial para darle Seguimiento a los Fondos
aportados por los Trabajadores Mexicanos Braceros de la
Cámara de Diputados, gestione y promueva la aprobación
de un recurso extraordinario de 100 mil pesos para cada ex
bracero, en el Presupuesto de Egresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2005, como pago único de lo que
se les retuvo y nunca se les entrego”.

Lo anterior para su conocimiento y efectos legales a que
haya lugar. 

Sin otro particular, nos es grato reiterar a ustedes las segu-
ridades de nuestra consideración atenta y distinguida. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Victoria de Durango, Dgo., a 25 de agosto de 2004.— Dip.
Víctor Joel Martínez Martínez (rúbrica), Secretario; Dip.
José María Alcántar Chávez (rúbrica), Secretario.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión Especial para dar Seguimiento
al Fondo de los Trabajadores Mexicanos Braceros.

DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.

Dip. Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara De Diputados de la LIX Legis-
latura del Honorable Congreso de la Unión.— Presente. 

El que suscribe Gelacio Montiel Fuentes, diputado federal
por el primer distrito electoral federal del estado de Tlax-
cala, respetuosamente comparezco y expongo: 

Que el pleno de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión tuvo a bien autorizar mi solicitud de licencia por

tiempo indefinido para separarme de mis funciones como
diputado federal. 

En virtud de que el motivo de mi licencia tuvo como pro-
pósito participar en el proceso interno del Partido de la Re-
volución Democrática para la selección del candidato a go-
bernador del estado de Tlaxcala; y en razón de que este
proceso ha concluido, solicito al Pleno de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión lo siguiente: 

Primero.- Autorizar mi reincorporación a los trabajos le-
gislativos de la Honorable Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, a partir del día veintiuno de sep-
tiembre del 2004. 

Segundo.- Se sirva realizar los trámites necesarios para la
debida aprobación de lo solicitado.

Agradeciendo de antemano la atención a la presente, le en-
vío un cordial saludo. 

Atentamente.

México, DF, a 20 de septiembre de 2004.— Dip. Gelacio
Montiel Fuentes (rúbrica).»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
De enterado y se le tiene por reincorporado a sus labo-
res legislativas. Bienvenido nuevamente.

COMISIONES LEGISLATIVAS

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara
de Diputados.— LIX Legislatura.

Diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera, Presidente de la
Mesa Directiva Cámara de Diputados.— Presente. 

Por instrucciones del Diputado Francisco Barrio Terrazas,
Presidente de la Junta de Coordinación Política, y con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, párrafo 1,
inciso c) en relación con el artículo 44, párrafo 2 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, le solicito se dé cuenta al Pleno de la Cámara
de Diputados de los siguientes cambios en comisiones,
solicitados por el Diputado José Antonio de la Vega As-
mitia, Subcoordinador de Proceso Legislativo y Debate



Parlamentario del Grupo Parlamentario de] Partido Acción
Nacional: 

• Sustitución del Diputado con licencia Jesús Antonio Na-
der Nasrallah, por la Diputada María Antonia García San-
jinés, como integrante de la Comisión de Seguridad Públi -
ca; 

• Sustitución del Diputado con licencia Alejandro Higuera
Osuna, por el Diputado Evaristo Corrales Macías, como in-
tegrante de la Comisión de Pesca; 

• Sustitución del Diputado con licencia Jesús Antonio Na-
der Nasrallah, por la Diputada María Antonia García San-
jinés, como integrante de la Comisión de Economía; 

• Sustitución de la Diputada Gisela Juliana Lara Saldaña,
por la Diputada Janette Ovando Reazola, como integrante
de la Comisión de Equidad y Género; 

• Sustitución del Diputado con licencia Alejandro Higuera
Osuna, por el Diputado Evaristo Corrales Macías, como in-
tegrante de la Comisión de Turismo; 

• Sustitución del Diputado con licencia Alejandro Higuera
Osuna, por el Diputado Evaristo Corrales Macías, como in-
tegrante de la Comisión de Marina; 

• Sustitución del Diputado con licencia Jesús Antonio Na-
der Nasrallah, por la Diputada María Antonia García San-
jinés, como integrante de la Comisión de Pesca.

Sin otro particular, quedo de usted. 

Atentamente.

Palacio Legislativo, 20 de septiembre de 2004.— Diputa-
do José González Morfín (rúbrica).»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
De enterado.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara
de Diputados.— LIX Legislatura.— Junta de Coordinación
Política.

Diputado Manlio Fabio Beltrones, Presidente de la Mesa
Directiva.— Cámara de Diputados.— Presente.

Por instrucciones del Diputado Francisco Barrio Terrazas,
Presidente de la Junta de Coordinación Política, y con fun-
damento en lo dispuesto por el artículo 34, párrafo 1, inci-
so c) en relación con el artículo 43, párrafo 3 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, le solicito atentamente someta a consideración
del Pleno de la Cámara de Diputados los siguientes cambios
en la integración de las mesas directivas de comisiones: 

• Sustitución del Diputado con licencia Alejandro Higuera
Osuna, por el Diputado José Orlando Pérez Moguel, como
secretario de la Comisión de Pesca;

• Sustitución del Diputado Jorge Ruiz Esparza, por el Di-
putado José Erandi Bermúdez Méndez, como secretario de
la Comisión de Juventud y Deporte; 

• Sustitución del Diputado con licencia Jesús Antonio Na-
der Nasrallah, por el Diputado Jorge Luis Hinojosa More-
no, como secretario de la Comisión de Economía. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

Atentamente.

Palacio Legislativo, 20 de septiembre de 2004.— Diputa-
do José González Morfín (rúbrica).»

En votación económica se pregunta a la Asamblea si se
aprueba el acuerdo.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo, por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputado
Presidente. 

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
En consecuencia, está aprobado.

Permítame, señor Secretario.

Con la debida atención, la Presidencia invita con toda cor-
dialidad a los representantes de los medios de comunica-
ción a ocupar los lugares que tienen asignados para cum-
plir con su tan importante labor y poder así proseguir con
este trabajo legislativo. Gracias por su atención.

Adelante, señor Secretario.
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LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS 
Y ZONAS ARQUEOLOGICOS, 

ARTISTICOS E HISTORICOS

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes. 

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto por el que se reforman y derogan diversos artí -
culos de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos. 

Atentamente.

México, DF, a 13 de septiembre de 2004.— Sen. Diego
Fernández de Cevallos Ramos (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, D.F.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN Y DEROGAN 
DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY FEDERAL 

SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS ARQUEOLÓGI-
COS, ARTÍSTICOS E HISTÓRICOS. 

ARTÍCULO UNICO.- Se reforman los artículos 14, 19,
20, 47, 48, 49, 50, 51, 53 y 55; y deroga la fracción III del
artículo 3, todos de la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, para quedar
como sigue: 

Artículo 3.... 

I y II ... 

III. Se deroga. 

IV al VI ... 

Artículo 14. El destino o cambio de destino de inmuebles
de propiedad federal declarados monumentos arqueológi-
cos, históricos o artísticos, deberá hacerse por decreto que

expedirá el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secreta-
ría de Educación Pública, misma que atenderá el dictamen
que se emita al respecto. 

Artículo 19. A falta de disposición expresa en esta Ley, se
aplicarán supletoriamente: 

I. ... 

II. Los Códigos Civil y Penal Federal respectivamente. 

Artículo 20. Para vigilar el cumplimiento de esta Ley, la
Secretaría de Educación Pública y los Institutos competen-
tes, podrán efectuar visitas de inspección, en los términos
del reglamento respectivo. 

Artículo 47. Al que realice trabajos materiales de explora-
ción arqueológica, por excavación, remoción o por cual-
quier otro medio, en monumentos arqueológicos inmue-
bles, o en zonas de monumentos arqueológicos, sin la
autorización del Instituto Nacional de Antropología e His-
toria, se le impondrá prisión de uno a diez años y de diez a
doscientos treinta días multa. 

Artículo 48. Al que valiéndose del cargo o comisión del
Instituto Nacional de Antropología e Historia o de la auto-
rización otorgada por éste para la ejecución de trabajos ar-
queológicos, disponga para sí o para otro de un monumen-
to arqueológico mueble, se le impondrá prisión de uno a
diez años y de setenta a trescientos cincuenta días multa. 

Si los delitos previstos en esta Ley, los cometen funciona-
rios encargados de la aplicación de la misma, las sanciones
relativas se les aplicarán independientemente de las que les
correspondan conforme a la Ley Federal de Responsabili-
dades Administrativas de los Servidores Públicos. 

Artículo 49. Al que efectúe cualquier acto traslativo de do-
minio de un monumento arqueológico mueble o comercie
con él y al que lo transporte, exhiba o reproduzca sin el
permiso y la inscripción correspondiente, se le impondrá
prisión de uno a diez años y de veinticinco a trescientos
cincuenta días multa. 

Artículo 50. Al que ilegalmente tenga en su poder un mo-
numento arqueológico o un monumento histórico mueble y
que éste se haya encontrado en o que proceda de un in-
mueble a los que se refiere la fracción I del artículo 36, se
le impondrá prisión de uno a seis años y de diez a mil dos-
cientos días multa. 



Artículo 51. Al que se le apodere de un monumento mue-
ble arqueológico, histórico o artístico sin consentimiento
de quien puede disponer de él con arreglo a la Ley, se le
impondrá prisión de dos a diez años y de setenta a tres-
cientos cincuenta días multa. 

Artículo 53. Al que por cualquier medio pretenda sacar o
saque del país un monumento arqueológico, artístico o his-
tórico, sin permiso del Instituto competente, se le impondrá
prisión de dos a doce años y de diez a mil doscientos días
multa. 

Artículo 55. Cualquier infracción a esta Ley o a su Regla-
mento, que no esté previsto en este capítulo, será sanciona-
do por los Institutos competentes, con diez a mil doscien-
tos días multa, la que podrá ser impugnada mediante el
recurso administrativo correspondiente. 

TRANSITORIO 

Artículo Único.- El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Senadores.-
México, DF, a 13 de septiembre de 2004.— Sen. Diego
Fernández de Cevallos Ramos (rúbrica), Presidente; Sen.
Yolanda E. González Hernández (rúbrica), Secretaria.

Se remite a la Honorable Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.— México, D.F., a 13 de septiem-
bre de 2004.— Arturo Garita, Secretario General de Servi-
cios Parlamentarios.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Educación Pública y
Servicios Educativos y de Justicia y Derechos Humanos.

CONDECORACIONES

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, D.F.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presentes. 

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto

de decreto que concede permiso al ciudadano licenciado
Vicente Fox Quesada, Presidente de los Estados Unidos
Mexicanos, para aceptar y usar la condecoración de la Or-
den Nacional “Al Mérito”, en grado de Gran Collar, que le
confiere el Gobierno de la República de Ecuador. 

Atentamente.

México, DF, a 14 de septiembre de 2004.— Sen. Diego
Fernández de Cevallos Ramos (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, D.F.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se concede permiso al ciudadano
Licenciado VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los
Estados Unidos Mexicanos, para aceptar y usar la Conde-
coración de la Orden Nacional “Al Mérito”, en grado de
Gran Collar, que le confiere el Gobierno de la República
del Ecuador. 

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Senadores.-
México, DF, a 14 de septiembre de 2004.— Sen. Diego
Fernández de Cevallos Ramos (rúbrica), Presidente; Sen.
Lucero Saldaña Pérez (rúbrica), Secretaria.

Se remite a la Honorable Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.— México, D.F., a 14 de septiem-
bre de 2004.— Arturo Garita, Secretario General de Servi-
cios Parlamentarios.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, D.F.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presentes. 

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene Minuta proyec-
to de decreto que concede permiso al ciudadano Licencia-
do Vicente Fox Quesada, Presidente de los Estados Unidos
Mexicanos, para aceptar y usar la condecoración “Congre-
so Nacional del Ecuador, General Eloy Alfaro”, que le con-
fiere el Congreso Nacional de la República de Ecuador. 
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Atentamente.

México, DF, a 14 de septiembre de 2004.— Sen. Diego
Fernández de Cevallos Ramos (rúbrica), Presidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, D.F.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se concede permiso al ciudadano
Licenciado VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los
Estados Unidos Mexicanos, para aceptar y usar la Conde-
coración “Congreso Nacional del Ecuador, General Eloy
Alfaro”, que le confiere el Congreso Nacional de la Repú-
blica del Ecuador. 

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Senadores.-
México, DF, a 14 de septiembre de 2004.— Sen. Diego
Fernández de Cevallos Ramos (rúbrica), Presidente; Sen.
Lucero Saldaña Pérez (rúbrica), Secretaria.

Se remite a la Honorable Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.— México, D.F., a 14 de septiem-
bre de 2004.— Arturo Garita, Secretario General de Servi-
cios Parlamentarios.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada Graciela Larios Rivas:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores se dirigió a esta de
Gobernación, solicitando se tramite ante el H. Congreso de
la Unión el permiso a que se refiere la fracción II, aparta-
do C), del artículo 37 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos para que las personas que se citan
a continuación, puedan prestar sus servicios al gobierno
extranjero que se menciona: 

Nombre: Florinda Yolanda de Jesús Zamora. 
Puesto: Cocinera. 
Lugar de trabajo: Embajada de Dinamarca en México. 

Nombre: Alfredo Lugo Dávila. 
Puesto: Guardia. 
Lugar de trabajo: Embajada de Dinamarca en México. 

Nombre: Luisa Josefa Andrade Osorio. 
Puesto: Empleada doméstica. 
Lugar de trabajo: Embajada de Dinamarca en México. 

Nombre: Edgar Domínguez Pérez. 
Puesto: Guardia. 
Lugar de trabajo: Embajada de Dinamarca en México. 

Nombre: María del Pilar Unda Jiménez. 
Puesto: Administradora. 
Lugar de trabajo: Embajada de Dinamarca en México. 

Nombre: María Teresa Beorlegui Estévez. 
Puesto: Asesora administrativa. 
Lugar de trabajo: Embajada de Dinamarca en México. 

Nombre: Simón Baizábal Lagunes. 
Puesto: Guardia. 
Lugar de trabajo: Embajada de Dinamarca en México. 

Por lo anterior me permito anexar, para que se integren en
su expediente, copias certificadas de las actas de nacimien-
to que acreditan la nacionalidad mexicana de dichas perso-
nas, originales de los escritos en que solicitan que se reali-
cen los trámites correspondientes y de sus datos
curriculares, así como copias simples de su identificación. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 6 de septiembre de 2004.— Lic. M. Hum-
berto Aguilar Coronado (rúbrica), Subsecretario de Enlace
Legislativo.» 

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

La Secretaria diputada Graciela Larios Rivas: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.



CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores se dirigió a esta de
Gobernación, solicitando se tramite ante el H. Congreso de
la Unión el permiso a que se refiere la fracción II, aparta-
do C), del artículo 37 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para que las personas que se ci-
tan a continuación, puedan prestar sus servicios al
Gobierno extranjero que se menciona: 

Nombre: Alejandra María Nahas Espinosa. 
Puesto: Auxiliar de visas. 
Lugar de trabajo: Consulado de los Estados Unidos de
América en Ciudad Juárez, Chihuahua. 

Nombre: Jaime Ayala Orona. 
Puesto: Auxiliar de visas. 
Lugar de trabajo: Consulado de los Estados Unidos de
América en Ciudad Juárez, Chihuahua. 

Nombre: Mónica Saavedra Díaz. 
Puesto: Auxiliar de visas. 
Lugar de trabajo: Consulado de los Estados Unidos de
América en Ciudad Juárez, Chihuahua. 

Nombre: Jacobo Hámui Cárdenas. 
Puesto: Especialista político en la Sección Política. 
Lugar de trabajo: Embajada de los Estados Unidos de
América en México. 

Por lo anterior me permito anexar, para que se integren en
su expediente, copias certificadas de las actas de nacimien-
to que acreditan la nacionalidad mexicana de dichas perso-
nas y originales de los escritos en que solicitan que se rea-
licen los trámites correspondientes, así como copias
simples de su identificación. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 6 de septiembre de 2004.— Lic. M. Hum-
berto Aguilar Coronado (rúbrica), Subsecretario de Enlace
Legislativo.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secreta-
ría de Gobernación.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores se dirigió a esta de
Gobernación, solicitando se tramite ante el H. Congreso de
la Unión el permiso a que se refiere la fracción II, aparta-
do C), del artículo 37 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos para que la persona que se cita a
continuación pueda prestar sus servicios al gobierno ex-
tranjero que se menciona: 

Nombre: Julio Xilo García. 
Puesto: Empleado del Departamento Administrativo. 
Lugar de trabajo: Embajada de Japón en México. 

Por lo anterior me permito anexar, para que se integren en
su expediente, copia certificada del acta de nacimiento que
acredita la nacionalidad mexicana de dicha persona y ori-
ginal del escrito en que solicita que se realicen los trámites
correspondientes, así como copia simple de su identifica-
ción oficial. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 6 de septiembre de 2004.— Lic. M. Hum-
berto Aguilar Coronado (rúbrica), Subsecretario de Enlace
Legislativo.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

ARTICULOS 4º Y 73 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene a la palabra el diputado José Manuel Carrillo Rubio
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, para presentar una iniciativa que reforma y adi-
ciona los artículos 4º y 73 en su fracción XXIX-J de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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El diputado José Manuel Carrillo Rubio: Con su per-
miso, señor Presidente; compañeras y compañeros legis-
ladores:

En uso de las facultades que me confiere tanto la Constitu-
ción Política de la República Mexicana como las leyes or-
gánicas respectivas, expongo ante todos ustedes la siguien-
te iniciativa que pretende reformar los artículos 4º y 73 en
su fracción XXIX-J de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

La actividad física y el deporte son las manifestaciones so-
ciales que han adquirido mayor importancia dentro de la
vida cotidiana del ser humano, el fenómeno deportivo es
uno de los que más ha evolucionado durante el proceso de
la globalización por su gran dimensión en los ámbitos po-
lítico, social, económico, cultural y jurídico. 

Estudios recientes demuestran que la creciente importancia
del deporte como realidad cotidiana, resulta acreditada por
su significación económica y social, sin olvidar su dimen-
sión cultural y educativa, a través de sus diversas modali-
dades como el entrenamiento, el espectáculo, el alto rendi-
miento popular o profesional, los alcances del deporte
como instrumento educativo y su valor universalmente re-
conocido como protector de la salud física y mental, ha
transformado a la cultura física y al deporte en una realidad
que no podemos ignorar.

Diversos han sido los intentos porque se reconozca al
deporte como una garantía constitucional, sin embargo,
razones externas al tema han impedido un verdadero y
profundo análisis a las propuestas anteriormente presen-
tadas.

En textos especializados en la materia, se pone de mani-
fiesto que el hecho de que el deporte se encuentre en ran-
go constitucional, no es un acontecimiento espontáneo,
sino que responde a una evolución de los derechos y de-
beres públicos, íntimamente conectada a la transforma-
ción sucesiva y de las tareas de cometido de los poderes
públicos.

Es decir, si en la Constitución no se encuentra reconocido
el derecho al deporte, a la práctica de una cultura física, es
un reflejo claro de la sociedad en la que vivimos. Por ello
es importante resaltar una vez más que naciones como Ita-
lia, Grecia, Albania, Francia, Bélgica, Australia, Portugal,
Brasil, Cuba, Chile, Perú, Argentina, Canadá, Colombia y
Guatemala, estipulan en su Carta Magna el derecho al de-

porte y la obligación del Estado a fomentarlo, esto ha per-
mitido a aquellas naciones establecer una política de Esta-
do en materia deportiva con bases jurídicamente sólidas,
pudiendo implementar en su interior una mejor cultura de-
portiva así como desarrollar un marco jurídico que vele en
todo momento por los derechos de los deportistas y que es-
clarezca claramente, sin lugar a dudas, el papel y la incum-
bencia de las diversas organizaciones deportivas naciona-
les, estatales que tienen una competitividad a nivel
internacional.

En nuestro país la falta del reconocimiento del derecho a la
cultura física y al deporte no solamente ha permitido el co-
rrecto desarrollo de la legislación en materia deportiva,
pues sus escasos antecedentes jurídicos, unidos a la casi
nula evolución y práctica histórica de los mecanismos uti-
lizados para regularse por parte de nuestras organizaciones
deportivas, han sido el lastre con el que aún cuenta nuestro
deporte en materia nacional.

No obstante lo anteriormente expuesto, es conveniente
mencionar que con la promulgación de la Ley de Estímu-
lo y Fomento del Deporte, del 27 de diciembre de 1977,
la primera especializada en la materia, en el deporte, de-
jó formalmente de ser un problema y materia exclusiva de
la sociedad y de las organizaciones privadas, en donde el
Estado era ajeno pues desde los inicios de su práctica
formal en sus diversas manifestaciones y especialidades,
en nuestro país su desarrollo y crecimiento se dio confor -
me a propias organizaciones, hechos aislados y no me-
diante reglas y organización donde los poderes públicos
quedaran incluidos. 

La constante oposición de algunas organizaciones deporti-
vas a que se legisle en el deporte y la violación a los dere-
chos de los deportistas por parte de éstas, dieron origen a
que la LVII Legislatura, donde surgiera la primera pro-
puesta para reconocer en nuestra Constitución el derecho
al deporte como un derecho social de la perspectiva que
posteriormente permite emitir una ley reglamentaria que
proclame y garantice constitucionalmente el derecho de los
ciudadanos a la práctica del deporte, dando origen a una
verdadera política de Estado en materia del fortalecimien-
to de sus instituciones encargadas de planear y aplicar las
diversas políticas públicas necesarias para mejorar su des-
arrollo. Sin embargo, el ambiente político imperante en es-
tos momentos y por acuerdo de la comisión dictaminadora,
se aplazó su análisis y discusión hasta en tanto no se resol-
viera la iniciativa relativa a los derechos y la cultura de los
pueblos indígenas o bien, hasta que se tuviera la certeza



de que su tramitación legislativa no se llevaría en el corto
plazo.

De esta manera es que se resolvió que la propuesta original
de reconocer el derecho al deporte en el artículo 4º consti-
tucional se le diera una primera solución adicionando a la
actual fracción XXIX-J del artículo 73, facultando al Con-
greso para legislar en materia del deporte.

Fue con la reforma mencionada que se dio fin al argumen-
to de las organizaciones deportivas sobre la facultad o no
de este Congreso en materia deportiva, cuestión que se dio
vida a la primera Ley General de Cultura del Deporte, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 8 de junio
del año 2000, misma que jamás fue aplicada, pues se ex-
tinguió al igual que la administración federal al término de
su sexenio pasado, sin la expedición del vital reglamento
que permitiera una operatividad mejor y más eficaz. La-
mentablemente no se obtuvieron los consensos necesarios
para su aprobación cuando ya se contaba con un proyecto
de dictamen a favor.

La experiencia en esta ley es que su objeto sólo establece
las bases de coordinación y colaboración entre la Federa-
ción, los estados y el Distrito Federal con los municipios,
así como la concertación para la participación de los secto-
res social y privado en el ámbito de la cultura física.

De lo anterior no nos queda duda que ha hecho intento por
poner orden a las organizaciones e instituciones involucra-
das en el desarrollo de la cultura física y el deporte, po-
niendo especial atención en cómo sobrellevar las relacio-
nes entre lo público y lo privado en el deporte, dejando de
lado el principal objetivo de hace más de 10 años, los de-
rechos de los deportistas y quienes realizan o realizamos
actividades físicas.

En la actualidad, diversas son las voces que se han mani-
festado su incomprensión sobre por qué la Ley General de
Cultura Física y Deporte no contiene un solo capítulo des-
tinado a los derechos de las y los deportistas, por qué en
ella sólo se habla de instituciones u organizaciones. La res-
puesta es sencilla: porque en México no se ha reconocido
jamás formal y expresamente, el derecho a la cultura física
que tienen los mexicanos. 

He aquí una razón más a lo propuesto en las legislaturas y
dos ejemplos claros son la participación actual de México
en las olimpiadas donde tan solamente obtuvimos cuatro
valiosas medallas, pero lo que es aún más grave, en México

la principal causa de muerte es la diabetes junto con la obe-
sidad, dos enfermedades totalmente relacionadas con la
falta de cultura y práctica del deporte en nuestro país.

Por eso presento esta reforma que pretende instaurar en el
artículo 4° de la Constitución, el derecho de que todos los
mexicanos tenemos de participar en el deporte.

Aprovecho la oportunidad para felicitar a los atletas para-
límpicos por el buen desempeño en la olimpiada. Gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 4º y 73, frac-
ción XXIX-J, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José Manuel Ca-
rrillo Rubio, del grupo parlamentario del PRI.

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y el artículo 55 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, el que suscribe diputado federal José Ma-
nuel Carrillo Rubio, someto a consideración de esta
honorable asamblea la presente iniciativa que reforma y
adiciona los artículos 4o y 73 en su fracción XXIX-J de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
con el fin de reconocer a la cultura física y la práctica del
deporte como un derecho de todos los mexicanos bajo la si-
guiente 

Exposición de Motivos 

La actividad física y el deporte son de las manifestaciones
sociales que han adquirido mayor importancia dentro de la
vida cotidiana del ser humano, el fenómeno deportivo es
uno de los que más se ha evolucionado durante el proceso
de la globalización por su gran inmersión en los ámbitos
político, social, económico, cultural y jurídico. 

Estudios recientes demuestran que la creciente importancia
del deporte como realidad cotidiana resulta acreditada por
su significación económica y social, sin olvidar su dimen-
sión cultural y educativa. 

A través de sus diversas modalidades como entretenimien-
to, espectáculo, alto rendimiento, popular o profesional, los
alcances del deporte como instrumento educativo y su va-
lor universalmente reconocido como protector de la salud
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física y mental han transformado a la cultura física y al de-
porte en una realidad que no podemos ignorar. 

Diversos han sido los intentos por que se reconozca al de-
porte como una garantía Constitucional, sin embargo razo-
nes externas al tema han impedido un verdadero y profun-
do análisis a las propuestas anteriormente presentadas. 

En textos especializados en la materia, se pone de mani-
fiesto que la reciente constitucionalización del deporte no
es un acontecimiento espontáneo, sino que responde a una
evolución de los derechos y deberes públicos, íntimima-
mente conectada con la transformación sucesiva de las ta-
reas y cometidos de los poderes públicos frente a la socie-
dad. 

Por ello es importante resaltar una vez más, que naciones
como Italia, Grecia, Albania, Francia, Bélgica, Australia,
Portugal, Brasil, Cuba, Chile, Perú, Argentina, Canadá,
Colombia y Guatemala, estipulan en su carta magna el
derecho al deporte o la obligación del Estado a fomen-
tarlo. 

Esto ha permitido a aquellas naciones establecer una polí-
tica de Estado en materia deportiva con bases jurídicamen-
te sólidas pudiendo implementar a su interior, una mejor
cultura deportiva así como desarrollar un marco jurídico
que vele por los derechos de los deportistas y establecer
claramente, sin duda alguna, el papel e incumbencia de las
diversas organizaciones deportivas nacionales e internacio-
nales en la materia. 

En nuestro país la falta del reconocimiento del derecho a
la cultura física y al deporte no a permitido el correcto
desarrollo de la legislación en materia deportiva pues sus
escasos antecedentes jurídicos unidos a la evolución y
práctica histórica de los mecanismos utilizados para re-
gularse por parte de nuestras organizaciones deportivas,
han sido el lastre con que aun cuenta nuestro deporte na-
cional. 

No obstante, de lo anterior expuesto, es conveniente men-
cionar que con la promulgación de la Ley de Estímulo y
Fomento del Deporte, el 27 de diciembre de 1977, la pri-
mera especializada en la materia, el deporte dejó formal-
mente de ser un problema y materia exclusiva de la socie-
dad y las organizaciones privadas, en donde el Estado era
ajeno pues desde los inicios de su práctica formal en sus
diversas manifestaciones y especialidades, en nuestro país
su desarrollo y crecimiento se dio conforme a sus propias

organizaciones y reglas donde los poderes públicos queda-
ron al margen. 

Ese primer intento de establecer mecanismos y reglas al
deporte no fue del agrado de las diversas organizaciones
deportivas, quienes vieron vulnerados en ésta sus propios
intereses considerándola inconstitucional e intervensionis-
ta además de argumentar que el Congreso de la Unión no
contaba con facultades para expedir una Ley en la materia. 

La constante oposición de las organizaciones deportivas a
que se legislara en el deporte y la violación de los derechos
de los deportistas, por parte de éstas, dieron origen a que en
la LVII legislatura surgiera la primera propuesta de reco-
nocer en nuestra Constitución el derecho al deporte como
un derecho social, con la perspectiva de posteriormente
emitir una Ley reglamentaria que proclamara y garantizará
constitucionalmente el derecho de los ciudadanos a la prác-
tica del deporte, dando origen a una verdadera política de
Estado en la materia y el fortalecimiento de sus institucio-
nes encargadas de planear y aplicar las diversas políticas
públicas necesarias para su mejor desarrollo. 

Sin embargo el ambiente político imperante en esos mo-
mentos y por acuerdo de la Comisión dictaminadora se
aplazo su análisis y discusión, hasta en tanto no se resol-
viera la iniciativa relativa a los derechos y la cultura de los
pueblos indígenas, o bien hasta que se tuviera la certeza de
que su tramitación legislativa no se llevaría a corto plazo. 

De esta manera, es que se resolvió que a la propuesta ori -
ginal de reconocer el derecho al deporte en el artículo 4o
Constitucional, se le diera una primera solución adicionan-
do la actual fracción XXIX-J al artículo 73, facultando al
Congreso para legislar en materia de deporte. 

Fue con la reforma mencionada que se dio fin al argu-
mento de las organizaciones deportivas sobre la facultad
del congreso en la materia, cuestión que dio vida a la pri -
mera Ley General del Deporte publicada en el Diario Ofi -
cial de la Federación el 8 de junio de 2000, misma que ja-
más fue aplicada pues se extinguió al igual que la
administración federal al término del sexenio pasado sin
la expedición del vital reglamento que permitiera una me-
jor operatividad. 

Al inicio de la actual administración, a ésta no le intereso
aplicar la Ley existente en ese momento y menos expedir
su correspondiente reglamento, fue entonces que se insis-
tió una vez más, el 7 de noviembre de 2001, proponer la



elevación del deporte a rango constitucional y emitir una
nueva Ley. 

Lamentablemente no se obtuvieron los consensos necesa-
rios para su aprobación cuando ya se contaba con proyecto
de dictamen favorable, lo cual dio cabida a solo abrogar la
Ley General del Deporte por la Actual Ley General de Cul-
tura Física y Deporte, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 24 de febrero de 2003. 

La experiencia de ésta Ley, es que su objeto es solo esta-
blecer bases de coordinación y colaboración entre la Fede-
ración, los estados, el Distrito Federal y los municipios, así
como la concertación para la participación de los sectores
social y privado en el ámbito de la cultura física y el de-
porte, más no la proclamación y preservación de estos co-
mo un derecho. 

De lo anterior no nos queda duda que se ha hecho intento por
poner orden a las organizaciones e instituciones involucra-
das en el desarrollo de la cultura física y el deporte, ponien-
do especial atención en como se sobrellevarán esas relacio-
nes entre lo público y lo privado en el deporte, dejando de
lado el principal objetivo de hace mas de 10 años, los dere-
chos de los deportistas y de quienes realizan actividad física. 

En la actualidad diversas son las voces que han manifesta-
do su incomprensión sobre el por que la Ley General de
Cultura Física y Deporte no contiene un solo capitulo des-
tinado a los derechos de los deportistas y el por que en ella
solo se habla de instituciones u organizaciones; la respues-
ta es sencilla, por que en México no se ha reconocido for-
mal y expresamente el derecho a la cultura física y el de-
porte y el respaldo actual con que cuenta dicha Ley, es la
mencionada fracción XXIX-J del artículo 73 constitucional
que solo faculta a este órgano para establecer bases gene-
rales de coordinación y colaboración. 

He aquí una razón mas, que unida a lo propuesto en las le-
gislaturas anteriores, por la que hoy propongo reactivar el
análisis y discusión del reconocimiento al deporte como
un derecho de todos, ya que seguir posponiéndolo es con-
tinuar sin dar el paso definitivo hacia la implementación
de una verdadera política de Estado en la materia, respal-
dada por el pleno reconocimiento de los derechos a nues-
tros deportistas y quienes realizan alguna otra actividad
física con fines recreativos o de convivencia familiar. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta Honorable Cámara de Diputados la siguiente: 

Iniciativa de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 4o y 73 en su fracción XXIX-J, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 4º de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con un
nuevo cuarto párrafo, donde los actuales cuarto a octavo se
recorren convirtiéndose en quinto a noveno, para quedar
como sigue: 

Artículo 4º. ... 
... 
... 

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado conforme
a las Leyes en la materia su promoción, fomento, estímu-
lo y difusión. 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo Segundo. Se reforma la fracción XXIX-J del ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 73.- ... 

I a XXIX-I. ... 

XXIX- J. Para legislar en materia de cultura física y de-
porte con objeto de cumplir lo previsto en el artículo 4o de
esta Constitución, estableciendo la concurrencia entre la
federación, los estados, el Distrito Federal y municipios;
asimismo de la participación de los sectores social y priva-
do, y 

XXX. ...

Transitorios 

Unico. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2004.— Dip. José Manuel Carrillo Rubio (rúbrica).» 

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Gracias a usted, señor diputado.

Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra el diputado Francisco Barrio Terrazas, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar una iniciativa que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones del Código Penal Federal en materia
de delitos cometidos en contra de la función pública.

El diputado Francisco Javier Barrio Terrazas: Con el
permiso de la Presidencia; compañeras y compañeros dipu-
tados:

“Algo había muerto en cada uno de nosotros y lo que había
muerto era la esperanza”. Esta frase de Oscar Wilde pudie-
ra perfectamente referirse a la corrupción que durante si-
glos ha prevalecido en nuestro país y que como una gan-
grena maligna nos ha contaminado todo.

Un mal endémico que nos detiene el avance del país, que
mina la confianza en las instituciones públicas y que en
efecto, debilita la esperanza de los ciudadanos.

Gary Becker, Premio Nobel de Economía, sostiene que de-
trás de un acto de corrupción, suele haber un comporta-
miento racional, ya que en toda conducta corrupta están en
juego un incentivo o premio y un eventual castigo, y cuan-
do la posibilidad de penalización es baja o inexistente, cre-
ce el aliciente a obrar contra la ley.

Si consideramos que la lucha contra la corrupción tiene
éxito, las comunidades que logran reducir la complejidad
de sus trámites burocráticos, que hacen más rigurosas las
sanciones y minimizan la probabilidad de eludir la acción
de la justicia, es fácil explicarse que con un marco legal
que hace tan tardado y tan difícil castigar a los servidores
públicos que incurren en actos indebidos, México siga
siendo un paraíso de corruptos.

Cada vez que se pregunta a ciudadanos de todas las capas
sociales y de todos los rincones del país, cuáles son los

problemas que más les interesa que se atiendan, aparece
como un clamor el deseo de las mexicanas y los mexicanos
de que se dé una lucha frontal y efectiva contra la corrup-
ción.

Y en efecto, en muchas situaciones de nuestra vida pública
se puede intuir que hay algo indebido. Nuestro reto y el de
toda la sociedad es el de contar en esos casos con elemen-
tos para probarlo, ya que en nuestro país nadie puede ser
condenado por presunciones.

Pero por otro lado, y ésa es parte de nuestra responsabili-
dad, nadie debe abusar de las funciones y de los recursos
públicos sin ser sancionado.

Y no obstante la previsión constitucional y el desarrollo
que el régimen de responsabilidades de los servidores pú-
blicos ha tenido a nivel legislativo, la experiencia de los
órganos encargados de fiscalizar la conducta de los servi-
dores públicos, ha demostrado que las disposiciones lega-
les no siempre garantizan el respeto a la legalidad, honra-
dez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben obser-
varse en el desempeño de los empleos, cargos o comisio-
nes públicos.

En ese sentido la iniciativa que hoy se somete a la consi-
deración de este órgano legislativo, tiene como propósito
fundamental reformar los ordenamientos que tipifican las
conductas delictivas de los servidores públicos, simplifi-
cando o ampliando los supuestos que las originan, evitando
de esa manera que las mismas queden impunes por deficien-
cias técnicas o ausencia de fórmulas incriminatorias.

La presente reforma atiende a tres vertientes fundamenta-
les:

1. Precisión de tipos penales

El exceso de normas en las hipótesis penales ha constitui-
do en muchos casos un obstáculo para combatir las con-
ductas ilícitas en el servicio público produciendo como
consecuencia, impunidad. 

Es por tanto, que se propone eliminar elementos normati-
vos que no forman parte del núcleo de la conducta ilícita,
tales como las expresiones: “gravemente”, “ indebido”, “en
el ejercicio de sus funciones”; entre otras, que por carecer
de una definición legal dan margen a interpretaciones sub-
jetivas o discrecionales que acaban entorpeciendo la pro-
curación y administración de justicia.



2. Adición de tipos penales.

Se propone la creación de nuevas figuras delictivas en las
que se contemplan actos de corrupción que por deficiencia
de la legislación actual no son objeto de recriminación pe-
nal. 

3. Sanción de conductas penales.

Se establecen parámetros uniformes para la aplicación de
las penas. Se propone la agravación de penas en atención a
la naturaleza del cargo desempeñado y se establecen pará-
metros para atenuar la pena, cuando el procesado opte por
la confesión, la delación de los involucrados, la reparación
del daño y que éste último no sea reincidente. 

Siendo pues, la corrupción un cáncer que nos ha dañado a
todos, pero sobre todo a los que menos tienen, porque ha
consumido recursos públicos necesarios para brindar bienes
y servicios públicos a los que más los necesitan, hemos de
combatirla con todas nuestras fuerzas, pero creemos ade-
más, que esto tiene que ser con el concurso de todos, por-
que el combate a la corrupción, sí queremos que verdade-
ramente llegue hasta el fondo, que ataque las raíces del
problema, tiene que estar fincado en un espíritu cívico, no-
ble, elevado y generoso.

Y el espíritu cívico bien entendido, ése que de veras quie-
re construir una mejor nación y una sociedad más justa y
más armónica, está por encima de grupos, de partidos, de
facciones o intereses. Ese espíritu cívico, patriótico en el
mejor sentido del término, no le pertenece a grupo alguno
ni deja afuera a nadie, a todos incluye y a todos pertenece
y de esa manera a los beneficios enormes que como nación
tendremos por el sólo hecho de tener una vida pública más
honesta y transparente, hemos de sumarle el de que este es-
fuerzo puede ser un medio eficaz para aglutinarnos, unir-
nos y hermanarnos.

Podemos hacer de este empeño de reducir la corrupción,
precisamente porque nos conviene a todos y porque nece-
sita del esfuerzo de todos, un elemento importante de con-
vergencia y de consenso, que ayude a quitar de entre noso-
tros desconfianzas y temores que tanto nos estorban y tanto
nos lastiman.

Es cuanto.

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código Penal Federal, en materia de delitos

cometidos contra la función pública, a cargo del diputado
Francisco Barrio Terrazas, del grupo parlamentario del
PAN 

El suscrito, diputado a la LIX Legislatura del H. Congreso
de la Unión, integrante del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General, so-
mete a la consideración de este órgano la presente iniciati-
va de ley para reformar el Código Penal Federal; lo
anterior, conforme a la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. En materia de justicia y seguridad pública Acción Na-
cional se comprometió, en el transcurso de la campaña
electoral transcurrida en el año 2003, en diversas áreas; así
consta en la Plataforma Legislativa registrada para dicha
contienda. 

Y adicionalmente a los rubros de derechos humanos, parti-
cipación social en la lucha contra el crimen o la moderni-
zación de la policía preventiva, se propuso un ataque fron-
tal contra la corrupción; en este rubro, además de pretender
fortalecer a la Auditoría Superior de la Federación y legis-
lar en materia de rendición de cuentas entre órdenes de go-
bierno en tratándose de recursos federales, expresamente
se previó el fortalecimiento de la actividad que desarrolla
la Secretaría de la Función Pública, antes Secodam, a efec-
to de ampliar las capacidades e instrumentos fiscalizadores
de dicha entidad, a fin de que pudiera fiscalizar con mayor
eficacia a las dependencias en las que se concentra la ma-
yor proporción de los recursos públicos; empero, esta me-
dida será insuficiente si no se complementa con la adecua-
ción del marco jurídico que tienda a la eficaz sanción de
quienes, en ejercicio de un servicio público, realizan acti-
vidades ilícitas. 

En efecto, no basta prever ni implementar en la esfera ad-
ministrativa una serie de medidas que tiendan al efectivo
control de las actividades que desempeñan los servidores
públicos dentro de los órganos de la Administración Públi-
ca, si la necesaria consecuencia a esa labor de fiscalización
no va seguida de aquellas otras actividades conforme a los
cuales se reclame su responsabilidad a los infractores. Sa-
bemos que en nuestro medio la responsabilidad en la que
puede incurrir un servidor público es de cuatro órdenes:
civil, administrativa, penal y política; siendo distinto el
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objeto de cada una de éstas, ya para reclamar que se resar-
za el patrimonio del Estado, en el primer caso; ya para apli-
car sanciones de carácter administrativo (multa, suspen-
sión, inhabilitación, cese, etcétera), en el segundo; ya para
excitar al aparato de procuración y administración de justi-
cia en virtud a la comisión de un delito, en el tercero de los
supuestos. Siendo la última de las mencionadas un tipo es-
pecial de responsabilidad, referida sólo a un limitado cír-
culo de servidores públicos que se caracterizan por la ele-
vada encomienda a su cargo, cuya razón de ser lejos de
constituir un privilegio se orienta a preservar y a garantizar
el adecuado ejercicio de las atribuciones que se les han
conferido, y sólo en aquellos casos singularmente graves,
contrarios al orden jurídico que norma su desempeño o
bien constitutivos de ciertos tipos de delitos, es que son
llamados a cuentas por esta vía. 

En la especie, es evidente que nuestro marco normativo re-
quiere adecuarse a los tiempos que corren; las dimensiones
del aparato administrativo, las complejas relaciones que
ocurren en su seno entre los diversos actores, los avances
tecnológicos, entre otros, obligan a la revisión de dicho
marco pues cada vez son más los intermediarios en la rea-
lización de la actividad institucional. El acto jurídico ad-
ministrativo, unilateral o contractual, para perfeccionarse,
requiere el adecuado cumplimiento del proceso respectivo,
generalmente previsto en la Ley o en sus reglamentos, por
parte de multitud de agentes, servidores y funcionarios pú-
blicos diversos, ubicados en distintos niveles de la Admi-
nistración Pública. Esa circunstancia diluye la responsabi-
lidad, cuando no dificulta y entorpece el actuar de los
órganos encargados de exigirla en cualquiera de sus moda-
lidades. 

Así pues, sin pretender una reforma integral ni exhaustiva
que con una visión totalizadora incida en todos y cada uno
de los aspectos susceptibles de ser revisados en cuanto a las
normas sustantivas y adjetivas en materia penal vigentes,
se formula la presente iniciativa cuyo principal objetivo es
lograr que la procuración y administración de justicia cum-
plan su cometido: que los responsables de delitos contra el
Estado, paguen las consecuencias de sus actos. 

II. Por lo que hace al contenido de la Iniciativa que ahora
nos ocupa, tenemos que uno de los principales pilares de
un Estado de derecho, lo constituye el estricto apego de los
servidores públicos a los principios que rigen la función
pública, evitando incurrir en actos de corrupción de los
cuales obtengan provechos o beneficios indebidos, antepo-
niendo sus intereses particulares al interés general que están

obligados a respetar y preservar en el ejercicio de sus fun-
ciones. 

En ese sentido, es prioritario que exista un adecuado régi-
men de responsabilidades que sirva como instrumento ten-
diente a prevenir e inhibir todo tipo de conductas que de-
meriten el ejercicio de la función pública, entendiendo a
ésta como una de las más elevadas responsabilidades que
deben cumplirse en beneficio de la sociedad. 

De esta forma lo ha consagrado nuestra Constitución, al es-
tablecer en un apartado específico el régimen de responsa-
bilidades aplicable a los servidores públicos, en el cual se
señalan de manera expresa los principios rectores que de-
ben servir de guía en el desempeño de la función pública y
las responsabilidades en que puede incurrir quien violenta
los mismos, dividiéndolas al efecto en administrativas, ci-
viles, penales y políticas, como ya veíamos. 

No obstante la previsión constitucional y el desarrollo que
este régimen ha tenido a nivel legislativo, la experiencia de
los distintos órganos encargados de fiscalizar, vigilar y
evaluar la conducta de los servidores públicos ha demos-
trado que las disposiciones legales no siempre garantizan
de manera eficiente que exista un total respeto a la legali-
dad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que de-
ben observarse en el desempeño del empleo, cargo o comi-
sión públicos. 

La legislación penal se presenta hoy día, como uno de los
mejores instrumentos para hacer frente al fenómeno de la
corrupción, en virtud de que la ejemplaridad de sus sancio-
nes tiene efectos preventivos que disuaden con mayor efec-
tividad la realización de conductas contrarias al deber pú-
blico. 

En ese sentido, la iniciativa que hoy se somete a la consi-
deración de este órgano legislativo, tiene como propósito
fundamental reformar los ordenamientos que tipifican las
conductas delictivas de los servidores públicos ampliando
los supuestos que las originan evitando de esa manera que
las mismas queden impunes por deficiencias técnicas o au-
sencia de fórmulas incriminatorias. 

En efecto, con la reforma que se propone al Código Penal
Federal se pretende hacer más eficiente el esquema relativo
a los delitos contra la función pública, actualmente denomi-
nados “delitos cometidos por servidores públicos”. De esta
forma, a partir de la problemática que se ha presentado pa-
ra acreditar los elementos normativos y circunstancias de



ocasión de las figuras delictivas en que incurren quienes
violentan los principios y deberes propios del empleo, car-
go o comisión públicos, la presente reforma atiende a tres
vertientes fundamentales: 

1. Precisión de tipos penales. Se eliminan elementos in-
necesarios para la tipificación de conductas delictivas que
obstaculizan su acreditación objetiva y, en consecuencia la
aplicación de la sanción correspondiente respecto de aque-
llos tipos penales que buscan proteger la función pública.
Asimismo, se modifica la descripción de las conductas tí-
picas previstas en el Título Décimo, del Libro Segundo de
ese ordenamiento, con el propósito de que las mismas
guarden congruencia con el bien jurídico tutelado que se
protege en cada uno de sus preceptos y de esta forma se fa-
cilite su aplicación. 

2. Adición de tipos penales. Se amplían los supuestos ge-
neradores de conductas sancionadas por el derecho penal al
proponerse la creación de nuevas figuras delictivas en las
que se contemplan actos de corrupción que por deficiencia
de la legislación actual no eran objeto de recriminación pe-
nal. 

3. Sanción de conductas penales. Se establecen paráme-
tros uniformes para la aplicación de las penas, en tratándo-
se de delitos que admiten diversas formas de consumación
y/o modalidades de ejecución, dotando a los órganos juris-
diccionales de parámetros punitivos que desalienten la co-
misión de tales conductas. Asimismo, se propone la agra-
vación de penas en atención a la naturaleza del empleo,
cargo o comisión desempeñado y el establecimiento de pa-
rámetros objetivos que permitan al juzgador atenuar la
pena, cuando el procesado opte por la confesión, la dela-
ción de los involucrados, la reparación del daño y que éste
último no sea reincidente.

Conforme a lo anterior y con el objeto de atender la prime-
ra vertiente se ha emprendido la tarea de analizar la redac-
ción de los tipos penales que hacen referencia a los delitos
cometidos en el servicio público, los cuales en su mayoría
han generado interpretaciones parciales, equívocas y aun
erróneas. 

Así las cosas, se ha observado que los excesivos supuestos
normativos de las hipótesis penales ha provocado que el
principio de exacta aplicación de la Ley constituya un obs-
táculo para combatir las conductas ilícitas en el servicio
público produciendo como consecuencia impunidad en
muchos de los casos que se han documentado. Lo cual,

aunado al hecho de que tales figuras delictivas no son con-
sideradas como graves, facilitan la sustracción de la acción
de la justicia por parte de quienes en el deber público aban-
donan su recto ejercicio. 

Por tanto, en la presente propuesta se han eliminado ele-
mentos normativos que no forman parte del núcleo de la
conducta ilícita, tales como las expresiones “gravemente”,
“indebido”, “indebidamente”, “en el ejercicio de sus fun-
ciones”, entre otras, los cuales al carecer de una definición
legal, dan margen a criterios de interpretación subjetivos o
discrecionales que dificultan o impiden su acreditación en-
torpeciendo con ello la procuración y administración de
justicia. 

En ese tenor, la presente iniciativa ha comprendido el estu-
dio de la denominación del Título Décimo del Libro Se-
gundo del Código Penal Federal, “Delitos cometidos por
servidores públicos”, cuyos orígenes datan de la reforma
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de ene-
ro de 1983, así como de cada uno de los delitos que inte-
gran ese apartado del citado ordenamiento penal. 

De esta forma, se ha advertido que la denominación tanto
de dicho título como de las conductas ilícitas comprendidas
en él, presentan algunas deficiencias de técnica metodoló-
gica, pues aluden al sujeto activo de la conducta prohibida
y no así al bien jurídico tutelado por la norma que no pue-
de ser otro que la función pública en sus múltiples formas
y manifestaciones. 

Desde este punto de vista, la propuesta que nos ocupa plan-
tea una nueva denominación a ese apartado del Código Pe-
nal Federal y a las distintas hipótesis delictivas que lo inte-
gran a efecto de que en ellas se atienda al bien jurídico
tutelado por la norma. 

Con estas modificaciones igualmente se atiende una pro-
blemática que en la práctica viene presentándose en el sen-
tido de que los órganos de procuración y administración de
justicia, consideran la denominación del tipo como ele-
mento integrante de la conducta prohibida o exigida, lo
cual dificulta su acreditación dada la necesidad de compro-
bar elementos adicionales (no exigidos) a aquellos que in-
tegran propiamente la hipótesis normativa. 

Adicionalmente y toda vez que cada una de las figuras tí -
picas previstas en los artículos 214 a 224 comprenden un
cúmulo de conductas, hechos, deberes y actos de carácter
administrativo que implican para su correcta aplicación
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que sea necesario el conocimiento de distintas leyes, regla-
mentos, normas, acuerdos, circulares y demás actos de na-
turaleza administrativa, se han suprimido de ellas diversos
conceptos, figuras y nociones del derecho administrativo,
ya que en nada favorecen la aplicación de la ley y por en-
de, a la impartición de justicia. 

En consecuencia, esta propuesta pretende que en cada uno
de los delitos que se comprenden en el Título Décimo del
Libro Segundo del ordenamiento materia de reforma, se
elimine en la medida de lo posible la necesidad de acudir a
otros ordenamientos jurídicos para acreditar los elementos
de las conductas ilícitas descritas. 

Asimismo, en determinadas hipótesis, se dificulta identifi-
car el bien jurídico objeto de protección por el legislador,
ya que bajo una misma denominación se introducen con-
ductas que atienden a bienes jurídicamente tutelados dis-
tintos al de su nomenclatura, tal es el caso del Capítulo Se-
gundo llamado: “Ejercicio Indebido del Servicio Público”.
En ese sentido, la iniciativa que hoy se presenta uniforma
las hipótesis delictivas comprendiendo en un solo artículo
los supuestos normativos que buscan proteger el mismo
bien jurídico tutelado. 

En tal contexto, son objeto de reforma las figuras delicti-
vas comprendidas en los artículos 214, 215, 217, 219,
220, 221, 222, 223 y 224 del Título Décimo, Libro Se-
gundo del Código Penal Federal, lo que implicó cambios
en la denominación de los capítulos respectivos en que se
encuentran, para quedar como sigue: “Incumplimiento de
los principios rectores de la Función Pública” (artículos
214 y 215); “Otorgamiento y contratación ilegal de actos
administrativos” (artículo 217) y “Aplicación discrecio-
nal de recursos económicos” (artículo 217 Bis); “Con-
flicto de Intereses y aprovechamiento de información re-
servada” (artículo 220); “Desvío de recursos” (artículo
223). 

Ahora bien, se ha pretendido establecer una sistematiza-
ción que dé orden y congruencia normativa a los delitos
contenidos en el Título de referencia, tal es el caso de las
hipótesis delictivas comprendidas en el Capítulo III bis
denominado “Desaparición forzada de personas” previs-
tas y sancionadas en los artículos 215-A, 215-B, 215-C y
215-D, los cuales en congruencia con la propuesta que se
analiza y tomando en consideración el bien jurídico que
tutelan, han sido reubicados en el Título Vigésimo Prime-
ro denominado “Privación ilegal de la libertad y de otras
garantías”. 

En lo referente al artículo 224 del Código Penal Federal, se
ha considerado que el delito de enriquecimiento ilícito
constituye la última oportunidad de la autoridad para san-
cionar al servidor público que en contravención a los prin-
cipios a los que debe sujetar su actuación, aprovecha la
función encomendada y lesiona la buena marcha de los ne-
gocios públicos, acumulando con ello riquezas que no
guardan proporción con sus ingresos legítimamente obte-
nidos y que generalmente son adquiridos mediante la reali-
zación de otras conductas ilícitas tales como abuso de au-
toridad, ejercicio abusivo de funciones, tráfico de
influencia, cohecho, peculado, entre otros, los cuales en la
mayoría de los casos no son detectados por la falta de de-
nuncia del afectado, o bien, por la dificultad que existe pa-
ra acreditar este tipo de conductas, siendo al final lo único
perceptible la posesión desproporcionada de bienes patri-
moniales que configuran el enriquecimiento ilícito. 

Ante esta problemática es necesario sancionar de manera
más eficaz la detentación de la riqueza si ésta no puede jus-
tificarse legítimamente, por ello se han eliminado del texto
de esta hipótesis delictiva algunos elementos que se presta-
ban a interpretaciones equívocas y contrarias al espíritu de
la ley. Así las cosas, se ha suprimido la expresión “con mo-
tivo de su empleo, cargo o comisión en el servicio públi -
co”, la cual implicaba que para configurar la hipótesis de-
lictiva era necesario que el servidor público al desarrollar
sus funciones, obtuviera ingresos en forma indebida; por
tanto, y con el objeto de comprender todo tipo de conduc-
tas mediante las cuales se obtenga un aprovechamiento ilí-
cito de la función pública, se ha variado la expresión para
señalar que el delito se configura durante el tiempo en que
el sujeto activo se desempeña como servidor público y no
precisamente con motivo de sus funciones. 

Por otro lado, en la redacción actual se define al enriqueci-
miento ilícito como la falta de acreditación y legitimación
en el incremento de los bienes. A este respecto, se propone
cambiar la hipótesis para identificar al enriquecimiento ilí-
cito como el incremento patrimonial desproporcionado en
comparación con los ingresos legítimos percibidos, toda
vez que la diferencia entre lo que se detenta y lo lícitamen-
te obtenido es lo que constituye formalmente la causa de la
conducta indebida y por tanto, lo que debe ser sancionado
por la legislación penal. 

Asimismo y con el propósito de facilitar la acreditación
de la conducta típica, se elimina la remisión a otros orde-
namientos de carácter administrativo, al incluir en la pro-
puesta, la definición de los bienes que para efectos del



enriquecimiento ilícito se reputarán del servidor público,
salvo prueba en contrario. 

Igualmente, en la hipótesis normativa que nos ocupa, se es-
tablece con mayor precisión el momento de consumación
del delito, el cual será aquél en que el servidor público in-
cremente su patrimonio desproporcionadamente quedando
la sanción de tal conducta, sujeta a una condición objetiva
de punibilidad misma que consiste en la imposibilidad del
sujeto activo para justificar la legítima procedencia de los
bienes que lo componen. 

Respecto a la segunda vertiente que orienta esta iniciativa,
se han ampliado los supuestos generadores de reproche pe-
nal, incorporando conductas antes no tipificadas como de-
lito pero igualmente dañinas para la sociedad; en su caso,
se ha dotado al ordenamiento punitivo de figuras novedo-
sas. De esta forma, en la fracción VII del artículo 215, se
establece la prohibición para el servidor público de desem-
peñar otro empleo, cargo o comisión distinto al que tenga
encomendado y que por su propia naturaleza se traslape en
su jornada laboral. Con esta disposición se busca propiciar
el adecuado cumplimiento de la función encomendada y
evitar distracciones y abusos en detrimento del propio ser-
vicio público. 

En este contexto, se propone sancionar el otorgamiento, en
contravención de la norma específica, de apoyos económi-
cos a través de programas sociales para el desarrollo de los
distintos sectores de la población y el manejo discrecional
de los recursos económicos, tal es el caso de los delitos
contenidos en los artículos 217 fracción I, inciso C), y 217
Bis, fracción I. 

Por otra parte, en atención a los tratados internacionales
suscritos por México en materia de combate a la corrup-
ción, con motivo de su participación en organismos tales
como la OCDE y la ONU, se han ampliado los supuestos
de consumación del delito de “Intimidación” y agravado su
penalidad. De igual forma se sugiere reformar el artículo
222 Bis, en los términos que se expondrán más adelante. 

Respecto al delito de “cohecho”, se procede a la reforma
del mismo a fin de incorporar los criterios jurisprudencia-
les pronunciados recientemente por el Poder Judicial de la
Federación sobre la materia. 

En tratándose del tráfico de influencia se pretende sancio-
nar la conducta del servidor público que aprovechándose
de su empleo, ofrezca tramitar ante otro servidor público la

resolución de algún asunto a cambio de un beneficio eco-
nómico. Asimismo, el tipo penal relativo a las personas que
promuevan la conducta delictiva establecida en la fracción
I del artículo 221 del Código Penal Federal, se amplía pa-
ra considerar como delito la promoción de cualquiera de
las hipótesis reguladas en dicho precepto. 

En el artículo 221, fracción I, se establece como delito la
conducta del servidor público relacionada con la gestión,
trámite, promoción o litigio de cualquier asunto ajeno al
ámbito de sus responsabilidades, excluyendo el calificativo
de “ilícito”. El tipo penal en comentario, pretende tutelar el
adecuado ejercicio de la función pública, por lo que una ac-
tividad ajena a dicha función que incluso pudiera ir en con-
tra de las instituciones públicas, debe considerarse como
delito, ya que en el ejercicio público debe prevalecer el
principio de imparcialidad. 

En este contexto se propone modificar el artículo 222 Bis,
relativo al cohecho de servidores públicos extranjeros,
con el propósito de sancionar la participación de terceras
personas, toda vez que en la hipótesis vigente se contem-
plan dos clases de terceros, pero únicamente en relación
con el sujeto activo de la conducta, sin que se encuentre
contenida con claridad la posibilidad de que el ofreci-
miento u otorgamiento de la dádiva o beneficio pueda di-
rigirse a un tercero distinto del servidor público involu-
crado. 

Por otra parte, en la iniciativa se propone adicionar un ar-
tículo 222 Ter, con el propósito de tipificar la conducta del
servidor público que sin intervenir directamente en la cele-
bración de un contrato o de cualquier acto jurídico reciba
dinero de personas vinculadas con la dependencia o enti-
dad en la que éste presta sus servicios. Es decir, se busca
castigar al servidor público que con motivo de su empleo,
cargo o comisión, induce o instruye la resolución de asun-
tos, recibiendo una dádiva aunque formalmente no sea él
quién formalice el acto jurídico de que se trate. 

Por último, la tercera vertiente de esta iniciativa respecto a
este ordenamiento prevé el establecimiento de reglas me-
diante las cuales el juzgador pueda determinar, a través de
criterios objetivos la agravación o disminución de las penas
a imponer. En este sentido, la agravación de la pena opera-
ría en ciertas figuras delictivas, cuando el servidor público
que cometiera o fuera participe del delito ocupara un cargo
de confianza, fuera miembro de una corporación policíaca,
aduanera, migratoria, o bien, obtuviera un beneficio de
cualquier naturaleza. 
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En ese orden de ideas y buscando la prevención de con-
ductas delictivas por parte de quien desempeña una función
pública, se han establecido criterios para la reducción de la
pena cuando el autor del delito fuera primodelincuente, se
declarara confeso de los hechos que se le imputan y pro-
porcionara datos corroborables que permitan conocer la in-
tervención de otros sujetos en la consumación del delito, o
bien, cuando éste repare la totalidad del daño o perjuicio
causado, de esta manera se prevé podrá contarse con ma-
yores elementos para configurar la responsabilidad de to-
das las personas involucradas en el hecho punible y en con-
secuencia mejorar la administración de justicia. 

De igual forma y en cuanto a las penas se refiere, toda vez
que las hipótesis contenidas en el Título que se analiza con-
tienen diversos parámetros para su imposición, se ha pre-
tendido establecer criterios que simplifiquen su aplicación
manteniéndose un rango razonable entre la pena mínima y
máxima, permitiendo al juzgador, conforme a las circuns-
tancias especiales del caso, individualizar la sanción, en es-
tricto apego al propósito implícito de la impartición de jus-
ticia, lo que se estima contribuirá a desalentar la comisión
de delitos por parte de los servidores públicos, sin que ello
implique a su vez el establecer penas excesivas. 

Ahora bien, no obstante las modificaciones propuestas al
Código Penal Federal, se estima que una reforma de esta na-
turaleza quedaría inconclusa si no se atiende a las disposi-
ciones relacionadas con el Código Federal de Procedimien-
tos Penales, al ser éste el ordenamiento adjetivo que permite
la aplicación de las sanciones previstas en el primero. 

Por ello, en iniciativa por separado, se propone realizar
modificaciones al Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, con el objeto de que no sólo se incida en los ordena-
mientos sustantivos, sino en las reglas que permitan la
efectividad en la aplicación de la ley. 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, por el digno conducto de ustedes,
CC. secretarios, me permito someter a la consideración del
honorable Congreso de la Unión la siguiente iniciativa de 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones del Código Penal Federal en mate-
ria de delitos cometidos en contra de la función pública 

Artículo Único. Se reforman la denominación del Título
Décimo del Libro Segundo; los artículos 212; 213; 213

Bis; la denominación del capítulo II del Título Décimo; los
artículos 214; 215 párrafo primero, fracciones I, II, III, IV,
V, VI, VII, VIII y IX y párrafo segundo, la denominación
del capítulo V del Título Décimo; los artículos 217; 219; la
denominación del capítulo VIII del Título Décimo; los ar-
tículos 220 párrafo primero, fracciones I y II; 221 párrafo
primero y fracciones I y III; 222 párrafo primero, fraccio-
nes I y II; el artículo 222 Bis, fracciones I y II; la denomi-
nación del capítulo XII del Título Décimo; 223 párrafo pri-
mero y fracciones I, II y III; 224 y 225 párrafo tercero, se
adicionan la denominación del capítulo I del Título Déci-
mo; los artículos 212 con un párrafo segundo, pasando el
actual párrafo segundo a ser párrafo tercero, 213 con un pá-
rrafo segundo y tercero; 213 Bis fracciones I, II, y III; 217
con un inciso E; un Capítulo V Bis; los artículos 217 bis;
222 párrafos segundo y tercero, pasando el actual párrafo
segundo a ser párrafo cuarto y el párrafo tercero a ser pá-
rrafo quinto y así sucesivamente con los demás párrafos;
222 Bis con un párrafo segundo, pasando los actuales pá-
rrafos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectiva-
mente, 222 Ter, 225 fracciones XXIX y XXX; 364 Bis; 364
Ter; 364 Quater y 364 Quintus, se derogan el artículo 214
fracción V; la denominación del capítulo III del Título Dé-
cimo; el artículo 215, fracciones X, XI, XII y párrafo ter-
cero; la denominación del capítulo III Bis del Título Déci-
mo; los artículos 215-A; 215-B; 215-C y 215-D; 217
fracción III, párrafos segundo, tercero y cuarto; 220 párra-
fos segundo, tercero y cuarto; 221 párrafo segundo, 223 pá-
rrafos segundo, tercero y cuarto del Código Penal Federal,
para quedar como sigue: 

Libro Segundo 

Título Décimo 
Delitos contra la Función Pública 

Capítulo I 
Reglas Especiales 

Artículo 212. Para los efectos de este Código, es servidor
público, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o
comisión, en las dependencias y entidades que confor-
man la Administración Pública Federal Centralizada y Pa-
raestatal; las personas que bajo cualquier título se en-
cuentren adscritas a los órganos de los Poderes Legisla-
tivo y Judicial Federal, así como quienes presten sus ser-
vicios en Tribunales Administrativos o cualquier otro
ente público federal y toda persona que administre,
aplique, custodie o maneje recursos económicos federales. 



Las disposiciones contenidas en el presente Título son apli-
cables a los gobernadores de los estados, al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, a los diputados a las Legisla-
turas locales y de la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal y a los magistrados de los Tribunales de Justicia
locales, por la comisión de los delitos previstos en este Tí-
tulo en materia federal. 

Las penas previstas en los delitos comprendidos en el pre-
sente Título, también se impondrán a las personas que ob-
tengan un beneficio de cualquier naturaleza, a sabien-
das de que es derivado de la consumación de estos delitos,
o cuando hubieren participado en cualquier forma en su
perpetración. 

Artículo 213. La pena se aumentará en una mitad cuan-
do el servidor público que desempeñando un puesto de
confianza sea autor o partícipe de los delitos previstos
en los artículos 214 fracciones II, III y IV, 215 fraccio-
nes VI, VII y IX, 217, 220, 221 y 222 fracción I. 

También se aumentará la pena en una mitad cuando el ser-
vidor público que participe en la perpetración de los deli-
tos previstos por los artículos 215, 219 y 222 del presente
Código sea miembro de alguna corporación policíaca,
aduanera o migratoria. 

Artículo 213 Bis. Las penas que resulten aplicables al
que incurra en cualquiera de los delitos previstos en los
artículos 214 a 224, y siempre que se trate de primode-
lincuente, se reducirán hasta en dos tercios, cuando: 

I. Se declare confeso, en los términos y formalidades
que determine la ley; y 

II. Aporte una o más pruebas ciertas, suficientemente va-
loradas por el Juez, que permitan enjuiciar o sentenciar a
otros en la consumación del delito por el que se le procesa; o 

III. Repare el daño causado con motivo de su conducta,
en los términos de la legislación penal aplicable.

Capítulo II 
Incumplimiento de Principios Rectores 

de la Función Pública 

Artículo 214. Se impondrán de seis meses a siete años
de prisión, de treinta a trescientos días multa, y destitu-
ción e inhabilitación de seis meses a siete años para de-
sempeñar otro empleo, cargo o comisión público a: 

I. El que ejerza las funciones de un empleo, cargo o comisión
en el servicio público federal, sin haber tomado posesión
legítima, o sin satisfacer algún requisito legal; o bien, des-
pués de que se le hubiere comunicado oficialmente que ha
sido suspendido, destituido, inhabilitado, cesado o revocado
temporal o definitivamente, su nombramiento. 

II. El servidor público que no informe por escrito a su su-
perior jerárquico o no evite si está dentro de sus facultades,
un daño de cualquier naturaleza o la posible afectación al
patrimonio o intereses de los poderes federales, de la Ad-
ministración Pública Federal, de los tribunales adminis-
trativos o cualquier otro ente público federal, derivada
de cualquier acto u omisión que haya conocido con motivo
de su empleo, cargo o comisión. 

III. El servidor público que por sí o por interpósita perso-
na, sustraiga, destruya, oculte o utilice, ilícitamente infor-
mación o documentación a la cual tenga acceso, o de la que
tenga conocimiento en virtud de su empleo, cargo o comi-
sión. 

IV. El servidor público que incumpla las obligaciones in-
herentes a su empleo, cargo o comisión, relativas a custo-
diar, vigilar, proteger o dar seguridad en cualquier forma a
las personas, lugares, cosas o instalaciones, si con ello se
propicia daños a las personas, a los lugares, instalaciones u
objetos, o pérdida, sustracción o apropiación temporal o
definitiva de objetos. 

V. (Se deroga.)

Artículo 215. Se impondrán de dos a nueve años de pri-
sión, de setenta a cuatrocientos días multa, y destitución
e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar
otro empleo, cargo o comisión públicos, al servidor pú-
blico que: 

I. Impida en cualquier forma y por cualquier medio la
ejecución de una disposición legal, el cobro de un impues-
to o el cumplimiento de una resolución judicial o adminis-
trativa; o bien retarde o niegue injustificadamente el servi-
cio que tenga obligación de otorgar. 

II. Insulte, veje o emplee violencia sin causa legítima en
el ejercicio de sus funciones.

III. Estando encargado de cualquier establecimiento desti-
nado a la ejecución de las sanciones penales o administra-
tivas, de instituciones de readaptación social o de custodia
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y rehabilitación de menores, niegue el internamiento de
una persona que está detenida, o no cumpla la orden de
libertad girada por la autoridad competente. 

IV. Teniendo conocimiento de una privación ilegal de la li-
bertad no la denuncie o la haga cesar inmediatamente,
siempre que esté encargado de administrar o procurar jus-
ticia, o bien, dirija cualquier institución encargada de la re-
adaptación social, custodia o rehabilitación de menores in-
fractores o delincuentes. 

V. Por sí o interpósita persona haga que se le entreguen,
se apropie o disponga de fondos, valores u otra cosa que
no se le hayan confiado a él. 

VI. Por sí o interpósita persona solicite u obtenga para sí
o para otro, proveniente de un subalterno parte de sus
sueldos, dádivas u otro servicio de carácter personal. 

VII. Por sí o interpósita persona otorgue empleo, cargo o
comisión públicos, o contratos de cualquier naturaleza,
a sabiendas de que no se prestará el servicio para el que se
les nombró, o no se cumplirá el contrato otorgado, o por
recaer el mismo en una persona que tenga un diverso
empleo, cargo o comisión cuyo horario sea incompatible
o incida con el nuevo. 

Se impondrán de uno a cuatro años de prisión y de seten-
ta a cuatrocientos días multa a la persona que acepte un
empleo, cargo o comisión públicos, o contratos de cual-
quier naturaleza, a sabiendas de que no prestará el servi-
cio para el que se le nombró, o no cumplirá el contrato ce-
lebrado, o por contar con un diverso empleo, cargo o
comisión, cuyo horario sea incompatible o incida con el
nuevo. 

VIII. Intervenga en cualquier forma en la designación,
contratación o nombramiento de una persona, a sa-
biendas de que se encuentre inhabilitado por resolución
firme de autoridad competente para desempeñar un em-
pleo, cargo o comisión en el servicio público. 

La persona que sabedora de su inhabilitación, solicite,
promueva o gestione su designación, contratación o nom-
bramiento se le impondrán de dos a nueve años de prisión
y de setenta a cuatrocientos días multa. 

IX. Intervenga en el otorgamiento de cualquier identifi-
cación en que se acredite como servidor público a cual-
quier persona que no desempeñe el empleo, cargo o comi-
sión a que se haga referencia en dicha identificación. 

En tanto, a la persona que solicite la identificación a que
se refiere el párrafo anterior se impondrán de seis meses
a dos años de prisión y de setenta a cuatrocientos días
multa. 

X. (Se deroga.) 

XI. (Se deroga.) 

XII. (Se deroga.)

Capítulo III (se deroga) 

Capítulo III Bis (se deroga) 

Artículo 215-A. (Se deroga.) 

Artículo 215-B. (Se deroga.) 

Artículo 215-C. (Se deroga.) 

Artículo 215-D. (Se deroga.) 

Capítulo V 
Otorgamiento y Contratación Ilegal 

de Actos Administrativos 

Artículo 217. Se impondrán de seis meses a doce años
de prisión, de cien a trescientos días multa, y destitu-
ción e inhabilitación de seis meses a doce años para des-
empeñar otro empleo, cargo o comisión públicos a: 

I. El o los servidores públicos que en contravención de la
normatividad que resulte aplicable a los actos adminis-
trativos previstos en esta fracción, intervengan en: 

A) El otorgamiento de permisos, licencias o autorizaciones
de cualquier naturaleza o concesiones para la prestación de
un servicio público o de explotación, aprovechamiento y
uso de bienes de dominio de la Federación. 

B) El otorgamiento de franquicias, exenciones, deduccio-
nes o subsidios sobre impuestos, derechos, productos,
aprovechamientos o aportaciones y cuotas de seguridad so-
cial o cualquier otro concepto que constituya ingreso fiscal,
o bien respecto de precios y tarifas de los bienes y servicios
producidos o prestados por el Gobierno Federal. 

C) El otorgamiento de apoyos de cualquier especie o na-
turaleza, instrumentados por el Gobierno Federal con
el objeto de impulsar el desarrollo económico o social



de la población en general, o bien las actividades de la
Administración Pública Federal en materia de vivien-
da, empleo, salud, educación o cualquier otra. 

D) Los procedimientos de contratación en forma previa
o durante su tramitación, respecto de obras públicas,
deuda, adquisiciones, arrendamientos o servicios. 

E) La realización de enajenaciones de bienes o servicios, o
de colocaciones de fondos y valores con recursos econó-
micos públicos. 

II. Toda persona que solicite, promueva o gestione la rea-
lización, el otorgamiento o la contratación de los actos ad-
ministrativos a que se refiere la fracción anterior, en con-
travención de la normatividad que resulte aplicable.

III. (Se deroga.)

Capítulo V Bis 
Aplicación Discrecional de Recursos 

Económicos 

Artículo 217 Bis. Se impondrán de seis meses a doce
años de prisión, de cien a trescientos días multa, y des-
titución e inhabilitación de seis meses a doce años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos a: 

I. El servidor público que teniendo a su cargo fondos pú-
blicos, les dé a sabiendas, una aplicación pública distinta
de aquella a que estuvieren destinados. 

II. El servidor público que con motivo de su empleo, car-
go o comisión intervenga o participe en un pago ilegal.

Capítulo VII 
Intimidación 

Artículo 219. Se impondrán de dos a doce años de pri-
sión, de treinta a trescientos días multa, y destitución e
inhabilitación de dos a doce años para desempeñar otro
empleo, cargo o comisión públicos, a: 

I. El servidor público que por sí o por interpósita persona
realice cualquier acto tendente a inhibir, intimidar o
evitar que cualquier persona denuncie, formule que-
rella o aporte datos relativos a la presunta comisión de
una conducta sancionada por la Legislación Penal o la re-
lativa a las responsabilidades administrativas de los
servidores públicos. 

II. El servidor público que con motivo de la querella, de-
nuncia o información a que hace referencia la fracción an-
terior realice u omita cualquier conducta que ponga en
peligro la integridad física, psicológica o los intereses de
las personas que las presenten o aporten, o de algún terce-
ro con quien dichas personas guarden algún vínculo fami-
liar, de negocios o afectivo.

Capítulo VIII 
Conflicto de Intereses y Aprovechamiento 

de Información Reservada 

Artículo 220. Se impondrán de seis meses a doce años
de prisión, de treinta a trescientos días multa, y destitu-
ción e inhabilitación de seis meses a doce años para des-
empeñar otro empleo, cargo o comisión públicos a: 

I. El servidor público que con motivo de su empleo, cargo
o comisión omita excusarse o intervenga en cualquier
forma por sí o por interpósita persona en la realización;
otorgamiento o celebración de cualquier acto en contra-
vención a la normatividad que resulte aplicable y que
produzca beneficios económicos al propio servidor públi-
co, a su cónyuge, descendientes o ascendientes, parientes
por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado, a
cualquier tercero con el que tenga vínculos afectivos, eco-
nómicos o de dependencia administrativa directa, socios o
sociedades de las que el servidor público o las personas an-
tes referidas formen parte; 

II. El servidor público que por sí o interpósita persona rea-
lice cualquier acto jurídico que le produzca un benefi-
cio a él o alguna de las personas mencionadas en la frac-
ción anterior, valiéndose de la información a que tenga
acceso por razón de su empleo, cargo o comisión y que no
sea del conocimiento público.

Capítulo IX 
Tráfico de Influencia 

Artículo 221. Se impondrán de dos a seis años de pri-
sión, de treinta a trescientos días multa, y destitución e
inhabilitación de dos a seis años para desempeñar otro
empleo, cargo o comisión públicos a: 

I. El servidor público que por sí o por interpósita persona
ofrezca, litigue o gestione la tramitación o resolución de
negocios públicos ajenos a las responsabilidades inheren-
tes a su empleo, cargo o comisión, salvo que, en el caso
del litigio lo haga por causa propia o de su cónyuge, con-
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cubina o concubinario, parientes por consanguinidad o
afinidad hasta el cuarto grado o parientes civiles. 

II. ... 

III. El servidor público que por sí, o por interpósita perso-
na, solicite o promueva cualquier resolución o la realiza-
ción de cualquier acto materia del empleo, cargo o comi-
sión de otro servidor público, que produzca beneficios
económicos para sí o para cualquiera de las personas a que
hace referencia la primera fracción del Artículo 220 de es-
te Código.

Capítulo X 
Cohecho 

Artículo 222. Comete este delito: 

I. El servidor público que por sí, o por interpósita persona
solicite o reciba para sí o para otro, dinero o cualquiera otra
dádiva, o acepte una promesa, para hacer o dejar de hacer
algo justo o injusto relacionado directa o indirectamente
con sus funciones, salvo las percepciones inherentes a su
empleo, cargo o comisión; y 

II. El que de manera espontánea dé u ofrezca dinero o cual-
quier otra dádiva a alguna de las personas que se mencio-
nan en la fracción anterior, para que cualquier servidor pú-
blico haga u omita un acto justo o injusto relacionado
directa o indirectamente con sus funciones. 

En el caso de la fracción I, no será punible la conducta del
particular que entregue dinero, dádivas o formule pro-
mesas, cuando denuncie los hechos dentro de los quince
días naturales siguientes a la consumación del ilícito. 

Por ofrecimiento o entrega espontánea se entienden
aquellos que se verifican sin mediar petición expresa o
tácita. No existirá espontaneidad, si el ofrecimiento o
entrega se hace como consecuencia del temor, desventa-
ja, presión o ignorancia. 
... 

... 

... 

...

Artículo 222 Bis. ... 

I. A un servidor público extranjero en forma directa o a
un tercero, para que el primero gestione o se abstenga de
gestionar la tramitación o resolución de asuntos relaciona-
dos con las funciones inherentes a su empleo, cargo o co-
misión; 

II. A un servidor público extranjero en forma directa o a
un tercero, para que el primero se sirva llevar a cabo la
tramitación o resolución de cualquier asunto que se en-
cuentre fuera del ámbito de las funciones inherentes a su
empleo, cargo o comisión; o 

III. ... 

Las mismas penas se aplicarán al que con motivo del
cohecho obtenga o retenga una ventaja en transaccio-
nes comerciales internacionales.

... 

... 

Artículo 222 Ter. Se equipara al delito de cohecho y se
impondrán las penas a que se refiere el artículo 222 de
este Código, al servidor público que durante el ejerci-
cio de sus funciones solicite, acepte o reciba, por sí o
por interpósita persona, dinero, donaciones, servicios,
empleos, cargos o comisiones o cualquier otro benefi-
cio, para sí o para alguna de las personas mencionadas
en la fracción I del artículo 220 de este Código que
procedan de cualquier persona física o moral cuyas
actividades se encuentran vinculadas, reguladas o su-
pervisadas por la dependencia, entidad o ente público,
en la que aquél preste sus servicios. 

Capítulo XII 
Desvío de Recursos 

Artículo 223. Se impondrán de seis meses a catorce años
de prisión, de treinta a quinientos días multa, y destitu-
ción e inhabilitación de seis meses a catorce años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos a: 

I. El servidor público que distraiga temporal o definitiva-
mente para usos propios o ajenos cualquier bien mueble
o inmueble perteneciente a los poderes federales, a la Ad-
ministración Pública Federal, a los tribunales administra-
tivos, o cualquier otro ente público federal, o a un parti-
cular, que materialmente o por cualquier título legal se
encuentre a su disposición. 



II. El servidor público que utilice fondos públicos u otor-
gue alguno de los actos a que se refiere el artículo 217 de
este Código, con el objeto de promover la imagen política
o social de su persona, la de su superior jerárquico o la de
un tercero, o a fin de denigrar a cualquier persona. 

III. Cualquier persona que solicite o acepte realizar las
promociones o denigraciones a que se refiere la fracción
anterior, a cambio de fondos públicos o del disfrute de los
beneficios derivados de los actos a que se refiere el artícu-
lo 217 de este Código; y 

IV. ...

Capítulo XIII 
Enriquecimiento Ilícito 

Artículo 224. Incurre en delito quien durante el tiempo
de su empleo, cargo o comisión en el servicio público in-
cremente su patrimonio, en forma que no guarde pro-
porción con los ingresos legítimos que haya percibido. 

Para los efectos de este delito, se considerarán como par-
te del patrimonio del servidor público, los bienes y dere-
chos sobre los cuales tenga la propiedad, dominio, pose-
sión o respecto de los cuales se conduzca como dueño. 

También se considerarán como parte del patrimonio del
servidor público, los bienes y derechos que en iguales
condiciones tengan su cónyuge, concubina o concubina-
rio y dependientes económicos directos, a menos que
acredite que éstos los adquirieron lícitamente con sus
propios recursos económicos. 

Incurre en responsabilidad asimismo, cualquier persona
que haga figurar como suyos, bienes que formen parte
del patrimonio considerado ilícito. 

El incremento patrimonial que se describe en párrafos
anteriores, sólo será sancionable cuando el servidor pú-
blico no pudiere justificar la legítima procedencia de los
bienes que lo componen. 

Al responsable de enriquecimiento ilícito se le impon-
drán de seis meses a catorce años de prisión, de treinta a
quinientos días multa, destitución e inhabilitación de seis
meses a catorce años para desempeñar empleo, cargo o
comisión públicos y decomiso en beneficio del Estado,
de aquellos bienes cuya procedencia lícita no pudo acre-
ditar. 

Capítulo I 
Delitos Cometidos por los 

Servidores Públicos 

Artículo 225. ... 

I. a XXVIII. ... 

XXIX. Cuando estando encargado de administrar justicia
bajo cualquier pretexto, aunque sea el de oscuridad o si-
lencio de la ley, se niegue injustificadamente a despachar
un negocio pendiente ante él, dentro de los términos esta-
blecidos por la ley; y 

XXX. Cuando el encargado de una fuerza pública, requeri-
da legalmente por una autoridad competente para que se
preste auxilio se niegue indebidamente a dárselo.

... 

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones
IV, V, VI, X, XI, XII, XIII; XIV, XV, XVI, XVII, XVIII,
XIX, XXI, XXII, XXIII, XXVII, XXVIII, XXIX y XXX
se impondrá pena de prisión de cuatro a diez años y de
mil a dos mil días multa. 

... 

Título Vigésimo Primero 
Privación Ilegal de la Libertad 

y de Otras Garantías 

Capítulo Único 

Artículo 364 Bis. Comete el delito de desaparición for-
zada de personas, el servidor público que, independien-
temente de que haya participado en la detención legal o
ilegal de una o varias personas, propicie o mantenga
dolosamente su ocultamiento bajo cualquier forma de
detención. 

Artículo 364 Ter. A quien cometa el delito de desapari-
ción forzada de personas se le impondrá una pena de
cinco a cuarenta años de prisión. 

Si la victima fuere liberada espontáneamente dentro de
los tres días siguientes a su detención la pena será de
ocho meses a cuatro años de prisión, sin perjuicio de
aplicar la que corresponda a actos ejecutados u omiti-
dos que constituyan por sí mismos delitos. 
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Si la liberación ocurriera dentro de los diez días siguien-
tes a su detención, la pena aplicable será de dos a ocho
años de prisión, sin perjuicio de aplicar la que corres-
ponda a actos ejecutados u omitidos que constituyan por
sí mismo delitos. 

Estas penas podrán ser disminuidas hasta una tercera
parte en beneficio de aquel que hubiere participado en la
comisión del delito, cuando suministre información que
permita esclarecer los hechos, y hasta en una mitad,
cuando contribuya a lograr la aparición con vida de la
víctima. 

Artículo 364 Quater. Al servidor público que haya sido
condenado por el delito de desaparición forzada de per-
sonas, además se le destituirá del cargo y se le inhabilita-
rá de uno a veinte años para desempeñar cualquier car-
go, comisión o empleo públicos. 

Artículo 364 Quintus. La oposición o negativa a la auto-
ridad competente para tener libre e inmediato acceso al
lugar donde haya motivos para creer que se pueda en-
contrar a una persona desaparecida, por parte del servi-
dor público responsable del mismo, será sancionada con
la destitución de su cargo, comisión o empleo, sin perjui-
cio de la aplicación de las penas de los demás delitos en
que pudiera incurrir con motivo de su conducta. 

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. A las personas que hayan cometido un delito de
los contemplados en el presente decreto, con anterioridad a
su entrada en vigor, incluidas las procesadas y sentencia-
das, les serán aplicadas las disposiciones vigentes en el
momento en que se hayan cometido, sin perjuicio de apli-
car, cuando proceda, lo previsto en el artículo 56 del Códi-
go Penal Federal. 

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, DF, a 9 de
septiembre de 2004.— Dip. Francisco Javier Barrio Te-
rrazas (rúbrica), Coordinador del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Gracias, señor diputado.

Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos.

LEY DE INGRESOS

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra el diputado Jorge Kahwagi Macari, del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, para presentar una iniciativa que reforma el artículo 17,
fracción IX, inciso B de la Ley de Ingresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal 2005.

El diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari: Con el
permiso de la Presidencia; compañeras y compañeros le-
gisladores: lo que la actividad científica pueda aportar al
desarrollo de México, es meritorio de ser considerado por
todos los mexicanos como algo indispensable para ser un
país competitivo en el contexto internacional.

La brecha entre las capacidades científicas y tecnológicas
entre los países más industrializados y los que estamos en
vías de estarlo, es una de las manifestaciones contemporá-
neas de la persistencia del subdesarrollo y también una de
sus principales causas.

Si bien la labor científica ha permitido grandes avances y
transformaciones de la humanidad, ocasionalmente sus re-
sultados han acentuado las desigualdades entre los pueblos.
Los países que se han esforzado por invertir más en inves-
tigación y desarrollo, han logrado como resultado elevar su
posición competitiva internacional, convirtiendo las ideas
científicas en un importante recurso económico para la na-
ción.

La necesidad de mayores inversiones en este rubro es evi-
dente para cualquiera que desee un futuro mejor para nues-
tro país; sin embargo, los recursos federales son limitados
y todos los ramos presupuestales son importantes y requie-
ren atención.

Al momento de realizar un análisis concienzudo en rela-
ción a en qué conviene a México invertir sus limitados re-
cursos, en nuestra opinión es fundamental y de elemental
justicia considerar que la inversión en ciencia y tecnología
es con la intención de impulsar áreas estratégicas del cono-
cimiento que puedan resolver problemas concretos de los
distintos ramos que atiende el Presupuesto de Egresos de la
Federación, por lo que si se invierte en desarrollo científi-
co y tecnológico se invierte también en salud, en medio
ambiente, en desarrollo rural, en alimentación, en seguri-
dad, en generación de más y mejores empleos, en elevar la
competitividad de nuestra industria en turismo; en general,
en todo cuanto significa desarrollo.



A ese respecto, la tendencia internacional apunta a inver-
siones en ciencia y tecnología del orden entre el 1 por cien-
to y el 3 por ciento del producto interno bruto con una par-
ticipación por parte del Estado de entre el 18 por ciento y
el 40 por ciento del total. En el caso de México la inversión
total equivale escasamente al .4 por ciento del producto in-
terno bruto con una inversión por parte del Estado del 61
por ciento.

Tomando como referencia la experiencia de las naciones
que han obtenido mejores resultados en cuanto a desarrollo
científico se refiere, lo que México necesitaría alcanzar es
una inversión del 1 por ciento del producto interno bruto
con una participación mucho mayor por parte de la inicia-
tiva privada. Para lograr un aumento en la inversión desti-
nada a ciencia y tecnología por parte de la iniciativa priva-
da, la estrategia optada por distintos países ha sido por
medio de incentivos fiscales y México no es la excepción.

El incentivo fiscal que señala la Ley del ISR en su artículo
119, ha resultado muy atractivo para la industria privada
nacional. Desafortunadamente el tope máximo de 500 mi-
llones de pesos para este incentivo descrito en el artículo
17 fracción IX incisos A) y B) de la Ley de Ingresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2003 resultó insufi-
ciente, ya que para el ejercicio fiscal de 2004 se inició con
más de 170 millones de pesos comprometidos.

Si México quisiera alcanzar con estos incentivos fiscales
los mismos niveles de inversión que tienen los países que
menos inversión tienen en ciencia y tecnología, de la OC-
DE, el tope máximo tendría que ser del orden de 11 mil 500
millones de pesos.

Si bien es digno de reconocer el hecho de que se haya auto-
rizado un importante incremento del monto del estímulo a 1
mil millones de pesos, todavía nos falta mucho por andar.

Para el año 2005 lo ideal, dentro de nuestras posibilidades
económicas, es incrementar nuevamente el tope a 3 mil mi-
llones de pesos, con la intención de proporcionar un incre-
mento de la inversión que realiza el sector productivo en
actividades científicas y tecnológicas y de ese modo poder
acceder una inversión cada vez más cercana al 1 por cien-
to del producto interno bruto en este ramo para el 2006.

Según información proporcionada por el Conacyt, lo idó-
neo para el caso de México es incrementar la participación
privada para el año 2006 a un total de 30 mil millones de
pesos, pasando por 23 mil millones de pesos por el año

2005. En este sentido el tope máximo establecido para el
incentivo fiscal debería de ser del orden de 6 mil 900 mi-
llones de pesos. Sin embargo, la inversión privada en este
rubro debe ser motivada por su rentabilidad económica y
no sólo por la posibilidad de acceder a un beneficio fiscal.
Por lo que proponemos incrementar el tope máximo a 3 mil
millones de pesos para el ejercicio fiscal de 2005. 

Sensibilizados por todo lo anteriormente expuesto, los in-
tegrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, sometemos a su consideración la siguien-
te:

Iniciativa de decreto por la que e reforma el inciso B de la
fracción IX del artículo 17 de la Ley de Ingresos de la Fe-
deración. 

Artículo primero. Por el que se reforma el inciso B de la
fracción IX del artículo 17 de la Ley de Ingresos de la Fe-
deración para quedar como sigue: 

El artículo 17 en materia de estímulos fiscales durante el
ejercicio fiscal de 2004 se estará a lo siguiente: Para la apli-
cación del estímulo que hace referencia el artículo 219 de
la Ley de Impuesto Sobre la Renta, se estará a lo siguien-
te: 

B. El monto total del estímulo a distribuir entre los aspi-
rantes del beneficio no excederá de 3 mil millones de pe-
sos para el año 2005.

Transitorio 

Primero. Este decreto entrará en vigor el 1° de enero de
2005.

Por su atención, muchas gracias. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma el artículo 17, fracción IX, inciso b),
de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2005, presentada por el diputado Jorge Kahwagi
Macari, del grupo parlamentario del PVEM.

Manuel Velasco Coello, Jorge Antonio Kahwagi Macari,
Luis Antonio González Roldán, Francisco Xavier Alvara-
do Villazón, Leonardo Álvarez Romo, Jacqueline Argüe-
lles Guzmán, Alejandro Agundis Arias, María Ávila Serna,
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Fernando Espino Arévalo, Maximino Fernández Ávila, Fé-
lix Adrián Fuentes Villalobos, Jorge Legorreta Ordorica,
Julio Horacio Lujambio Moreno, Alejandra Méndez Salo-
rio, Cuauhtémoc Ochoa Fernández, Javier Orozco Gómez,
Raúl Piña Horta; diputados de la LIX Legislatura del H.
Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 26 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público con opinión de la Comisión de
Ciencia y Tecnología, para su dictamen y posterior discu-
sión en el Pleno de la Cámara de Diputados de la Quincua-
gésima Novena Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa de ley. 

Exposición de Motivos 

Lo que la actividad científica puede aportar al desarrollo de
México, es meritorio de ser considerado por todos los me-
xicanos como algo indispensable para ser un país más com-
petitivo en el contexto internacional. 

La brecha entre las capacidades científicas y tecnológicas
entre los países más industrializados y los que estamos en
vías de estarlo, es una de las manifestaciones contemporá-
neas de la persistencia del subdesarrollo y también una de
sus principales causas. 

Si bien, la labor científica ha permitido grandes avances y
transformaciones de la humanidad, ocasionalmente sus re-
sultados han acentuado las desigualdades entre los pueblos.
Los países que se han esforzado por invertir más en inves-
tigación y desarrollo han logrado como resultado elevar su
posición competitiva internacional, convirtiendo la activi-
dad científica en un importante recurso económico para la
nación.1

La necesidad de mayores inversiones en este rubro es evi-
dente para cualquiera que deseé un futuro mejor para nues-
tro país, sin embargo, los recursos federales son limitados
y todos los ramos presupuéstales son importantes y requie-
ren atención. 

Al momento de realizar un análisis concienzudo con rela-
ción a en qué le conviene a México invertir sus limitados
recursos, en nuestra opinión, es fundamental y de elemental

justicia, considerar que la inversión en ciencia y tecnología
es con la intención de impulsar áreas estratégicas del cono-
cimiento2 que puedan resolver problemas concretos de los
distintos ramos que atiende el presupuesto de egresos de la
federación, por lo que si se invierte en desarrollo científico
y tecnológico se invierte también en salud, en medio am-
biente, en desarrollo rural, en alimentación, en seguridad,
en generación de más y mejores empleos, en elevar la com-
petitividad de nuestra industria, en turismo y en general, en
todo cuanto significa desarrollo. 

A este respecto; la tendencia internacional apunta a inver-
siones en ciencia y tecnología del orden de entre 1 y 3 por
ciento del PIB3 con una participación por parte del Estado
de entre 18 y 40 por ciento del total. 4 En el caso de Méxi-
co la inversión total equivale escasamente al 0.4% del PIB
con una inversión por parte del Estado de 61%. 5

Tomando como referencia la experiencia de las naciones
que han obtenido mejores resultados en cuanto a desarrollo
científico, lo que México necesitaría alcanzar es una inver-
sión del 1 por ciento del PIB con una participación mucho
mayor por parte de la iniciativa privada. 

Para lograr un aumento en la inversión destinada a ciencia
y tecnología por parte de la iniciativa privada, la estrategia
adoptada por distintos países ha sido por medio de incenti-
vos fiscales y México no es la excepción. 

El incentivo fiscal que señala la Ley del ISR, en su artícu-
lo 219, ha resultado muy atractivo para la industria privada
nacional. Desafortunadamente el tope máximo de 500 mi-
llones de pesos para este incentivo, descrito en el artículo
17, fracción IX, incisos a) y b), de la Ley de Ingresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2003, resultó insufi-
ciente, ya que para el ejercicio fiscal de 2004 se inició con
más de 170 millones de pesos comprometidos. 

Si México quisiera alcanzar, con estos incentivos fiscales,
los mismos niveles de inversión que tienen los países que
menos invierten en ciencia y tecnología de la OCDE, el to-
pe máximo tendría que ser del orden de 11 mil 500 millo-
nes de pesos. 

Si bien es digno de reconocer el hecho de que se haya au-
torizado un importante incremento del estímulo a 1,000
millones de pesos, todavía nos falta mucho por andar. 

Para el año 2005 lo ideal, dentro de nuestras posibilidades
económicas, es incrementar nuevamente el tope a 3,000



millones de pesos, con la intención de propiciar un incre-
mento de la inversión que realiza el sector productivo en
actividades científica y tecnológica y de ese modo poder
acercar una inversión cada vez más cercana al 1% del PIB
en este ramo para el 2006. 

Según información proporcionada por el Conacyt,6 lo idó-
neo, para el caso de México, es incrementar la participa-
ción privada para el año 2006 a un total de 30,000 millo-
nes de pesos, pasando por 23,000 millones para el año
2005. 

En este sentido, el tope máximo establecido para el incen-
tivo fiscal debería ser del orden de 6,900 millones de pe-
sos, sin embargo, la inversión privada en este rubro debe
ser motivada por su rentabilidad económica y no sólo por
la posibilidad de acceder a un beneficio fiscal, por lo que
proponemos incrementar el tope máximo a 3,000 millones
de pesos para el ejercicio fiscal de 2005. 

Sensibilizados por todo lo anteriormente expuesto, los in-
tegrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México sometemos a su consideración la siguien-
te iniciativa con proyecto de: 

Decreto; Que reforma el inciso b) de la fracción IX del
artículo 17, de la Ley de Ingresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2005. 

Artículo Único.- Se reforma el inciso b) de la fracción
IX del artículo 17, de la Ley de Ingresos de la Federa-
ción, para el Ejercicio Fiscal de 2005, para quedar como
sigue: 

Artículo 17. En materia de estímulos fiscales, durante el
ejercicio fiscal de 2005, se estará a lo siguiente: 

I. a VIII. ... 

IX. Para la aplicación del estímulo a que hace referencia el
artículo 219 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se es-
tará a lo siguiente: 

a) ... 

b) El monto total del estímulo a distribuir entre los aspi-
rantes del beneficio, no excederá de $3,000 millones de pe-
sos para el año 2005. 

c) ... 

X. a XIV. ...

... 

Transitorio 

Único.- Este decreto entrará en vigor el primero de enero
de 2005. 

Notas: 

1 Algunos países, como los integrantes de la Comunidad Económi-

ca Europea, pretenden para el año 2010 invertir cerca del 3% de su

Producto Interno Bruto en este rubro y la brecha tecnológica será
mayor. 

2 Según las metas del Programa Especial de Ciencia y Tecnología

2001-2006. Fuente: Conacyt. 

3 Países como España, Brasil e Italia invierten alrededor del 1%, y

EUA o Japón, alrededor de 3%. 

4 El Estado español invierte el 39.9%; EUA, el 28.2%, y Japón, el

18.5%. 

5 Anexo del III Informe de Gobierno, página 125. 

6 Información proporcionada en la reunión plenaria de la Comisión de

Ciencia y Tecnología de mayo, que tuvo lugar en las instalaciones del
Conacyt. Descrita en la página 40 del Informe 2001-2003 y perspecti -

vas para 2004. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, a los 21 días del mes de
septiembre de 2004.— Diputados: Manuel Velasco Coello,
coordinador; Jorge A. Kahwagi Macari (rúbrica), viceco-
ordinador; Luis Antonio González Roldán (rúbrica), vice-
coordinador; Francisco Xavier Alvarado Villazón, Leonar-
do Álvarez Romo (rúbrica), Jacqueline Argüelles Guzmán,
Alejandro Agundis Arias (rúbrica), María Ávila Serna (rú-
brica), Fernando Espino Arévalo (rúbrica), Maximino Fer-
nández Ávila, Félix Adrián Fuentes Villalobos, Jorge Le-
gorreta Ordorica (rúbrica), Julio Horacio Lujambio
Moreno, Alejandra Méndez Salorio, Cuauhtémoc Ochoa
Fernández (rúbrica), Javier Orozco Gómez (rúbrica), Raúl
Piña Horta (rúbrica).»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. 
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LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD 
Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL ESTADO

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra el señor diputado Francisco Amadeo Es-
pinosa Ramos, del Partido del Trabajo, para presentar una
iniciativa que adiciona un Título Séptimo y un Capítulo
Unico a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, que crea el Programa
Seguro por Desempleo para Protección de los Empleados
Públicos. 

El diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos: Con
su venia, señor Presidente; compañeras y compañeros le-
gisladores; ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputa-
dos de la LIX Legislatura del honorable Congreso de la
Unión:

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo acude a esta
tribuna para presentar la iniciativa con proyecto de decreto
para crear el Programa Seguro por Desempleo para Protec-
ción de los Empleados Públicos al Servicio del Estado, ba-
jo la siguiente

Exposicion de Motivos

La crisis histórica de 1981-1982, acabó con el modelo de
sustitución de importaciones y con el creciente interven-
cionismo del Estado en la economía mexicana. 

Como se sabe desde principios de los años sesenta, el Es-
tado mexicano conformó un sistema de empresas públicas
que producían bienes e insumos baratos, que subsidiaban a
la empresa privada y servían para promocionar la indus-
trialización del país. Esas empresas públicas empezaron a
dotar de empleos a profesionales que egresaban de las uni-
versidades públicas y privadas. 

Al terminar el periodo de López Portillo, se contabilizaba
un total de 1 mil 155 entidades públicas que generaban casi
el 50 por ciento del producto interno bruto nacional. Sin
embargo, al iniciarse el proceso de reestructuración que
emprendió la economía mexicana desde el gobierno de
Miguel de la Madrid, la suerte de las empresas paraestata-
les cambió radicalmente. 

Una parte de las acciones de la Banca nacionalizada en
1982 se restituyó a los banqueros expropiados. Las casas
de bolsa y las empresas que estaban vinculadas por la vía

accionaria a los bancos expropiados, retornaron a su pro -
piedad. Otras entidades paraestatales que el Gobierno Fe-
deral definió como no prioritarias, fueron privatizadas y
en el curso del proceso de reestructuración, cientos de mi -
les de empleados públicos fueron lanzados al desempleo.

Este despido masivo de los empleados al servicio del Esta-
do, se dio en un contexto de una aguda crisis que se com-
binaba con inflación galopante y estancamiento económi-
co. Los estudiosos caracterizaban a esta etapa como la
década perdida.

La reestructuración económica de México, implicó privati-
zar empresas públicas, despido de personal, modernización
productiva de las empresas, restricción salarial sin que se
establecieran programas sociales compensatorios que pa-
liaran la agudeza de la crisis y sus efectos económicos y so-
ciales.

La crisis de 1994-1995, volvió a golpear a los sectores po-
pulares nuevamente, al tiempo que el Gobierno Federal
continuó con la privatización de algunas empresas públi-
cas, entre ellas: los ferrocarriles, los satélites, las asegura-
doras y otras empresas. Ello implicaba despido de burócra-
tas y crecimiento del desempleo que se acompañó con un
mayor empobrecimiento de la población mexicana.

El resultado final de la crisis estructural de 1981-1982, y la
de 1994-1995, así como la recesión de 2001-2004, ha sido
que el incremento del empleo estructural en la economía
mexicana se ha agudizado y la reducción de los empleados
públicos ha continuado como parte de la reestructuración
del Gobierno Federal.

Por ejemplo, en 1982, el total de empleados públicos fede-
rales ascendía a más de 4 millones, y a finales de 2003 se
redujo a poco más de 2 millones.

El Gobierno Federal ha continuado con su programa de re-
tiro voluntario, y en el curso de 2003 se incorporaron a él
más de 28 mil empleados públicos; y en el curso de 2004,
continúa vigente.

La reducción del personal al servicio del Estado se está
dando en un contexto de crisis y recesión económica ini-
ciada en 2000 y no ha concluido, y por el contrario, ame-
naza con profundizarse.

Aunado a lo anterior, el crecimiento del empleo ha estado
por debajo de las necesidades reales de absorción de la eco-



nomía ya que anualmente se incorporan al mercado laboral
más de 1 millón 300 mil jóvenes que arriban a la edad la-
boral.

Como al Gobierno Federal no le interesa la suerte de los
trabajadores de este país, el Congreso de la Unión tiene la
facultad legal, política y moral de responder a las exigen-
cias que demanda el pueblo de México.

Por esa razón, el grupo parlamentario del Partido del Tra-
bajo propone la creación de un seguro por desempleo para
los empleados al servicio del Estado que son despedidos de
su centro de trabajo por razones no imputables a ellos.

Proponemos que los recursos para financiar este programa
del seguro por desempleo, sean aportados por la Federa-
ción y aprobados anualmente por la Cámara de Diputados
e incorporados al presupuesto del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

Compañeras y compañeros diputados, por las considera-
ciones antes expuestas, el grupo parlamentario del Parti-
do del Trabajo, con fundamento en lo dispuesto por el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno In -
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, sometemos a la consideración del pleno de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
la presente iniciativa con proyecto de decreto que adicio-
na un Título Séptimo y un Capítulo Unico a la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado que crea el Programa del Seguro por
Desempleo para la Protección de los Empleados Públicos
al Servicio del Estado.

Solicito a la Presidencia instruya la publicación íntegra de
la presente iniciativa en el Diario de los Debates y en la
Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados. Muchas
gracias.

«Iniciativa que adiciona un Título Séptimo y un Capítulo
Único a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, que crea el Programa
Seguro por Desempleo para Protección de los Empleados
Públicos, presentada por el diputado Francisco Amadeo
Espinosa Ramos, del grupo parlamentario del PT.

Los suscritos, diputados federales a la LIX Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo

parlamentario del Partido del Trabajo, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, frac-
ción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a la consideración del Pleno de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión la presente
iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona un Tí-
tulo Séptimo y un Capítulo Único a la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, que crea el Programa Seguro por Desem-
pleo para protección de los empleados públicos al servi-
cio del Estado, bajo la siguiente 

Exposición de Motivos 

La grave crisis económica de 1981-1982 acabó con el mo-
delo de sustitución de importaciones y con el creciente in-
tervencionismo del Estado en la economía mexicana. 

Como se sabe, desde principios de los años sesenta el Es-
tado mexicano formó un sistema de empresas públicas que
producían bienes e insumos baratos que subsidiaban a la
empresa privada y servía para promover la industrializa-
ción del país. 

Al mismo tiempo, estas empresas públicas empezaron a
dotar de empleos a gran parte de la población trabajadora
de nuestro país y a absorber a miles de profesionales que
egresaban de las universidades públicas y de las privadas. 

Al terminar el periodo de López Portillo se contabilizaba
un total de mil 155 entidades públicas, que generaban casi
50 por ciento del PIB nacional. 

Sin embargo, al iniciarse el proceso de reestructuración
que emprendió la economía mexicana desde el gobierno de
Miguel de la Madrid, la suerte de las empresas paraestata-
les cambió radicalmente. 

Una parte de las acciones de la banca nacionalizada en
1982 se restituyó a los banqueros expropiados, las casas de
bolsa, y las empresas que estaban vinculadas por la vía ac-
cionaria a los bancos expropiados retornaron a su propie-
dad. 

Otras entidades paraestatales que el Gobierno Federal defi-
nió como no prioritarias fueron privatizadas y en el curso
del proceso de reestructuración cientos de miles de emplea-
dos públicos fueron lanzados al desempleo. 
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Este despido masivo de cientos de miles de trabajadores se
dio en un contexto de una aguda crisis, que se combinaba
con inflación galopante y estancamiento económico. Los
estudiosos caracterizan los años ochenta como la década
perdida. 

La reestructuración económica de México implicó privati-
zar empresas públicas, despido de personal, modernización
productiva de las empresas y restricción salarial, sin que se
establecieran programas sociales compensatorios que pa-
liaran la agudeza de la crisis y sus efectos económicos y so-
ciales. 

La crisis de 1994-1995 volvió a golpear a los sectores po-
pulares nuevamente, al tiempo que el Gobierno Federal
continuó la privatización de algunas empresas públicas;
entre ellas, los ferrocarriles, los satélites, las aseguradoras
y otras empresas. Ello implicaba despido de empleados y
crecimiento del desempleo, que se acompañó con mayor
empobrecimiento de la población mexicana. 

El resultado final de la crisis estructural de 1981-1982 y la
de 1994-1995, así como la recesión de 2001-2004, ha sido
que el incremento del empleo estructural en la economía
mexicana se ha agudizado y la reducción de los empleados
públicos ha continuado como parte de la reestructuración
del Gobierno Federal. 

Por ejemplo, en 1982 el total de empleados públicos fede-
rales ascendía a más de 4 millones y a finales de 2003 se
redujo a poco más de 2 millones. 

El Gobierno Federal ha continuado su programa de retiro
voluntario y en el curso de 2003 se incorporaron más de 28
mil empleados públicos y para 2004 se prevé que siga vi-
gente. 

La reducción de la burocracia se está dando en un contex-
to donde las condiciones económicas continúan deteriorán-
dose, porque la recesión económica iniciada en 2000 no ha
concluido y -por el contrario- amenaza profundizarse. 

Aunado a lo anterior, el crecimiento del empleo ha estado
por debajo de las necesidades reales de absorción de la eco-
nomía, ya que anualmente se incorporan al mercado labo-
ral más de 1 millón 300 mil jóvenes que arriban a la edad
laboral. 

Como al Gobierno Federal no interesa la suerte de los tra-
bajadores de este país, el Congreso de la Unión tiene la

facultad legal, política y moral para responder a las exi-
gencias del pueblo de México. 

Por esa razón, el grupo parlamentario del Partido del Tra-
bajo propone la creación del Programa de Seguro por De-
sempleo para los Empleados Públicos al servicio del Es-
tado que son despedidos de sus centros de trabajo por
razones no imputables a ellos. 

Proponemos que los recursos para financiar el Programa de
Seguro por Desempleo sean aportados por la Federación y
aprobados anualmente por la Cámara de Diputados e in-
corporados al presupuesto del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado o de los or-
ganismos de seguridad social de las entidades federativas
que correspondan y a los municipios. 

Por las consideraciones expuestas, el grupo parlamentario
del Partido del Trabajo, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, 56 y 62
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión la presente 

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un Tí-
tulo Séptimo y un Capítulo Único a la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, que crea el Programa Seguro por Desem-
pleo para protección de los empleados públicos al servi-
cio del Estado, para quedar como sigue: 

Título Séptimo 

Del Seguro por Desempleo 

Capítulo Único 

Artículo 197. Se establece el Seguro por Desempleo como
obligación del Estado mexicano para proteger a los emple-
ados públicos al servicio del Estado despedidos de su em-
pleo por razones ajenas a su voluntad. 

Artículo 198. Este seguro será para los trabajadores que
acrediten su registro en el Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado. En ningún ca-
so se otorgará a empleados públicos que desempeñen des-
de puestos de enlace hasta secretarios de Estado o titulares
de entidades. 



Artículo 199. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social
tendrá la obligación de elaborar el formato universal de so-
licitud de empleo para los empleados públicos, que deberá
ser foliado para servir como constancia de búsqueda de
empleo. Dicha solicitud constará de dos partes, una que
quedará en custodia de la empresa privada o institución pú-
blica a que el solicitante demanda empleo, y otra en poder
de la persona que solicita el empleo. La posesión de esta úl-
tima acreditará que el solicitante, efectivamente, acudió en
búsqueda de empleo. 

Artículo 200. El monto de las indemnizaciones que por ley
corresponden al trabajador, conforme al artículo 123 cons-
titucional, en ningún caso se podrá reducir para que pueda
acceder al seguro. Los derechos laborales de los trabajado-
res no se contravienen con lo que se dispone en la presen-
te ley. 

Artículo 201. Los recursos financieros para solventar el
seguro por desempleo serán aportados por la Federación y
aprobados anualmente por la Cámara de Diputados, y de-
berán ser incorporados al presupuesto del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do. 

Artículo 202. Para hacer confiable y transparente el acce-
so al seguro, la parte patronal deberá comunicar al Institu-
to de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, señalando las razones del despido, para
que en un lapso no mayor de 15 días naturales tenga dere-
cho de manera automática al seguro por desempleo. Cual-
quier omisión que cometa la parte patronal a esta disposi-
ción, sus responsables serán sancionados con el despido
del cargo. 

Artículo 203. Para garantizar transparencia en el uso de los
recursos públicos relativos al seguro, se creará una Comi-
sión de Vigilancia Ciudadana, integrada por tres expertos
en la materia y por dos representantes de la sociedad civil,
que serán nombrados por la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, así como por
un representante de cada grupo parlamentario representado
en dicha Cámara. 

Artículo 204. Los miembros de esta Comisión tendrán las
facultades de inspección, control y vigilancia en la opera-
ción del Programa Seguro por Desempleo para los emple-
ados públicos al servicio del Estado, para garantizar el
cumplimiento en la ejecución del gasto y de sus resultados
e impacto social. 

Artículo 205. El Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado estará obligado a entre-
gar a la Comisión de Vigilancia Ciudadana toda la infor-
mación relacionada con el Programa Seguro por
Desempleo, que incluye el monto de recursos asignados, el
monto de los recursos ejercidos, las transferencias realiza-
das durante el ejercicio, su justificación, el número de be-
neficiarios y el resultado de las evaluaciones realizadas por
la dependencia. 

Además, tendrán la facultad de denunciar ante las instan-
cias legales correspondientes las anomalías que consideren
pertinentes que obstruyan la realización del programa, el
manejo y destino de los recursos públicos federales y de su
operatividad. 

Artículo 206. Para tener derecho a este seguro, los benefi-
ciarios deberán presentar a la institución correspondiente
de salud y seguridad social una constancia de terminación
de la relación laboral de la dependencia pública donde
prestó sus servicios laborales. La presentación de esta
constancia no deberá exceder de los 30 días hábiles de que
hubiese ocurrido tal despido. 

Artículo 207. En ningún caso el patrón queda eximido del
pago de la indemnización que corresponde al trabajador al
ser separado de su empleo por causas no imputables a él. 

Artículo 208. Para recibir los beneficios que se otorgan en
la presente ley, en ningún caso se discriminará a las perso-
nas por su sexo, género, religión o por razones de discapa-
cidad. 

Artículo 209. El trabajador al servicio del Estado que sea
despedido recibirá como seguro por desempleo el equiva-
lente al monto de dos salarios mínimos burocráticos diarios. 

Artículo 210. La duración de este seguro no podrá exceder
de trece meses, contados a partir del momento en que los
trabajadores reciben este beneficio. En ningún caso se po-
drá acceder a él por más de dos ocasiones en el curso de la
vida laboral de un trabajador. 

Artículo 211. No se otorgará este beneficio a los trabaja-
dores que hayan sido despedidos por las causas que marca
la ley laboral vigente en nuestro país y se encuentren en li -
tigio. 

Artículo 212. Para tener derecho a lo que establece el artícu-
lo 209 de la presente ley, se deberá presentar la constancia
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que otorga el patrón en la que proporciona información re-
lativa a las razones por las que el empleado público es se-
parado de su empleo. 

Artículo 213. Los patrones y los empleados públicos que
presenten datos falsos al Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado con el propósito de
que el trabajador sea beneficiario de lo que se establece en
el artículo 209 de la presente ley serán sancionados por
fraude genérico, conforme a lo que se establece en las le-
yes penales de nuestro país, y despedidos del cargo. 

Artículo 214. Los beneficios a favor del trabajador que es-
tablece el artículo 209 de la presente ley serán pagados por
el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado. El pago se hará de forma quincenal. En
caso de incumplimiento del pago, se deberá resarcir la par-
te correspondiente que no se haya pagado en la siguiente
quincena. 

Artículo 215. Corresponderá a la Secretaría del Trabajo la
fiscalización del cumplimiento de lo que se establece en la
presente ley. 

Artículo 216. Para poder recibir quincenalmente los bene-
ficios del seguro por desempleo durante el lapso que éste
tenga vigencia, el trabajador al servicio del Estado deberá
mostrar cada quince días informes al Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado o de las
dependencias correspondientes que prueben la búsqueda
constante de empleo, mediante la exhibición del formato
que se establece en el artículo 199 de la presente ley. En ca-
so de que el trabajador esté incapacitado, deberá exhibir
constancia médica acreditada por el Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Artículo 217. Para garantizar la reincorporación del be-
neficiario del seguro por desempleo a la actividad laboral,
la Secretaría del Trabajo y el Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado deberán
organizar de manera permanente cursos de capacitación
laboral para que los beneficiarios del seguro se manten-
gan actualizados y puedan reincorporarse a la actividad
productiva. 

Artículo 218. Para cumplir lo establecido en el artículo an-
terior, los organismos que se señalan deberán establecer
convenios de colaboración con las instituciones de educa-
ción del país, a efecto de garantizar la capacitación laboral
a que hace referencia el artículo 217. 

Transitorio 

Artículo Único. La presente ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veinti-
ún días del mes de septiembre de dos mil cuatro.— Por el
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.— Diputados:
Alejandro González Yáñez, coordinador; Pedro Vázquez
González, vicecoordinador; Juan Antonio Guajardo Anzal-
dúa, Joel Padilla Peña, Óscar González Yáñez, Francisco
A. Espinosa Ramos (rúbricas).»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Gracias a usted, señor diputado.

Insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates, pu-
blíquese en la Gaceta Parlamentaria y túrnese a las Co-
misiones Unidas de Trabajo, Previsión Social y de Se-
guridad Social.

CODIGO CIVIL FEDERAL

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra la diputada María del Carmen Izaguirre
Francos, del grupo parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, para presentar una iniciativa que adiciona
los artículos 182 Bis, 211 Bis y 211 Ter y deroga los artí-
culos 212 y 213 del Código Civil Federal en materia del ré-
gimen de separación de bienes.

La diputada María del Carmen Izaguirre Francos: Con
su permiso, señor Presidente; compañeras y compañeros
diputados:

La que suscribe, diputada federal integrante del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 55, fracción II del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General, también de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a la consideración de esta
honorable Asamblea, la siguiente iniciativa en la que se
adicionan los artículos 182 Bis, 211 Bis, 211 Ter y se de-
rogan los artículos 212 y 213, todos del Código Civil Fe-
deral en materia del régimen de separación de bienes, al te-
nor de la siguiente



Exposición de Motivos

La unión de dos personas para formar una familia es, sin
lugar a duda, una forma de asociación que debe, como lo
está, ser regulada mediante el contrato de matrimonio que
es, a la vez, un acto de voluntad de los contrayentes, y por
otro, el reconocimiento de la sociedad y de las autoridades
a esa familia que forman de manera legal.

En nuestro país la forma de organización predominante, es
que en las familias sólo el esposo trabaja en el mercado la-
boral y la mujer se encarga del trabajo doméstico.

El motivo de nuestra propuesta para la modificación en el
matrimonio civil del régimen económico de separación de
bienes, es la búsqueda de equidad en los derechos que na-
cen con dicha unión. 

La labor de diversa índole que realiza cada individuo bajo
ese estado civil, no siempre es retribuida. Es común que en
nuestra era modernizada y globalizada, aún conviven hom-
bres, pero sobre todo mujeres que dedican su esfuerzo y la-
bor al buen desarrollo del matrimonio que conforman, sin
obtener para la sociedad civil o para sí, ingreso económico
que no sea recibido más que por el otro cónyuge, quien de-
dica su tiempo a la consecución de los ingresos económi-
cos, familiares y sobre todo individuales.

Un claro ejemplo de la búsqueda de la equidad y justicia
que conforma un fundamento de modernidad es que la
igualdad no provoque la acentuación de las desigualdades,
motivo por el cual nuestro país ratificó la Convención so-
bre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
Contra la Mujer.

La consecuencia de la ruptura de la unión matrimonial o
simplemente la separación de ésta, no implica una desi-
gualdad o falta de equidad en el contrato civil de matrimo-
nio. Lo que resulta verdaderamente inequitativo es una rup-
tura o separación bajo el régimen de separación de bienes,
ya que esto implica el desamparo y la desigual liquidación
de bienes de la sociedad conyugal, ya que el cónyuge que
dedicó mayor tiempo y esfuerzo al desarrollo propio de la
familia no puede reclamar de esa unión de sociedad civil
más que lo que no se hubiese gastado de sus bienes propios
que administre lógicamente el cónyuge económicamente
activo o casi siempre no puede reclamar nada.

El contenido legal del régimen de separación de bienes
contiene aspectos que tienden a favorecer la discrimina-

ción respecto del cónyuge que no se desarrolla económica-
mente dentro del matrimonio y coloca en un lugar privile-
giado al que por las circunstancias o por acuerdo es el que
se beneficia económicamente del crecimiento, casi siempre
en su exclusivo patrimonio.

El argumento de propiedad exclusiva bajo el régimen de
separación de bienes no sólo es obsoleto, es contrario a la
equidad y a la igualdad entre quienes forman el matrimo-
nio, ya que las reglas de conducta convencionales o legales
no pueden producir riqueza en uno de sus miembros y en
contrario pobreza económica en el otro.

Por lo que proponemos modificar el régimen de separación
de bienes. Así el cónyuge no propietario tendrá derecho a
una indemnización de un máximo del 50 por ciento única-
mente de los beneficios que por cualquier título obtenga el
cónyuge propietario. Un aspecto más, los hijos que de al-
gún modo han participado para la obtención de ganancias
económicas en bienes, derechos y acciones que sólo perte-
necen a uno de los cónyuges, también tendrán derecho so-
bre esos beneficios, sin que de ningún modo sobrepasen el
50 por ciento de las ganancias obtenidas.

Por lo tanto, el juez para calcular la indemnización sobre
los frutos gananciales de bienes propios del cónyuge pro-
pietario deberá tomar en cuenta el número de años de la
convivencia familiar, otorgando de dos años de conviven-
cia, si no han llegado a 2 años el 10 por ciento. Cuando ha-
yan llegado a 4 años el 20 por ciento. Cuando pasen de esos
4 años el 30 por ciento cuando llegue a 6 años el 40 por
ciento. Cuando rebasen los 8 años el 50 por ciento. Aclaro:
de las ganancias.

Compañeras y compañeros diputados: en la actualidad no
podemos permitir que las leyes no vayan en la búsqueda de
lo justo y mucho menos que intervengan como factores que
produzcan inequidad. Es por ello que presentamos a esta
honorable Asamblea la presente iniciativa.

Señor Presidente, hago entrega a la Secretaría del texto de
la iniciativa, la cual solicito se publique íntegramente en el
Diario de los Debates. Compañeros, gracias por su aten-
ción.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.

Iniciativa que adiciona los artículos 182 Bis, 211 Bis y
211 Ter, y deroga los artículos 212 y 213 del Código Civil
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Federal, en materia de régimen de separación de bienes, a
cargo de la diputada María del Carmen Izaguirre Francos,
del grupo parlamentario del PRI 

La que suscribe, diputada federal integrante del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, someto a la consideración de ésta Honorable
Asamblea, la siguiente iniciativa en la que se adicionan los
artículos 182 bis, 211 bis y 211 ter, y se derogan los artícu-
los 212 y 213, todos del Código Civil Federal, en materia del
régimen de separación de bienes, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

La unión de dos personas para formar una familia, es sin
lugar a dudas, una forma de asociación que debe como lo
esta, ser regulada mediante el contrato de matrimonio, que
es a la vez un acto de voluntad de los contrayentes y por
otro, el reconocimiento de la sociedad y de las autoridades,
a esa familia que forman de manera legal. 

Actualmente hemos estado observando que existe un in-
cremento en los juicios de divorcio y en estos se encuen-
tran con una continua falta de protección económica espe-
cialmente a la mujer y a los hijos. 

En nuestro país, la forma de organización predominante es
que en las familias sólo el esposo trabaja en el mercado la-
boral, y la mujer se encarga del trabajo doméstico. En la
Encuesta Nacional sobre Uso del Tiempo de 2002, el IN-
EGI, establece que existen alrededor de 4.8 millones de fa-
milias en las que ambos cónyuges trabajan para el merca-
do laboral, por lo cual, el tiempo se distribuye así: los
esposos trabajan 52 horas en su actividad económica, en
tanto que las esposas le dedican 37 horas en promedio. 

Los mismos esposos le dedican 4 horas a la limpieza de la
vivienda y ellas 15 horas; los hombres le dedican 7 horas a
cocinar y ellas 15 horas y media; al cuidado de los hijos
ellos le dedican casi 8 horas, en tanto que ellas le destinan
12 horas; en el aseo y cuidado de la ropa los varones em-
plean una hora y media, en tanto que las mujeres poco más
de 8 horas. 

El motivo de nuestra propuesta para la modificación en el
matrimonio civil del régimen económico de separación de

bienes, es la búsqueda de equidad en los derechos que na-
cen con dicha unión. La labor de diversa índole que reali -
za cada individuo bajo ese estado civil, no siempre es re-
tribuida, es común que en nuestra era modernizada y
globalizada, aún conviven hombres y sobre todo mujeres
que dedican su esfuerzo y labor al buen desarrollo de la so-
ciedad civil del matrimonio que conforman, sin obtener pa-
ra la sociedad civil o para sí, ingresos económicos que no
sean recibidos más que por el otro cónyuge. 

El cónyuge quien dedica parte de su tiempo a la consecu-
ción del sustento económico, normalmente no dedica el
mismo tiempo y esfuerzo de la misma forma, porque sus
actividades son la consecución de los ingresos económicos
familiares e individuales, estableciendo de esta forma una
estructura familiar clásica hasta principios de este siglo
XXI. 

Un claro ejemplo de la búsqueda de la equidad y justicia,
que conforma un fundamento de modernidad es que la
igualdad no provoque la acentuación de las desigualdades,
motivo por el cual nuestro país ratifico la Convención so-
bre la Eliminación de todas las formas de discriminación
contra la Mujer. 

La consecuencia de la ruptura de la unión matrimonial o
simplemente la separación de esta, no implica una des-
igualdad o falta de equidad en el contrato civil de matri-
monio, lo que resulta inequitativo es una ruptura o separa-
ción bajo el régimen de separación de bienes, ya que esto
implica el desamparo y la desigual liquidación de bienes de
la mínima sociedad conyugal, ya que el cónyuge que dedi-
co mayor tiempo y esfuerzo al desarrollo propio de la fa-
milia en la unión matrimonial, no puede reclamar de esa
unión en sociedad civil, más que lo que no se hubiese gas-
tado de sus bienes propios que administre el cónyuge eco-
nómicamente activo o bien, nada. 

La mujer por contraer matrimonio bajo el régimen de se-
paración de bienes, al disolver su vínculo matrimonial no
se beneficia en nada, a pesar de trabajar el 85 o el 100 %
en el hogar, en criar y atender a sus hijos. 

El contenido legal del régimen de separación de bienes,
contiene aspectos que tienden a favorecer la discrimina-
ción respecto del cónyuge que no se desarrolla económica-
mente dentro del matrimonio y coloca en lugar privilegia-
do al que, por las circunstancias o por acuerdo, es el que se
beneficia económicamente del crecimiento familiar en su
exclusivo patrimonio. 



El argumento de propiedad exclusiva bajo el régimen de
separación de bienes, no sólo es obsoleto, es contrario a la
equidad y a la igualdad entre quienes forman el matrimo-
nio, ya que las reglas de conducta convencionales o lega-
les, no pueden producir riqueza en uno de sus miembros y
en contrario, pobreza o inercia económica en el otro. 

Por lo que proponemos modificar el régimen de separación
de bienes, con la finalidad de erradicar toda posibilidad de
discriminación contra alguno de los cónyuges o incluso de
los hijos que aporten trabajo no remunerado al patrimonio
familiar. 

Así, el cónyuge no propietario, tendrá derecho a una in-
demnización de un máximo del 50% de los beneficios que
por cualquier titulo obtenga el cónyuge propietario de sus
actividades económicas, sin que lo anterior se pueda elimi-
nar o disminuir por concepto de responsabilidad a la diso-
lución del matrimonio. 

Un aspecto más, los hijos que de algún modo, han parti-
cipado para la obtención de ganancias económicas en
bienes, derechos y acciones que sólo pertenecen a uno de
los cónyuges, también tendrán derecho sobre esos benefi -
cios, en el entendido de que cuando concurran el cónyu-
ge no propietario y uno o varios hijos con ese derecho so -
bre dichos beneficios deberán dividirse los mismos, sin
que ningún modo, sobrepasen el 50% de las ganancias
obtenidas. 

Por lo tanto, los jueces que conozcan de la liquidación de
sociedades derivadas del contrato matrimonial, podrán or-
denar la investigación de bienes, derechos y acciones que
pertenezcan al cónyuge propietario y de existir estos, po-
drán a su vez decretar su aseguramiento, para él efecto de
evitar la evasión de esta responsabilidad, mediante la dila-
pidación, ocultamiento o transmisión real o simulada de
esos bienes afectables. 

Asimismo, el juez, para calcular la indemnización sobre los
frutos gananciales de bienes propios del cónyuge propieta-
rio, deberá tomar en cuenta el numero de años de la convi-
vencia familiar, otorgando sólo el diez por ciento cuando
esta no sobrepase de dos años; el veinte por ciento cuando
tenga más de dos años y no llegue a cuatro años; el treinta
por ciento cuando tenga cuatro años y no llegue a seis años;
el cuarenta por ciento cuando cumpla seis años y no llegue
a ocho años; y por último, cuando sobrepase ocho años de-
berá sancionar hasta el cincuenta por ciento. 

En la actualidad, con el efecto de la globalización, la mo-
dernización y actualización de las leyes; la modernización
de los sistemas de impartición de justicia y de la adminis-
tración, son temas de debate continuo y por ende de cons-
tantes actualizaciones y modificaciones que permitan man-
tener la actuación del poder público y la regulación de este
mediante leyes, pero no simplemente limitando o facultan-
do conforme la modernidad sino en cumplimiento a la bús-
queda perpetua de lo justo. 

La sociedad y sus autoridades, no sólo deben fomentar la
construcción de las familias mediante el matrimonio, sino
que deben impulsar normas jurídicas que mejoren la situa-
ción del grupo familiar en todos los ámbitos, pero con igual
sentido, pugnar por el bienestar de cada uno de sus miem-
bros, sean estos menores de edad, incapaces, ancianos y
adultos que la constituyan, partiendo en primer termino de
una intención de mayor protección a quien o quiénes se en-
cuentren en una situación de desventaja, para la autoridad
y sobre todo las normas jurídicas, no deben en ningún ca-
so intervenir como factores que produzcan inequidad. 

Es por ello, que presentamos en atención a lo que disponen
el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, ha ésta Honorable Asam-
blea, la presente Iniciativa en la que se adicionan los artí -
culos 182 bis, 211 bis y 211 ter, y se derogan los artículos
212 y 213, todos del Código Civil Federal, en materia del
régimen de separación de bienes, para quedar de la si-
guiente manera: 

Artículo Único.- Se adicionan los artículos 182 bis, 211
bis y 211 ter, y se derogan los artículos 212 y 213, todos del
Código Civil Federal, para quedar como sigue: 

ARTICULO 182 bis.- En los casos del matrimonio bajo el
régimen de separación de bienes o por el de sociedad con-
yugal en el que uno de los cónyuges tengan bienes propios
que produzcan frutos de cualquier naturaleza, los benefi-
cios que se obtengan y que se conserven como ahorro o se
inviertan en bienes, derechos, acciones con o sin beneficio
patrimonial, podrán ser afectados para una indemnización
a favor del cónyuge no propietario y de los hijos, que no
podrán rebasar en ningún caso el cincuenta por ciento de
los frutos que en líquido, efectivo o en otras inversiones
de bienes, derechos y acciones que se posean al momen-
to de la separación familiar, del divorcio, de la nulidad del

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 21 de septiembre de 200457



Año II, Primer Periodo, 21 de septiembre de 2004 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados58

matrimonio, de la substitución del régimen económico o
incluso de una acción de alimentos que implique el rompi-
miento de relaciones económicas de los miembros de la fa-
milia, independientemente de que permanezcan o no vi-
viendo bajo el mismo techo. 

ARTICULO 211 bis.- Las relaciones económicas que de
hecho o por derecho se generen entre los miembros de la
familia, independientemente de su forma de constitución
serán entendidas siempre por la autoridad como una rela-
ción patrimonial derivada de una sociedad familiar, en la
que todos los miembros de la familia tendrán los mismos
derechos a los beneficios, ganancias y ahorros que uno o
varios de estos pudieran obtener por actividades persona-
les, comerciales, industriales y artísticas, sobre todo si dos
o más miembros de la familia apoyan para esos beneficios
aún tratándose de trabajo doméstico. 

ARTICULO 211 ter.- Para calcular la indemnización so-
bre los frutos gananciales de bienes propios del cónyuge
propietario, deberá el Juez que la condene tomar en cuenta
el numero de años de la convivencia familiar, otorgando
sólo el diez por ciento cuando esta no sobrepase de dos
años; el veinte por ciento cuando tenga más de dos años y
no llegue a cuatro años; el treinta por ciento cuando tenga
cuatro años y no llegue a seis años; el cuarenta por ciento
cuando cumpla seis años y no llegue a ocho años; y por úl-
timo, cuando sobrepase ocho años deberá sancionar hasta
el cincuenta por ciento. 

ARTICULO 212. (Se deroga) 

ARTICULO 213. (Se deroga) 

TRANSITORIO 

PRIMERO. Las presentes modificaciones entrarán en vi-
gor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación. 

Palacio Legislativo, a 21 de septiembre de 2004.— Dip.
María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica).»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Gracias a usted, señora diputada.

Publíquese íntegramente en el Diario de los Debates el
texto de la diputada María del Carmen Izaguirre y
túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos.

VISITANTES EXTRANJEROS

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Con la invitación del diputado José Luis Naranjo y Quinta-
na, Presidente del Grupo de Amistad México-Corea del
Norte, contamos hoy con la distinguida presencia en esta
sesión del Excelentísimo Señor Ri Kang Se, Embajador en
México, a quien saludamos afectuosamente y deseamos los
mejores votos por el LVI Aniversario de la Fundación de la
República Popular Democrática de Corea. 

Sea usted bienvenido.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra la diputada Patricia Norma Saucedo Mo-
reno, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
para presentar una iniciativa que adiciona un numeral 6 al
artículo 132 y el artículo 132 Bis a la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia del funcionamiento de la Comisión Bicamaral del
Canal de Televisión del Congreso de la Unión.

La diputada Norma Patricia Saucedo Moreno: Con la
venia de la Presidencia: 

Por economía legislativa y toda vez que la presente ha sido
publicada en la Gaceta Parlamentaria y obvio de repeticio-
nes, solicito se agregue en el Diario de los Debates el tex-
to íntegro de esta iniciativa. Sin embargo, me abocaré a ex-
poner un resumen de dicha propuesta legislativa.

El Canal de Televisión del Congreso de la Unión constitu-
ye un recurso institucional del Poder Legislativo Federal,
para rendir cuentas a la sociedad, con un alcance y de una
manera que no se había logrado durante décadas.

De conformidad con la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, un atributo del dise-
ño institucional del canal televisivo, es haber confiado su
dirección a una comisión legislativa integrada de manera
bicamaral y plural.

La difusión tanto de la información respecto de los traba-
jos de la Asamblea y las comisiones, como del debate pú-
blico que fomentan las cámaras en su seno, se erige en un
espacio plural y democrático al que concurren las voces de



los distintos sectores de la sociedad, tarea que debe aco-
meter la Comisión Bicamaral. 

Pero sus retos van más allá de eso. La Comisión Bicamaral
del Congreso de esta LIX Legislatura, sobre la base de la
experiencia acumulada, tiene ante sí, el reto de ampliar la
cobertura de difusión hacia el conjunto de la población y
elevar la calidad de los contenidos difundidos.

La comunicación política del Congreso requiere ser demo-
crática, incluyente y representativa, además de veraz y
oportuna. Por eso, la Comisión Bicamaral debe de adecuar
su propia operación interna, conforme a reglas que garan-
ticen capacidad ejecutiva y de toma de decisiones, sin per-
juicio o menoscabo de la representatividad política y la im-
parcialidad institucional de los contenidos. Quienes se han
desempeñado y quienes nos desempeñamos en la Comi-
sión del Canal Televisivo del Congreso, hemos coincidido
en que se padecen problemas para adoptar ágil y oportuna-
mente las decisiones, y eso repercute de manera directa en
la conducción institucional de este medio de comunica-
ción.

La razón fundamental radica en la carencia de reglas para
el proceso decisorio. Un ejemplo de ésta, es que aún no se
definen los criterios para la selección y designación del Di-
rector General del Canal, cuyo perfil debe garantizar un
desempeño profesional y políticamente imparcial.

En los hechos está demostrado que sin reglas claras de fun-
cionamiento interno de la comisión, decisiones como ésta
no pueden ser tomadas o bien se corren riesgos de que se
antepongan posturas partidistas y se caiga en la parálisis
decisoria.

No puede soslayarse que la Comisión Bicamaral del Canal
de Televisión del Congreso de la Unión es una comisión
sui generis. Lo anterior obedece al origen legal, la natura-
leza de su objeto y competencia, así como la temporalidad
del encargo de esa comisión, mismo que no se extingue con
el tiempo. De lo dicho se desprende que resulta convenien-
te e impostergable, que a 5 años de operación se establez-
ca en la Ley Orgánica las reglas claras a que se deba suje-
tar el funcionamiento de dicha comisión, mismas que
deberán prever con precisión las atribuciones y los meca-
nismos de toma de decisión internas.

De aprobarse esta reforma, se estará dando certeza jurídica
al funcionamiento de la Comisión Bicamaral del Canal de
Televisión del Congreso de la Unión y, en consecuencia,

contribuyendo al óptimo funcionamiento y la consecución
de sus fines institucionales, en beneficio de la población
mexicana.

En tal virtud, exhortamos a todas las fuerzas políticas re-
presentadas en el Congreso de la Unión, a que apoyen esta
iniciativa. 

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a la consi-
deración de esta honorable Asamblea, la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto, por el que se adicionan
diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo único. Se adiciona un numeral 6 al artículo 132 y
el artículo 132 Bis de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 132.

Numeral 1 al 5 quedan igual.

Numeral 6.- Por su naturaleza diversa de aquellas conteni-
das dentro del Capítulo VI del Título Segundo de la pre-
sente ley, el funcionamiento de esta comisión se regirá por
las siguientes reglas:

a) La comisión tendrá una Mesa Directiva integrada por
una Presidencia y dos secretarías, electas de manera direc-
ta por los integrantes de la misma. Dichas responsabilida-
des se ejercerán durante 12 meses y serán rotatorias entre
los partidos políticos representados en la comisión y entre
ambas cámaras. 

En ningún caso se podrá repetir el cargo de la Presidencia
en el transcurso de una legislatura.

Las secretarías en ningún caso serán integradas por repre-
sentantes del grupo parlamentario al que pertenezca el Pre-
sidente diputado de la comisión ni de la Cámara de este úl-
timo.

b) La Presidencia tendrá que observar en el ejercicio de sus
funciones, los principios de pluralidad, equidad, diversi-
dad, inclusión y democracia.

c) Para que la comisión pueda sesionar válidamente, se
requiere la asistencia de por lo menos cuatro de sus inte-
grantes.
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d) La comisión se reunirá en sesión ordinaria, cuando me-
nos una vez al mes, previa convocatoria de la Presidencia,
la cual deberá ser emitida por lo menos con 5 días de anti -
cipación, recaudando el acuse de recibo correspondiente,
dicha convocatoria deberá estar acompañada del orden del
día propuesto por la Presidencia.

En caso de sesiones extraordinarias podrá ser solicitada a
la Presidencia, por cualquiera de los integrantes de la co-
misión y deberán convocarse por lo menos con 48 horas de
anticipación.

e) Los acuerdos de la comisión privilegiarán el consenso y
en su defecto se adoptarán por mayoría de votos de los in-
tegrantes presentes, en caso de empate, la Presidencia ten-
drá voto de calidad.

f) Ante situaciones de carácter extraordinario que incidan
en la programación y operación del canal, la Presidencia
tendrá la obligación de consultar a la totalidad de los inte-
grantes de la comisión.

g) La sede de las reuniones de la comisión deberá alternar-
se entre ambas cámaras del Congreso, salvo acuerdo en
contrario de la misma.

h) La comisión tendrá una secretaría técnica en cada Cá-
mara del Congreso, dichos funcionarios parlamentarios de-
berán asistir y asesorar a la Presidencia de la comisión y a
los legisladores y/o legisladoras integrantes en el control,
seguimiento y sistematización de las tareas encomendadas
que sean de su competencia y deberán cumplir con las fun-
ciones señaladas en el documento de la política interna co-
rrespondiente.

Las secretarías técnicas durarán en su encargo hasta el fi-
nal de la lgislatura, salvo acuerdo en contrario de la mayo-
ría de los integrantes de la comisión.

Cuando alguno de sus integrantes no pueda asistir a la se-
sión, podrá enviar comentarios por escrito a la Presidencia a
través de la secretaría técnica que corresponda, su posición
será tomada en cuenta para los efectos correspondientes.

La comisión podrá crear subcomisiones especiales para
atender asuntos específicos, debiendo dar cuenta al pleno
para su resolución correspondiente.

Las actas deberán ser avaladas mediante firmas por los in-
tegrantes de la comisión. 

Además de sujetarse a las disposiciones contenidas en el
artículo 44 de la presente ley.

Artículo 132 Bis.

Numeral 1.- Son atribuciones de la Comisión Bicamaral:

a) Aprobar las políticas internas de orden general.

b) Definir el procedimiento para la designación del titular,
escuchando la opinión de las Juntas de Coordinación Polí-
tica de ambas Cámaras.

c) Nombrar y remover al titular de la Dirección General del
Canal por mayoría de votos de sus integrantes, en los tér-
minos de la política que para tal efecto apruebe la comi-
sión. La decisión que para tales efectos tome la comisión
deberá ser ratificada por las Juntas de Coordinación Políti-
ca de ambas Cámaras.

d) Nombrar y remover a los funcionarios hasta el segundo
nivel del canal a propuesta debidamente fundada y motiva-
da del titular de la Dirección General o de los integrantes
de la comisión.

e) Evaluar y aprobar el anteproyecto de presupuesto anual
del canal y el programa de trabajo correspondiente, que de-
berán ser formulados y presentados por el titular de la Di-
rección General del Canal, en la primera quincena del mes
de septiembre de cada año.

f) Turnar el proyecto de presupuesto anual del canal a los
órganos de gobierno y a los funcionarios responsables de la
administración de ambas cámaras, a más tardar durante la
primera quincena del mes de octubre de cada año para los
efectos correspondientes.

g) Aprobar los planes para la programación y transmisio-
nes del trabajo legislativo y parlamentario del canal, inclu-
yendo aquella conformada por los espacios dedicados a se-
ries y programas fijos, los órganos de gobierno de ambas
cámaras, mesas directivas y Juntas de Coordinación Políti-
ca, deberán de conocer de ellos y podrán realizar observa-
ciones a la comisión.

h) Emitir observaciones y propuestas al proyecto de pro-
gramación del canal, entendiendo como tal la presentación
de la bitácora diaria.



i) Fijar las reglas de transmisión de las sesiones plenarias,
de comisiones y comités del Congreso y de todas las demás
transmisiones que se realicen.

j) Solicitar a la autoridad competente en materia de control
y fiscalización del gasto, la realización de auditorías al ca-
nal.

k) Analizar y aprobar en su caso el informe trimestral y el
informe anual del canal.

l) Celebrar convenios de colaboración con organismos gu-
bernamentales y no gubernamentales, nacionales y extran-
jeros, en acuerdo con las mesas directivas de ambas Cáma-
ras.

m) Las demás que le confiere otras disposiciones legales y
las apruebe la comisión.

Transitorios

Artículo primero. Publíquese el presente decreto en el
Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Es cuanto, señor Presidente.

«Iniciativa que adiciona un numeral 6 al artículo 132 y el
artículo 132 Bis a la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del funcio-
namiento de la Comisión Bicamaral del Canal de Televi-
sión del Congreso de la Unión, a cargo de la diputada Nor-
ma Patricia Saucedo Moreno, del grupo parlamentario del
PAN 

La suscrita, diputada federal de la LIX Legislatura del H.
Congreso de la Unión, Norma Patricia Saucedo Moreno,
integrante de la Comisión Bicamaral del Canal de Televi-
sión del H. Congreso de la Unión y del grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como de la fracción II del artículo 55, del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, me permito someter a considera-
ción de esta honorable asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adicionan diversas dispo-

siciones de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, al tenor de las siguientes: 

Consideraciones 

No es concebible una sociedad democrática y libre si no
existen canales de comunicación institucionales, que pro-
porcionen información sobre el acontecer gubernamental a
la sociedad. En este sentido, los medios de comunicación,
constituyen el soporte institucional del derecho a la libre
expresión y del derecho del público a la información y sin
ellos, éstos quedarían inevitablemente limitados. 

No puede existir prensa libre ni sociedad libre si los perio-
distas en particular y la sociedad en general se ven limita-
dos en sus actos para obtener información oportuna y com-
pleta. Tampoco si los gobernantes o las entidades que
ejercen funciones públicas rodean sus actos de sigilo o se
amparan en normas jurídicas que consagran el secreto, co-
mo forma de evitar la transparencia de sus actuaciones. 

El reconocimiento de estos derechos -a informarse, a for-
mar opinión y a la difusión de informaciones y opiniones-
supone el reconocimiento del derecho a la información que
tienen todos los integrantes de la sociedad. No es sólo un
derecho de los que en forma activa requieren las mismas,
sino también de aquellos que esperan recibirlas a través de
quienes ejercen una verdadera función de intermediación.
Lo que no justifica imponer a los medios de comunicación
y a los periodistas regulaciones sobre cómo desarrollar sus
tareas o sobre el contenido de las emisiones. 

Los órganos del Estado deben estar legalmente obligadas a
poner a disposición de los ciudadanos, en forma oportuna
y equitativa, la información generada por el sector público. 

Toda persona tiene el derecho de conocer la información
que le permita emitir juicios obre los asuntos públicos que
atañen a su propio bienestar y el de su comunidad. Ello
obliga ineludiblemente a las autoridades a permitirle el li-
bre acceso a la información del sector público que posea.
Ello debe ser hecho además, en forma oportuna, equitativa
y conteniendo la información completa, incluyendo los
anexos necesarios, datos verídicos con referencia de sus
fuentes e inclusive, ampliándola con las explicaciones que
puedan ayudar al solicitante a entender cabalmente la in-
formación. 

Bajo estas premisas, se finca la importancia de la televi-
sión pública, cuya programación televisiva, no tiene una
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finalidad prioritaria de lucro, sino que sus objetivos, inci-
den en la formación de una sociedad más educada y críti-
ca, tal como lo propone el Canal del Congreso. 

Es en este sentido, que consideramos necesario dotar de un
marco jurídico claro y adecuado, a las tareas que debe des-
arrollar la comisión responsable de velar por el buen des-
arrollo y funcionamiento del canal televisivo del Congreso
General. 

Exposición de Motivos 

El Canal de Televisión del Congreso de la Unión constitu-
ye un recurso institucional del Poder Legislativo Federal
para rendir cuentas a la sociedad, con un alcance y de una
manera en que no se había logrado durante décadas. 

En el marco de la transición democrática y en un contexto
de creciente pluralismo político, un segmento de la pobla-
ción dispone desde 1998 de información oportuna y simul-
tánea del acontecer en este centro de decisiones legislativas
y de política pública, a través de las acciones de sus repre-
sentantes democráticos. 

De conformidad con la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, un atributo del dise-
ño institucional del Canal Televisivo es haber confiado su
dirección a una Comisión Legislativa integrada de manera
bicamaral y plural. Esta Comisión encargada de regir el
funcionamiento de ese medio de comunicación ha encon-
trado que una fortaleza de la operación del mismo reside en
confiarla a profesionales de la comunicación y vigilar que
los contenidos de la difusión televisiva se apeguen a crite-
rios de institucionalidad, imparcialidad e interés público. 

La difusión tanto de la información respecto de los traba-
jos de la Asamblea y las Comisiones, como del debate pú-
blico que fomentan las Cámaras en su seno, se erige en un
espacio plural y democrático al que concurren las voces de
los distintos sectores de la sociedad. Tarea que debe aco-
meter la Comisión Bicamaral. 

Pero sus retos van más allá de eso. La Comisión Bicamaral
del Congreso en esta LIX Legislatura, sobre la base de la
experiencia acumulada, tiene ante sí el reto de ampliar la
cobertura de difusión hacia el conjunto de la población y
elevar la calidad de los contenidos difundidos. 

La comunicación política del Congreso requiere ser demo-
crática, incluyente y representativa, además de veraz y

oportuna. Por eso, la Comisión Bicamaral debe adecuar su
propia operación interna conforme a reglas que garanticen
capacidad ejecutiva y de toma de decisiones, sin perjuicio
o menoscabo de la representatividad política y la imparcia-
lidad institucional de los contenidos. 

Ni es admisible el inmovilismo de la ausencia o posterga-
ción de decisiones que se requieren, como tampoco lo es
impulsar medidas y acciones que se circunscriben a una
parte de la ciudadanía o de algún partido político en parti -
cular. 

Para que prevalezca ante todo el interés general, los legis-
ladores integrantes de la Comisión deben ajustar su desem-
peño conforme a ese principio fundamental. Al mismo
tiempo, la organización de los trabajos y la operación de la
Comisión requieren de establecer reglas precisas y adecua-
das para responder con eficacia y oportunidad a las necesi-
dades y decisiones que conciernen al funcionamiento del
Canal Televisivo. 

Tales reglas no existen desde que la Comisión fue creada
en 1999, cuando se estableció ese órgano legislativo que
orienta y vigila la operación del Canal Televisivo. Por eso,
el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional pro-
pone en esta LIX Legislatura, fortalecer y adecuar la orga-
nización y la operación de la Comisión dotándola de reglas
precisas y eficaces, que le permitan consolidar los avances
y acometer los retos que han sido referidos. 

Los trabajos de la Comisión, ahora más que nunca, se ins-
criben en la tarea de consolidar un funcionamiento públi-
co eficaz y transparente, de cara a la sociedad, y un des-
empeño honesto y eficiente de quienes la servimos. Por
este camino es posible proveer de mecanismos que per-
mitan a la ciudadanía ejercer el escrutinio público y a los
gobernantes y representantes rendirle cuentas claras y
oportunamente. 

Quienes se han desempeñado y quienes nos desempeña-
mos en la Comisión del Canal Televisivo del Congreso he-
mos coincidido en que se padecen problemas para adoptar
ágil y oportunamente las decisiones y eso repercute de ma-
nera directa en la conducción institucional de este medio de
comunicación. La razón fundamental radica en la carencia
de reglas para el proceso decisorio. Un ejemplo de esa re-
percusión es que aún no se definen los criterios para la se-
lección y designación del Director General de Canal, cuyo
perfil debe garantizar un desempeño profesional y política-
mente imparcial. 
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En los hechos, está demostrado que sin reglas claras de
funcionamiento interno de la Comisión, decisiones como
ésta no pueden ser tomadas o bien se corren riesgos de que
se antepongan posturas partidistas y se caiga en la parálisis
decisoria. 

No puede soslayarse que la Comisión Bicamaral del Canal
de Televisión del Congreso de la Unión es una Comisión
sui generis, en virtud de que no se trata de una comisión de
tipo Ordinaria, definidas según los artículos 39 y 40 de la
Ley que nos ocupa, tampoco es una Comisión de Investi-
gación, ni una de carácter Especial, tal como se instituye en
los artículos 41 y 42 de la misma Ley. Lo anterior obedece
al origen legal, la naturaleza de su objeto y competencia,
así como a la temporalidad del encargo de esa Comisión,
mismo que no se extingue con el tiempo. 

De lo dicho se desprende que resulta conveniente e impos-
tergable, que a cinco años de operación, se establezca en la
Ley Orgánica las reglas claras a que deba sujetarse el fun-
cionamiento de dicha Comisión, mismas que deberán pre-
ver con precisión las atribuciones y los mecanismos de to-
ma decisión internas. De aprobarse esta reforma se estará
dando certeza jurídica al funcionamiento de la Comisión
Bicamaral de Canal de Televisión del Canal del Congreso
de la Unión y, en consecuencia, contribuyendo al óptimo
funcionamiento y la consecución de sus fines instituciona-
les en beneficio de la población mexicana. 

En tal virtud, exhortamos a todas las fuerzas políticas re-
presentadas en el Congreso de la Unión a que apoyen esta
iniciativa. 

Por lo expuesto y fundado, la suscrita Diputada Federal del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, me per-
mito someter a la consideración de esta Honorable Asam-
blea la siguiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único.- Se adiciona un numeral 6 al artículo 132
y el artículo 132 bis, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como
sigue: 

Artículo 132. 

1.- a 5.- ... 

6. Por su naturaleza diversa de aquellas contenidas dentro
del Capítulo Sexto del Título Segundo de la presente Ley,
el funcionamiento de esta Comisión se regirá por las si-
guientes reglas: 

a) La Comisión tendrá una Mesa Directiva integrada por
una Presidencia y dos Secretarías, electas de manera di-
recta por los integrantes de la misma; dichas responsabi-
lidades se ejercerán durante 12 meses, y serán rotatorias
entre los partidos políticos representados en la Comisión
y entre ambas Cámaras; en ningún caso se podrá repetir
el cargo de la Presidencia en el transcurso de una Legis-
latura. 

Los secretarías en ningún caso, serán integradas por repre-
sentantes del grupo parlamentario al que pertenezca el pre-
sidente de la Comisión, ni de la Cámara de éste último; 

b) La presidencia tendrá que observar en el ejercicio de sus
funciones los principios de pluralidad, equidad, diversidad,
inclusión y democracia; 

c) Para que la Comisión pueda sesionar validamente, se re-
quiere la asistencia de por lo menos cuatro de sus integran-
tes; 

d) La Comisión se reunirá en sesión ordinaria, cuando
menos una vez al mes, previa convocatoria de la Presi-
dencia, la cual deberá ser emitida por lo menos con 5 dí-
as de anticipación, recabando el acuse de recibo corres-
pondiente. Dicha convocatoria deberá estar acompañada
del orden del día propuesto por la Presidencia. En caso de
sesiones extraordinarias, podrán ser solicitadas a la Presi-
dencia, por cualquiera de los integrantes de la Comisión
y deberán convocarse por lo menos con 48 horas de anti-
cipación; 

e) Los acuerdos de la Comisión privilegiarán el consenso
y, en su defecto, se adoptarán por mayoría de votos, de los
integrantes presentes. En caso de empate, la Presidencia
tendrá voto de calidad; 

f) Ante situaciones de carácter extraordinario que incidan
en la programación y operación del Canal, la Presidencia
tendrá la obligación de consultar a la totalidad de los inte-
grantes de la Comisión; 

g) La sede de las reuniones de la Comisión deberá alter-
narse entre ambas Cámaras del Congreso, salvo acuerdo en
contrario de la misma; 
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h) La Comisión tendrá una secretaría técnica en cada Cá-
mara del Congreso. Dichos funcionarios parlamentarios
deberán asistir y asesorar a la Presidencia de la Comisión
y a los legisladores y/o legisladoras integrantes, en el
control, seguimiento y sistematización de las tareas enco-
mendadas que sean de su competencia y deberán cumplir
con las funciones señaladas en el documento de la políti-
ca interna correspondiente. Las secretarías técnicas dura-
rán en su encargo hasta el final de la legislatura, salvo
acuerdo en contrario de la mayoría de los integrantes de
la Comisión; 

i) Cuando alguno de sus integrantes no pueda asistir a la
sesión, podrá enviar comentarios por escrito a la Presiden-
cia, o a través de la secretaría técnica que corresponda. Su
posición será tomada en cuenta para los efectos correspon-
dientes; 

j) La comisión podrá crear subcomisiones especiales para
atender asuntos específicos, debiendo dar cuenta al pleno
para su resolución correspondiente; 

k) Las actas deberán ser avaladas mediante firmas, por los
integrantes de la Comisión, y 

l) Además de sujetarse a las disposiciones contenidas en el
artículo 44 de la presente Ley.

Artículo 132 bis. 

1. Son atribuciones de la Comisión Bicamaral: 

a) Aprobar las políticas internas de orden general; 

b) Definir el procedimiento para la designación del titular,
escuchando la opinión de las Juntas de Coordinación Polí-
tica de ambas Cámaras; 

c) Nombrar y remover al Titular de la Dirección General
del Canal, por mayoría de votos de sus integrantes, en los
términos de la política que para tal efecto apruebe la Co-
misión. La decisión que para estos efectos tome la Comi-
sión deberá ser ratificada por las Juntas de Coordinación
Política de ambas Cámaras; 

d) Nombrar y remover a los funcionarios hasta el segundo
nivel del Canal a propuesta debidamente fundada y moti-
vada del Titular de la Dirección General o de los integran-
tes de la Comisión; 

e) Evaluar y aprobar el anteproyecto de presupuesto anual
del Canal y el programa de trabajo correspondiente, que
deberán ser formulados y presentados por el Titular de la
Dirección General del Canal en la primera quincena del
mes de septiembre de cada año; 

f) Turnar el proyecto de presupuesto anual del Canal a los
órganos de gobierno y a los funcionarios responsables de la
administración de ambas Cámaras, a más tardar durante la
primera quincena del mes de octubre de cada año, para los
efectos correspondientes; 

g) Aprobar los planes para la programación y transmisio-
nes del trabajo legislativo y parlamentario del Canal, in-
cluyendo aquella conformada por los espacios dedicados a
series y programas fijos. Los órganos de gobierno de am-
bas Cámaras, Mesas Directivas y Juntas de Coordinación
Política deberán de conocer de ellos y podrán realizar ob-
servaciones a la Comisión; 

h) Emitir observaciones y propuestas al proyecto de pro-
gramación del Canal, entendiendo como tal, la presenta-
ción de la bitácora diaria; 

i) Fijar las reglas de transmisión de las sesiones plenarias,
de comisiones y comités del Congreso y de todas las demás
transmisiones que se realicen; 

j) Solicitar a la autoridad competente en materia de control y
fiscalización del gasto, la realización de auditorías al Canal; 

k) Analizar y aprobar, en su caso, el informe trimestral y el
informe anual del Canal; 

l) Celebrar convenios de colaboración con organismos gu-
bernamentales y no gubernamentales, nacionales y extran-
jeros, en acuerdo con las Mesas Directivas de ambas Cá-
maras; y 

m) Las demás que les confieren otras disposiciones legales
y las que apruebe la Comisión.

Transitorios 

Artículo Primero.- Publíquese el presente Decreto en el
Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo.- El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 
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Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
los 21 días del mes de septiembre del año 2004.— Dip.
Norma Patricia Saucedo Moreno (rúbrica).»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Obséquiese la solicitud de la diputada Saucedo Moreno
e insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates y
publíquese en la Gaceta Parlamentaria. 

Adicionalmente túrnese a la Comisión de Reglamentos
y Prácticas Parlamentarias.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Se pide a la Secretaría instruya el cierre del sistema elec-
trónico y se dé cuenta del registro de diputadas y de dipu-
tados.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Ciérre-
se el sistema electrónico.

Se informa a la Presidencia que hasta el momento hay una
asistencia de 446 diputadas y diputados.

Quienes hasta el momento no han registrado su asistencia,
disponen de 30 minutos para realizarlo por cédula.

Cumplida la instrucción, ciudadano Presidente.

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Gracias, señor secretario.

CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra el diputado Jorge Uscanga Escobar, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, para presentar una iniciativa que reforma la fracción
VIII del artículo 2º del Código Federal de Procedimientos
Penales.

El diputado Jorge Uscanga Escobar: Con su permiso, se-
ñor Presidente; compañeras y compañeros diputados.

El suscrito, diputado, Jorge Uscanga Escobar, en nombre de
la diputación federal veracruzana del PRI, con fundamento

en el artículo 71 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 20, 38, 39 y 45 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, y el artículo 55 del Reglamento Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto de reforma a la fracción VIII del artículo 2º del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales, al tenor de la si-
guiente 

Exposición de Motivos

Por decreto de fecha 31 de diciembre de 1994 publicado en
el Diario Oficial de la Federación, se estableció en la Nor-
ma Suprema el derecho de las víctimas y ofendidos a im-
pugnar las resoluciones del Ministerio Público relaciona-
das con el no ejercicio y desistimiento de la acción penal.
Con esta reforma desde el nivel constitucional ha quedado
garantizada la posibilidad de ejercer un derecho potestati-
vo como lo es la impugnación de estas decisiones del Mi-
nisterio Público, pero se dejó abierta la posibilidad de que
la legislación secundaria pudiera darle un tratamiento di-
verso, de tal forma que las leyes secundarias establecen
plazos para la interposición de la impugnación jurisdiccio-
nal, pero a la víctima u ofendido se le tiene por notificado
bien sea por los estrados, por publicación en boletín y en
otros casos por la vía de la notificación personal.

Nosotros consideramos que el monopolio del Ministerio
Público sobre el ejercicio o no de la acción penal debe ser
acotado y sobre todo regulado. Consideramos que se deben
reducir los márgenes de esta discrecionalidad, no sólo por
razones de combate a la corrupción e impunidad, sino
esencialmente por las razones de justicia que le asisten a la
víctima o al ofendido.

La Constitución prohíbe que los gobernados puedan hacer-
se justicia por propia mano y en contrapartida, establece
como garantía la impartición de una justicia pronta, com-
pleta e imparcial a cargo del Estado a través de los tribu-
nales previamente establecidos.

En este orden de ideas, nosotros consideramos que es ne-
cesario profundizar aún más en lo que establece el Códi-
go Federal de Procedimientos Penales, es decir, garanti-
zar una administración e impartición de justicia realmente
eficaz e imparcial; combatir el abuso de poder y los exce-
sos que permite la discrecionalidad existente en la actua-
ción del Ministerio Público; combatir la corrupción e im-
punidad en la averiguación previa estableciendo el
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derecho de las víctimas u ofendidos a ser notificados per-
sonalmente por el Ministerio Público respecto de las re-
soluciones que dicte sobre el no ejercicio y desistimiento
de la acción penal.

Sólo de esta manera se tendrá realmente garantizado en to-
do momento, el derecho a decidir si se opta o no por la im-
pugnación de las resoluciones del Ministerio Público en lo
relativo al desistimiento y esencialmente en lo que se re-
fiere al no ejercicio de la acción penal.

Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración de es-
ta honorable soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma a la fracción VIII del artículo 2° del
Código Federal de Procedimientos Penales.

Unico. Se reforma la fracción VIII del artículo 2° del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales, para quedar como
sigue:

Artículo 2º. Compete al Ministerio Público Federal llevar a
cabo la averiguación previa y ejercer, en su caso, la acción
penal ante los tribunales.

En la averiguación previa corresponderá al Ministerio Pú-
blico:

VIII. Acordar y notificar personalmente al ofendido o a la
víctima, el no ejercicio de la acción penal o en su caso el
desistimiento y resolver sobre la inconformidad que aque-
llos formulen.

Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Es cuanto, señor Presidente.

«Iniciativa que reforma la fracción VIII del artículo 2 del
Código Federal de Procedimientos Penales, a cargo del di-
putado Jorge Uscanga Escobar, del grupo parlamentario
del PRI 

El suscrito diputado Lic. Jorge Uscanga Escobar, en nom-
bre de la diputación federal veracruzana, del grupo parla-
mentario del PRI, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 20, numerales 1 y 2 incisos c), d) y e), 38, nu-
meral 1, inciso a), 39, 45, numeral 6, incisos f) y g) de la

Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; artículo 55, fracción II, del Reglamento Inte-
rior del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, me
permito someter a esta soberanía, la siguiente iniciativa
con proyecto decreto de reforma a la fracción VIII del artí -
culo 2o del Código Federal de Procedimientos Penales, al
tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Por decreto de fecha 31 de diciembre de 1994, publicado
en el Diario Oficial de la Federación, se estableció en la
norma suprema, el derecho de las víctimas y ofendidos a
impugnar las resoluciones del Ministerio Público, relacio-
nadas con el no ejercicio y desistimiento de la acción pe-
nal. 

Con esta reforma, desde el nivel constitucional, ha queda-
do garantizada la posibilidad de ejercer un derecho potes-
tativo como lo es la impugnación de estas decisiones del
Ministerio Público. 

Pero, se dejó abierta la posibilidad de que la legislación se-
cundaria pudiera darle un tratamiento diverso, de tal forma
que las leyes secundarias establecen plazos para la interpo-
sición de la impugnación jurisdiccional, pero a la víctima u
ofendido se le tiene por notificado bien sea por los estra-
dos, por publicación en boletín y en otros casos, por la vía
de la notificación personal. 

Nosotros consideramos que el monopolio del Ministerio
Público sobre el ejercicio o no de la acción penal, debe ser
acotado y regulado. 

Consideramos que se deben reducir los márgenes de esta
discrecionalidad, no solo por razones de combate a la co-
rrupción e impunidad, sino esencialmente por las razones
de justicia que le asisten a la víctima o el ofendido. 

La Constitución prohíbe que los gobernados puedan hacer-
se justicia por propia mano y en contrapartida, establece
como garantía la impartición de una justicia pronta, com-
pleta e imparcial a cargo del Estado, a través de los tribu-
nales previamente establecidos. 

En este orden de ideas, nosotros consideramos que es ne-
cesario profundizar aún más en lo que establece el Código
Federal de Procedimientos Penales; es decir, garantizar una
administración e impartición de justicia realmente eficaz e
imparcial. 
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Combatir el abuso de poder y los excesos que permite la
discrecionalidad existente en la actuación del Ministerio
Público. 

Combatir la corrupción e impunidad en la averiguación
previa, estableciendo el derecho de las víctimas u ofendi-
dos a ser notificados personalmente por el Ministerio Pú-
blico, respecto de las resoluciones que dicte sobre el no
ejercicio y desistimiento de la acción penal. 

Sólo de esta manera se tendrá realmente garantizado en to-
do momento el derecho a decidir si se opta o no por la im-
pugnación de las resoluciones del Ministerio Público en lo
relativo al desistimiento y esencialmente en lo que se re-
fiere al no ejercicio de la acción penal. 

Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración de es-
ta honorable soberanía, la siguiente: Iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma a la fracción VIII del artí-
culo 2o del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Único.- Se reforma la fracción VIII del artículo 2o del
Código Federal de Procedimientos Penales, para que-
dar como sigue: 

Artículo 2. Compete al Ministerio Público federal llevar la
averiguación previa y ejercer, en su caso, la acción penal
ante los tribunales. 

En la averiguación previa corresponderá al Ministerio Pú-
blico: 

... 

VIII..- Acordar y notificar personalmente al ofendido o a la
víctima el no ejercicio de la acción penal o el desistimiento
y, resolver sobre la inconformidad que aquellos formulen; 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

México, DF, a 21 de septiembre de 2004.— Dip. Jorge Us-
canga Escobar (rúbrica) »

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Gracias, señor diputado.

Insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates y
publíquese en la Gaceta Parlamentaria como lo ha soli-
citado el señor diputado.

Túrnese también a la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra el diputado José Angel Córdova Villalo-
bos, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
para presentar una iniciativa que reforma el segundo párra-
fo del artículo 81 de la Ley General de Salud en materia de
certificados de especialización médica.

El diputado José Angel Córdova Villalobos: Con su
venia, señor Presidente; señoras diputadas, señores dipu-
tados:

Su servidor, diputado federal José Angel Córdova Villalo-
bos, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artícu-
lo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y en el Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meto a la consideración del pleno de esta honorable Cáma-
ra de Diputados, iniciativa con proyecto de decreto para que
se reforme el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley Ge-
neral de Salud, bajo los siguientes motivos:

Los avances científicos y tecnológicos en medicina son
constantes y numerosos. El acervo, producto de la investi-
gación mundial, es recogido en el país por las instituciones
de educación superior, por las de investigación y por las or-
ganizaciones médicas que tienen entre sus fines propósitos
de enseñanza.

Estos nuevos conocimientos dan origen a los cursos de es-
pecialidades médicas impartidos o dispuestos por las insti-
tuciones y organizaciones ya señaladas.

La importancia de los cursos de especialización resulta de
que prácticamente el total de los nuevos conocimientos co-
rresponderán a alguna especialidad y sólo una parte muy
reducida de éstos se incorporará a los planes de estudio de
la carrera de medicina. Ello deja claro que la actualización
de los profesionales de la medicina se da a través de los
cursos de especialización.
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Las leyes orgánicas o los decretos de creación de las insti-
tuciones públicas de educación superior y la propia Ley
General de Salud, facultan a éstas para expedir las cons-
tancias de sus cursos de especialización.

En el mismo caso se encuentran instituciones públicas de
investigación o de salud como los institutos nacionales.

Por lo que se refiere a las universidades particulares para
efectos de la expedición de estas constancias, se asimilan a
las instituciones públicas cuando están reconocidas oficial-
mente.

Debe destacarse que la comunidad médica a través de la
academia, los consejos y también de varios colegios y aso-
ciaciones reconocidas y como resultado de un consenso ge-
neral, ha enfrentado en su ámbito el control de la certifica-
ción de las especialidades, dado que las autoridades
educativas y sanitarias no cuentan con competencia para
ello y no han permitido que aparezca un relajamiento en los
criterios aplicables. Sin embargo, es imprescindible que a
la brevedad se tenga el marco jurídico que permita a las
instancias gubernamentales y a la sociedad, concurrir para
la atención de la certificación de las especialidades.

Por lo anterior, es necesario, a partir de los alcances del ar-
tículo 5° constitucional, dado que al disponer que a ningu-
na persona podrá impedírsele que se dedique a la profesión
que le acomode, si es licita y que la ley determinará en cada
Estado cuáles son los profesionales que requieren título
para su ejercicio, queda claro que el único requisito para
práctica profesional es contar con el título respectivo y, en
consecuencia, no es exigible por la autoridad el acredita-
miento de los particulares de estudios adicionales a la li-
cenciatura.

De esta manera el artículo 5° constitucional, por lo que toca
a la práctica médica de los especialistas, lleva casi por de-
finición al principio de la autorregulación. Esto es, a falta
de competencia del poder público en este asunto, deberá
reconocerse explícitamente por el Estado el desempeño
que la propia comunidad médica ha tenido para conservar
orden y en general otorgar certidumbre en este rubro, tan-
to al paciente como al especialista y en consecuencia, re-
conocer a sus instituciones y sus procedimientos, a fin de
que queden establecidos formalmente.

Ahora bien, en primer término puede apreciarse un papel
definido para cada tipo de asociación civil, así como es del
conocimiento público las funciones de la Academia Nacio-

nal de Medicina de México y la Academia Mexicana de Ci-
rugía, son preponderantemente la investigación, la ense-
ñanza y el alto reconocimiento profesional.

Los colegios se orientan principalmente a la representación
gremial de los médicos y en general a los propósitos que
marca el artículo 50 de la Ley Reglamentaria del artículo
5° constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en
el Distrito Federal. En tanto, que la única función de los con-
sejos de especialidades y en ello estriba su fortaleza, es la
certificación de la capacidad de los médicos especialistas. 

En segundo lugar, los médicos del país han creado sus ins-
tituciones y simultáneamente han generado sus controles
con base en el acuerdo de voluntades. Así, el médico inte-
resado en certificarse acude por decisión propia al consejo
de la especialidad correspondiente.

A su vez, el consejo fue formado por decisión de sus espe-
cialistas y además por decisión de los consejos ya consti-
tuidos, todos se sujetan en su desempeño a las políticas
marcadas por el Comité Normativo Nacional de los Conse-
jos de Especialidades Médicas, órgano colegiado surgido de
la voluntad de las dos academias arriba mencionadas y de los
47 consejos de especialidades existentes, que en conjunto
agrupan un poco más de 72 mil especialistas certificados.

Al respecto el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley
General de Salud, en vigor a partir del 1° de julio de 1984,
cuyo antecedente es el artículo 160 del Código Sanitario
para los Estados Unidos Mexicanos de febrero de 1973,
prescribe que: “para el registro de certificados de especia-
lización expedidos por academias, colegios, consejos o
asociaciones de profesionales de las disciplinas para la sa-
lud, las autoridades educativas competentes solicitarán en
su caso la opinión de la Secretaría de Salud y de la Acade-
mia Nacional de Medicina”.

Frente a este privilegio que también comparte una obliga-
ción, la Academia Nacional de Medicina hizo frente a tal
responsabilidad desde 1972, cuando concedió en su carác-
ter de órgano consultivo del Gobierno Federal y como la
organización médica de mayor autoridad moral en el país,
la idoneidad a los 10 primeros consejos que en ese mo-
mento se formaron.

Posteriormente, se constituyó de manera formal el Comité
Normativo Nacional de Consejos de Especialidades Médi-
cas (Conacem), el 15 de febrero de 1991. Este consejo como
ya se mencionó, es el resultado de la voluntad de las orga-
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nizaciones médicas participantes en la certificación volun-
taria de los especialistas, vigila la aptitud y el desempeño
de los consejos a partir de su creación. 

El Conacem y los consejos aportan a la sociedad mexica-
na, el trabajo de los médicos más reconocidos del país, con
un conocimiento y rigor científico en la labor de evaluar a
sus pares, que resulta único e insustituible, porque dado el
natural origen del mecanismo no podría contarse con esta
cantidad y calidad de profesionales en otras organizaciones
públicas o privadas.

Esta iniciativa de modificaciones al segundo párrafo del ar-
tículo 81 de la Ley General de Salud, ha considerado todo
lo anterior y por ello su propósito es el de tutelar, jurídica-
mente, por un lado, la garantía a la población de la currícula
académica de los médicos especialistas a los que acuda y
por otro, el reconocimiento al propio médico especialista
en su condición académica.

Por lo anteriormente expuesto y en ejercicio de las faculta-
des que me confiere la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, el suscrito diputado federal del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional de la LIX Le-
gislatura, presento al pleno de esta honorable Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de decreto por el que se re-
forma el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley General
de Salud, que diría:

Artículo 81. “Para el registro de certificados de especiali-
zación expedidos por las academias, colegios, consejos o
asociaciones de profesionales de las disciplinas para la sa-
lud, las autoridades educativas competentes solicitarán la
opinión de la Secretaría de Salud. Si se tratare del registro
de certificados de especialidades médicas o del registro de
la recertificación de éstas, las autoridades ya señaladas
también deberán solicitar la opinión del Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas”.

Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

A los 21 días del mes de septiembre del año 2004. Muchas
gracias.

«Iniciativa que reforma el segundo párrafo del artículo 81
de la Ley General de Salud, en materia de certificados de

especialización médica, a cargo del diputado José Ángel
Córdova Villalobos, del grupo parlamentario del PAN 

El suscrito, diputado federal José Ángel Córdova Villalo-
bos, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en el Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración del Pleno de la H. Cámara de Di-
putados iniciativa con proyecto de decreto por la que se re-
forma el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley General
de Salud, bajo la siguiente

Exposición de Motivos 

Los avances científicos y tecnológicos en medicina son
constantes y numerosos. El acervo producto de la investi-
gación mundial es recogido en el país por las instituciones
de educación superior, por las de investigación y por las
organizaciones médicas que tienen entre sus fines propósi-
tos de enseñanza. 

Estos nuevos conocimientos dan origen a los cursos de es-
pecialidades médicas impartidos o dispuestos por las insti-
tuciones y organizaciones ya señaladas. 

La importancia de los cursos de especialización resulta de
que prácticamente el total de los nuevos conocimientos,
corresponderán a alguna especialidad y solo una parte muy
reducida de estos se incorporará a los planes de estudio de
la carrera de medicina. Ello deja claro que la actualización
de los profesionales de la medicina se da a través de los
cursos de especialización. 

Las Leyes Orgánicas o los Decretos de creación de las ins-
tituciones públicas de educación superior y la propia Ley
General de Salud facultan a éstas para expedir las constan-
cias de sus cursos de especialización. En el mismo caso se
encuentran instituciones públicas de investigación o de sa-
lud, como los Institutos Nacionales. 

Por lo que se refiere a las universidades particulares, para
efectos de la expedición de estas constancias, se asimilan a
las instituciones públicas cuando están reconocidas oficial-
mente. 

Los colegios o asociaciones de profesionales, aún hoy, ex-
piden constancias de especialización en materia de salud.
En este caso existe el riesgo de que los cursos impartidos u
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organizados por ellos no tengan el nivel requerido de estu-
dios de especialidad. 

Debe destacarse que la comunidad médica a través de las
academias, los consejos y también de varios colegios y
asociaciones reconocidas, y como resultado de un consen-
so general, ha enfrentado en su ámbito el control de la cer-
tificación de las especialidades, dado que las autoridades
educativas y sanitarias no cuentan con competencia para
ello, y no han permitido que aparezca un relajamiento en
los criterios aplicables. 

Sin embargo, es imprescindible que a la brevedad se tenga
el marco jurídico que permita a las instancias gubernamen-
tales, y a la sociedad, concurrir para la atención de la certi -
ficación de las especialidades. 

Por lo anterior, es necesario partir de los alcances del artí -
culo 5º constitucional dado que al disponer que a ninguna
persona podrá impedírsele que se dedique a la profesión
que le acomodé si es lícita, y que la ley determinará en ca-
da Estado cuales son las profesiones que requieren título
para su ejercicio, queda claro que el único requisito para la
práctica profesional es contar con el título respectivo, y en
consecuencia, no es exigible por la autoridad el acredita-
miento de los particulares de estudios adicionales a la li-
cenciatura. De ésta manera, el artículo 5º constitucional,
por lo que toca a la práctica médica de los especialistas lle-
va, casi por definición, al principio de la autorregulación. 

Esto es, a falta de competencia del poder público en este
asunto, deberá reconocerse explícitamente por el Estado el
desempeño que la propia comunidad médica ha tenido pa-
ra conservar orden y, en general, otorgar certidumbre en és-
te rubro tanto al paciente como al especialista, y en conse-
cuencia reconocer a sus instituciones y sus procedimientos
a fin de que queden establecidos formalmente. 

Sobre el tema conviene mencionar que los médicos, a tra-
vés de sus organizaciones han encontrado en el acuerdo de
voluntades -figura magna del derecho común- la fortaleza
de la colaboración y el entendimiento para beneficio de sus
integrantes y de la sociedad en general. Es del conoci-
miento público que esta comunidad profesional cuenta con
un excelente equilibrio entre sus organizaciones. 

Ahora bien, en primer término puede apreciarse un papel
definido para cada tipo de asociación civil. Así, y como es
del conocimiento público, las funciones de la Academia
Nacional de Medicina de México y la Academia Mexicana

de Cirugía, son preponderantemente la investigación, la
enseñanza y el alto reconocimiento profesional; en cambio
los colegios se orientan principalmente a la representación
gremial de los médicos, y en general a los propósitos que
les marca el artículo 50 de la Ley Reglamentaria del artí -
culo 5º constitucional relativo al ejercicio de las Profesio-
nes en el Distrito Federal; en tanto que la única función de
los consejos de especialidades, y en ello estriba su fortale-
za, es la certificación de la capacidad de los médicos espe-
cialistas. 

En segundo lugar, los médicos del país han creado sus ins-
tituciones y simultáneamente han generado sus controles
con base en el acuerdo de voluntades. Así, el médico inte-
resado en certificarse acude por decisión propia al consejo
de la especialidad correspondiente. A su vez, el consejo fue
formado por decisión de sus especialistas y, además, por
decisión de los consejos ya constituidos, todos se sujetan
en su desempeño, a las políticas marcadas por del Comité
Normativo Nacional de Consejos de Especialidades Médi-
cas, órgano colegiado surgido de la voluntad de las dos
academias arriba mencionadas y de los 47 consejos de es-
pecialidades existentes, que en conjunto agrupan a un poco
más de 72,000 especialistas certificados. 

La responsabilidad social de la comunidad médica, así co-
mo la permanente colaboración que ha mantenido con los
tres órdenes de gobierno, son el antecedente de la coadyu-
vancia que actualmente consigna la ley en el caso de la
Academia Nacional de Medicina de México en materia de
certificación de especialidades. 

Al respecto, el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley
General de Salud, en vigor a partir del 1 de julio de 1984 y
cuyo antecedente es el artículo 160 del Código Sanitario de
los Estados Unidos Mexicanos de febrero de 1973, prescri-
be que “para el registro de certificados de especialización
expedidos por academias, colegios, consejos o asociacio-
nes de profesionales de las disciplinas para la salud, las
autoridades educativas competentes solicitarán, en su
caso, la opinión de la Secretaría de Salud y de la Acade-
mia Nacional de Medicina”. Frente a ese privilegio que
también comparte una obligación, la Academia Nacional
de Medicina hizo frente a tal responsabilidad desde 1972
cuando concedió, en su carácter de órgano consultivo del
gobierno federal y como la organización médica de mayor
autoridad moral del país, la idoneidad a los 10 consejos
hasta ese momento constituidos. En ese año elaboró un im-
portante documento denominado “La formación de los
especialistas y la reglamentación de especialidades”, que
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promovió una serie de actividades enfocadas a la mejor or-
ganización de los consejos. Para 1995 existían ya 44 con-
sejos que agrupaban a 43,000 especialistas certificados, si-
tuación que influyó para que la Academia Mexicana de
Cirugía, nombrada órgano consultivo del gobierno federal
por el Presidente Carlos Salinas de Gortari en 1991, y la
Asamblea de Consejos solicitaran formar parte de dicho Co-
mité, lo cual fue aceptado y se constituyó de manera formal
el “Comité Normativo Nacional de Consejos de Especiali-
dades Médicas” (Conacem), el 15 de febrero de dicho año. 

El Comité Normativo Nacional de Consejos de Especiali-
dades Médicas (Conacem), que como ya se mencionó es el
resultado de la voluntad de las organizaciones médicas par-
ticipantes en la certificación voluntaria de los especialistas,
vigila la aptitud y el desempeño de los consejos a partir de
su creación. El Conacem y los consejos aportan a la socie-
dad mexicana el trabajo de los médicos más reconocidos
del país, con un conocimiento y rigor científico en la labor
de evaluar a sus pares, que resulta único e insustituible
porque dado el natural origen del mecanismo, no podría
contarse con esta cantidad y calidad de profesionales en
otras organizaciones públicas o privadas. 

Esta iniciativa de modificaciones al segundo párrafo del ar-
tículo 81 de la Ley General de Salud, ha considerado todo
lo anterior y por ello su propósito es el de tutelar jurídica-
mente, por un lado, la garantía a la población de la curri-
cula académica de los médicos especialistas a los que acu-
da, y, por el otro, el reconocimiento al propio médico
especialista de su condición académica. 

Conforme a los antecedentes relacionados en esta iniciati-
va, ahora es necesario establecer con la comunidad médica
y con la población en general, el marco regulatorio sobre el
que las autoridades educativas y sanitarias de los distintos
ordenes de gobierno puedan definir las vertientes de coor-
dinación, concertación e inducción establecidas en la Ley
de Planeación desde 1983. Además, se tiene también como
referencia la naturaleza concurrente de las materias de edu-
cación y de salud, lo que permitirá enriquecer al federalis-
mo, además de la práctica democrática, al reconocer el es-
pacio que corresponde a las organizaciones de la
comunidad médica. 

Si bien el Estado mexicano no debe ni puede impedir la
práctica profesional a aquel que ostente un título que, en el
caso, lo acredite como médico, debe reconocerse que ello
no es el problema de la certificación de especialidades,
porque el profesionista que no sea especialista no podrá

ostentarse como tal, sin incumplir la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor y porque el médico que desea tener
el reconocimiento de la especialidad acude a que lo certifi-
quen sus pares. El problema reside en que un médico acu-
da a cursos que no le den la calidad profesional que re-
quiere un especialista y se anuncie como tal. 

Por otro lado, el problema también estriba en que actual-
mente no opera el segundo párrafo del artículo 81 de la Ley
General de Salud, porque aún cuando éste menciona a la
Academia Nacional de Medicina, la consulta a ésta es dis-
crecional para las autoridades educativas, a pesar de la or-
ganización que a partir de dicho precepto ha desplegado la
comunidad médica para la certificación de especialidades.
Por ello, conviene tener claro que no se trata de impedir la
práctica profesional, sino de que el Estado ejerza una fun-
ción registral que es perfectamente constitucional. 

En el sentido señalado, la iniciativa que se expone contem-
pla la incorporación formal de la comunidad médica, a tra-
vés de su instancia especializada, el Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas” (Cona-
cem), en el procedimiento voluntario de certificación de
los interesados, disponiendo que las autoridades educativas
que corresponda consideren su opinión. Adicionalmente
contempla la figura de recertificación, sin la cual no podría
completarse la hipótesis normativa que otorgue las garantí-
as buscadas para los profesionales médicos especialistas y
para sus pacientes. 

Con lo anterior podrá obtenerse la comprobación idónea de
los estudios de especialidades realizados para el perfeccio-
namiento técnico científico, en la ciencia o rama de la cien-
cia a que se refiere el artículo 5o de la Ley Reglamentaria
del artículo 5o constitucional relativo al Ejercicio de las
Profesiones en el Distrito Federal. 

Por lo expuesto anteriormente, y en ejercicio de las facul-
tades que me confiere la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, el suscrito, diputado federal del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional de la LIX
Legislatura, presento al pleno de esta honorable Cámara de
Diputados, el siguiente: 

Proyecto de decreto por el que se reforma el segundo
párrafo del artículo 81 de la Ley General de Salud 

Artículo 81... 

(Primer párrafo ...) 
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Para el registro de certificados de especialización expedi-
dos por academias, colegios, consejos o asociaciones de
profesionales de las disciplinas para la salud, las autorida-
des educativas competentes solicitaran la opinión de la Se-
cretaría de Salud. Si se tratare del registro de certificados
de especialidades médicas o del registro de la recertifica-
ción de éstas, las autoridades ya señaladas también deberán
solicitar la opinión del Comité Normativo Nacional de
Consejos de Especialidades Médicas. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 21 días
del mes de septiembre del año 2004. 

Diputados: José Ángel Córdova Villalobos (rúbrica), Ma.
Guadalupe Juárez (rúbrica), Elizabeth Yáñez Robles (rú-
brica), Consuelo Camarena de Y. (rúbrica), Salvador Már-
quez (rúbrica), Armando Rangel Hernández (rúbrica),
Francisco Isaías Lemus Muñoz Ledo.»

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Gracias, señor diputado.

Túrnese a la Comisión de Salud.

LEY PARA REGULAR LAS REMESAS DE DINERO

El Presidente diputado Manlio Fabio Beltrones Rivera:
Tiene la palabra la diputada Laura Martínez Rivera, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, para presentar una iniciativa de Ley para Regular las
Remesas de Dinero.

La diputada Laura Elena Martínez Rivera: Con su per-
miso, señor Presidente:

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, de los artículos 55, fracción II y 56 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los diputados abajo firmantes so-
metemos a la consideración de esta H. Cámara de Diputa-
dos la presente iniciativa que crea la Ley para Regular las
Remesas de Dinero, de acuerdo con la siguiente:

Exposición de Motivos

Los ciudadanos mexicanos en el exterior documentados o
indocumentados, residentes en Estados Unidos de Améri-
ca, son hoy en día un factor para el crecimiento de la eco-
nomía de ese país que necesita de las habilidades y la de-
dicación de los trabajadores mexicanos que no encuentran
empleo en sus regiones y que representan el sostén econó-
mico de sus familias y de las regiones de las cuales son ori-
ginarios, a través de las llamadas remesas familiares. Esto
implica que el ingreso de divisas a las localidades contri-
buye significativamente a atender la pobreza de un gran
número de familias de migrantes: genera liquidez, capaci-
dad de compra, alienta la generación de empleo, la dota-
ción de inventarios y en general la circulación monetaria.

Cabe destacar la situación de la mujer del migrante, espo-
sa o compañera, quien aparte de su marginación y vulnera-
bilidad cultural, son altamente dependientes de las reme-
sas, ya que ellas son receptoras de más del 63 por ciento de
éstas.

Ante el propósito de crear las condiciones para disminuir el
costo de las remesas de dinero a México, existe el antece-
dente de que la difusión de información comparativa res-
pecto de las comisiones y tipos de cambio que utilizan las
diferentes empresas o agencias que realizan el envío de di-
nero a México, ha contribuido a disminuir el costo de los
envíos, razón por la cual el presente cuerpo normativo debe
tender a que las entidades financieras y empresas comer-
ciales transparenten en todo momento sus costos inheren-
tes a los envíos de dinero, así como evitar la disminución
del valor de las remesas por el tipo de cambio aplicado al
momento de su cobro por los beneficiarios.

El envío de estas remesas, constituye una importante fuen-
te de divisas hacia nuestro país al ubicarse durante todo el
ejercicio de 2003 en el segundo rubro de ingresos de mo-
neda extranjera en el país, después de los hidrocarburos,
desplazando ya también a la inversión extranjera directa y
a los ingresos que por turismo se obtienen por estos con-
ceptos. 

Antes de 1989 el renglón de remesas familiares de la ba-
lanza de pagos, sólo registraba el dinero transferido vía
giros telegráficos. A partir de 1989, el Banco de México
consideró también los envíos realizados vía money orders
y cheques personales emitidos en Estados Unidos de
América y recibidos en instituciones bancarias y casas de
cambio. 
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A partir de 1993 la metodología de estimación de las re-
mesas familiares utilizada tuvo que cambiar, ya que se am-
plió la participación de empresas comerciales en la transfe-
rencia y compra de remesas, especialmente en zonas
rurales. Asimismo se incrementaron las transferencias en
efectivo y en especie y aumentó el monto de remesas vía
transferencia electrónica.

A partir de 1994 el Banco de México incorporó en la ba-
lanza de pagos el monto de las transferencias electrónicas
y una estimación de las transferencias en efectivo y en es-
pecie. De esta manera con la incorporación de estos nuevos
rubros, la estimación del monto total de remesas aumentó
casi el doble, ubicándose para ese año en 3 mil 750 millo-
nes de dólares transferidos. 

El crecimiento dramático de las remesas es testimonio del
enorme esfuerzo y compromiso de los trabajadores mexi-
canos migrantes en busca de una mejora para su vida y la
de sus familias. Este fenómeno invisible durante décadas,
es hoy de máxima actualidad y ha puesto de relieve la apor-
tación de millones de familias a dos países, dos economías
y dos culturas. 

La evolución que han tenido las remesas familiares envia-
das desde el exterior, muestra como ya dijimos, un incre-
mento dramático. Para el año 2000 las transferencias regis-
tradas fueron del orden de 6 mil 200 millones de dólares y
para el 2003 la expectativa creció ubicando a las remesas
como un gran tema de relevancia internacional al crecer a
más de 13 mil 300 millones de dólares. 

Los recursos generados por ciudadanos mexicanos en el
exterior y transferidos a sus lugares de origen, tienen una
relación directa con el crecimiento económico de sus co-
munidades y por ende con el desarrollo regional. 

Cabe destacar que los estados de mayor flujo de migrantes
son Jalisco, Michoacán, Guanajuato, Zacatecas; las reme-
sas enviadas fueron superiores a las participaciones federa-
les recibidas en ciertos periodos. Por lo que en esos estados
los flujos de divisas son esenciales para el crecimiento y
desarrollo socioeconómico. Actualmente la mayoría de los
estados se han incorporado a esta dinámica migratoria. 

Es preciso resaltar que en su mayoría el dinero que envían
los migrantes es destinado en primer lugar al gasto co-
rriente de las familias, seguida por ahorro y educación y
por último, a la compra de algún terreno o casa. De ahí que
sea necesario aunar los esfuerzos de todos los actores: las

familias, empresas comerciales, entidades financieras, or-
ganismos públicos, sociedad civil y demás organizaciones,
para poder liberar el potencial que las remesas encierran
para el desarrollo social nacional. 

En los últimos años los medios electrónicos se han fortale-
cido frente a otros instrumentos, debido principalmente a la
rapidez con que se sitúa el dinero en México y a la seguri-
dad de que el dinero no se pierde. En lo que toca a la trans-
portación y punto de llegada, los medios electrónicos tam-
bién incluyen hoy a los giros telegráficos. 

No obstante lo anterior las principales quejas manifestadas
en los consulados de México en las ciudades de alta pobla-
ción mexicana, en los diferentes foros legislativos realiza-
dos en esas mismas ciudades, así como a través de distin-
tos medios en el territorio nacional y estudios de
especialistas, se refieren a las altas comisiones que cobran
las empresas por el servicio de transferencias y el bajo tipo
de cambio que pagan a los beneficiarios en México.

Las comisiones que cobran dichas empresas son muy ele-
vadas de acuerdo al estudio de la Comisión Nacional para
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros. Lo que representa prácticas abusivas por tratar-
se de una actividad muy concentrada que incluso pudiera
llegar a configurar alguna violación legal. 

Otro aspecto importante es el hecho de que en las tiendas
de muebles y aparatos electrodomésticos, que operan como
centros cambiarios, con frecuencia induce a los familiares
en México a adquirir mercancía como forma de pago o los
hacen volver horas más tarde e incluso al día siguiente,
cuando dicen no contar con el efectivo suficiente para rea-
lizar el pago. Tal situación reduce o anula las ventajas de
una transferencia inmediata. 

Por lo anterior y con motivo de la escasa regulación que so-
bre esta materia existe, se hace necesario normar las reme-
sas de dinero en nuestro país. No es posible que siendo ya
la segunda fuente de ingresos para México, no se le dé la
importancia necesaria y los ciudadanos mexicanos en el
exterior y sus familias, sigan sufriendo abusos en el cobro
de estos recursos. Es pues necesario que las autoridades fi-
nancieras del país tengan un cuerpo normativo que las ha-
ga responsables de la atención de este problema.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público y sus diferen-
tes organismos, entre ellos la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores y la Comisión Nacional para la Protección y
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Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, deben
ser actores principales en esta labor. Adicionalmente el
Banco de México debe ser partícipe en términos de la nor-
ma, ya que de él depende nuestro sistema de pagos nacio-
nal. 

Por último, es necesario también que para aquellas empresas
comerciales no reguladas por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, se incorpore la Secretaría de Economía jun-
to con la Procuraduría Federal del Consumidor en lo que se
refiere a envíos de dinero de empresas no financieras. 

Adicionalmente, será pertinente incorporar a la Secretaría
de Relaciones Exteriores para coordinar el tema de las re-
mesas de dinero con autoridades extranjeras, o para cele-
brar convenios con ciertos estados de la unión americana,
con la finalidad de impulsar los envíos de dinero a nuestro
país en una forma coordinada y justa.

La presente iniciativa de ley pretende garantizar lo si-
guiente: Establecer el marco regulador e institucional, me-
jorar la transparencia, promover la competencia y precios
justos, aplicar la tecnología adecuada y productos innova-
dores para abaratar costos y mejorar la rapidez y seguridad
de las remesas.

Finalmente, compañeras diputadas y diputados, les pido su
voto afirmativo para responder al sacrificio de millones de
mexicanos que han tenido que partir de su patria, con la do-
lorosa separación familiar y la desintegración de su hogar
y que conservan sus raíces, preservan la cultura y tradicio-
nes mexicanas muchas veces en mejor medida que los me-
xicanos que vivimos aquí.

En ese sentido, es de estricta justicia que los legisladores
contribuyamos con la aprobación de esta ley que regula las
remesas de dinero, a saldar en parte la gran deuda históri-
ca que tenemos con los ciudadanos mexicanos que están en
el exterior y que corresponde a una agenda llena de asig-
naturas pendientes y que debemos empezar a liberar si us-
tedes con su voto y compromiso con la nación le cumplen
a millones de mexicanos que están aquí en el exterior.

En obvio de tiempo no podré leer el contenido de la inicia-
tiva, pero le solicito al Presidente de la Cámara que se in-
serte íntegra en el texto del Diario de los Debates y además
que se amplíe el turno para la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios. 

Agradezco a mis compañeros la atención prestada. 

«Iniciativa de ley para regular las remesas de dinero, a car-
go de la diputada Laura Martínez Rivera, del grupo parla-
mentario del PRI 

Con fundamento a lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y de los artículos 55, fracción II, y 56 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, los diputados abajo fir-
mantes sometemos a la consideración de esta H. Cámara de
Diputados la presente iniciativa que crea la Ley para Re-
gular las Remesas de Dinero, de acuerdo con la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Los ciudadanos mexicanos en el exterior documentados
e indocumentados, residentes en los Estados Unidos, son
hoy en día un factor para el crecimiento de la economía de
ese país que necesita de las habilidades y la dedicación
de los trabajadores mexicanos que no encuentran em-
pleo en sus regiones y representan el sostén económico de
sus familias y de las regiones de las cuales son originarios
a través de las llamadas remesas familiares. Esto implica
que el ingreso de divisas a las localidades contribuye sig-
nificativamente a atender la pobreza de un gran nume-
ro de familias de migrantes, genera liquidez, capacidad
de compra, alienta la generación de empleo, la rotación de
inventarios y en general la circulación monetaria. Cabe
destacar la situación de la mujer del migrante, esposa o
compañera, quien aparte de su marginación y vulnera-
bilidad cultural, son altamente dependientes de las re-
mesas ya que ellas son receptoras del 63% de éstas. 

Ante el propósito de crear las condiciones para disminuir el
costo de las remesas de dinero a México, existe el antece-
dente de que la difusión de información comparativa res-
pecto de las comisiones y tipos de cambios que utilizan las
diferentes empresas o agencias que realizan envíos de di-
nero a México ha contribuido a disminuir el costo de los
envíos, razón por la cual, el presente cuerpo normativo de-
be tender a que las entidades financieras y empresas co-
merciales transparenten en todo momento los costos inhe-
rentes a los envíos de dinero, así como el evitar la
disminución del valor de las remesas por el tipo de cam-
bio aplicado al momento de su cobro por el beneficiario. 

El envío de estas remesas constituye una importante fuen-
te de divisas hacia nuestro país, al ubicarse durante todo el
ejercicio de 2003, en el segundo rubro de ingresos de mo-
neda extranjera en el país, después de los hidrocarburos,
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desplazando ya a la inversión extranjera directa y a los in-
gresos por turismo. 

Antes de 1989, el renglón de remesas familiares de la ba-
lanza de pagos sólo registraba el dinero transferido vía gi-
ros telegráficos. A partir de 1989, el Banco de México con-
sideró también los envíos realizados vía money orders y
cheques personales emitidos en Estados Unidos y recibidos
en instituciones bancarias y casas de cambio. A partir de
1993, la metodología de estimación de las remesas fami-
liares utilizada tuvo que cambiar ya que se amplió la parti-
cipación de empresas comerciales en la transferencia y
compra de remesas especialmente en zonas rurales, así
mismo, se incrementaron las transferencias en efectivo y
especie y aumentó el monto de remesas vía transferencia
electrónica. 

A partir de 1994, el Banco de México incorporó en la ba-
lanza de pagos el monto de las transferencias electrónicas
y una estimación de las transferencias en efectivo y espe-
cie, de esta manera, con la incorporación de estos nuevos
rubros, la estimación del monto total de remesas aumento
casi el doble ubicándose para ese año en 3,750 millones de
dólares transferidos. 

El crecimiento dramático de las remesas es testimonio
del enorme esfuerzo y compromiso de los trabajadores
mexicanos migrantes en busca de una mejora para sus
vidas y las de sus familias. Este fenómeno, invisible du-
rante décadas, es hoy de máxima actualidad y ha pues-
to de relieve la aportación de millones de familias a dos
países, dos economías y dos culturas. 

La evolución que han tenido las remesas familiares envia-
das desde el exterior muestra, como ya dijimos, un incre-
mento dramático. Para el año 2000 las transferencias regis-
tradas eran de más de 6.200 millones de dólares y para el
2003, la expectativa creció ubicando a las remesas como
un tema de relevancia nacional al crecer a más de 13,300
millones de dólares. 

Los recursos generados por ciudadanos mexicanos en el
exterior y transferidos a sus lugares de origen tienen una
relación directa con el crecimiento económico de sus co-
munidades y por ende en el desarrollo regional. Cabe des-
tacar que en los Estados de mayor flujo histórico de mi-
grantes: Jalisco, Michoacán, Guanajuato y Zacatecas las
remesas enviadas desde el exterior fueron superiores a las
participaciones federales recibidas en ciertos períodos, por
lo que, en esos Estados los flujos de divisas son esenciales

para el crecimiento y desarrollo socio-económico de di-
chos estados, actualmente la mayoría de los Estados se
han incorporado a ésta dinámica migratoria. 

Es preciso resaltar que en su mayoría el dinero que envían
los migrantes es destinado en primer lugar al gasto co-
rriente de la familia, seguido por ahorro y educación, y
por último a la compra de algún terreno o casa, de ahí que
sea necesario aunar los esfuerzos de todos los actores,
las familias, empresas comerciales, entidades financie-
ras, organismos públicos, sociedad civil y organizacio-
nes, para liberar el potencial que las remesas encierran
para el desarrollo social. 

En los últimos años, los medios electrónicos se han forta-
lecido frente a otros instrumentos, debido principalmente a
la rapidez con que se sitúa el dinero en México y a la se-
guridad de que el dinero no se pierde, en lo que toca a la
transportación y punto de llegada. Los medios electrónicos
incluyen a los giros telegráficos. 

No obstante lo anterior, las principales quejas manifestadas
en los consulados de México en las ciudades de alta pobla-
ción mexicana, en los diferentes foros legislativos reali-
zadas en las mismas, así como a través de distintos me-
dios en territorio nacional y estudios de especialistas, se
refieren a las altas comisiones que cobran las empresas por
el servicio de transferencias y al bajo tipo de cambio que
pagan a los beneficiarios en México. Las comisiones que
cobran dichas empresas son muy elevadas, de acuerdo al
estudio de la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, lo que
representan prácticas abusivas por tratarse de una actividad
muy concentrada que incluso, pudiera llegar a configurar-
se alguna violación legal. Otro aspecto importante es el he-
cho de que en las tiendas de muebles y aparatos electrodo-
mésticos y otros que operan como centros cambiarios, con
frecuencia se induce a los familiares en México a adquirir
mercancía como forma de pago, o lo hacen volver horas
más tarde e incluso el día siguiente, cuando no cuentan con
el efectivo suficiente para realizar el pago. Tal situación re-
duce o anula las ventajas de una transferencia inmediata. 

Por lo anterior y con motivo de la escasa regulación que so-
bre esta materia existe, se hace necesario normar las reme-
sas de dinero en nuestro país. No es posible que siendo ya
la segunda fuente de ingresos para México, no se le dé la
importancia necesaria y los ciudadanos mexicanos en el
exterior y sus familias sigan sufriendo abusos en el cobro
de estos recursos. Es pues necesario que las autoridades
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financieras del país, tengan un cuerpo normativo que las
haga responsable de la atención del problema. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público y sus diferen-
tes organismos, entre ellos la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores y la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, deben
ser actores principales en esta labor. Adicionalmente el
Banco México, debe ser partícipe en términos de la norma
ya que de él depende nuestro sistema de pagos nacional.
Por último, es necesario también que para aquellas empre-
sas comerciales no reguladas por la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, se incorpore a la Secretaría de Econo-
mía junto con la Procuraduría Federal del Consumidor en
lo que se refiere a envíos de dinero de empresas no finan-
cieras. 

Adicionalmente, sería pertinente incorporar a la Secretaría
de Relaciones de Exteriores para coordinar el tema de las
remesas de dinero con autoridades extranjeras o para cele-
brar convenios con ciertos estados de la Unión Americana
con la finalidad de impulsar los envíos de dinero a nuestro
país de una forma coordinada. 

La presente iniciativa de Ley pretende garantizar lo si-
guiente: Establecer el marco regulador e institucional, me-
jorar la transparencia, promover la competencia y precios
justos, aplicar la tecnología adecuada y productos innova-
dores para abaratar costos y mejorar la rapidez y seguridad
de las remesas. 

Finalmente compañeros, Diputadas y Diputados, les pido
su voto afirmativo para responder al sacrificio de millones
de mexicanos que han tenido que partir de su Patria, con la
dolorosa separación familiar y la desintegración de su ho-
gar, y que conservan sus raíces, preservan la cultura y tra-
diciones mexicanas muchas veces en mejor medida que los
mexicanos que vivimos aquí 

En ese sentido es de estricta justicia que los Legisladores
contribuyamos con la aprobación de esta Ley que regula
las remesas de dinero, a saldar en parte la gran deuda his-
tórica que tenemos con los ciudadanos mexicanos que es-
tán en el exterior y que corresponde a una agenda llena de
asignaturas pendientes y que debemos empezar a liberar, si
ustedes con su compromiso con la nación, le cumplen a mi-
llones de mexicanos que están aquí y en el exterior. 

Por lo anterior y de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de La Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 55, fracción II,
y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos
a la consideración de esta H. Cámara de Diputados la pre-
sente iniciativa que crea la Ley para Regular las Remesas
de Dinero, de acuerdo a lo siguiente: 

Ley para Regular las Remesas de Dinero 

Título Primero 

Capítulo Primero. Disposiciones Generales 

Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto regular la
transferencia, recepción y cambio de las remesas de dinero
que transfieren los Migrantes nacionales a nuestro país, así
como las partes que intervienen en dicha operación. Sus
disposiciones son de orden público y de observancia gene-
ral en el territorio nacional. 

Artículo 2.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por: 

I. Cliente o usuario, en singular o plural, cualquier persona
física que reciba del exterior una remesa de dinero y la ha-
ga efectiva en cualquiera de sus formas. 

II. Comisión, la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res; 

III. Empresa comercial, en singular o plural, aquella perso-
na moral distinta de la entidad financiera, que pueda reali-
zar operaciones de remesas de dinero. 

IV. Entidad financiera, en singular o plural, aquella autori-
zada para operar en territorio nacional y que las leyes re-
conozcan como tal, incluyendo a las instituciones de banca
múltiple, casas de cambio, casas de bolsa, la banca de des-
arrollo y las entidades de ahorro y crédito popular autori -
zadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o por
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

V. Entidad extranjera, en singular o plural es aquella socie-
dad corresponsal, empresa mercantil o entidad financiera
constituida de conformidad a leyes extranjeras, ubicada
fuera de territorio nacional con la cual contrata el Migran-
te nacional para el envío de remesas de dinero. 

VI. Migrante nacional, es la persona de origen mexicano
radicada en el extranjero que envía remesas de dinero a te-
rritorio mexicano. 
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VII. Secretaría, la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co; 

VIII. Secreto Financiero, al que se refieren los artículos
117 y 118 de la Ley de Instituciones de Crédito, 25 de la
Ley del Mercado de Valores, 55 de la Ley de Sociedades de
Inversión y 34 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, así
como los análogos contenidos en las demás disposiciones
legales aplicables; y 

IX. Udis, a las unidades de inversión. 

X.- Unidades Especializadas, a las áreas integrales de
atención al cliente para aclaraciones, consultas y recla-
maciones.

Artículo 3.- El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría,
podrá interpretar los preceptos de esta ley para efectos ad-
ministrativos. 

Artículo 4.- En lo no previsto por esta ley, se aplicarán su-
pletoriamente: 

I. El Código de Comercio. 

II. El Código Civil y 

III. La Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

Artículo 5.- Se entenderá por remesa de dinero para efec-
tos de esta ley, los recursos económicos que generan los
Migrantes nacionales en el exterior y que son enviados a
territorio nacional, mediante transferencias electrónicas
incluyendo los giros telegráficos y órdenes de dinero, que
no excedan de diez mil Udis al mes y que son realizados a
través de instituciones financieras y empresas comerciales. 

Artículo 6.- No se considerará que existe violación al se-
creto financiero cuando las entidades financieras y empre-
sas comerciales proporcionen información sobre operacio-
nes de remesas de dinero a las partes que las celebran, a las
autoridades judiciales en virtud de providencia dictada en
juicio en el que el Cliente sea parte o acusado, así como a
las autoridades hacendarias federales, a través de la Comi-
sión, para efectos fiscales, de combate al lavado de dinero
o de acciones tendientes a prevenir y castigar el financia-
miento del terrorismo u otras de naturaleza análoga. 

Artículo 7.- Solo podrán operar remesas de dinero las en-
tidades financieras que conforme a la Ley especial que las

rige así se les permita. Del mismo modo, las empresas co-
merciales podrán operar remesas de dinero siempre y
cuando cumplan con el capital mínimo requerido y sean
autorizadas para ello por parte de la Secretaría de Econo-
mía. Por su naturaleza, estas autorizaciones serán intrans-
misibles. 

Artículo 8.- Queda prohibido que entidades financieras y
empresas comerciales celebren operaciones de remesas de
dinero en contravención al artículo anterior. En caso con-
trario, serán aplicables las sanciones administrativas y eco-
nómicas correspondientes independientemente de las ac-
ciones penales que correspondan. 

Artículo 9.- Las operaciones de remesas de dinero quedan
sujetas a lo establecido en la presente ley y a las disposi-
ciones de carácter general que expida el Banco de México. 

Artículo 10.- Las entidades financieras estarán sujetas a la
inspección y vigilancia de la Comisión en la celebración de
operaciones de remesas de dinero. Del mismo modo, las
empresas comerciales quedarán sujetas a la supervisión de
la Procuraduría Federal del Consumidor. 

Artículo 11.- La Secretaría de Economía, escuchando a la
empresa comercial afectada y oyendo la opinión del Ban-
co de México podrá revocar la autorización otorgada en los
casos en que la empresa comercial no cumpla la presente
ley o aquellas disposiciones emitidas por el Banco de Mé-
xico. 

Artículo 12.- Los Usuarios que hagan efectivas las reme-
sas de dinero en territorio nacional no pagarán por esa ope-
ración ningún tipo de contribución estatal ni impuesto de
carácter federal. Las operaciones de remesas de dinero se
encontrarán libres de cualquier gravamen, siempre y cuan-
do la operación no exceda de diez mil Udis. 

Artículo 13.- Las empresas comerciales y entidades finan-
cieras pagarán los montos de las remesas de dinero en te-
rritorio nacional al Usuario o Cliente, al tipo de cambio pa-
ra solventar obligaciones denominadas en moneda
extranjera pagaderas en la República Mexicana (FIX) que
publica el Banco México diariamente o, en su caso, el que
determine Banco de México en caso de desaparecer el pri-
mero. 

Artículo 14.- Cuando así lo requiera el Usuario o Cliente
y siempre y cuando se encuentren en horarios laborales, las
entidades financieras y empresas comerciales pagarán el
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mismo día hábil que se les presente la orden de dinero, el gi-
ro telegráfico o la transferencia de dinero correspondiente. 

Artículo 15.- En términos del artículo anterior, las empre-
sas comerciales y entidades financieras no podrán estable-
cer políticas o criterios de operación que restrinjan, obsta-
culicen o impongan requisitos excesivos para proporcionar
o recibir remesas de dinero, salvo por lo dispuesto en la
presente ley. 

Artículo 16.- Las sociedades autorizadas en esta ley para
operar remesas de dinero en la República Mexicana, debe-
rán firmar contratos de prestación de servicios con en-
tidades extranjeras y no deberán apartarse de las sanas
prácticas del mercado en beneficio de los Migrantes nacio-
nales en el exterior. 

Los contratos de prestación de servicios incluirán al me-
nos las siguientes cláusulas: 

I. Los parámetros mínimo y máximo del monto de la co-
misión expresado en porcentajes respecto del importe del
envío. 

II. No se podrán ofrecer productos o servicios adicionales con
la finalidad de aumentar la comisión o disminuir el pago. 

III. El tiempo que tardarán en operar los servicios de re-
mesas de dinero. 

IV. Servirá como identificación la Matricula Consular. 

V. Una leyenda clara en el contrato que señale “la legal es-
tancia en el país no será requisito para perfeccionar los pro-
ductos o servicios que instrumenten las remesas de dine-
ro”.

VI. Los documentos, publicidad y demás información que
se utilice para formalizar las operaciones con los Migran-
tes nacionales, deberán contar con una traducción de los
mismos al idioma español. 

Artículo 17.- Los contratos de prestación de servicios que
habrán de suscribir las empresas comerciales y las entida-
des financieras con las entidades extranjeras, deberán ser
inscritos y autorizados por la Procuraduría Federal del
Consumidor y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
respectivamente. Pudiendo ambas autoridades reservarse el
derecho de establecer clausulados mínimos para estos efec-
tos. 

Capítulo Segundo.- De las Empresas 
Comerciales Dedicadas al Envío de Remesas 

Artículo 18.- La autorización para operar remesas de dine-
ro a que se refiere el artículo 7 de esta ley, únicamente se
otorgará a las empresas que cumplan con los siguientes re-
quisitos: 

I. Contar con un capital mínimo de 500,000 Udis 

II. Presenten ante la Secretaría de Economía, los programas
de operación.

Artículo 19.- La Procuraduría Federal del Consumidor ela-
borará y mantendrá actualizado un padrón de las empresas
comerciales que realicen operaciones con remesas de dine-
ro, en el cual se incluirá: 

a. La información de la empresa comercial, la cual se en-
viará por una sola vez y en caso de cambios, se notificará
éste al día hábil siguiente. 

I. Nombre de la empresa 

II. Regiones geográficas en las que opera ese servicio. 

III. Corresponsales en el extranjero 

IV. Forma de operación 

V. Comisiones 

VI. Giro principal de la empresa, en su caso. 

VII. Sucursales 

VIII. Domicilios y teléfonos de las empresas comerciales
en donde pueden acudir el Cliente o Usuario a cobrar las
remesas de dinero. 

IX. Área de atención a Clientes.

b. La información de la operación, la cual deberá ser en-
viada mensualmente y deberá incluir el importe de la co-
misión vigente y en su caso, el tipo de cambio utilizado. 

Artículo 20.- Para la actualización del padrón antes men-
cionado, será responsabilidad de las empresas comerciales
proporcionarle a la Procuraduría Federal del Consumidor
en medios magnéticos la información necesaria, de confor-
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midad con el formato uniforme que para tal efecto dispon-
ga el Banco de México. 

Artículo 21.- La Secretaría de Relaciones Exteriores, po-
drá celebrar los acuerdos y convenios internacionales que
así se requieran con autoridades del exterior, con la finali-
dad de mejorar para beneficio de los migrantes del exterior
y de sus familiares la operación y envío de las remesas fa-
miliares. Asimismo, podrá realizar los estudios necesarios
que involucren a otros países en el tema de las remesas de
dinero. 

Adicionalmente la Secretaría de Relaciones Exteriores a
través de sus oficinas consulares podrá aportar información
adicional respecto de alguna entidad extranjera que realice
envíos de dinero y apoyará en la distribución de la infor-
mación necesaria que tenga por objeto fomentar la cultura
financiera en el exterior en beneficio de las comunidades
latinas en general y de los migrantes nacionales en lo par-
ticular. 

Artículo 22.- Las empresas comerciales deberán incluir en
la publicidad o información que proporcionen a sus Clien-
tes, los datos del área que deberá resolver sus consultas, re-
clamaciones o aclaraciones. 

Artículo 23.- Las empresas comerciales que realicen ope-
raciones con remesas de dinero, deberán rendir al Banco de
México un informe semestral de sus operaciones, detallan-
do el monto de las mismas y el importe de las comisiones
cobradas. 

Título Segundo 

Capítulo Primero. De la Operación 
del Envío de Remesas 

Artículo 24.- Las empresas comerciales y entidades fi-
nancieras que realicen operaciones de remesas de dinero,
deberán realizar por lo menos una vez al año una campaña
de difusión respecto de sus productos y servicios a través
de los cuales se instrumenten dichas operaciones, en donde
al menos se den a conocer a través de medios impresos y
electrónicos las características generales y particulares del
producto con que operan las remesas de dinero. 

Asimismo, deberán informar al público en general las ca-
racterísticas de los contratos de prestación de servicios que
tienen celebrados con las entidades extranjeras. 

En todo momento, la empresa comercial y las entidades fi -
nancieras deberán tener en sus sucursales, oficinas de re-
presentación, agencias o cualquiera otra área de atención
al público, en medios electrónicos o a través de literatura
explicativa información sobre los productos a través de los
cuales se operan las remesas de dinero o en donde se iden-
tifiquen claramente las características especiales del pro-
ducto, incluyendo las comisiones que se cobren. 

La información respecto del tipo de cambio, y las comisio-
nes aplicables deberán estar publicadas de forma clara y
visible en todas las sucursales en las que realicen operacio-
nes de remesas de dinero. 

Capítulo Segundo. De la Identificación 
del Cliente 

Artículo 25.- Las Empresas Comerciales y Entidades Fi-
nancieras deberán establecer una política de identificación
del Cliente, contando con sistemas y procesos los cuales
tendrán como finalidad la verificación y actualización de
los datos proporcionados por los beneficiarios de las reme-
sas enviadas por los Migrantes Nacionales, a fin de salva-
guardar la confidencialidad de la información en los
términos de las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 26.- A fin de dar seguimiento a lo señalado en el
artículo anterior, las sociedades deberán tener integrado un
expediente de identificación del Cliente, para el caso de
personas que realicen operaciones por un monto mayor de
1500 Udis al mes. 

I. Tratándose de personas de nacionalidad mexicana, se
asentarán los siguientes datos: apellido paterno, apellido
materno y nombre(s); domicilio particular (calle, número,
colonia, código postal, delegación o municipio, ciudad o
población y entidad federativa); fecha de nacimiento; na-
cionalidad; ocupación o profesión; actividad o giro del ne-
gocio; teléfono(s) en que se pueda localizar; y copia de
identificación oficial o matricula consular.

II. En el caso de extranjeros, deberán presentar original de
su pasaporte y/o del documento que acredite su legal es-
tancia en el país, cuando cuenten con ellos, en caso contra-
rio, cualquier documento equivalente; así como datos de su
domicilio en su país de origen y del domicilio en que pue-
dan ubicarse mientras permanecen en territorio nacional, y

Artículo 27.- Las Empresas Comerciales y Entidades Fi-
nancieras sólo podrán realizar las operaciones hasta que
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sus Clientes hayan cumplido satisfactoriamente con los re-
quisitos de identificación mencionados. 

Capítulo Tercero. De las Transferencias 
Electrónicas 

Artículo 28.- Las remesas de dinero que sean enviadas a
través de medios electrónicos serán transferencias electró-
nicas, giros telegráficos y cualquier otra que pueda ser sus-
ceptible de ser enviada por medio de sistemas automatiza-
dos. 

Artículo 29.- Las empresas comerciales y entidades finan-
cieras que deseen operar remesas de dinero a través de
transferencias electrónicas deberán contar con los equipos,
medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología,
sistemas automatizados de procesamientos de datos y redes
de telecomunicaciones indispensables para brindar la segu-
ridad y certeza jurídica en la celebración de dichas opera-
ciones. Respondiendo frente al Usuario de cualquier even-
tualidad derivada de la transferencia electrónica o del
correcto registro de ésta. 

Artículo 30.- Los sistemas o equipos electrónicos deberán
determinar: 

I. Los medios de identificación de los Usuarios y Clientes, y; 

II. Los medios por los que se haga constar la creación,
transmisión, modificación o extinción de derechos y obli -
gaciones inherentes a los servicios de que se trate. El uso
de los medios de identificación que se establezcan en sus-
titución de la firma autógrafa, producirá los mismos efec-
tos que las leyes otorgan a los documentos correspondien-
tes y, en su caso, tendrán el mismo valor probatorio.

Artículo 31.- Las remesas de dinero enviadas a través de
transferencias electrónicas deberán ser pagadas en territo-
rio nacional en ventanilla de la empresa comercial o enti-
dad financiera el mismo día, siempre y cuando labore y
opere esa sociedad y bastará que el Usuario se identifique
de conformidad con las políticas que la institución deter-
mine. 

Artículo 32.- Las remesas de dinero remitidas a través de
transferencias electrónicas que puedan hacerse efectivas a
través de cajeros automáticos u otros medios electrónicos
podrán ser cobradas en cualquier día y a cualquier hora,
siempre y cuando se cumplan los requisitos y políticas que
la institución determine. 

Artículo 33.- En ningún caso, la empresa comercial o en-
tidad financiera por conducto de sus empleados podrán in-
fluenciar o condicionar el cobro de la remesa de dinero. 

Capítulo Cuarto. De las Órdenes de Dinero 

Artículo 34.- Las remesas de dinero que sean enviadas a
territorio nacional por cualquier forma diferente a los me-
dios electrónicos, como pueden ser las órdenes de dinero u
otras de naturaleza análoga, deberán ser pagadas inmedia-
tamente de su presentación siempre y cuando labore ese día
la sociedad y solo en aquellos establecimientos y sucursa-
les, oficinas de representación, agencias, o cualquiera
otra área de atención al público, previamente pactados,
sin necesidad de aceptación o formalidad alguna. 

Artículo 35.- Las órdenes de dinero se entenderán pagade-
ras a la vista por la totalidad de la suma que expresen. 

Título Tercero 

Capítulo Único. De los Programas de Apoyo 
a los Migrantes Nacionales 

Artículo 36.- El gobierno federal establecerá los mecanis-
mos para que en coordinación con los gobiernos estatales y
municipales, se apoyen las iniciativas de Migrantes nacio-
nales residentes en el exterior o en México, para la realiza-
ción de proyectos de desarrollo económico y regional, in-
dependientemente de cualquier otro programa. 

Artículo 37.- Las iniciativas que se apoyen deberán con-
tribuir a resolver carencias en materia de infraestructura
básica, de servicios o generar fuentes de ingreso para la po-
blación, encaminándose enunciativa mas no limitativamen-
te a: 

a) Desarrollo económico de la región 

b) Acciones de salud y educación 

c) Conservación de los recursos naturales 

d) Saneamiento ambiental 

e) Infraestructura agrícola 

f) Proyectos de tipo deportivo, cultural y recreativo 

g) Infraestructura carretera y caminera.
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Artículo 38.- La aplicación de los recursos federales, esta-
rá condicionada a la suscripción de convenios, con los go-
biernos de las entidades federativas y municipios destina-
tarios de las remesas. Se invitará a las entidades federativas
y municipios a firmar dichos convenios, en los que se es-
tablecerán los montos de aportación de ambas partes y de
la agrupación o grupo de los migrantes nacionales. 

El monto máximo de la aportación del gobierno federal es
de 25%, que será complementado por aportaciones de los
Migrantes nacionales 25% y de los gobiernos estatales
25% y municipales 25%. 

Una vez suscrito el convenio con la entidad federativa y
municipio de que se trate y aportados los recursos por par-
te de los mismos y de la organización de Migrantes nacio-
nales, se aplicarán los recursos federales respecto de ésta,
con independencia de la firma de otros convenios. 

La aportación de los Migrantes nacionales podrá ser en es-
pecie, siempre y cuando ésta sea cuantificable. 

Artículo 39.- Para la correcta vigilancia de la obra, se es-
tablecerá una Comisión de Vigilancia, compuesta de ma-
nera paritaria por los aportantes y deberán reunirse cuando
menos 2 veces al año y en el caso de las reuniones extraor-
dinarias deberán notificarse con en plazo no mayor de 48
horas. Esta Comisión deberá establecer las normas de tra-
bajo, en un plazo no mayor a 30 días naturales después de
su integración. Se deberá informar trimestralmente del es-
tado que guarda la obra, así como de su asignación, vigi-
lancia y entrega, a la Comisión de Presupuesto de la Cá-
mara de Diputados. 

Título Cuarto 

Capítulo Único. Protección de los Intereses de los
Usuarios, Sanciones y Delitos 

Artículo 40.- En caso de consultas, aclaraciones y recla-
maciones respecto a las remesas de dinero el Usuario po-
drá acudir a la Unidad Especializada de las entidades fi-
nancieras, y para el caso de empresas comerciales, el
Usuario podrá acudir al área respectiva equivalente de la
Unidad Especializada. 

Artículo 41.- En caso de que los Usuarios o Clientes no se-
an atendidos en la Unidad Especializada o en el área equi-
valente para el caso de empresas comerciales, podrán pre-
sentar una reclamación formal de conformidad con la

normatividad aplicable en las oficinas de la Comisión Na-
cional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Ser-
vicios Financieros para el caso de entidades financieras y,
ante la Procuraduría Federal del Consumidor para el caso
de empresas comerciales. 

Artículo 42.- El incumplimiento o la violación de la pre-
sente ley o de las disposiciones que de ella emanen por par-
te de las entidades financieras o empresas comerciales, se-
rán sancionados con multa que impondrá
administrativamente la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores y la Procuraduría Federal del Consumidor en el
ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 43.- La infracción a cualquiera de las disposicio-
nes de esta Ley, que no tengan sanción especialmente se-
ñalada, se castigará con multa equivalente de quinientos a
diez mil veces el salario mínimo general diario vigente en
el Distrito Federal. 

Artículo 44.- Para la imposición de las sanciones previstas,
la Comisión o la Procuraduría Federal del Consumidor en
el ámbito de sus competencias deberán oír previamente al
interesado y tomar en cuenta la infracción, las condiciones
del infractor y la conveniencia de evitar prácticas tendien-
tes a contravenir las disposiciones de esta Ley. 

Tratándose de reincidencia se podrá aplicar hasta el doble
de la sanción prevista. 

Las sanciones serán impuestas por los titulares de la Comi-
sión y de la Procuraduría, los cuales podrán delegar esa fa-
cultad en razón de la naturaleza de la infracción o del mon-
to de la multa a los demás servidores públicos de la propia
Comisión y de la misma Procuraduría Federal del Consu-
midor. 

Artículo 45.- En contra de las sanciones impuestas proce-
derá el recurso de revocación ante la misma dependencia,
el cual deberá interponerse por escrito dentro de los quince
días hábiles siguientes al de su notificación. El recurso pre-
visto en este párrafo es de agotamiento obligatorio antes de
acudir a otras instancias. 

En lo no previsto en la presente Ley, se aplicará la Ley Fe-
deral del Procedimiento Administrativo. 

Artículo 46.- Se inhabilitará, por las autoridades corres-
pondientes, para desempeñar un empleo, cargo o comisión
dentro del sistema financiero mexicano, por un periodo de
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seis meses a diez años, a aquellos funcionarios o emplea-
dos de las empresas comerciales o de las entidades finan-
cieras que, de cualquier forma, cometan alguna violación a
las disposiciones relativas al secreto financiero. Dichas
personas estarán obligadas, además, a reparar los daños
que se hubieran causado, lo anterior, sin perjuicio de las
sanciones a que se hagan acreedores conforme a esta ley u
otros ordenamientos legales. 

Artículo 47.- Las empresas comerciales y entidades finan-
cieras serán responsables civil, solidaria y directa de cual-
quier conducta de sus empleados o trabajadores, comisio-
nistas o representantes, que distraiga de su objeto, se
apoderen o retengan para sí o para un tercero el importe de
las remesas. 

Artículo 48.- La empresa comercial que no cuente con el
capital mínimo exigido en términos del artículo 18 frac-
ción I de la presente ley, será sancionada por la Procura-
duría Federal del Consumidor con multa equivalente a la
cantidad que se obtenga de multiplicar por 1.5, el rendi-
miento que el faltante de ese capital hubiere generado de
haberse invertido durante el periodo en que el mismo se
presentó, a la tasa líder que paguen los Certificados de la
Tesorería de la Federación a plazo de veintiocho días. 

Artículo 49.- La Comisión y la Procuraduría Federal del
Consumidor sancionarán con multa de 200 a 500 veces el
salario mínimo general diario vigente en el Distrito Fede-
ral, cuando: 

I. La empresa comercial o entidad financiera no remita la
documentación que le sea solicitada. 

II. La empresa comercial o entidad financiera que no lleve
a cabo las campañas de difusión anual a las que se encuen-
tran obligadas. 

III. La empresa comercial o entidad financiera que no re-
gistre los contratos de prestación de servicios que suscriban
con la entidad extranjera. 

IV. La empresa comercial o entidad financiera que no cuen-
te con los sistemas y procesos automatizados previstos en
la ley.

Artículo 50.- La Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros y la Pro-
curaduría Federal del Consumidor procurarán fortalecer la
seguridad en estas operaciones, compartiendo información

oportuna que facilite las investigaciones para detectar y
combatir las prácticas comerciales transfronterizas fraudu-
lentas y engañosas. 

Para tal efecto, intercambiarán con otros países, informa-
ción tal como quejas de consumidores; direcciones, teléfo-
nos, registros de dominio en sistemas de información; da-
tos básicos corporativos y de otro tipo, que permitan la
ubicación e identificación rápida de quienes realizan prác-
ticas comerciales de este tipo; opiniones de expertos y la
información subyacente en la que se basan tales opiniones;
documentos, información de terceras partes y otra eviden-
cia obtenida de acuerdo con procedimientos judiciales o
coercitivos. 

Artículos Transitorios 

Primero.- Este Decreto entrará en vigor a los treinta días
naturales siguientes a su publicación en el Diario Oficial de
la Federación, salvo por lo dispuesto en los artículos tran-
sitorios segundo y tercero siguientes. 

Segundo.- Las empresas comerciales y las entidades fi-
nancieras tendrán un plazo de ciento ochenta días natura-
les para ajustar sus sistemas y estructuras a lo previsto en
el presente Decreto. 

Tercero.- Banco de México tendrá 90 días naturales para
elaborar los formatos y disposiciones de carácter se-
cundario a la que hace referencia la presente Ley. 

México, D.F., a 21 de septiembre de 2004.— Diputados:
Laura Elena Martínez Rivera, Emilio Chuayffet Chemor,
Manlio Fabio Beltrones Rivera, Arturo Robles Aguilar,
María del Consuelo Rafaela Rodríguez de Alba, Raúl
Pompa Victoria, Esthela de Jesús Ponce Beltrán, José
Alberto Aguilar Iñárritu, Carmen Guadalupe Fonz
Sáenz, Enrique Ariel Escalante Arceo, Rafael Alejandro
Moreno Cárdenas, Oscar Rodríguez Cabrera, Carlos Os-
valdo Pano Becerra, Roberto Aquiles Aguilar Hernán-
dez, Florencio Collazo Gómez, Mario Carlos Culebro Ve-
lasco, Sami David David, Juan Antonio Gordillo Reyes,
Francisco Grajales Palacios, Belisario Iram Herrera So-
lís, Aquiles Aguilar Hernández, Jorge Baldermar Utrilla
Robles, Lorenzo Miguel Lucero Palma, Jesús Aguilar
Bueno, Omar Bazán Flores, Jorge de Jesús Castillo Ca-
brera, María Martha Celestina Eva Laguette Lardizábal,
José Mario Wong Pérez, Nora Elena Yu Hernández,
Eduardo Olmos Castro, Fernando Donato de las Fuentes
Hernández, Oscar Pimentel González, Jesús María Ra-
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món Valdez, Ricardo Rodríguez Rocha, Jesús Zúñiga Ro-
mero, Graciela Larios Rivas, Rogelio Humberto Rueda
Sánchez, Jorge Ortiz Alvarado, Filemón Primitivo Arcos
Suárez Peredo, Roberto Rafael Campa Cifrián, Claudia
Ruiz Massieu Salinas,  Francisco Luis Monárrez Rincón,
Fernando Ulises Adame de León, Pedro Avila Nevárez,
Jaime Fernández Saracho, José Angel Ibáñez Montes,
Rosario Sáenz López, Norma Elizabeth Sotelo Ochoa,
Wintilo Vega Murillo, Juan Manuel Dávalos Padilla,
Abel Echeverría Pineda, Angel Heladio Aguirre Rivero,
Mario Moreno Arcos, Marcelo Tecolapa Tixpecto, Emilio
Badillo Ramírez, Oscar Bitar Haddad, Roberto Pedraza
Martínez, Gonzalo Rodríguez Anaya, Jorge Romero Ro-
mero, Francisco Javier Guizar Macías, Lázaro Arias
Martínez, Carlos Blackaller Ayala, Francisco Javier
Bravo Carvajal, José Manuel Carrillo Rubio, Sergio Ar-
mando Chávez Dávalos, José García Ortiz, Enrique Gue-
rrero Santana, Leticia Gutiérrez Corona, David Hernán-
dez Pérez, J. Jesús Lomelí Rosas, Roberto Antonio
Marrufo Torres, Gonzalo Moreno Arévalo, Hugo Rodrí-
guez Díaz, Jorge Leonel Sandoval Figueroa, Evelia San-
doval Urbán, María Esther de Jesús Scherman Leaño,
Quintín Vázquez García, Pablo Bedolla López, José Car-
men Arturo Alcántara Rojas, Rebeca Godínez y Bravo,
Blanca Estela Gómez Carmona, Adolfo Murat Macías,
Guillermo Martínez Nolasco, Gema Isabel Martínez Ló-
pez, María Isabel Maya Pineda, Felipe Medina Santos,
José Eduviges Nava Altamirano, José Rangel Espinosa,
Francisco José Rojas Gutiérrez, Consuelo Muro Urista,
Miguel Amezcua Alejo, Rosalina Mazari Espín, Guiller-
mo Del Valle Reyes, María Hilaria Domínguez Arvizu,
Raúl José Mejía González, Salvador Sánchez Vázquez,
Eduardo Alonso Bailey Elizondo, María de Jesús Agui-
rre Maldonado, Humberto Cervantes Vega, María Cris-
tina Díaz Salazar, Alfonso González Ruiz, Marcela Gue-
rra Castillo, Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza,
Margarita Martínez López, Carlos Mireles Morales,
Juan Carlos Pérez Góngora, Mayela María de Lourdes
Quiroga Tamez, Alfonso Rodríguez Ochoa, Adrián Villa-
gómez García, Heliodoro Carlos Díaz Escárraga, Sofía
Castro Ríos, Lino Celaya Luría, Elpidio Desiderio Con-
cha Arellano, Jesús Angel Díaz Ortega, Jorge Fernando
Franco Vargas, Teofilo Manuel García Corpus, José
Guzmán Santos, Eviel Pérez Magaña, Luis Antonio Ra-
mírez Pineda, Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Gon-
zalo Ruiz Cerón, Jacobo Sánchez López, Paulo José Luis
Tapia Palacios, Juan Manuel Vega Rayet, José Porfirio
Alarcón Hernández, José Guillermo Arechiga Santama-
ría, José Luis Flores Hernández, Adrián Víctor Hugo Is-
las Hernández, María del Carmen Izaguirre Francos,

Francisco Alberto Jiménez Merino, Fidel René Meza Ca-
brera, Jesús Morales Flores, José López Medina, José
Alfonso Muñoz Muñoz, Enrique Burgos García, Víctor
Manuel Alcerreca Sánchez, Félix Arturo González Can-
to, José Luis Briones Briseño, Carlos Martín Jiménez
Macías, Alfonso Juventino Nava Díaz, María Sara Ro-
cha Medina, Benjamín Sagahon Medina, Francisco
Cuauhtémoc Frías Castro, Alfredo Villegas Arreola, Os-
car Félix Ochoa, Diva Hadamira Gastélum Bajo, Ar-
mando Leyson Castro, Esteban Valenzuela García, Rosa
Hilda Valenzuela Rodelo, Jesús Vizcarra Calderón, An-
tonio Francisco Astiazarán Gutiérrez, Julio César Cór-
dova Martínez, Rafael Galindo Jaime, Fermín Trujillo
Fuentes, Francisco Herrera León, Angel Augusto Buen-
día Tirado, Ady García López, Luis Felipe Madrigal
Hernández, Eugenio Mier y Concha Campos, Rogelio
Rodríguez Javier, Carlos Manuel Rovirosa Ramírez,
Amalín Yabur Elias, Homero Díaz Rodríguez, José Ma-
nuel Abdalá de la Fuente, Gonzalo Alemán Migliolo,
Humberto Francisco Filizola Haces, Carlos Flores Rico,
Oscar Martín Ramos Salinas, Baltasar Manuel Hinojosa
Ochoa, Cruz López Aguilar, Jesús Humberto Martínez de
la Cruz, Sergio Arturo Posadas Lara, Federico Barbosa
Gutiérrez, Martha Palafox Gutiérrez, Jorge Uscanga Es-
cobar, Ubaldo Aguilar Flores, Ernesto Alarcón Trujillo,
Pablo Anaya Rivera, Juan Bustillos Montalvo,  José Luis
García Mercado, Gonzalo Guizar Valladares, Emiliano
López Cruz, Gustavo Moreno Ramos, Pablo Pavón Vina-
les, Alfonso Sánchez Hernández, Marco Antonio Torres
Hernández, Martín Remigio Vidaña Pérez, Mario Alber-
to Rafael Zepahua Valencia, Guillermo Zorrilla Fernán-
dez, Víctor Flores Morales, Ivonne Aracelly Ortega Pa-
checo, Roger David Alcocer García, Angel Paulino
Canul Pacab, Martín Carrillo Guzmán, Eliana García
Laguna, Jorge Martínez Ramos, María Avila Serna, José
Luis Medina Elizalde, Jacqueline Argüelles Guzmán,
Fernando Espino Arévalo, Cuahutémoc Ochoa Fernán-
dez, Javier Orozco Gómez, Leonardo Alvarez Romo, Ma-
ximino A. Fernández, Francisco Xavier Alvarado V., F.
Adrián Fuentes V., Julio H. Lujambio, Juan Antonio
Guajardo Anzadúa (rúbrica).»

Presidencia del diputado 
Francisco Arroyo Vieyra

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Y la
Presidencia acepta con mucho gusto, diputada Laura Mar-
tínez Rivera.
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Insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates, y
túrnese a las Comisiones de Hacienda y Crédito Públi-
co y de Población y Asuntos Fronterizos. 

Tiene el uso de la palabra el señor diputado… Diputada
Adriana González Carrillo, ¿con qué objeto? Activen el so-
nido en la curul de la diputada González Carrillo.

La diputada Adriana González Carrillo (desde su cu-
rul): Presidente, muchas gracias.

Para pedir la ampliación del turno a comisión, para Rela-
ciones Exteriores.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: ¿Le
parecería a usted con opinión de la Comisión de Relacio-
nes Exteriores? De tal suerte de agilizar el proceso de dic-
tamen.

Luego entonces, el turno ya dado, con opinión de la
Comisión de Relaciones Exteriores.

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
la palabra el señor diputado Homero Ríos Murrieta, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar una iniciativa que adiciona la fracción XXIX, in-
ciso K), al artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para articular políticas de aten-
ción y protección a los derechos de las niñas, niños,
personas con discapacidad y adultos mayores.

El diputado Homero Ríos Murrieta: Con su venia, señor
Presidente. 

En uso de la facultad que me confieren los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presento a esta soberanía para estudio,
análisis y, en su oportunidad, la aprobación correspondien-
te a la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la
fracción XXIX, inciso K), del artículo 73 constitucional,
con el fin de que el Congreso de la Unión tenga facultades
para expedir leyes que establezcan la concurrencia tanto
del Gobierno Federal, las entidades federativas, el Distrito

Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias en materia de niños y niñas, personas con
discapacidad y adultos mayores.

En términos del artículo 94, cuarto párrafo, del Reglamen-
to del Gobierno Interior del Congreso de la Unión de los
Estados Unidos Mexicanos, que establece que los dictáme-
nes que las comisiones produzcan sobre asuntos que no
llegue a conocer la Legislatura que lo recibió, quedarán a
disposición de la siguiente Legislatura con el carácter de
proyectos. Y considerando que en la pasada Legislatura se
presentó iniciativa en esta materia me permito retomar dicha
inquietud como proyecto de trabajo por considerarla el sus-
crito como una necesidad fundamental para que diputadas
y diputados integrantes del Congreso de la Unión cumplan
con los segmentos más débiles de la nación, que son los
grupos vulnerables, otorgando las leyes que permitan pro-
teger su pleno desarrollo. 

Se estima que en la actualidad la población mexicana reú-
ne más de 104.2 millones de habitantes, por lo que México
se ubica en el undécimo lugar entre los países más pobla-
dos del mundo.

Ante esta situación, las estructuras de gobierno están obli-
gadas a proporcionar los servicios que los mexicanos y la
población requieren en su futuro.

Lamentablemente uno de estos sectores mayormente im-
pactados por los problemas que afectan a la sociedad, son
el caso de las personas vulnerables, que son aquellos que
por su característica de edad, sexo, estado civil, origen ét-
nico, nivel educativo, situación de riesgo, condiciones es-
pecialmente difíciles o de desigualdad, requiere de un es-
fuerzo adicional para incorporarse al desarrollo y a la
convivencia por encontrarse en desventaja ante el resto de
la sociedad.

De acuerdo con el Consejo Nacional de Población, se en-
cuentran en situación vulnerable 4 de 10 hogares mexica-
nos, destacando la emergencia y súperposición de diferentes
tipos de vulnerabilidad, incluidas las de origen sociodemo-
gráfico, éstas están contribuyendo a atrapar a grupos, ho-
gares y personas en una situación de pobreza y a gestar las
condiciones para reproducirlas de una generación a otra,
lamentablemente.

Por ejemplo, ellos son los hogares encabezados por muje-
res que cuentan entre sus miembros con menores condes-
cendientes de 15 años; los hogares por adolescentes y jó-
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venes, alrededor de medio millón de unidades domésticas
cuentan con muy escasos recursos y los hogares formados
únicamente por adultos mayores, alrededor de 650 mil ho-
gares viven con ingresos muy reducidos, entre otros seg-
mentos que se encuentran en situación apremiante y viven
una sensación creciente de riesgo, inseguridad e indefen-
sión.

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, establece que
la política social será un eje articulador de los objetivos y
programas de gobierno, ya que su obligación será la de
atender prioritariamente y sin distinción, a toda persona
que por su condición de pobreza o su situación de vulnera-
bilidad, así lo requiera.

De esta forma destacar toda forma de discriminación o ex-
clusión para promover la integración y el desarrollo pleno
de cada persona con respecto a la diversidad, tomando como
principio rector, la dignidad de los individuos y el ejercicio
pleno de sus derechos.

Dentro del nuevo esquema del derecho, el enfoque de gru-
pos vulnerables implica reconocerles múltiples causas que
refuerzan la vulnerabilidad como son los factores de salud,
económicos, de educación, de discapacidad y demográficos.

Como fenómeno social no basta destinar subsidios en in-
gresos o bienes y servicios para resolver el problema, sino
mediante acciones integrales, en múltiples áreas y niveles,
sobre todo con acciones legislativas que implican una am-
plia participación social.

Los niños y las niñas de México actualmente, mientras la
esperanza de vida se incrementa, se denota una disminu-
ción en su fecundidad y la población del país se concentra
principalmente en ese sector entre los 18 y los 34 años. 

Ello incide indirectamente en las demandas que en materia
de salud y educación se generen, así como en las proble-
máticas en torno a abuso, maltrato y explotación que se ge-
nera y limitan y condicionan el pleno desarrollo individual
y colectivo de las niñas, niños y adolescentes de México.

No obstante un punto vulnerable al respecto lo constituye
el que de acuerdo con estimaciones del Programa Oportu-
nidades, más del 40  por ciento de las niñas y niños meno-
res de 5 años, viven en los hogares de bajos ingresos, lo
que equivale a establecer en condiciones de pobreza extre-
madamente.

También las personas con algún tipo de discapacidad. La
discapacidad se caracteriza por exceso o insuficiencias en
el desempeño de una actividad rutinaria normal, las cuales
pueden ser temporales o permanentes, reversibles o irre-
versibles, progresivos o regresivos. 

Esta se clasifica principalmente en tres grupos: discapaci-
dad física; sensorial e intelectual.

Adultos Mayores. 

Se conoce como el nuevo orden internacional de integra-
ción de la población, dado que este fenómeno se presenta
en todo el mundo. En México hay más de 7 millones de
personas de 60 años y cada año se agregan 200 mil perso-
nas. 

Ello implica directamente a la atención a la salud, el em-
pleo, la protección social y, por ende, el crecimiento eco-
nómico en este sector.

Como podemos darnos cuenta, con la presentación de esta
iniciativa es dar confianza y seguridad jurídica a los grupos
que presentan una mayor vulnerabilidad, así como dar per-
suasión jurídica al trabajo federal y sentando las bases pa-
ra que las entidades federativas, el Distrito Federal y los
municipios brinden una protección integral a las niñas, a
los niños, a las personas con discapacidad y por supuesto a
nuestros adultos mayores. 

El derecho social debe promover y lograr el desarrollo hu-
mano con equidad y justicia, con el fin de integrar a la con-
vivencia social a sectores empobrecidos, vulnerables y ex-
cluidos. Pero no se trata de ayudar por las vías asistencial
o proteccionista a los que carecen de lo básico o disminuir
su distancia económica respecto de quienes lo tienen todo
sino de generar un entorno favorable al crecimiento huma-
no integral sin excluir a nadie.

Estoy seguro que al otorgar facultades de manera expresa
al Congreso General sentamos las bases jurídicas para que
se constituya sobre materias en torno al territorio mexica-
no, evitando así realizar interpretaciones erróneas al texto
de la Constitución, al legislar con facultades que la Consti-
tución no nos confiere y con el fin de evitar posibles con-
flictos de competencia innecesarios.

Es por eso que se hace necesario establecer un marco jurí-
dico con indiscutible sustento constitucional que establez-
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ca los mecanismos idóneos y que regule los derechos otor-
gados por la Constitución General y los tratados interna-
cionales suscritos por México a favor de estos grupos vul-
nerables.

Por último, la propuesta que adiciona la fracción XXIX del
inciso K) del artículo 73 constitucional se consideró nece-
sidad a efecto de facultar al Congreso Federal a expedir le-
yes que establezcan las bases de coordinación en las mate-
rias de grupos vulnerables entre los distintos órdenes de
gobierno.

Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a la con-
sideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Unico. Se adiciona la fracción XXIX inciso K) al artículo
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos para quedar como sigue:

Artículo 73, fracción XXIX, inciso K) Expedir leyes que
establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, las enti-
dades federativas, el Distrito Federal y los municipios en el
ámbito de sus respectivas competencias en materia de ni-
ños y niñas, personas con discapacidad y adultos mayores.

Transitorio 

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

También, Presidente, le solicito que el texto íntegro de es-
ta iniciativa sea incluido en la Gaceta Parlamentaria, así
como en el Diario de los Debates.

«Iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona la frac-
ción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para articular políticas de
atención y protección a los derechos de las niñas, niños,
personas con discapacidad y adultos mayores, a cargo del
diputado Homero Ríos Murrieta, del grupo parlamentario
del PAN. 

En uso de la facultad que me confieren los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presento a esta soberanía para estudio,

análisis y en su oportunidad la aprobación correspondien-
te, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la
fracción XXIX-K al artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de que el Con-
greso de la Unión tenga facultades para expedir leyes que
establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, las enti-
dades federativas, el Distrito Federal y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de
niñas y niños, personas con discapacidad y adultos mayo-
res, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

En términos del artículo 94 IV párrafo del Reglamento del
Gobierno Interior del Congreso de la Unión de los Estados
Unidos Méxicanos, que establece que “Los dictámenes que
las Comisiones produzcan, sobre asuntos que no llegue a
conocer la legislatura que los recibió, quedarán a disposi-
ción de la siguiente Legislatura, con el carácter de proyec-
tos”; y considerando que en la pasada legislatura se pre-
sentó iniciativa en esta materia me permite retomar dicha
inquietud como proyecto de trabajo, por considerarla el
suscrito como una necesidad fundamental para que los di-
putados integrantes del Congreso de la Unión, cumplan
con los sectores más débiles de la sociedad mexicana, los
denominados grupos vulnerables, otorgando las leyes que
permitan proteger su pleno desarrollo. 

Se estima que en la actualidad la población mexicana reú-
ne mas de 104.2 millones de habitantes, por lo que México
se ubica en el undécimo lugar entre los países más pobla-
dos del mundo. Ante esta situación, las estructuras de go-
bierno están obligadas a proporcionar los servicios que los
mexicanos y la población requieren en el futuro. 

Lamentablemente unos de los sectores mayormente impac-
tado por los diversos problemas que afectan a la sociedad
son el caso de las personas vulnerables que son aquellos
que por su características de edad, sexo, estado civil, ori-
gen étnico, nivel educativo, situación de riesgo, condicio-
nes especialmente difíciles o de desigualdad; requiere de
un esfuerzo adicional para incorporarse al desarrollo y a la
convivencia, por encontrarse en desventaja con el resto de
la sociedad. 

De acuerdo con el Consejo Nacional de Población (Cona-
po) se encuentran en situación vulnerable cuatro de diez
hogares mexicanos, destacando la emergencia y superposi-
ción de diferentes tipos de vulnerabilidad, incluidas las de
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origen sociodemográfico, éstas están contribuyendo a atra-
par a grupos, hogares y personas en una situación de po-
breza y a gestar las condiciones para reproducirlas de una
generación a otra. Ejemplo de ello son los hogares encabe-
zados por mujeres que cuentan entre sus miembros con me-
nores dependientes de 15 años de edad (alrededor de 1.2
millones de unidades dómesticas carecen de ingresos sufi-
cientes); los hogares por adolescentes y jóvenes (alrededor
de medio millón de unidades domésticas cuentan con muy
escasos recursos) y los hogares formados únicamente por
adultos mayores (alrededor de 650 mil hogares viven con
ingresos muy reducidos), entre otros segmentos que se en-
cuentran en situación apremiante y viven una sensación
creciente de riesgo, inseguridad e indefensión. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 establece que la
Política Social será un eje articulador de los objetivos y
programas de gobierno ya que su obligación será la de
atender prioritariamente y sin distinción a toda persona que
por su condición de pobreza o su situación de vulnerabili-
dad, así lo requiera. De esta forma, descartar toda forma de
discriminación o exclusión para promover la integración y
el desarrollo pleno de cada persona con respecto a la di-
versidad, tomando como principio rector la dignidad de los
individuos y el ejercicio pleno de sus derechos. 

Dentro del nuevo esquema del derecho, el enfoque de gru-
pos vulnerables implica reconocerles múltiples causas que
refuerzan la vulnerabilidad como son los factores de salud,
económicos, de educación, de discapacidad y demográfi-
cos. Como fenómeno social no basta destinar subsidios en
ingresos o bienes y servicios para resolver el problema, si-
no mediante acciones integrales en múltiples áreas y nive-
les, sobre todo, con acciones legislativas que implican una
amplia participación social. 

De acuerdo con los estudios realizados por el Instituto Na-
cional de Estadísticas Geografía, e Informática, se determi-
na cuales son los grupos vulnerables en nuestro país que
presentan una problemática mayor que el resto de la pobla-
ción y que carecen de una legislación acorde a la proble-
mática que presentan, siendo éstos: las niñas y los niños,
las personas con discapacidad y los adultos mayores. 

I. Niñas y niños 

Actualmente, mientras la esperanza de vida se incremen-
ta (75 años), se denota una disminución de la fecundidad
(2.4 hijos por mujer) y la población del país se concentra
principalmente en este sector (44.5 por ciento son menores

de 18 años y 33.4 por ciento tiene entre cero y 14 años de
edad). Ello incide directamente en las demandas que en
materia de salud y educación se generen, así como en las
problemáticas en torno a abuso, maltrato y explotación se
generan y que limitan y condicionan el pleno desarrollo
individual y colectivo de las niñas, niños y adolescentes. 

No obstante, un punto vulnerable al respecto lo constituye
el que, de acuerdo con estimaciones del programa Oportu-
nidades, mas del 40 por ciento de las niñas y niños meno-
res de 5 años viven n los hogares del primer cuartil de in-
greso, lo que equivale a estar en condiciones de pobreza
prácticamente extrema. 

Una de las problemáticas especiales que afecta a este gru-
po vulnerable es, sin lugar a dudas, la pornografía y prosti-
tución infantil de la que, de acuerdo con la UNICEF, Mé-
xico ocupa el 5° lugar a nivel mundial en esta cuestión. Por
ello y a fin de sensibilizar a la sociedad en el conocimien-
to de la explotación sexual de menores y fomentar una par-
ticipación activa primordialmente en el aspecto de la de-
nuncia, a través del Programa Prevención, Atención y
Erradicación de la Explotación Sexual de Menores, sé con-
tinúa realizando la Campaña Abre los ojos, pero no cierres
la boca, la cual enfatiza en la denuncia. A partir de octubre
de 2002, se han recibido 103,313 llamadas con las que se
iniciaron 96 constancias de hechos. 

De hecho, actualmente se encuentra en la Cámara de Sena-
dores la iniciativa que regula la pornografía infantil en In-
ternet. 

Otra problemática sin duda es el trabajo infantil ya que pre-
senta dificultades para dimensionarlo, y es que este trabajo
se realiza generalmente sin reconocimiento social y jurídi-
co por lo que ese convierte en mano de obra barata y, por
supuesto, sin acceso a la protección laboral y social del Es-
tado. Empero, al igual que en las demás problemáticas, la
coordinación entre las diferentes secretarías del Ejecutivo
federal, a través de la focalización de los grupos vulnera-
bles, ha permitido implementar eficazmente políticas trans-
versales que den prontas soluciones a las demandas de los
grupos vulnerables. 

Este puede ser el primer paso hacia la solución compartida
de una problemática compleja que tiende a reproducirse
constantemente, lo que hace necesario que la lucha en con-
tra de estos lastres sea continua y cada vez más intensa,
mas comprometida, por todos quienes participamos en
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este esfuerzo enfocado a mejorar la vida de las niñas y los
niños en México. 

II. Personas con algún tipo de discapacidad 

La discapacidad se caracteriza por exceso o insuficiencias
en el desempeño de una actividad rutinaria normal, los cua-
les pueden ser temporales o permanentes, reversibles o irre-
versibles, progresivos o regresivos, ésta se clasifica princi-
palmente en tres grupos: física, sensorial e intelectual. 

De acuerdo con el INEGI, 2.3 por ciento de la población
posee alguna discapacidad, sin embargo, según la Organi-
zación Mundial de la Salud, se trata de más del 9 por cien-
to de la población. La problemática de este grupo se refle-
ja en el hecho de que sólo 45 por ciento de la población con
discapacidad tenía derechohabiencia a servicios de salud;
sabían leer y escribir 67 por ciento de los mayores de 15;
de las personas de 6 a 29 años, 34.5 por ciento asistían a la
escuela; el promedio de escolaridad alcanzando para la po-
blación de 15 años y más fue de 3.8 años y participaban en
actividades económicas 25 de cada 100 personas de 12
años y más con alguna discapacidad. 

La vulnerabilidad de este segmento poblacional es ocasio-
nada precisamente por la discriminación de que son objeto
por parte de las personas convencionales. Si no existiera
desigualdad, si las oportunidades de empleo, de educación
y de acceso a los servicios de salud fueran iguales para to-
dos con discapacidad o no, entonces no habría vulnerabili -
dad. Las garantías de la población deberían ser iguales pa-
ra todos en su observancia, aunque las necesidades, las
modalidades de atención y la protección pudieran ser dis-
tintas en razón de variable simple como la edad. Así, las ni-
ñas y los niños, jóvenes y personas adultas mayores, con
alguna discapacidad o sin ella, deberían tener los mismos
derechos y oportunidades que el resto de los mexicanos. En
tanto accedemos a esta etapa, es importante que este H.
Congreso de la Unión, a través de medidas legislativas ga-
rantice una mejor atención protección y sobre todo propor-
cionar las condiciones de integración social para las perso-
nas con discapacidad. 

III. Adultos mayores 

Se conoce como el “nuevo orden internacional de integra-
ción de la población”, dado que este fenómeno se presenta
en todo el mundo. En México hay más de 7 millones de
personas mayores de sesenta años y cada año se agregan
200 mil personas. Ello impacta directamente a la atención

a la salud, el empleo, la protección social y, por ende al cre-
cimiento económico. 

El reto consiste en el mejoramiento integral de su calidad
de vida y a ello están dedicados los programas federales,
que deben ser instrumentados a estados y municipios. Por
ello, con la finalidad de homologar los programas de aten-
ción a este grupo vulnerable, el 25 de julio de 2002 se pu-
blicó la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores que confiere al Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores (Inapam) la rectoría de la política nacio-
nal a favor de las personas de 60 años y más. 

En nuestro país los adultos mayores se encuentran en una
situación social muy delicada, ya que estas personas des-
prenden una gran desventaja ante el resto de los grupos po-
blacionales, llevándolos así a una condición especial de
vulnerabilidad, fenómeno que a corto plazo provocara una
situación crítica a nuestro país. 

Como podemos darnos cuenta con la presentación de es-
ta iniciativa es dar confianza y seguridad jurídica a los
grupos que presentan una mayor vulnerabilidad, así como
dar persuasión jurídica al trabajo federal y sentando las
bases para que las entidades federativas, el Distrito Fede-
ral y los municipios brinden una protección integral a las
niñas y niños, personas con discapacidad y los adultos
mayores. 

El derecho social debe promover y lograr el desarrollo hu-
mano con equidad y justicia, con el fin de integrar a la con-
vivencia social a sectores empobrecidos, vulnerables, vul-
nerados y excluidos. Pero no se trata ayudar por vías
asistencial o proteccionista a los que carecen de lo básico o
disminuir su distancia económica respecto de quienes lo
tienen todo, sino de generar un entorno favorable al creci-
miento humano integral sin excluir a nadie. 

Estoy seguro de que al otorgar facultades de manera ex-
presa al Congreso General, sentamos las bases jurídicas pa-
ra que se constituya sobre materias en todo el territorio me-
xicano; evitando así realizar interpretaciones erróneas al
texto de la Constitución, al legislar con facultades que la
constitución no confiere y con el fin de evitar posibles con-
flictos competencia les innecesarios. 

Es por eso que se hace necesario establecer un marco jurí-
dico, con indiscutible sustento constitucional, que esta-
blezca los mecanismos idóneos y que regulen los derechos
otorgados por la Constitución General y los tratados inter-
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nacionales suscritos por México a favor de estos grupos
vulnerables. 

Por último, la propuesta que adiciona la fracción XXIX de
una letra K del artículo 73 constitucional se considera una
necesidad, a efecto de facultar al Congreso federal para ex-
pedir leyes que establezcan las bases de coordinación en
las materias de los grupos vulnerables entre los distintos
órdenes de gobierno. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración la siguiente 

Iniciativa con Proyecto de Decreto 

Único.- Se adiciona la fracción XXIX-K al artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue: 

Artículo 73.- 

De la I. a la XXIX-J. ... 

Fracción XXIX-K.- Expedir leyes que establezcan la con-
currencia del Gobierno Federal, las entidades federativas,
el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus
respectivas competencias en materia de: niñas y niños, per-
sonas con discapacidad y adultos mayores. 

XXX.- ...
Artículo Transitorio 

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de
2004. — Dip. Homero Ríos Murrieta (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Ya está
publicado en la Gaceta, pero como usted lo solicita, in-
sértese el texto íntegro en el Diario de los Debates.

Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales.

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACION PUBLICA GUBERNAMENTAL-  

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
el uso de la palabra el señor diputado don Quintín Vázquez

García, del grupo parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, para presentar una iniciativa que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Desarrollo Social y de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental.

El diputado Quintín Vázquez García: Con el permiso de
la Presidencia; compañeras y compañeros diputados:

El suscrito, diputado federal por el distrito IX electoral, con
cabecera en Guadalajara, Jalisco, integrante de la fracción
parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional en
la LIX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, en
ejercicio de la facultad otorgada por la fracción II del artícu-
lo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y de conformidad con lo previsto en los artículos
55, fracción II; 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos expone ante el pleno de esta honorable Cámara de
Diputados la presente iniciativa de decreto por el que se
adiciona una fracción X al artículo 1° así como los artícu-
los 86 y 87 dentro de un Capítulo Unico bajo el Título Sex-
to de la Ley General de Desarrollo Social, en relación a la
confidencialidad del registro de beneficiarios de los pro-
gramas establecidos por la política nacional de desarrollo
social y de las responsabilidades y sanciones de los servi-
dores públicos que tienen acceso a la información de los
registros de beneficiarios de los programas establecidos
por la política nacional de desarrollo social; asimismo, se
adiciona una fracción VII al artículo 14 de la Ley de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal, bajo la siguiente 

Exposición de Motivos

Para nadie resultan desconocidos los diversos comentarios
vertidos en relación con la participación de funcionarios y
servidores públicos, en asuntos de campañas electorales y
fundamentalmente por el indiscriminado uso de informa-
ción pública relacionado con el registro de beneficiarios de
los programas establecidos por la política nacional de desa-
rrollo social.

Los modelos de operación política actuales, obligan a pre-
sentar diferentes formas político electorales que consagren
mayoritariamente los principios ideológicos y no las fuer-
tes embestidas de utilización político-electoral de los bene-
ficiarios y sus familias, incorporados en los programas pú-
blicos, fundamentalmente vía programas de desarrollo
social.
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Es importante señalar que no solamente a nivel federal se
siguen presentando este tipo de prácticas, caso concreto el
señalado últimamente, donde el candidato de un partido en
el estado de Tlaxcala fue beneficiado electoralmente, al
serle filtrado el registro de beneficiarios para un provecho
partidista.

En diferentes estados y municipios esta práctica se viene
generalizando, acotando de una manera sensible las volun-
tades ciudadanas y lucrando de manera indigna con la ne-
cesidad de las familias, quienes al verse acosadas con la
eliminación de sus apoyos, no tienen más remedio que el
de asistir a votar por el gobierno, llámese partido que otor-
ga los beneficios.

Existen algunos elementos jurídicos que nos han permitido
avances importantes para salvaguardar la equidad electo-
ral, pero desgraciadamente se sigue utilizando para dichos
fines a los beneficiarios de los programas de desarrollo so-
cial.

La propia Secretaría de Desarrollo Social ha sido bastante
elocuente en relación al caso, para evitar el uso indiscrimi-
nado del Padrón Unico de Beneficiarios en materia políti-
co-electoral, resaltando la obligación profesional y moral
que debe prevalecer dentro de las instituciones y funda-
mentalmente de los funcionarios y servidores públicos.

Los resultados electorales últimos nos han dejado la expe-
riencia de que la alternancia llegó para quedarse, pero ade-
más de que las contiendas electorales cada día serán más
complejas y competidas, lo que nos obliga a determinar re-
glas claras y específicas, pero sobre todo evitar el uso y
abuso de información confidencial, especialmente las rela-
cionadas con la política nacional de desarrollo social.

La Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Elec-
torales, se integró con la finalidad de atender en forma ins-
titucional, especializada y profesional, lo relativo a los de-
litos electorales federales, contenidos en el Título
Vigesimocuarto del Código Penal Federal.

Me permitiré citar algunas de ellas: recoja en cualquier
tiempo, sin causa prevista por la ley, credenciales para vo-
tar de los ciudadanos; obtenga o solicite declaración fir -
mada del elector acerca de su intención o sentido de su
voto o bien que mediante amenaza o promesa de paga o
dádiva, comprometa su voto a favor de un determinado
partido político o candidato; condicione la prestación de
un servicio público, el cumplimiento de programas o la

realización de obras públicas en el ámbito de su compe-
tencia, a la emisión del sufragio a favor de un partido po-
lítico o candidato; destine de manera ilegal fondos, bienes o
servicios que tenga a su disposición en virtud de su car-
go, tales como vehículos, inmuebles y equipos, al apoyo
de un partido político o de un candidato, sin perjuicio de
las penas que pueda corresponder por el delito de pecula-
do; proporcione apoyo o preste algún servicio a los parti-
dos políticos o a sus candidatos, a través de sus subordi-
nados, usando del tiempo correspondiente a sus labores
de manera ilegal.

Desgraciadamente los conceptos erróneos de algunos acto-
res sociales y políticos abusan de la benevolencia vertida
por el legislador al aprobar leyes y se encausan sobre aque-
llas lagunas que le permitan desviaciones y faltas graves en
beneficio de algunos y en perjuicio de la sociedad en su
conjunto.

Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 20 de enero de 2004, se creó la Ley General de Desarro-
llo Social. El contenido de dicha ley es de carácter social y
se da con el fin de proteger a todos los mexicanos que vi-
ven en condiciones de extrema pobreza y que por lo mis-
mo no pueden satisfacer las necesidades básicas, lo que los
lleva a su marginación y olvido.

El espíritu de esta ley es garantizar los derechos sociales
que consagra la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y para ello se han implementado las políti -
cas de desarrollo social y se han creado distintos programas
de asistencia social, como lo son Progresa y Oportunida-
des, entre otros, con la participación de diversas dependen-
cias del Ejecutivo Federal, estatal y municipal.

Sin embargo, en la ley de referencia, no se acotó el señala-
miento de secrecía y confidencialidad que debe de existir y
que debe de tener el patrón único de beneficiarios inscritos
en los programas aludidos, ya que por derecho de privaci-
dad éstos no pueden ser dados a conocer por los servidores
públicos que tengan acceso a los mismos, para que no se
haga mal uso de la información o se pretenda obtener be-
neficios adicionales, o bien, traten de intimidar a los bene-
ficiarios con el argumento de que dejarán de recibir los
apoyos, a los que tienen derecho, sino acceden a cumplir
con sus caprichos personales o ideológicos.

También se omiten en el cuerpo de la ley las responsabili-
dades a que se harán acreedores los servidores públicos
respecto a la reserva de la información, ni se señalan las
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sanciones a que se hacen acreedores por proporcionar in-
formación confidencial.

Por lo anteriormente expuesto, presento ante esta soberanía
la siguiente iniciativa de 

Decreto

Primero. Se adiciona una fracción X al artículo 1° de la
Ley General de Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Garantizar la secrecía y confidencialidad de la información
generada, en relación al registro y padrón único de benefi-
ciarios de los programas establecidos en la política nacio-
nal de desarrollo social.

Segundo. Se adiciona el Título Sexto, Responsabilidades y
Sanciones, Capítulo Unico, artículo 86: 

Serán causas de responsabilidad administrativa de los ser-
vidores públicos por las obligaciones establecidas en esta
ley, las siguientes:

I. Usar, sustraer, destruir, ocultar, inutilizar, divulgar o al-
terar, total o parcialmente, y de manera indebida, informa-
ción que se encuentre bajo su custodia, a la cual tengan ac-
ceso, conocimiento con motivo de su empleo, cargo o
comisión.

II. Actuar con negligencia, dolo o mala fe, en la difusión de
la información.

III. Entregar información considerada como reservada o
confidencial.

IV. No entregar la información que haya sido requerida por
el Poder Judicial de la Federación, la responsabilidad a que
se refiere este artículo o cualquiera otra derivada del in-
cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley,
serán sancionada en los términos de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

Artículo 87. Las responsabilidades administrativas que se
generen por el cumplimiento de las obligaciones a que se
refiere el artículo anterior, son independientes del orden ci-
vil o penal que procedan.

Tercero. Se adiciona la fracción II al artículo 14 de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental, para quedar como sigue:

La que contenga la información sobre los beneficiarios de
los programas establecidos por la política nacional de desa-
rrollo social.

Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en el mes de
septiembre de 2004.

Atentamente, el de la voz.

Solicito a la Presidencia que esta iniciativa se inserte ínte-
gramente en el Diario de los Debates. Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las leyes General de Desarrollo Social, y Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal, a cargo del diputado Quintín Vázquez García, del gru-
po parlamentario del PRI 

El suscrito, diputado federal por el distrito 9 electoral, con
cabecera en Guadalajara, Jalisco, Quintín Vázquez García,
integrante del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la Quincuagésima Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad
otorgada por la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y de con-
formidad con lo previsto en los artículos 55, fracción II, 56
y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, expone ante
el Pleno de la honorable Cámara de Diputados la presen-
te iniciativa de decreto, por el que se adicionan una frac-
ción X al artículo 1º, así como los artículos 86 y 87 den-
tro de un Capítulo Único, bajo el Título Sexto, de la Ley
General de Desarrollo Social, con relación a la confiden-
cialidad del registro de beneficiarios de los programas es-
tablecidos por la política nacional de desarrollo social, y
de las responsabilidades y sanciones de los servidores pú-
blicos que tienen acceso a la información de los registros
de beneficiarios de los programas establecidos por la po-
lítica nacional de desarrollo social; asimismo, se adiciona
una fracción VII al artículo 14 de la Ley de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública Gubernamental,
bajo la siguiente 
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Exposición de Motivos 

Para nadie resultan desconocidos, los diversos comentarios
vertidos en relación con la participación de funcionarios y
servidores públicos en asuntos de campañas electorales y
fundamentalmente por el indiscriminado uso de informa-
ción pública relacionada con el registro de beneficiarios de
los programas establecidos por la Política Nacional de Des-
arrollo Social. 

Los modelos de operación política actuales, obligan a pre-
sentar diferentes formas político electorales que consagren
mayoritariamente los principios ideológicos y no las fuer-
tes embestidas de utilización político electoral de los bene-
ficiarios y sus familias, incorporados en los programas pú-
blicos fundamentalmente vía programas de desarrollo
social. 

Es importante señalar que no solamente a escala federal se
siguen presentando este tipo de prácticas, caso concreto el
señalado últimamente donde el candidato del partido ac-
ción nacional en el Estado de Tlaxcala, fue beneficiado
electoralmente al serle filtrado el registro de beneficiarios
para un provecho partidista. 

En diferentes estados y municipios ésta práctica se viene
generalizando, acotando de una manera sensible las volun-
tades ciudadanas lucrando de manera indigna con la nece-
sidad de las familias, quienes al verse acosadas con la eli-
minación de sus apoyos no tienen más remedio que el de
asistir a votar por el gobierno, llámese partido que otorga
los beneficios. 

Existen algunos elementos jurídicos que nos han permitido
avances importantes para salvaguardar la equidad electoral,
pero desgraciadamente se sigue utilizando para dichos fines,
a los beneficiarios de los programas de desarrollo social. 

La propia Secretaría de Desarrollo Social, ha sido bastante
elocuente con relación al caso, para evitar el uso indiscri -
minado del padrón único de beneficiarios en materia polí-
tico electoral, resaltando la obligación profesional y moral
que debe de prevalecer dentro de las instituciones y funda-
mentalmente de los funcionarios y servidores públicos. 

Los resultados electorales últimos, nos han dejado la expe-
riencia de que la alternancia llegó para quedarse, pero ade-
más de que las contiendas electorales cada día serán más
complejas y competidas, lo que nos obliga a determinar re-
glas claras y específicas, pero sobre todo de evitar el uso y

abuso de información confidencial especialmente las rela-
cionadas con la política nacional de desarrollo social. 

La Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Elec-
torales, se integró con la finalidad de atender en forma ins-
titucional, especializada y profesional, lo relativo a los de-
litos electorales federales, contenidos en el Título
Vigésimo cuarto del Código Penal Federal. 

Me permitiré citar algunos de ellos: 

• Recoja en cualquier tiempo, sin causa prevista por la ley,
credenciales para votar de los ciudadanos. 

• Obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca
de su intención o sentido de su voto, o bien que, mediante
amenaza o promesa de paga o dádiva, comprometa su vo-
to a favor de un determinado partido político o candidato. 

• Condicione la prestación de un servicio público, el cum-
plimiento de programas o la realización de obras públicas,
en el ámbito de su competencia, a la emisión del sufragio a
favor de un partido político o candidato. 

• Destine, de manera ilegal, fondos, bienes o servicios que
tenga a su disposición en virtud de su cargo tales como ve-
hículos, inmuebles y equipos, al apoyo de un partido polí-
tico o de un candidato, sin perjuicio de las penas que pue-
da corresponder por el delito de peculado. 

• Proporcione apoyo o preste algún servicio a los partidos po-
líticos o a sus candidatos, a través de sus subordinados, usan-
do del tiempo correspondiente a sus labores, manera ilegal.

Desagraciadamente, los conceptos erróneos de algunos ac-
tores sociales y políticos, abusan de la benevolencia verti-
da por el legislador al aprobar leyes y se encauzan sobre las
lagunas que les permitan desviaciones y faltas graves en
beneficio de algunos y en perjuicio de la sociedad en su
conjunto. 

Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación
el veinte de enero de dos mil cuatro, se creó la Ley Gene-
ral de Desarrollo Social. 

El contenido de dicha ley es de carácter social y se da con
el fin de proteger a todos los mexicanos que viven en con-
diciones de extrema pobreza y que por lo mismo no pueden
satisfacer las necesidades básicas, lo que los lleva a su
marginación y olvido. 
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El espíritu de esta ley es garantizar los derechos sociales
que consagra la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y para ello se han implantado las políticas
de desarrollo social y se han creado distintos programas de
asistencia social, como Progresa y Oportunidades, con la
participación de diversas dependencias del Ejecutivo fede-
ral, estatal y municipal. 

Sin embargo, en la ley de referencia no se acotó el señala-
miento de secrecía y confidencialidad que debe de existir y
que debe de tener el padrón único de beneficiarios inscri-
tos en los programas aludidos, ya que por derecho de pri-
vacidad, estos no pueden ser dados a conocer por los ser-
vidores públicos que tengan acceso a los mismos, para que
no se haga mal uso de la información o se pretenda obtener
beneficios adicionales, o bien, traten de intimidar a los be-
neficiarios con el argumento de que dejarán de recibir los
apoyos a los que tienen derecho si no acceden a cumplir
con sus caprichos personales o ideológicos. 

También se omiten en el cuerpo de la ley las responsabili-
dades a que se harán acreedores los servidores públicos
respecto a la reserva de la información, ni se señalan las
sanciones a que se hacen acreedores por proporcionar in-
formación confidencial. 

Por lo expuesto, presento ante esta soberanía la siguiente
iniciativa de 

Decreto 

Primero. Se adiciona una fracción X al artículo 1º de la
Ley General de Desarrollo Social. 

... 

X. Garantizar la secrecía y confidencialidad de la informa-
ción generada con relación al registro y padrón único de
beneficiarios de los programas establecidos en la política
nacional de desarrollo social.

Segundo. Se adiciona el 

Título Sexto Responsabilidades y Sanciones 

Capítulo Único 

Artículo 86. Serán causas de responsabilidad administrati-
va de los servidores públicos por las obligaciones estable-
cidas en esta ley las siguientes: 

I. Usar, sustraer, destruir, ocultar, inutilizar, divulgar o al-
terar total o parcialmente y de manera indebida informa-
ción que se encuentre bajo su custodia, a la cual tengan ac-
ceso o conocimiento con motivo de su empleo, cargo o
comisión; 

II. Actuar con negligencia, dolo o mala fe en la difusión de
la información; 

III. Entregar información considerada como reservada o
confidencial; 

IV. No entregar la información que haya sido requerida por
el Poder Judicial de la Federación;

La responsabilidad a que se refiere este artículo o cualquier
otra derivada del incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en esta ley será sancionada en los términos de la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos. 

Artículo 87. Las responsabilidades administrativas que se
generen por el incumplimiento de las obligaciones a que se
refiere el artículo anterior, son independientes de las del or-
den civil o penal que procedan. 

Tercero. Se adiciona la fracción VII al artículo 14 de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental. 

Artículo 14 

... 

VII. La que contenga la información sobre los beneficia-
rios de los programas establecidos por la Política Nacional
de Desarrollo Social.

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de sep-
tiembre de 2004. — Dip. Quintín Vázquez García (rúbrica.)» 

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: In-
sértese el texto íntegro en el Diario de los Debates y túr-
nese a las Comisiones Unidas de Gobernación y de De-
sarrollo Social.
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LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA 
Y EL HIMNO NACIONALES

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
la palabra el señor diputado don Víctor Manuel Alcérreca
Sánchez, del grupo parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, para presentar una iniciativa que reforma
los artículos 41 y 46 de la Ley sobre el Escudo, la Bande-
ra y el Himno Nacionales.

El diputado Víctor Manuel Alcérreca Sánchez: Con su
permiso, diputado Presidente. Colegas diputadas y diputa-
dos:

La afirmación de nuestra identidad histórica y cultural es
condición de estabilidad y desarrollo. Una sociedad sin raí-
ces y sin patrimonio espiritual común difícilmente puede
definir el perfil de su propio proyecto. El estudio de nues-
tra historia, rendir homenaje a la memoria de nuestros hé-
roes y profesar con orgullo el culto a nuestros símbolos pa-
trios, reiteran nuestra adhesión a los principios superiores
de México.

Consumada la Independencia Nacional en el año de 1821,
surgieron tentativas de composiciones poéticas y musicales
para proporcionar a la nación de un canto cívico, de una
canción patriótica, de un canto épico y hasta un himno pa-
triótico, pero no de un himno nacional, este concepto sur-
gió hasta 1849 en que se lanzó la primera convocatoria y
después de tres décadas, en una segunda convocatoria emi-
tida en 1853, nació nuestro bello Himno Nacional. 

El 12 de noviembre de 1853 el Gobierno mexicano convo-
có un concurso literario para seleccionar la letra del Him-
no Nacional Mexicano, siendo ganador el ciudadano Fran-
cisco González Bocanegra, originario de San Luis Potosí,
como se publicó en el Diario Oficial del día 3 de febrero de
1985. Dicha obra fue musicalizada en agosto de 1854 por
el artista Jaime Nunó para darse a conocer al público el día
16 de septiembre de 1854.

Durante la sesión anterior de esta honorable Cámara de Di-
putados hemos conmemorado el 150 Aniversario del Him-
no Nacional Mexicano.

La historia del Himno Nacional Mexicano revela el tempe-
ramento poético, musical y heroico de nuestro pueblo. El
Himno original se componía de 84 versos repartidos en 10
estrofas de 8 líneas cada una más el coro de 4. A partir de
la Revolución de Ayutla se acostumbró a no cantar varias

estrofas, ya que en ellas se hacía alusión a Santa Anna y a
Iturbide. 

Por medio del decreto del Presidente diputado Manuel Avi-
la Camacho, publicado en mayo de 1943, se declaró oficial
el Himno Nacional editado por la ahora conocida como Se-
cretaría de Educación Pública, tomando sólo 4 de las 10 es-
trofas, intercalando en ellas 5 veces el coro. Esta versión es
confirmada en la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el
Himno Nacionales del 8 de febrero de 1984.

El Himno Nacional Mexicano es un signo externo que dis-
tingue, identifica y articula vigorosamente a la nación, es
un símbolo patrio donde se representa el sentir de todo me-
xicano que se encuentra dentro y fuera del territorio nacio-
nal. Constituye un símbolo de identidad y de unidad para
los mexicanos y es en esencia la síntesis de los anhelos de
libertad y soberanía que los próceres de la nación nos lega-
ron.

En tiempos de paz, en nuestro país y en el extranjero sus
notas nos sensibilizan y nos recuerdan que la historia de
nuestro país se escribió con sacrificio y honor, es por eso
que como expresión de identidad debe apegarse a la letra y
música contenida en la ley correspondiente, por lo que su
canto y ejecución debe ser íntegra y respetuosa.

Nuestro himno es considerado dentro de los más bellos del
mundo, la letra del Himno Nacional, a pesar del tiempo
transcurrido desde su creación, es actual porque encierra el
pensamiento y el sentir de todo mexicano que ame a su país
y que esté dispuesto a luchar por construir un México me-
jor con valores y raíces nacionales.

Es necesario que todo mexicano conozca, sepa y pueda en-
tonar nuestro bello Himno Nacional en su totalidad, en
consecuencia, es imperativa la difusión de la letra y músi-
ca de manera íntegra en radio y televisión, así como su en-
señanza obligatoria desde temprana edad en los centros
educativos de nuestro país.

En la presente iniciativa se reforman los artículos 41 y 46
de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacio-
nales, se establece que el Himno Nacional se difunda dia-
riamente de manera íntegra en su letra y música en radio y
televisión, con el propósito de que todos los mexicanos co-
nozcamos y nos aprendamos nuestro himno, ya que éste
representa singular importancia para fortalecer la concien-
cia de los mexicanos, porque refrenda la unidad en torno a
los símbolos patrios.
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Otro punto relevante de esta iniciativa es el que señala la
obligatoriedad de la enseñanza del Himno Nacional en to-
dos los planteles de educación preescolar, primaria y se-
cundaria del país.

El porqué de esta obligatoriedad desde la enseñanza prees-
colar, la encontramos en que es en esa etapa educativa, el
momento idóneo para su aprendizaje, así como la cons-
trucción de los cimientos del respeto y amor a nuestros
símbolos patrios. El Himno Nacional Mexicano es parte
fundamental de nuestra cultura y de nuestros valores, re-
presenta el amor a la patria, a la libertad y a la justicia y fue
adoptado conjuntamente con la bandera y el Escudo Na-
cional como símbolo de nacionalidad del pueblo mexicano.

El Himno Nacional Mexicano nació en momentos trascen-
dentales de la lucha de nuestro pueblo por alcanzar y de-
fender sus ideales de independencia y libertad, expresando
con ello los sentimientos a través de este canto patriótico,
por lo que es importante que todo mexicano conozca y se
aprenda la letra íntegra del Himno Nacional y no sólo la
versión corta que por motivo de economía de tiempo, se in-
terprete en los eventos oficiales.

En el caso de aprobarse la presente iniciativa, correspon-
derá a la Secretaría de Gobernación y a la Secretaría de
Educación Pública en sus respectivas atribuciones, vigilar
el cumplimiento y observancia de estas disposiciones.

Así, por lo expuesto, someto a la consideración de este ho-
norable Congreso de la Unión, la presente iniciativa de 

Decreto

Artículo único. Se reforman los artículos 41 y 46 de la Ley
sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, para
quedar como sigue:

Artículo 41.  Del tiempo que por ley le corresponda al Es-
tado en las frecuencias de la radio y en los canales de tele-
visión, en los términos legales de la materia, se incluirá en
su programación diaria al inicio y cierre de las transmisio-
nes, la ejecución del Himno Nacional completo, en la ver-
sión cantada con la totalidad de sus estrofas, letra y músi-
ca y para el caso de la televisión simultáneamente la
imagen de la bandera nacional.

Artículo 46.  Es obligatoria la enseñanza del Himno Na-
cional en todos los planteles de educación preescolar, pri-
maria y secundaria.

El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Al mismo tiempo solicito a esta Presidencia que el texto ín-
tegro de esta iniciativa se registra en el Diario de los De-
bates y se inserte en la Gaceta Parlamentaria de esta Cá-
mara.

Es cuanto, señor Presidente. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 41 y 46 de la Ley so-
bre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo
del diputado Víctor Manuel Alcérreca Sánchez, del grupo
parlamentario del PRI. 

Dip. Víctor Manuel Alcérreca Sánchez, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como por los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos someto a la considera-
ción de este H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciati -
va con proyecto de decreto por el que se reforman los artí-
culos 41, y 46 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el
Himno Nacionales al tenor de lo siguiente 

Exposición de Motivos 

En este año 2004 se cumplen 150 años del Himno Nacio-
nal Mexicano. La afirmación de nuestra identidad histórica
y cultural es condición de estabilidad y desarrollo. Una so-
ciedad sin raíces y sin patrimonio espiritual común difícil-
mente puede definir el perfil de su propio proyecto. 

El estudio de nuestra historia, rendir homenaje a la memo-
ria de nuestros héroes y profesar con orgullo el culto a
nuestros símbolos patrios reiteran nuestra adhesión a los
principios superiores de México. 

Consumada la Independencia Nacional en el año de 1821,
surgieron tentativas de composiciones poéticas y musicales
para proporcionar a la Nación de un canto cívico, de una
canción patriótica, de un canto épico y hasta un himno pa-
triótico, pero no de un Himno Nacional. Este concepto sur-
gió hasta 1849 en que se lanzó la primera convocatoria y
después de tres décadas, en una segunda convocatoria,
emitida en 1853, nació nuestro bello Himno Nacional. El
12 de noviembre de 1853 el gobierno mexicano convocó a
un concurso literario para seleccionar la letra del Himno
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Nacional Mexicano, siendo ganador el C. Francisco Gon-
zález Bocanegra, originario de San Luis Potosí, como se
publicó en el Diario Oficial del día 3 de febrero de 1854.
Dicha obra fue musicalizada en agosto de 1854, por el ar-
tista Jaime Nunó, para darse a conocer al público el día 16
de septiembre de 1854. La historia del Himno Nacional re-
vela el temperamento poético, musical y heroico del pue-
blo mexicano. El Himno original se componía de 84 versos
repartidos en 10 estrofas de 8 líneas cada una, más el coro
de 4; a partir de la Revolución de Ayutla, se acostumbró no
cantar varias estrofas ya que en ellas se hacía alusión a
Santa Anna y a Iturbide. 

Por medio del decreto del Presidente Manuel Ávila Cama-
cho, publicado en Mayo de 1943 se declaró oficial el Him-
no Nacional, editado por la ahora conocida como Secreta-
ría de Educación Pública (SEP) tomando sólo 4 de las 10
estrofas intercalando en ellas 5 veces el coro, esta versión
es confirmada en la Ley sobre el escudo, la bandera y el
himno nacionales del 8 de Febrero de 1984. 

El Himno Nacional Mexicano es un signo externo que
distingue, identifica y articula vigorosamente a la nación,
es un símbolo patrio, donde se representa el sentir de to-
do mexicano que se encuentra dentro y fuera del territo-
rio nacional, constituye un símbolo de identidad y de uni-
dad para los mexicanos; y es en esencia la síntesis de los
anhelos de libertad y soberanía que los próceres de la na-
ción nos legaron. En tiempos de paz en nuestro país y en
el extranjero, sus notas nos sensibilizan y nos recuerdan
que la historia de nuestro país se escribió con sacrificio y
honor. Es por eso que como expresión de identidad, debe
apegarse a la letra y música contenida en la ley corres-
pondiente, por lo que su canto y ejecución debe ser inte-
gra y respetuosa. 

Nuestro himno es considerado entre los más bellos del
mundo. La letra del himno nacional a pesar del tiempo
transcurrido desde su creación, es actual, porque encierra el
pensamiento y el sentir de todo mexicano que ame a su pa-
ís y que este dispuesto a luchar por construir un México
mejor con valores y raíces nacionales. 

Es necesario que todo mexicano conozca sepa y pueda en-
tonar nuestro bello himno nacional en su totalidad. 

En consecuencia, es imperativa la difusión de la letra y mú-
sica de manera integra en radio y televisión; así como su
enseñanza obligatoria desde temprana edad en los centros
educativos de nuestro país. 

En la presente iniciativa de reforma a los artículos 41 y 46
de la Ley sobre el Escudo, Bandera y el Himno nacionales
se establece que el himno nacional se difunda diariamente de
manera íntegra en su letra y música en radio y televisión con
el propósito de que todos los mexicanos conozcamos y nos
aprendamos nuestro himno, ya que este representa singular
importancia para fortalecer la conciencia de los mexicanos,
porque refrenda la unidad en torno a los símbolos patrios. 

Otro punto relevante de esta iniciativa es el que señala la
obligatoriedad de la enseñanza del Himno Nacional en to-
dos los planteles de educación preescolar, primaria y se-
cundaria del país. El porque de esta obligatoriedad desde la
enseñanza preescolar, lo encontramos en que es en esa eta-
pa educativa el momento idóneo para su aprendizaje, así
como la construcción de los cimientos del respeto y amor
a nuestros símbolos patrios. 

El Himno Nacional Mexicano es parte fundamental de
nuestra cultura y de nuestros valores representa el amor a
la patria, a la libertad y a la justicia; y que es adoptado con-
juntamente, con la bandera y el escudo nacional como sím-
bolo de nacionalidad del pueblo mexicano. El Himno Na-
cional Mexicano nació en momentos trascendentales de la
lucha de nuestro pueblo por alcanzar y defender sus idea-
les de independencia y libertad, expresando con ello, los
sentimientos a través de este canto patriótico. Por lo que es
importante que todo mexicano conozca y se aprenda la le-
tra integra del himno nacional y no sólo la versión corta
que por motivo de economía de tiempo se interpreta en los
eventos oficiales. 

En el caso de aprobarse la presente iniciativa, correspon-
derá a la Secretaría de Gobernación y a la Secretaría de
Educación Pública en sus respectivas atribuciones vigilar
el cumplimiento y observancia de estas disposiciones. 

Así por lo expuesto, someto a la consideración de este H.
Congreso de la Unión la siguiente iniciativa. 

Decreto 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 41, y 46 de la
Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales
para quedar como siguen: 

Artículo 41.  Actual 

Artículo 41.- Del tiempo que por Ley le corresponde al Es-
tado en las frecuencias de la radio y en los canales de tele-
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visión, en los términos legales de la materia, se incluirá en
su programación diaria al inicio y cierre de las transmisio-
nes la ejecución del Himno Nacional y en el caso de la te-
levisión, simultáneamente la imagen de la Bandera Nacio-
nal. El número de estrofas que deberán ser entonadas será
definido por la Secretaría de Gobernación. 

Artículo 41. Reformado 

Artículo 41.- Del tiempo que por Ley le corresponde al
Estado en las frecuencias de la radio y en los canales de
televisión, en los términos legales de la materia, se in-
cluirá en su programación diaria al inicio y cierre de las
transmisiones la ejecución del Himno Nacional comple-
to, en la versión cantada con la totalidad de sus estro-
fas, letra y música y para el caso de la televisión, simul-
táneamente la imagen de la Bandera Nacional. 

Artículo 46. Actual 

Artículo 46.- Es obligatoria la enseñanza del Himno Na-
cional en todos los planteles de educación primaria y se-
cundaria. 

Artículo 46.  Reformado 

Artículo 46.- Es obligatoria la enseñanza del Himno Na-
cional en todos los planteles de educación preescolar, pri-
maria y secundaria. 

Transitorios 

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, a 14 de septiembre de
2004.— Dip. Víctor Manuel Alcérreca Sánchez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Está
publicada la iniciativa, señor diputado Alcérreca, en la
Gaceta, pero insértese el texto íntegro en el Diario de los
Debates y túrnese a la Comisión de Gobernación.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
el uso de la palabra el señor diputado don Eugenio Mier y

Concha Campos, del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, para presentar una iniciativa
que reforma y adiciona el artículo 420 del Código Penal
Federal.

El diputado Eugenio Mier y Concha Campos: Con el
permiso de la Presidencia; compañeras y compañeros dipu-
tados:

México es considerado como uno de los países con mayor
biodiversidad en el mundo, el comercio y utilización de la
vida silvestre es y ha sido una actividad común desde tiem-
pos muy remotos. 

La historia y costumbre de los diversos grupos étnicos en
el país claramente indican un gran respeto por la naturale-
za, lo que se refleja en un aprovechamiento racional de los
recursos y un desarrollo armónico con el medio ambiente a
lo largo de generaciones.

Sin embargo, las especies que forman parte de ésta gran ri-
queza biológica y cultural, están gravemente amenazadas
en la actualidad.

Es necesario entender, de una vez por todas, que los recur-
sos naturales forman parte del patrimonio vivo de nuestro
país, que su cuidado y adecuada explotación, debe ser vis-
to como un asunto de primer orden para el Estado mexi-
cano.

Esta Cámara no puede estar ajena a la problemática que la
materia presenta, nosotros, como máximo órgano de repre-
sentación popular, no podemos ni debemos mantenernos al
margen de la gravísima devastación ecológica que la Re-
pública Mexicana está sufriendo.

Hoy el Legislativo se erige como un auténtico poder que
por medio del mandato de ley, dispone cuál ha de ser el
rumbo que habrá de tomar nuestra nación. Muchos recur-
sos del país son objeto de un brutal saqueo y devastación
de especies terrestres y acuáticas, la falta de normatividad,
de planeación y de penalización, han prácticamente nulifi-
cado el tan deseado desarrollo sustentable.

En este sentido, es que hago uso de esta tribuna para expo-
ner la necesidad de adicionar el Código Penal Federal, en
aras de dictar normas jurídicas que mandaten la obligato-
riedad del Ejecutivo para establecer los medios de pesca no
permitidos y cuando se pone en riesgo la viabilidad bioló-
gica de una población de especies marinas.
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Así, una vez señaladas con toda claridad las prácticas pes-
queras no permitidas, será la ley penal sustantiva la que san-
cione con toda severidad a quienes infrinjan lo establecido
en dichas normas. Es nuestra obligación poner un alto a la
irresponsabilidad, al vandalismo, al tráfico, al saqueo y a la
introducción ilegal de especies protegidas de manera tempo-
ral o definitiva. Es hora de frenar el comercio ilegal que tan-
to lástima a nuestro ecosistema y de hacerle frente a los ins-
trumentos internacionales que nuestro país ha signado.

Las futuras generaciones de mexicanos tienen derecho a
disfrutar del patrimonio natural, que es también patrimonio
de todos los seres humanos; tienen derecho a un medio am-
biente sano y a una calidad de vida diferente. 

En este sentido, señoras y señores legisladores, es que por
lo anteriormente expuesto y fundado, someto a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona el artículo 420 del Có-
digo Penal Federal, en donde se adiciona un párrafo a la
fracción III, que a la letra dice:

“...Para los efectos de esta fracción el Ejecutivo Federal,
por conducto de las autoridades pesqueras federales, esta-
blecerán mediante norma oficial mexicana, cuales son los
medios de pesca no permitidos y cuando es que se pone en
riesgo la viabilidad biológica de una población de especies
marinas”.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo Federal a través de las autoridades
pesqueras federales contará con un plazo de 6 meses, a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto para llevar a
cabo las acciones a que se refiere la fracción III, en su úl-
timo párrafo del artículo 420 del Código Penal Federal vi-
gente, a fin de lograr su cabal cumplimiento.

Es cuanto, señor Presidente. 

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 420 del Có-
digo Penal Federal, a cargo del diputado Eugenio Mier y
Concha Campos, del grupo parlamentario del PRI 

El suscrito diputado, integrante del grupo parlamentario
del PRI, con fundamento en lo dispuesto en la fracción II

del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en el artículo 55 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta H.
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por la que se
reforma y adiciona el artículo 420 del Código Penal Fede-
ral, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Los recursos naturales forman parte del patrimonio vivo de
nuestro país. Su cuidado y adecuada explotación deben ser
vistos como asunto de primer orden para el Estado mexi-
cano. 

El cuidado de la flora y fauna, de los ecosistemas y, en ge-
neral, del ambiente es tema que se encuentra estrechamen-
te vinculado con la salud, con los derechos sociales e indi-
viduales y, por supuesto, con la economía nacional. 

En los últimos años, desde diversas trincheras mucho se ha
insistido en fomentar una nueva cultura que proteja los re-
cursos naturales y el ambiente. Grandes esfuerzos se han
hecho por las organizaciones no gubernamentales, de los
gobiernos, de los medios de comunicación y de los ecolo-
gistas para proteger la vida silvestre. Esos esfuerzos, la-
mentablemente, no han sido suficientes para proteger la
gran riqueza que como país poseemos. 

Esta Cámara no puede estar ajena a la problemática que la
materia presenta. Nosotros, como máximo órgano de re-
presentación popular, no podemos ni debemos mantener-
nos al margen de la gravísima devastación ecológica que la
República Mexicana está sufriendo. 

Hoy, el Legislativo se erige como un auténtico poder, que
por medio del mandato de ley dispone cuál ha de ser el
rumbo que habrá de tomar nuestra nación. 

Por ello no podemos dejar de reconocer que, por lo que se
refiere a la explotación de los recursos naturales y de la
protección de las diferentes especies marinas y terrestres,
así como de los ecosistemas, nuestra legislación vigente
presenta aún grandes vacíos, cuya enmienda resulta impos-
tergable. 

Tabasco, el estado del cual soy originario y que también re-
presento en este órgano colegiado, igual que el resto de las
entidades federativas, es objeto de un brutal saqueo y de-
vastación de especies terrestres y acuáticas. La falta de
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normatividad, de planeación y de penalización práctica-
mente ha nulificado el tan deseado desarrollo sustentable. 

Esa problemática afecta no sólo la economía, el ambiente y
la calidad de vida de quienes allí habitamos sino que tam-
bién afecta el desarrollo integral del país y -por ende- a to-
dos los mexicanos. 

En ese sentido, hago uso de esta tribuna para exponer la ne-
cesidad de adicionar el Código Penal Federal, en aras de
dictar normas jurídicas que mandaten la obligatoriedad del
Ejecutivo de establecer los medios de pesca no permitidos
y cuándo se pone en riesgo la viabilidad biológica de una
población de especies marinas. 

Así, una vez señaladas con toda claridad las prácticas pes-
queras no permitidas, será la ley penal sustantiva la que
sancione con toda severidad a quienes infrinjan lo estable-
cido en dichas normas. 

Considero nuestra obligación poner un alto a la irresponsa-
bilidad, al vandalismo, al tráfico, al saqueo y a la introduc-
ción ilegal de especies protegidas de manera temporal o de-
finitiva. Es hora de frenar el comercio ilegal, que tanto
lastima nuestros ecosistemas, y de hacer frente a los ins-
trumentos internacionales que nuestro país ha signado. 

Las futuras generaciones de mexicanos tienen derecho a
disfrutar del patrimonio natural. Tienen derecho a un am-
biente sano y a una calidad de vida diferente. 

En virtud de lo anterior, es necesario hacer conciencia de la
gran riqueza terrestre y marina de la cual somos deposita-
rios y que de una manera u otra es también patrimonio de
todos los seres humanos. 

La mención de esta inmensa riqueza nos obliga a pensar en
complicados y milenarios procesos biológicos que han de-
terminado la evolución humana y permitido su permanencia
como especie. De allí la trascendencia de su conservación. 

Los diputados signantes de esta iniciativa estamos conven-
cidos de que la singular riqueza biológica de México, cada
vez más apreciada y reconocida, significa responsabilida-
des extraordinarias para nuestra sociedad que deben expre-
sarse en compromisos e iniciativas de ley viables y efecti-
vas para su conservación. 

El legado biológico, producto de múltiples factores, se ca-
racteriza por una inmensa diversidad cuya variabilidad y

características colocan nuestra nación como una región es-
pecial. El alto grado de endemismo que presentan las espe-
cies que forman la biodiversidad nos estimula a concentrar
esfuerzos que deriven en su preservación. 

La conservación de la biodiversidad y el aprovechamiento
de oportunidades económicas en un ensamble de refuerzo
mutuo requieren una concurrencia ordenada de diferentes
instituciones gubernamentales en los tres niveles de go-
bierno y de los distintos sectores de la sociedad, así como
la correcta adecuación y homologación de las leyes. 

México es considerado uno de los países con mayor biodi-
versidad en el mundo, lo que puede explicarse por la con-
fluencia de dos regiones biogeográficas (la neártica y la ne-
otropical), su complejidad orográfica, diversidad climática
y tipos de vegetación. Con toda esta riqueza biológica, el
comercio y la utilización de la vida silvestre son y han si-
do actividad común desde tiempos muy remotos. La histo-
ria y las costumbres de los diversos grupos étnicos en el pa-
ís indican claramente un gran respeto por la naturaleza, lo
que se refleja en un aprovechamiento racional de los recur-
sos, y un desarrollo armónico con el ambiente a lo largo de
generaciones. 

Sin embargo, las especies que forman parte de esa gran ri-
queza biológica y cultural están gravemente amenazadas
en la actualidad. 

En conjunto, la enorme diversidad biológica del país y sus
grados de endemismo, su capacidad y experiencia institu-
cionales, sus mercados y agentes económicos potenciales,
y su ubicación geográfica forman las ventajas comparati-
vas que permiten suponer que la conservación y el aprove-
chamiento sustentable de la vida silvestre en México, ade-
más de perfectamente viables, son económicamente
rentables, socialmente provechosas y ecológicamente es-
tratégicas. 

Biodiversidad es la riqueza total en composición y número
de manifestaciones de las formas de vida en la naturaleza;
incluye todo el acervo genético de los organismos, pobla-
ciones, especies, comunidades, ecosistemas y las interac-
ciones ecológicas en que participan y es el resultado de un
proceso evolutivo que se manifiesta en la existencia de di-
ferentes formas de vida, determinadas por procesos de mu-
tación y selección que determinan las características y la
cantidad de diversidad que existe en un lugar y momentos
dados y por diferencias a nivel genético, en las respuestas
morfológicas, fisiológicas y etológicas de los fenotipos, en
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las formas de desarrollo, en la demografía y en las historias
de vida; pero la biodiversidad no es sólo la suma del total
de especies que se localizan en un área determinada, sino
la composición, estructura, exclusividad y el estatus de las
especies que allí se encuentran. 

El deber de las instancias del Estado en materia de fauna y
flora silvestres es dictar las normas para su conservación,
manejo y aprovechamiento. El derecho de los ciudadanos
es poder utilizarlos bajo las normas vigentes. 

En este orden de ideas, se propone ampliar el catálogo de
conductas consideradas ilícitas en el Código Penal, en aras
de proteger cabalmente las diferentes especies de flora y
fauna silvestres. Asimismo, propongo imponer una pena
adicional cuando dichas conductas afecten un área natural
protegida o cuando se realicen con fines comerciales. 

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
soberanía la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el artículo 420 del Código Penal Federal 

Único. Se adiciona un párrafo a la fracción tercera del ar-
tículo 420 del Código Penal Federal, para quedar de la si-
guiente manera: 

Artículo 420. ... 

I. a III. ... 

Para los efectos de esta fracción, el Ejecutivo federal,
por conducto de las autoridades pesqueras federales,
establecerá mediante norma oficial mexicana cuáles son
los medios de pesca no permitidos y cuándo se pone en
riesgo la viabilidad biológica de una población de espe-
cies marinas.

Transitorios 

Primero. El Ejecutivo federal, a través de las autoridades
pesqueras federales, contará con un plazo de seis meses a
partir de la entrada en vigor del presente decreto para lle-
var a cabo las acciones a que se refiere la fracción tercera,
en su único párrafo, del artículo 420 del Código Penal Fe-
deral vigente, a fin de lograr su cabal cumplimiento. 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de sep-
tiembre de 2004.— Dip. Eugenio Mier y Concha Campos
(rúbrica)»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Mu-
chas gracias, diputado Mier y Concha Campos. 

Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos.

SECRETARIA DE ECONOMIA

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
el uso de la palabra el señor diputado don Gonzalo More-
no Arévalo, del grupo parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, para presentar una iniciativa que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
de Metrología y Normalización y de la Ley Federal de
Competencia Económica.

El diputado Gonzalo Moreno Arévalo: Con su permiso,
señor Presidente; compañeras y compañeros diputados:

Pongo a su consideración la presente iniciativa de decreto
que reforma los artículos 1°, párrafo segundo y 37 de la
fracción II de la Ley Federal Sobre Metrología y Normali-
zación; 2º, segundo párrafo, 7º, fracción II, párrafo tercero,
tercero y 23 de la Ley Federal de la Competencia Econó-
mica; así como los artículos 112, párrafo segundo y 114
fracción I del Reglamento de la Ley Federal Sobre Metro-
logía y Normalización, a cargo del servidor de todos uste-
des, Gonzalo Moreno Arévalo.

Primero, como ya lo he señalado en otras iniciativas, una
de las garantías constitucionales de gran importancia que
deben prevalecer en todo momento en la relación de go-
bierno y gobernados, es la seguridad jurídica consagrada
en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, en donde
se consagran aspectos esenciales en todo tipo de procedi-
miento de la administración pública en sus tres esferas de
gobierno tutelado, los aspectos como la irretroactividad de
la norma, la legal competencia y la debida fundamentación
y motivación en todo acto de autoridad, sirviendo de ma-
yor soporte y claridad a este argumento lo contemplado en
las siguientes jurisprudencias que a continuación se trans-
criben:

Competencia de las autoridades administrativas en el man-
damiento escrito que contiene el acto de molestia. Debe
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señalarse con precisión el precepto legal que les otorgue la
atribución ejercida y en su caso la respectiva fracción, in-
ciso o subinciso”.

En el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y
precisión en la cita de las normas legales que facultan a la
autoridad administrativa para emitir el acto de molestia que
se trate al atender el valor jurídicamente protegido por la
exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar
certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos
de las autoridades que afecten o lesionen en su interés jurí -
dico y por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante
un acto que no cumpla con los requisitos legales necesa-
rios.

En congruencia con lo anterior, resulta inconcluso que para
estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación
que establece dicho precepto constitucional por lo que hace
a la competencia de la autoridad administrativa para emitir
el acto de molestia, es necesario que el documento que se
contenga se invoquen las disposiciones legales de acuerdo
al decreto que otorgan las facultades de la autoridad emi-
sora y, en caso de que estas normas se incluyan en diversos
supuestos, se precisen con claridad y detalle al apartado, la
fracción o fracciones, incisos o subincisos en que se apoya
dicha actuación, pues de no ser así se dejaría al gobernado
en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en és-
te que se ignorara si el proceder de la autoridad se encuen-
tra no dentro del ámbito competencial respectivo por razón
de materia, grado y territorio y en consecuencia si esto o no
está ajustado a derecho.

Es así porque no es permisible abrigar en la garantía indi-
vidual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que en
su finalidad consiste esencialmente en una exacta indivi-
dualización del acto de autoridad, de acuerdo a las hipóte-
sis de jurisdicción en que se ubica el gobernado en relación
con las facultades de la autoridad por razones de seguridad
jurídica.

El artículo 16 de la Constitución Federal, prescribe que los
actos de molestia para ser legales, deben provenir de auto-
ridad competente y cumplir con las formalidades esencia-
les que le dé la eficacia jurídica, lo que significa que todo
acto de autoridad debe emitirse por quien está legitimado
para ello, expresándose en el acto mismo de molestia el
dispositivo, acuerdo o decreto que se le otorgue a tal legi-
timización, ya que de no ser así se deja el gobernado en es-
tado de indefensión al no poder examinar si la actuación de

la autoridad emisora se encuentra dentro del ámbito com-
petencial respectivo.

Es así que se hace indispensable que tanto las atribucio-
nes de la autoridad, como su competencia y su nombre o
identificación como ente moral que quede clara y expre-
samente contemplados en las normas que le dan vida y
atribuciones legales para mayor seguridad y certeza a los
gobernados, por lo que en virtud de que tal y como cons-
ta en el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal de la Secretaría de Comercio y Fo-
mento Industrial ya no existe como tal, quedando en su
lugar la actual Secretaría de Economía, debiéndose ade-
cuar las leyes para que en la referencia a la autoridad
competente queda plenamente identificada la que actual-
mente existe, por lo que acorde con la garantía de seguri -
dad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 de nues-
tra Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, se hace necesario reformar los artículos 1º
párrafo segundo y 37 de la fracción II de la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización en el segundo párrafo
de la fracción VII párrafo tercero; así como los artículos
112 párrafo segundo y 114 fracción I del Reglamento de
la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, con la
finalidad de dar mayor claridad a la norma y seguridad ju-
rídica al gobernado.

Por lo anteriormente expuesto, someto respetuosamente a
la elevada consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 1º
párrafo segundo y 37 fracción II de la Ley Federal sobre
Metrología y Normalización; 2º, segundo párrafo; 7º, frac-
ción II, párrafo tercero y 23 de la Ley Federal de Compe-
tencia Económica, así como los artículos 112 párrafo se-
gundo y 114 de la fracción I, Reglamento de la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización para quedar de la si-
guiente forma:

Artículo único. Se reforman los artículos 1º, párrafo se-
gundo y 37 de la Ley Federal sobre la Normalización, pá-
rrafo segundo y tercero. 

El artículo 1º de la presente ley regirá en toda la República
y sus disposiciones de orden público e interés social, su
aplicación y vigilancia corresponde al Ejecutivo Federal
por conducto de las dependencias de la Administración
Pública Federal, que tengan competencia en materias regu-
ladas en este ordenamiento, siempre que en esta ley se haga
mención a la Secretaría, se entenderá hecha en la Secreta-
ría de Economía. 
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El patrimonio del Centro Nacional de Meteorología se in-
tegra con los recursos que anualmente se asigne el Gobier-
no Federal dentro del presupuesto aprobado por la Secreta-
ría de Economía. 

La Ley Federal de Competencia Económica, esta ley tiene
por objeto proteger el proceso de competencia y libre con-
currencia, mediante la prevención, la eliminación de mo-
nopolios, prácticas monopólicas y demás restricciones al
funcionamiento eficiente de los mercados, bienes y servi-
cios. Para efecto de esta ley se entenderá por secretaría, la
Secretaría de Economía y por comisión, la Comisión Fede-
ral de Competencia. 

La Procuraduría Federal del Consumidor bajo la coordina-
ción de la Secretaría de Economía será responsable de la ins-
cripción, vigilancia y sanción respecto a los precios máxi-
mos que se determinen conforme al artículo, de acuerdo con
lo que dispone la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

La Comisión Federal de Competencia es un órgano admi-
nistrativo desconcentrado de la Secretaría de Economía.
Contará con autonomía técnica y operativa y tendrá a su
cargo prevenir, investigar y combatir los monopolios, las
prácticas monopólicas y concentraciones en los términos
de esta ley y gozará de la autonomía para dictar sus resolu-
ciones. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 días
del mes de septiembre de 2004.

Atentamente el de la voz. Es cuanto, diputado Presidente. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.—LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y de la
Ley Federal de Competencia Económica, a cargo del dipu-
tado Gonzalo Moreno Arévalo, del grupo parlamentario
del PRI 

Gonzalo Moreno Arévalo, con las facultades que me con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Ge-
neral de la República; 55, fracción II, 56 y 62 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a su
consideración de esta honorable asamblea, la presente ini-
ciativa que reforma los artículos 24 y el artículo 34 en su
fracción XXI de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, atento a la siguiente 

Exposición de Motivos 

Primero.- Como ya lo he señalado en iniciativas anteriores
una de las garantías constitucionales de gran importancia
que debe prevalecer en todo momento en la relación de go-
bierno y gobernados es la de Seguridad jurídica consagra-
da en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, en don-
de se consagran aspectos esenciales en todo tipo de
procedimiento de la Administración Pública en sus tres es-
feras de gobierno, tutelando aspectos como la irretroactivi-
dad de la norma, la legal competencia y la debida funda-
mentación y motivación en todo acto de autoridad,
sirviendo de mayor soporte y claridad a este argumento lo
contemplado en las siguientes jurisprudencias que a conti-
nuación se trascriben. 

Competencia de las autoridades administrativas. En el
mandamiento escrito que contiene el acto de molestia,
debe señalarse con precisión el precepto legal que les
otorgue la atribución ejercida y, en su caso, la respecti-
va fracción, inciso y subinciso. 

De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de ru-
bro: “Competencia. su fundamentación es requisito esen-
cial del acto de autoridad”, así como de las consideracio-
nes en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende
que la garantía de fundamentación consagrada en el artícu-
lo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en
la cita de las normas legales que facultan a la autoridad ad-
ministrativa para emitir el acto de molestia de que se trate,
al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia
constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y se-
guridad jurídica al particular frente a los actos de las auto-
ridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por
tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto
que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En
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congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para es-
timar satisfecha la garantía de la debida fundamentación,
que establece dicho precepto constitucional, por lo que ha-
ce a la competencia de la autoridad administrativa para
emitir el acto de molestia es necesario que en el documen-
to que se contenga se invoquen las disposiciones legales,
acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad
emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos
supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la
fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su
actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en es-
tado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste
ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no
dentro del ámbito competencial respectivo por razón de
materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no
ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible
abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase
de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmen-
te, en una exacta individualización del acto de autoridad,
de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el go-
bernado en relación con las facultades de la autoridad, por
razones de seguridad jurídica. 

Clave: 2a./J. , Núm.: 57/2001 

Contradicción de tesis 94/2000-SS. Entre las sustentadas
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrati-
va del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Co-
legiados en Materia Administrativa, ambos del Primer Cir-
cuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos.
Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz
Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

Tesis de jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y
uno de octubre de dos mil uno. 

Materia: Administrativa 

Tipo: Jurisprudencia por Contradicción 

Autoridades administrativas. Están obligadas a citar
las disposiciones legales que funden su competencia. 

El artículo 16 de la Constitución Federal, prescribe que los
actos de molestia, para ser legales, deben provenir de auto-
ridad competente y cumplir con las formalidades esencia-
les que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo
acto de autoridad debe emitirse por quien esté legitimado
para ello, expresándose en el acto mismo de molestia, el

dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitima-
ción, ya que de no ser así, se deja al gobernado en estado
de indefensión, al no poder examinar si la actuación de la
autoridad emisora se encuentra dentro del ámbito compe-
tencial respectivo. 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa
del Primer Circuito. 

Clave: I.4o.A. , Núm.: J/16 

Amparo en revisión 334/91. Miguel Ramírez Garibay. 18
de abril de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José
Méndez Calderón. Secretario: Jacinto Figueroa Salmorán. 

Amparo en revisión 1494/96. Eduardo Castellanos Alba-
rrán y coags. 12 de junio de 1996. Unanimidad de votos.
Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Francisco
Alonso Fernández Barajas. 

Amparo en revisión 294/98. Mauricio Fernando Ruiz Gon-
zález. 17 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente:
Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso
Fernández Barajas. 

Amparo en revisión 1614/98. Leonardo Alonso Álvarez y
coag. 17 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente:
Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso
Fernández Barajas. 

Amparo en revisión 2424/98. Elvia Silvia Gordoa Cota. 12
de agosto de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén
Pedrero Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso Fernán-
dez Barajas. 

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación
1917-1995, Tomo VI, Materia Común, página 111, tesis
165, de rubro: “Competencia. Su fundamentación es re-
quisito esencial del acto de autoridad”. 

Materias: Constitucional-Administrativa 

Tipo: Jurisprudencia por reiteración de criterios

Es así que se hace indispensable que tanto las atribuciones
de la autoridad , como su competencia y su nombre o iden-
tificación como ente moral queden clara y expresamente
contemplados en las normas que les dan vida y atribucio-
nes legales para mayor seguridad y certeza de los gober-
nados, por lo que en virtud de que tal y como Consta en
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el Artículo 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal la Secretaría de Comercio y Fomento Indus-
trial ya no existe como tal, quedando en su lugar la actual
Secretaria de Economía, debiéndose adecuar las leyes para
que en la referencia a la autoridad competente quede ple-
namente identificada la que actualmente existe. Por lo que,
acorde con la garantía de seguridad jurídica que consagran
los artículos 14 y 16 de nuestra Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se hace necesario reformar los
artículos: 1º párrafo segundo y 37 fracción II de la Ley Fe-
deral Sobre Metrología y Normalización, 2 párrafo segun-
do, 7 fracción II párrafo tercero y 23 de la Ley Federal de
Competencia Económica, así como los artículos 112 párrafo
II y 114 fracción I del Reglamento de la Ley Federal Sobre
Metrología y Normalización, con la finalidad de dar mayor
claridad a la norma y seguridad jurídica al gobernado. 

Por lo anteriormente expuesto, someto respetuosamente a
la elevada consideración de esta soberanía la siguiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 1º, párrafo segundo, y 37, fracción II, de la Ley
Federal Sobre Metrología y Normalización; 2, párrafo
segundo, 7, fracción II, párrafo tercero, y 23 de la Ley
Federal de Competencia Económica; así como los artí-
culos 112, párrafo II, y 114, fracción I, del Reglamento
de la Ley Federal Sobre Metrología y Normalización ,
para quedar de la siguiente forma: 

Artículo Único: Se reforman los artículos 1º, párrafo se-
gundo, y 37, fracción II, de la Ley Federal Sobre Metrolo-
gía y Normalización; 2, párrafo segundo, 7, fracción II, pá-
rrafo tercero, y 23 de la Ley Federal de Competencia
Económica; así como los artículos 112, párrafo II, y 114,
fracción I, del Reglamento de la Ley Federal Sobre Metro-
logía y Normalización. 

Ley Federal sobre Metrología y Normalización 

Artículo 1 

La presente Ley regirá en toda la República y sus disposi-
ciones de orden público e interés social. Su aplicación y
vigilancia corresponde al Ejecutivo Federal, por conducto
de las dependencias de la administración pública federal
que tengan competencia en las materias reguladas en este
ordenamiento. 

Siempre que en esta Ley se haga mención a la Secretaría,
se entenderá hecha a la Secretaría de Economía. 

Artículo 37 

El patrimonio del Centro Nacional de Metrología se inte-
grará con: 

I. ... 

II. Los recursos que anualmente le asigne el Gobierno Fe-
deral dentro del presupuesto aprobado a la Secretaría de
Economía; 

III. ... 

IV. ...

Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Nor-
malización 

Artículo 112. La Secretaría deberá integrar un grupo de
trabajo para analizar y evaluar la documentación que pre-
senten los participantes en los términos prescritos por la
convocatoria y señalar quienes de ellos serán los finalistas
para ser seleccionados como merecedores al Premio Na-
cional de Calidad. 

El grupo se integrará por los funcionarios y demás repre-
sentantes que designe el Secretario de Economía.

Artículo 114. La selección definitiva de las empresas que
recibirán el Premio Nacional de Calidad se hará por un co-
mité el que se integrará por: 

I. El Secretario de Economía, quien lo presidirá; 

II. ... 

III. ... 

VI. ...

Ley Federal de Competencia 
Económica 

Artículo 2 

Esta ley tiene por objeto proteger el proceso de competen-
cia y libre concurrencia, mediante la prevención y elimina-
ción de monopolios, prácticas monopólicas y demás res-
tricciones al funcionamiento eficiente de los mercados de
bienes y servicios. 
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Para efectos de esta ley, se entenderá por Secretaría, la Se-
cretaría de Economía, y por Comisión, la Comisión Fe-
deral de Competencia. 

Artículo 7 

Para la imposición de precios máximos a los productos y
servicios que sean necesarios para la economía nacional o
el consumo popular, se estará a lo siguiente: 

I.- Corresponde en exclusiva al Ejecutivo Federal... 

II.- La Secretaría, ...

... 

La Procuraduría Federal del Consumidor, bajo la coordina-
ción de la Secretaría de Economía, será responsable de la
inspección, vigilancia y sanción, respecto de los precios
máximos que se determinen conforme a este artículo, de
acuerdo con lo que dispone la Ley Federal de Protección al
Consumidor. 

Artículo 23 

La Comisión Federal de Competencia es un órgano admi-
nistrativo desconcentrado de la Secretaría de Economía,
contará con autonomía técnica y operativa y tendrá a su
cargo prevenir, investigar y combatir los monopolios, las
prácticas monopólicas y las concentraciones, en los térmi-
nos de esta ley, y gozará de autonomía para dictar sus re-
soluciones. 

Transitorios 

Artículo Primero.- El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 dí-
as del mes de septiembre del 2004.— Dip. Gonzalo More-
no Arévalo (rúbrica) »

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias, diputado Moreno Arévalo. 

Túrnese a la Comisión de Economía. 

ARTICULOS 14 Y 17 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
la palabra el señor diputado Hugo Rodríguez Díaz, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
para presentar una iniciativa que reforma y adiciona los ar-
tículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

El diputado Hugo Rodríguez Díaz: Con su permiso dipu-
tado Presidente; compañeras y compañeros diputados:

El suscrito, diputado Hugo Rodríguez Díaz, en uso de las
facultades conferidas por la Constitución Federal y el Re-
glamento Interno de este Poder Legislativo, someto a la
elevada consideración de esta Asamblea, la siguiente ini-
ciativa de decreto, a fin de que se reformen los artículos 14
y 17 de la Constitución Federal, acorde a lo siguiente, iré
directamente a la iniciativa.

Se reforman y adicionan los artículos 14 y 17 de la Consti -
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos a fin de
adicionar un quinto párrafo del artículo 14 y la actualiza-
ción del segundo párrafo del artículo 17, ambos de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En el
14 para otorgar a las autoridades judiciales la opción de
aplicar los principios de justicia, equidad e igualdad, reco-
nocidas por dicha Constitución. 

Y en el 17 para actualizarlo a la anterior adición para que-
dar como sigue:

En los juicios de todo orden la sentencia definitiva deberá
ajustarse al texto de la ley aplicable tal y como se ordena
en los dos párrafos precedentes. Pero cuando no se cause
perjuicios a otra persona. 

El sentenciador deberá aplicar el caso en adición a ella, a
los principios de justicia, equidad e igualdad que se reco-
nocen en esta Constitución. 

En el artículo 17, toda persona tendrá derecho a que se le
administre justicia por tribunales competentes, donde se
disciernan y reconozcan derechos y obligaciones. 

Los tribunales estarán expeditos para impartirla bajo los
plazos y términos que fijen las leyes y los principios de jus-
ticia, equidad e igualdad que reconoce esta Constitución,
los cuales deberán precisarse y regularse en las leyes que
de ella emanen, emitiendo las resoluciones de manera
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pronta, completa e imparcial; su servicio será gratuito,
quedando en consecuencia prohibidas las costas judiciales. 

Este es el párrafo cien por cieto técnico, compañeras y
compañeros diputados. El fondo de este asunto, de esta ini-
ciativa que pongo a su consideración, viene de un docu-
mento, de un libro que todos nosotros recibimos, que es-
cribió el ministro retirado Juventino Castro y Castro, donde
habla fundamentalmente de lo siguiente: “Hay muchísimas
acciones en nuestra justicia que son legales pero son injus-
tas”. Es el tema preciso de esta iniciativa.

Pido y solicito al Presidente de la Mesa, instruya a quien
corresponda para que el texto íntegro de esta iniciativa esté
en el Diario de los Debates. Es cuanto, Presidente. Muchas
gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 14 y 17 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo del diputado Hugo Rodríguez Díaz, del grupo par-
lamentario del PRI 

El suscrito diputado federal Hugo Rodríguez Díaz, inte-
grante de esta H. LIX Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y
relativos, pone a la consideración de esta Asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que propone la
adición de un quinto párrafo en el artículo 14 y la actuali-
zación del segundo párrafo del artículo 17, ambos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
acorde a la siguiente 

Exposición de Motivos 

Primero.- Parafraseando una frase por todos conocida,
manifiesto que “al César lo que es del César, y al Ministro,
lo que es del Ministro”, toda vez que esta Iniciativa parte
de la lectura de un pequeño libro que seguramente a todos
los actuales legisladores llegó, de nombre Dos Cumbres
Profesionales escrito por el Ministro en Retiro Juventino
Castro y Castro, donde se mencionan los principios de es-
ta Iniciativa que es presentada a este honorable Pleno con
las modificaciones que por obvio de razones hago por
cuestión de criterio propio. 

Segundo.- Como antes lo he mencionado, toda ley funcio-
na apegada a una sociedad viva por lo que día a día se mo-
difica, alterna, substituye, suple, otorga o eliminan valores
antiguos y por ello, la Constitución Federal también se ha
modificado, reformado, adicionado y derogado artículos
cuyas actualizaciones son necesarias para lograr una de-
mocracia madura y una gobernabilidad estable. 

Tercero.- Así, las leyes fueron creadas para otorgar justicia
y que la justicia no estuviera a criterio del estado de ánimo
del gobernante, sino que se basara en leyes expedidas con-
forme a los reglamentos legislativos promulgados con an-
terioridad al hecho que se juzgaba, prohibiéndose el efecto
retroactivo de la ley en perjuicio de persona alguna. 

Sin embargo, las leyes, como cualquier otro acto humano
no siempre es el mejor y por ende, es perfectible: en efec-
to, en la praxis juris se han encontrado la existencia de le-
yes que cumplen con todos los reglamentos legislativos pa-
ra llegar a su existencia, más sin embargo, no siempre esas
leyes son “leyes justas”, esto es, que con ellas se llegue a
otorgar justicia, sino antes al contrario, son “leyes injustas”
con las cuales, aún y cuando se trate de “leyes legales”,
traen como resultado la aplicación de resoluciones o sen-
tencias injustas que impiden a los jueces el cumplir con su
principal enmienda: el aplicar la ley con total justicia y
contra la contradicción que indica que “los jueces o aplican
la ley o imparten justicia” 

Cuarto.- En ese sentido, la adición del quinto párrafo al ar-
tículo 14 constitucional se hace con el fin de evitar el pro-
blema que afrontan muchos jueces al pretender impartir
justicia sin lograrlo ya que solo pretenden aplicar la ley, sin
posibilidad alguna de impartir justicia. 

En el análisis de los considerandos del Ministro en Retiro
Juventino Castro y Castro como uno de otros juristas y fi-
lósofos clásicos indiscutiblemente necesarios para un aná-
lisis de la naturaleza propia de esta iniciativa, nos llevan a
concluir que si bien la ley es parte de la necesidad de otor-
gar justicia, ley y justicia son conceptos diferentes, como lo
son dios y religión o amor y matrimonio, donde la existen-
cia del primero no necesariamente da nacimiento o extin-
gue al segundo sino que uno es independiente del otro, así
como la inexistencia del segundo no necesariamente impli-
ca la inexistencia del primero, esto es, que justicia y ley no
son términos necesariamente sinónimos, ya que ésta fue
creada por el ser humano como consecuencia de la necesi-
dad de aquélla y no el primero es parte del segundo y vice-
versa. Así, la interrelación entre justicia y ley puede ser
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considerada como una antinomia jurídica que es clarifica-
da a la lectura de los artículos 1° y 17 de nuestra Carta
Magna que le dan todas las garantías a cualquier persona
que se encuentre en nuestro país, persona que tiene todo el
derecho de que la justicia le sea administrada por tribuna-
les previamente establecidos. 

Quinto.- Como lo he señalado anteriormente, el término
“justicia” es un término abstracto, sin definición absoluta,
al cual solo podemos tomar, como un hecho que no estor-
ba ú obstruye el orden del cual proviene; o lo que da a ca-
da quien lo suyo; igualdad de tratamiento; garantía en la
equidad de pares; esto es, en esencia, “virtud”: el bien que
los demás se merecen y, en fin, una serie de definiciones
que nos llevan a concluir que el derecho es de índole con-
creta mientras que la justicia es abstracta en esencia. 

Sexto.- Al analizar el concepto que maneja el Ministro en
Retiro Juventino Castro y Castro, concluimos, al igual que
él, en que la Constitución Federal deja a los juzgadores sin
armas para enfrentar una ley injusta cuando así lo conside-
ra, razona y motiva, dejando a cualquier juzgador honesto
ante la contradicción de seguir cumpliendo la Constitución
y las leyes que de ella emanen, aún y cuando sigan siendo
injustas, o de hacer que el sentenciador que se conduela de
ello tenga que renunciar a su cargo en un acto ético ante la
impotencia de no poder aplicar la justicia o incumplir la
protesta básica y imponer leyes injustas. 

Luego, teniendo como base cierta el hecho de que no todas
las leyes que emite el Congreso de la Unión son leyes “in-
justas”, pero que sí existen éstas y que el juzgador no tiene
posibilidad de otorgar justicia sobre ley injusta, porque esa
parte del Derecho se dicta por el legislador sin tener en
cuenta otras disciplinas científicas, otras necesidades hu-
manas, otros conocimientos ni otros propósitos que no sean
el de normar a la sociedad y ello conlleva a que lo que
hoy se aprueba, mañana puede ser reprobado, o que lo que
hoy se aprueba a pesar de ser reprobado, se hace porque
mañana será aprobado, además de que la abrogación, dero-
gación o substitución de una ley injusta por otra que sí se
valore como justa, solo puede llevarla a cabo el Poder Le-
gislativo, ya que, conforme a la legislación actual solo y
únicamente el Poder Legislativo puede tomar esas deci-
siones y nunca, nunca el Poder Judicial por sí mismo y
que fue crea-do para aplicar la ley, podrá realizar en la nor-
matividad un cambio de cualquier naturaleza. 

A ello se llega con la interpelación que nos lleva a apreciar
si lo correcto es impartir justicia sobre ley injusta o aplicar

la ley aún y cuando sea injusta. Es necesario señalar que es-
ta interpelación se basa en que el cuestionamiento en apli-
car o no la ley sucede cuando el juez tiene la obligación de
aplicar esa ley sea justa o injusta, sin la posibilidad, obli-
gación o compromiso (legal o personal) de revisar si la ley
es justa o injusta, pues su protesta de cumplir y hacer cum-
plir la Constitución Federal y las leyes que de ella emanen
se limita a aplicar la “ley legal”, aunque esa ley sea injus-
ta, contra lo que podemos llamar “acto justo”, que sucede
cuando el juez, ante la contradicción de cumplir con la pro-
testa de ley aplicando una ley injusta, decide renunciar al
cargo al no tener otra opción. 

Séptimo.- Luego, a fin de resolver la antinomia entre jus-
ticia y ley injusta sin dar lugar a que un juez honesto y pre-
parado, en un acto de mera ética profesional y personal ten-
ga que renunciar a su cargo antes que aplicar una ley que
considera injusta, o a la aplicación de la interpretación de
la ley que puede cambiar -como sucede en los procesos de
contradicción de tesis o jurisprudencias- y que no nos da
una base firme para actuar a fin de dar armas al sentencia-
dor de cualquier instancia y fuero para aplicar la justicia,
equidad e igualdad sobre la ley injusta, se propone incluir
un quinto párrafo en el artículo 14 de la Constitución Fe-
deral que va encaminado a abrigar en el texto de la norma
constitucional que resguarda la reconocida “garantía de le-
galidad”, la opción de que el juez, considerándose éste des-
de el juez natural, primario, de primera instancia o hasta el
Ministro del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, esté en
condiciones basadas desde ese texto constitucional a prefe-
rir aplicar la justicia sobre la ley injusta. 

Este “olvido legislativo” derivado de lo que Emilio Raba-
sa considera que “El artículo 14 olvidó esta verdad, o más
bien dicho, sus autores no repararon en que, al consignar
como garantía individual la recta aplicación de la ley, no
hacían menos que garantizar absolutamente la realización
de un ideal: el cumplimiento de la justicia”. 

Octavo.- Sin embargo, esa modificación, de resultar apro-
bada por el Constituyente Permanente, no debe dejar abier-
ta la posibilidad que el juez aplique sentencias por su pro-
pio criterio y sin base legal o contraria a ella, señalando
solo y únicamente que considera una ley como “injusta”
para aplicar una resolución, a criterio de este juez, como
“justa”. Para ello, se maneja la condición de que “cuando
no cause perjuicios a otra persona?”, lo que cierra cual-
quier puerta donde esta adición constitucional dañe a otra
persona y con estricta aplicación de los valores constitu-
cionales básicos en la materia que son los principios de
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justicia, equidad e igualdad reconocidos por la Constitu-
ción Federal. 

Noveno.- Ahora bien, también creo necesario que de lle-
gar a aprobarse la reforma propuesta al artículo 14 de
nuestra Máxima Ley, dicha aprobación debe ir concatena-
da con una reforma al segundo párrafo del artículo 17 de
la Carta Magna a fin de dar fondo a lo que ya es forma,
sin dejar fuera del texto constitucional conceptos que nos
dejaría a todos en el riesgo de no ser atendidos por los tri -
bunales. 

En efecto, Castro y Castro maneja el criterio de dejar fue-
ra del texto constitucional el principio de “derecho a la ad-
ministración de la justicia” incluyendo como exigencia “el
de que se le disciernan y reconozcan sus derechos por los
tribunales competentes” lo cual no considero inadmisible,
sino, antes al contrario, necesario en la adición, pero sin
dejar a un lado el principio de “derecho a la administración
de la justicia”, máxime que antes de exigir se debe tener
derecho, situación idéntica que sucede con el concepto de
los términos, entendiéndose éstos como el tiempo que ha
de pasar entre parte y parte del proceso y no como regla bá-
sica que el concepto “principio” que maneja Castro y Cas-
tro, que es el aserto hacia el cual llegamos a la lectura del
criterio del Ministro en Retiro, aún y cuando señale pre-
viamente la palabra “plazos”, habida cuenta que en dere-
cho lo que no abunda no daña, pero sí aclarando que por lo
que respecta a la justicia, equidad, e igualdad, éstos son
“principios” antes que “términos”. 

Décimo.- Por lo que respecta a la reforma encaminada a
suprimir la prohibición de costas judiciales, la considero
innecesaria y, aquélla, indispensable pues como lo señala
el Diputado Constituyente de 1857, Francisco Zarco, el
dejar la puerta abierta para el cobro de las costas judicia-
les sin razón fundamental alguna -como lo hago valer en
otra de mis Iniciativas- es tanto como lo señalaba Zarco:
“Triste es que el pueblo, a quien se llama soberano, con-
tribuyendo a todas las cargas públicas, tenga que comprar
la justicia, como compra la gracia, los sacramentos y la
sepultura”. 

Finalmente, consideramos innecesario señalar que los tri-
bunales funcionaran con apoyo en un presupuesto que per-
mita su independencia, dado que las mismas leyes orgáni-
cas y reglamentos actuales de la Suprema Corte ya legislan
sobre ese tema y, para el caso, aún y cuando en derecho lo
que no abunda no daña, en este caso, es innecesario que
llueva sobre mojado. 

En ese sentido, el suscrito diputado federal Hugo Rodrí-
guez Díaz, integrante de esta H. LIX Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
relativos, pone a la consideración de esta Asamblea la si-
guiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto que presenta el dipu-
tado federal Hugo Rodríguez Díaz que propone la adi-
ción de un quinto párrafo en el artículo 14 y la actuali-
zación del segundo párrafo del artículo 17, ambos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo Primero.- Se reforman y adicionan los artículos
14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos a fin de adicionar un quinto párrafo del artícu-
lo 14 y la actualización del segundo párrafo del artículo 17,
ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; en el 14, para otorgar a las autoridades judi-
ciales la opción de aplicar los principios de justicia, equi-
dad e igualdad reconocidas por dicha Constitución, y en el
17, para actualizarlo a la anterior adición, para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 14.- ... 

... 

... 

... 

En los juicios de todo orden la sentencia definitiva deberá
ajustarse al texto de la ley aplicable tal y como se ordena
en los dos párrafos precedentes, pero cuando no se cause
perjuicios a otra persona, el sentenciador deberá aplicar al
caso en adición a ella los principios de justicia, equidad e
igualdad que se reconocen en esta Constitución. 

Artículo 17.- ... 

Toda persona tendrá derecho a que se le administre justicia
por tribunales competentes donde se disciernan y reconoz-
can derechos y obligaciones. Los tribunales estarán expe-
ditos para impartirla bajo los plazos y términos que fijen
las leyes y los principios de justicia, equidad e igualdad
que reconoce esta Constitución, los cuales deberán preci-
sarse y regularse en las leyes que de ella emanen, emitiendo
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sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.
Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, pro-
hibidas las costas judiciales. 

... 

... 

Transitorios 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Fede-
ral, en la fecha de su presentación.— Dip. Hugo Rodríguez
Díaz (rúbrica.)»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Y lo
hago con mucho gusto, diputado.

Insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates y
túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

LEY ADUANERA

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
el uso de la palabra el señor diputado don Omar Bazán Flo-
res, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional para presentar una iniciativa que adiciona y
deroga diversas disposiciones del artículo 106 de la Ley
Aduanera.

El diputado Omar Bazán Flores: Gracias, señor Presi-
dente. En virtud que se encuentra el texto íntegro publica-
do el día de hoy en la Gaceta Parlamentaria, daré solamen-
te lectura a la propuesta de reforma en el artículo 106 de la
presente Ley Aduanera.

En la actual Ley Aduanera, mientras el ciudadano extran-
jero se le permite el ingreso temporal de vehículos duran-
te el tiempo que dure su calidad migratoria, al migrante
sólo se le permiten hasta seis meses, cuando las más de
las veces este vehículo significa motivo de orgullo como
resultado de los sacrificios de abandonar a su pueblo y a
su familia, por lo que es justicia y de justicia regresar el
esfuerzo de los migrantes al ser obsequiados con un be-
neficio que los distinga y se los reconozca, aunque sea de
una manera parcial, su gran apoyo a la nación con el en-

vío de remesas y el impacto al desarrollo de su región a
través de éstas.

Por lo anterior me permito poner a consideración de esta
honorable soberanía, la siguiente iniciativa: 

Artículo único. Se elimina el inciso e) de la fracción II y
se adiciona el inciso f) de la fracción III del artículo 106 de
la Ley Aduanera, quedando como sigue:

Artículo 106. Se entiende por régimen de importación
temporal, la entrada al país de mercancías para permanecer
en él por tiempo limitado o con finalidad específica, siem-
pre que retornen al extranjero en el mismo estado, por los
siguientes plazos:

1. Queda igual.

2. Hasta por seis meses en los siguientes casos:

a) Queda igual.

b) Queda igual.

c) Queda igual.

d) Queda igual.

e) Se elimina.

3. Hasta por un año cuando no se trate de las señaladas en
la fracciones I y IV de este artículo, y siempre que se reú-
nan las condiciones de control que establezca el reglamen-
to en los siguientes casos: del inciso a), b), c), d) y e), que-
da igual. 

Se adiciona y se integra el inciso f) Los vehículos, siempre
que la importación sea afectada por mexicanos con resi-
dencia en el extranjero o que acrediten estar laborando en
el extranjero por un año o más, comprobando mediante do-
cumentación oficial su calidad migratoria que los autorice
para tal fin y se trate de un solo vehículo en cada periodo
anual. 

En estos casos, el año se computará en entradas y salidas
múltiples, efectuadas dentro del periodo de hasta 18 me-
ses contados a partir de la primera entrada. Si se agotara
el permiso dentro de los 365 días, se podrá permitir un
nuevo permiso de manera inmediata iniciando de nuevo
el cómputo.
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Los vehículos podrán ser conducidos en territorio nacional
por el importador, su cónyuge, sus ascendientes, descen-
dientes o hermanos aun cuando éstos no tengan residencia
en el extranjero o por un extranjero con la calidad migrato-
ria indicadas en el inciso a de la fracción IV de este artículo.

Cuando sea conducido por alguna persona distinta a las au-
torizadas, invariablemente deberá viajar a bordo el impor-
tador del vehículo.

Los vehículos a que se refiere este inciso deberán cumplir
con los requisitos que señale el Reglamento.

No podrá exigirse más documentación que la prevista en el
Reglamento. Para este efecto, si el vehículo está siendo pa-
gado, a través de un crédito, bastará presentar copia de la
carta de crédito o carta-factura otorgada por la empresa o
institución que esté financiando su compra.

El interesado podrá efectuar el trámite correspondiente aun
y cuando el documento que acredite la propiedad del mis-
mo se encuentre a nombre de su cónyuge, ascendiente o
descendiente.

Número 4 y 5 quedan igual.

Transitorio. 

Unico. Esta reforma entrará en vigor el día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Atentamente, diputado Omar Bazán.

Señor Presidente, de la manera más atenta le solicito que
sea insertado íntegramente el texto en el Diario de los De-
bates. Muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona y deroga diversas disposiciones
del artículo 106 de la Ley Aduanera, a cargo del diputado
Omar Bazán Flores, del grupo parlamentario del PRI 

Omar Bazán Flores, en mi carácter de diputado federal de
la LIX Legislatura, con fundamento en los artículos 70 y
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 55, fracción II, 56, 62
y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la
consideración de esta soberanía, la presente iniciativa con
proyecto de decreto que elimina el inciso e) de la fracción

II y adiciona el inciso f) a la fracción III del artículo 106 de
la Ley Aduanera: 

Exposición de Motivos 

Después del Programa Bracero en 1960, un gran número
de mexicanos optaron por permanecer en los Estados Uni-
dos de manera definitiva, iniciando así la Gran Diáspora de
millones de mexicanos en la historia moderna del país. Es-
ta migración obedeció principalmente a la necesidad de ob-
tener una fuente de trabajo que les permitiera mejores in-
gresos para brindar a sus familiares, al menos, los recursos
necesarios para un mejor nivel de vida. 

En esta primera etapa y debido principalmente a que las
ofertas provenían del campo americano, la migración ob-
servaba en su totalidad a campesinos, que dejando sus tie-
rras, se lanzaban a la aventura que prometía el sueño ame-
ricano. Este gran flujo de jornaleros encontraron las
facilidades para internarse en el territorio americano debi-
do a que en aquel entonces la frontera no tenía la vigilan-
cia necesaria para detener este flujo, pero al mismo tiempo,
también los patrones americanos promovían en su benefi-
cio ésta migración. A pesar de las leyes americanas contra
los indocumentados, existía, de manera no dicha, una laxi-
tud que, producto de los intereses de los empleadores, per-
mitían la contratación de una mano de obra barata y traba-
jadora. 

Durante los años setenta, el flujo migratorio fue cambian-
do de acuerdo a las ofertas de trabajo y a la cada vez más
miseria en el campo, pero también se inicia en las zonas ur-
banas, que empezaban a sufrir falta de empleo, el flujo mi-
gratorio de mexicanos. El trabajo a realizar en los Estados
Unidos empezó a ubicarse en las grandes ciudades, princi-
palmente cerca de la zona fronteriza, y en trabajos de ser-
vicios tales como meseros, lava platos, jardineros, tenderos
y barrenderos; trabajos que no realizaban los propios ciu-
dadanos americanos. La entrada a los Estados Unidos em-
pezaba a ser más controlada, sin embargo no a los niveles
que impidieran detener este flujo migratorio que crecía de
manera constante. 

Las zonas de origen se ubicaban principalmente en los es-
tados de occidente del país, como Jalisco, Michoacán,
Guanajuato y Zacatecas, donde los hijos de aquellos jorna-
leros eran ahora los principales migrantes hacia el norte,
con alguna educación y juventud que les permitió emplear-
se en las ciudades. Estos flujos migratorios empezaron a su
vez a invitar a parientes o amigos a seguirlos en su ruta
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migratoria influyendo para que poblados enteros permane-
cieran la mayor parte del tiempo solos o con únicamente
población infantil, femenil y adultos mayores. Estas mi-
graciones empezaban a ser mas maduras, es decir a mante-
ner durante un periodo su migración pero con un retorno
temporal a sus lugares de origen para invertir o trabajar en
sus propiedades. Esto dio origen a lo que se fue llamando
las rutas de migración, donde pasó una generación que de
jornaleros se convirtieron en empleados en zonas urbanas.
Estos aprendieron y se ubicaron, de manera tal que empe-
zaron a llevarse a sus familias o en su caso se casaban con
mujeres migrantes e hijas de migrantes, fundando colonias
de originarios de determinados lugares de México. 

En los años ochenta el flujo se fue intensificando debido
principalmente a las grandes crisis económicas que sufría
el país y que cerraban las oportunidades de empleo a las
nuevas generaciones, manteniendo la migración como so-
lución a sus necesidades. Se agregan nuevos estados de ori-
gen como son Oaxaca, Guerrero, Sinaloa, Nayarit, Tamau-
lipas, Chihuahua, Durango y San Luis Potosí. 

Habrá que señalar que durante estos años se presenta el fe-
nómeno de la fuga de capitales, que reaccionaron así al ver
amenazados sus intereses y que lejos de un sentimiento pa-
triota, utilizaron la crisis de la devaluación para que gran-
des fortunas se vieran recompensadas por su asociación al
poder político. Durante este periodo podemos ver como los
grandes empresarios lejos de invertir en el país en nuevas
fuentes de empleo se dedicaron a invertir en lugares segu-
ros y en paraísos financieros. Ahora muchos de ellos se han
aliado al nuevo poder político y reniegan de sus amistades
del pasado, amistades que les sirvieron para mantener sus
privilegios y ganancias. Cabe reconocer a aquellos pocos
empresarios que se mantuvieron patriotas y que nunca
abandonaron su inversión en México. 

En los Estados Unidos se empieza a definir una política
migratoria cada vez más rigurosa y de mayor impacto ne-
gativo hacia la migración mexicana, en comparación con
otras comunidades como la cubana y algunos países de
Centroamérica. Sin embargo algunos migrantes mexicanos
se destacan al incrustarse como factor productivo y al
avanzar en posiciones de mayor nivel social. Empiezan con
empresas que impactan al mercado americano sobre todo
en el renglón de comida y dejan los empleos de servicios
para incorporarse al de inversión. 

No con esto se desea decir que la gran mayoría accede a es-
tos niveles de vida, al contrario, se mantienen los grandes

obstáculos a la educación, se cierran los servicios de salud,
se les considera culpables del desempleo y se les margina
de las oportunidades laborales. Con el gobierno del Presi-
dente Reagan se anulan los programas asistenciales a los
indocumentados, con la Ley Simpson-Rodino se castiga al
empleador de indocumentados, con la Ley 182 se les niega
en California los beneficios de asistencia social y la educa-
ción bilingüe; sin embargo los migrantes mexicanos son
factor de productividad en estados como California, Texas,
Illinois y Nueva York. 

En nuestro país la situación no mejora y se llega a índices
inflacionarios de hasta tres dígitos en el gobierno de Mi-
guel de la Madrid. El desempleo sigue a la alza y se incor-
poran a este generaciones de jóvenes preparados y profe-
sionales que buscan la solución en la migración hacia los
Estados Unidos. Los niveles de vida de la mayoría de los
mexicanos se ve degradada y el impacto llega a las clases
medias de la ciudadanía, clases que habían, de alguna ma-
nera, preparado sus estándares de vida con la realización de
estudios profesionales y que estos les podían garantizar el
acceso a satisfactores mejores. 

Con la llegada, en los años noventa, del neoliberalismo co-
mo dogma de los nuevos funcionarios, principalmente eco-
nomistas preparados en el extranjero que curiosamente
nunca sufrieron las desdichas de ser indocumentados, se
amplió la corriente migratoria hacia otros estados del país
que nunca hubiésemos pensado, como: Veracruz, Aguasca-
lientes, Chiapas, Yucatán, Estado de México, el Distrito
Federal, Hidalgo y Tlaxcala. 

Estas corrientes migratorias trajeron consigo a indígenas,
mujeres, jóvenes, inclusive niños que se adentraron a los
Estados Unidos por rutas cada vez más peligrosas. La se-
paración familiar, con la partida de alguno de los padres o
los dos, se dio de manera tal que podemos afirmar sin equi-
vocarnos que una parte de los hijos de estas familias ahora
están en la delincuencia o fueron abandonados con parien-
tes que en algunos casos agredieron a estos niños. Que el
Estado fue incapaz de atender este fenómeno social que día
con día fue creciendo hasta convertirse en un lugar común
para referirse a uno de los grandes problemas de nuestro
país. 

El número aproximado de migrantes cada año en esa épo-
ca fue de cerca de 200,000, los muertos por las rutas de mi-
gración empezaron a crecer producto de una ley y vigilan-
cia cada vez más estricta, los actos de violencia en los
grupos que pretendían cruzar la frontera fueron en aumento.
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Por primera vez nos dimos cuenta del enorme número de
mexicanos en los Estados Unidos de manera documentada
o indocumentada, que gran parte de mexicanos estaban
fuera del país, y que existía una deuda histórica con este
pedazo de patria. 

Para el año 2000, había cerca de 8.5 millones de mexica-
nos nacidos en México y que eran cerca de 22.5 millones
de origen mexicano los que vivían en los Estados Unidos. 

Pero lejos de disminuir el flujo migratorio, a partir del año
2000 este aumento considerablemente. Se considera que el
número de migrantes anuales creció a cerca de 396,000 en
el año de 2003. Basta ver el comportamiento de las reme-
sas que en el año de 2000 eran de 6250 millones de dóla-
res a cerca de 15,700 millones de dólares este año de 2004. 

El gobierno del Presidente Fox presentó en su Programa de
Gobierno 2000, una Agenda para los Migrantes que conte-
nía un acuerdo migratorio, un acuerdo para empleo tempo-
ral, la ampliación de visas y una nueva gestión en las zonas
fronterizas. Todo esto fracasó, no sólo no se obtuvo ningún
acuerdo con el gobierno del Presidente Bush, al cual se
presumía como amigo personal, sino que hemos visto de-
portaciones masivas en diferentes estados de la Unión
Americana. 

Este gobierno ha dejado al desamparo a millones de mi-
grantes que no pueden entrar y salir libremente de los Es-
tados Unidos por el temor a ser detenidos. Ha dejado a mi-
llones de familias en el total abandono ya que ni siquiera
les ha permitido mejorar los índices de vida. El programa
económico no ha mantenido el crecimiento prometido y los
índices de desempleo de 2000 a 2004 han dejado a más de
1.5 millones de trabajadores en edad productiva fuera del
empleo prometido. Peor aún, las mejoras en términos so-
ciales por la inversión extranjera no se han presentado por
la ausencia de ésta, la inversión privada mexicana no ha si-
do suficiente y más aun ha estado ausente. 

Si todo esto nos permite ver que en lo inmediato no existe
posibilidades de satisfacer las expectativas de calidad de
vida, es el momento de permitir una salida para que una
gran parte de familias de mexicanos que se encuentran fue-
ra del país y que con su sacrificio les permite encontrar una
fuente de ingresos, reciban un apoyo que mejore su nivel
de vida al poder contar con los beneficios que su familiar
migrante puede hacerles llegar con la adquisición de bienes
que pueda traer al país y se le permita gozar parte de esa me-
jora que es producto de su búsqueda de un mejor ingreso. 

Además de lo anterior, de ser despreciados o recibir un
mal trato en el país receptor, de los peligros que tuvieron
que sortear para cruzar la frontera, los migrantes sufren
de una gran injusticia en su propio país al ser diferencia-
dos en los derechos y beneficios que deben recibir, que
deben ver que al extranjero se le trata mejor que a él, que
aunque sea mexicano como cualquiera de nosotros, ve
esas diferencias y sufre de la corrupción de las autorida-
des en su paso por las carretera cuando vienen de visita a
sus lugares de origen. 

En la actual Ley Aduanera, mientras al ciudadano extran-
jero se le permite el ingreso temporal de vehículo durante
el tiempo que dure su calidad migratoria al migrante solo
se le permite seis meses, cuando las mas de las veces este
vehículo significa motivo de orgullo como resultado de su
sacrificio al abandonar su pueblo y a su familia. Por lo que
es de justicia regresar el esfuerzo de los migrantes al ser
obsequiados con un beneficio que los distinga y se les re-
conozca, aunque sea de manera parcial, su gran apoyo a la
Nación con el envío de sus remesas y el impacto en el des-
arrollo de su región a través de éstas. 

Por lo anterior, me permito poner a consideración de ésta
H. Soberanía, la siguiente iniciativa: 

Artículo Único: Se elimina el inciso e) de la fracción II y
se adiciona el inciso f) en la fracción III del artículo 106 de
la Ley Aduanera, quedando como sigue 

Artículo 106. Se entiende por régimen de importación
temporal, la entrada al país de mercancías para permanecer
en él por tiempo limitado y con una finalidad especifica,
siempre que retornen al extranjero en el mismo estado, por
los siguientes plazos: 

I. (queda igual). 

II. Hasta por seis meses, en los siguientes casos: 

a) (queda igual) 

b) (queda igual) 

c) (queda igual) 

d) (queda igual) 

e) se elimina. 
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III. Hasta por un año, cuando no se trate de las señaladas
en las fracciones I y IV de este artículo, y siempre que se
reúnan las condiciones de control que establezca el Regla-
mento, en los siguientes casos: 

a) (queda igual) 

b) (queda igual) 

c) (queda igual) 

d) (queda igual) 

e) (queda igual) 

f) Las de vehículos, siempre que la importación sea efec-
tuada por mexicanos con residencia en el extranjero o que
acrediten estar laborando en el extranjero por un año o
más, comprueben mediante documentación oficial su cali-
dad migratoria que los autorice para tal fin y se trate de un
solo vehículo en cada periodo anual. 

En estos casos, el año se computará en entradas y salidas
múltiples efectuadas dentro del periodo de hasta dieciocho
meses contados a partir de la primera entrada; si se agota-
ra el permiso dentro de los primeros 365 días, se podrá pe-
dir un nuevo permiso de manera inmediata, iniciando de
nuevo el cómputo. 

Los vehículos podrán ser conducidos en territorio nacional
por el importador, su cónyuge, sus ascendientes, descen-
dientes o hermanos aun cuando estos no tengan residencia
en el extranjero o por un extranjero con las calidades mi-
gratorias indicadas en el inciso a) de la fracción IV de este
artículo. 

Cuando sea conducido por alguna persona distinta a las au-
torizadas, invariablemente deberá viajar a bordo el impor-
tador del vehículo. Los vehículos a que se refiere este inci-
so deberán cumplir con los requisitos que señale el
Reglamento. 

No podrá exigirse más documentación que la prevista en el
Reglamento para este efecto. Si el vehículo está siendo pa-
gado a través de un crédito bastará presentar copia de la
carta de crédito o carta factura otorgada por la empresa o
institución que esté financiando su compra. 

El interesado podrá efectuar el trámite correspondiente,
aun y cuando el documento que acredite la propiedad del

mismo, se encuentre a nombre de su cónyuge, ascendientes
o descendientes. 

IV. Queda igual 

V. Queda igual.

Transitorio

Esta reforma entrara en vigor al día siguiente de su publi -
cación en el Diario Oficial de la Federación. 

México, DF., a 21 de septiembre de 2004.— Dip. Omar
Bazán Flores (rúbrica)» 

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias, señor diputado Omar Bazán.

Insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates y
túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY FEDERAL PARA LAS VICTIMAS 
Y OFENDIDOS DEL DELITO

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
el uso de la palabra el señor diputado don Miguel Angel
Osorio Chong, del grupo parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, para presentar una iniciativa de
Ley Federal para las Víctimas y Ofendidos del Delito.

El diputado Miguel Angel Osorio Chong: Con su venia,
señor Presidente; compañeras y compañeros diputados: 

Para nosotros los legisladores, la seguridad de los ciudada-
nos es un tema prioritario y compromiso fundamental con
nuestros representados.

Estoy convencido que el respeto a las instituciones y el
apego al orden jurídico, son premisas fundamentales en la
construcción y desarrollo de la convivencia humana.

Una preocupación actual es acoger a la víctima del delito,
construir los mecanismos institucionales para brindarles
una protección integral, destinarles mejores recursos y
nuestras mejores capacidades, para dar una respuesta a los
que reclaman por justicia, a los que son víctimas de la vio-
lencia y del delito.
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En efecto, debemos ser capaces más allá de nuestras dife-
rencias de darles una respuesta y de hacerle frente corres-
ponsable a la delincuencia y así dar paso a una sociedad
más segura, más igualitaria, con más y mejor justicia.

Es necesario entender que el olvido a las víctimas y ofen-
didos del delito, es un riesgo mayúsculo, pues ocasiona
que el sistema penal pierda legitimidad al no alcanzar los
mínimos esperados, perdiendo credibilidad de las institu-
ciones públicas, además de que provoca una mayor des-
confianza de las víctimas y ofendidos hacia sus autorida-
des, así como la falta de atención y reconocimiento de sus
derechos.

Lo anterior ha tenido como resultado un aumento en el nú-
mero de omisiones de denuncia, pues se estima que sola-
mente 2 de cada 10 delitos cometidos en México son de-
nunciados, lo que facilita la impunidad y la debilidad de
nuestro sistema penal.

Debemos partir de que la víctima debe de ser la principal
protagonista en el proceso penal, ya que nadie como ella
tiene el interés de defender el bien jurídico que se le ha
afectado, equilibrando la respuesta de los órganos de con-
trol social, pero protegiendo y garantizando el respeto a los
derechos de las víctimas.

Por esto es tarea del Estado velar porque la justicia con-
temple la promoción y defensa de los derechos humanos,
tanto de los agentes antisociales como de las víctimas, por
lo que tal protección debe ser conferida por nuestras insti-
tuciones de manera gratuita e independientemente de que
se identifique, aprehenda o condene al delincuente me-
diante el otorgamiento de servicios por parte del Estado y,
en su caso, auxiliado por grupos de la sociedad civil.

El derecho victimal nace a la vida jurídica al adicionar el
artículo 20 constitucional en su último párrafo en el año de
1993 y reconoce algunos de los múltiples derechos que de-
ben tener las víctimas y los ofendidos del delito. En 1994
se reforma el artículo 21 de la Constitución, anexando un
cuarto párrafo consagrando el derecho de la víctima y ofen-
dido del delito. 

En el año 2000 se reforma nuevamente el artículo 20 cons-
titucional, consagrando con mayor amplitud los derechos
de las víctimas u ofendidos por el delito en un apartado B,
finalizando con esto la notoria desigualdad de derechos
otorgados al inculpado y a la víctima. Pero a pesar de los
grandes avances y esfuerzos realizados en México a favor

de las víctimas del delito, las leyes aún han centrado su
atención en los derechos de las personas que acusadas por
la comisión de algún delito son sometidas a un procedi-
miento penal, dejando de lado un principio de justicia que
nos debe de obligar a pensar que la persona que se ve le-
sionada por el hecho sancionado como delito debe ser, sin
duda, la más protegida por la ley.

Por esta razón nuestro deber como legisladores es propo-
ner, las veces que sea necesarias, iniciativas en la materia
para tener diversas alternativas de estudio y al final crear
leyes que verdaderamente garanticen los intereses de los
principales afectados del delito y así enfrentar el problema
de la inseguridad social originada con motivo de la comi-
sión de hechos delictuosos y cambiar la percepción de la
sociedad con respecto a sus leyes y a las autoridades en-
cargadas de administrar y procurar la justicia.

Esta propuesta de Ley Federal para las Víctimas y Ofendi-
dos del Delito, que reglamentaría el artículo 20 constitu-
cional apartado B, entre otras cosas busca englobar todos
los esfuerzos realizados en la materia por diferentes depen-
dencias, además de establecer detalladamente los derechos
y recursos de las víctimas y los ofendidos del delito, cre-
ando los medios de asesoría jurídica adecuados para las
víctimas, articulándolos en un sistema de seguridad social
jurídica. 

Crea el Centro de Atención a Víctimas, como una alterna-
tiva más para su apoyo, con una serie de programas de
atención integrado por abogados, sicólogos, siquiátras,
asistentes sociales, médicos, entre otros. Con la finalidad
de ayudar, en primera instancia, a la víctima y a su familia,
además de sobrellevar el difícil trauma que los afecta y vi-
gilar el cumplimiento de sus derechos.

Establece un fideicomiso que se integrará por diversas
aportaciones tanto públicas como privadas, que contará
con los recursos necesarios para garantizar a la víctima de
escasos recursos la reparación del daño en los casos proce-
dentes y cuando no sea suficiente el monto aportado por el
responsable del delito. Además de contemplar la obliga-
ción solidaria del Estado de reparar el daño por los delitos
cometidos por sus servidores públicos en el ejercicio de sus
funciones.

Por todo lo anterior, debemos de partir necesariamente de
la premisa de que un auténtico Estado de Derecho no pue-
de olvidarse de las víctimas del delito, sino por el contrario
debe acogerla, tutelarla y darle seguridad.
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Por esto vengo hoy a presentar una iniciativa de Ley Fede-
ral para la Víctima, y el Ofendido, del Delito que les ga-
rantice los medios necesarios para hacer valer sus derechos
y que a su vez aminore las consecuencias necesarias del he-
cho delictuoso, terminando con el histórico olvido de las
víctimas y mitigando la sensación de indefensión, malestar
y olvido.

Por su atención muchas gracias, compañeras y compañeros
diputados. Es cuanto, señor Presidente.

«Iniciativa de Ley Federal para las Víctimas y Ofendidos
del Delito, a cargo del diputado Miguel Ángel Osorio
Chong, del grupo parlamentario del PRI 

El suscrito, diputado federal Miguel Ángel Osorio Chong,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LIX Legislatura, del honorable Congreso de
la Unión; con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y por los artículos 55, fracción II, y 56 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; presenta a la consideración de
esta honorable soberanía la iniciativa con proyecto de Ley
Federal para las Víctimas y Ofendidos del Delito, bajo el
tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

El Estado debe garantizar la convivencia pacífica de la so-
ciedad y el cumplimiento de la Ley, debe perseguir el deli-
to con instrumentos idóneos y aplicados de manera eficaz
y eficiente. En este orden de ideas, el Estado también tiene
la obligación de prestar apoyo total y protección inmediata
a la víctima del delito, satisfaciendo así uno de los recla-
mos más sentidos de la población, que es el de crear los
mecanismos para garantizar los derechos y garantías de las
víctimas y ofendidos del delito. 

Es necesario entender que en el contexto político y econó-
mico tan complejo como el que hoy vivimos en México, el
olvido a las víctimas y ofendidos por el delito es muy gra-
ve, pues ocasiona que el sistema penal se deslegitimice por
la sociedad al no alcanzar los mínimos esperados, perdien-
do credibilidad las instituciones públicas, además de que
derivado de la desconfianza de las víctimas y ofendidos ha-
cia sus autoridades, así como la falta de atención y recono-
cimiento de sus derechos, la omisión de la denuncia es ma-
yor cada día, pues tan solo se estima que solamente 2 de
cada 10 delitos que se cometen en México son denunciados,

lo que facilita la impunidad y la debilidad del sistema pe-
nal. 

El problema fundamental es que tanto el derecho penal co-
mo el derecho procesal penal se han enfocado a la protec-
ción del delincuente y no a la víctima del delito. Por ejem-
plo, al sujeto antisocial se le hacen estudios de diversa
índole, se le nombra a un defensor para que haga valer sus
garantías, se le diagnostica y se le da un tratamiento a se-
guir para su rehabilitación, se toman en cuenta las condi-
ciones personales del delincuente para individualizar la pe-
na, entre otras, olvidándose de las particularidades de la
víctima, mencionándola de manera indirecta al permitirle
coadyuvar con el Ministerio Público, dejándola en total
abandono. Debemos partir de que la víctima debe de ser la
principal protagonista en el proceso penal, ya que nadie co-
mo ella tiene el interés de defender el bien jurídico que se
le ha afectado, equilibrando la respuesta de los órganos de
control social, pero protegiendo y garantizando el respeto a
los derechos de las víctimas. 

Por esto, es tarea del Estado velar por que la justicia con-
temple la promoción y defensa de los derechos humanos,
tanto de los agentes antisociales como de las víctimas, por
lo que, sin importar que los derechos de las víctimas estén
considerados como derechos de segunda generación, al de-
mandar un hacer por parte del Estado, éstos deben brindar-
se por el estado de manera gratuita e independientemente
de que se identifique, aprenda o condene al delincuente,
mediante el otorgamiento de servicios por parte del estado
y, en su caso, auxiliado por grupos de la sociedad civil. 

Sin embargo, no podemos negar que en México se han da-
do grandes avances en materia de atención y protección a
las víctimas del delito, incorporando normas destinadas a
otorgar un lugar a la víctima en el proceso penal, recono-
ciéndoles sus derechos y, en algunos casos, estableciendo
algunos mecanismos de protección, tal como se demuestra
al hacer una breve referencia a los antecedentes más rele-
vantes en relación a la protección de la víctima en México. 

El derecho victimal nace a la vida jurídica al adicionar el
artículo 20 constitucional en su último párrafo en el año de
1993, y reconocer algunas de los múltiples derechos que
deben tener las víctimas y los ofendidos del delito. 

En 1994, se reforma el artículo 21 de la Constitución, ane-
xando un cuarto párrafo, consagrando el derecho de la víc-
tima y ofendido del delito de impugnar por vía jurisdiccio-
nal, en los términos que establezca la ley, las resoluciones
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del Ministerio Público sobre la determinación de no ejerci-
cio y desistimiento de la acción penal, terminando así el
monopolio sobre el no ejercicio de la acción penal que te-
nía el Ministerio Público. 

En el año 2000, se reforma nuevamente el artículo 20
Constitucional, consagrando con mayor amplitud los dere-
chos de las víctimas u ofendidos por el delito en un aparta-
do B, finalizando con esto la notoria desigualdad de dere-
chos otorgados al inculpado y a la víctima. 

Además, a nivel internacional, México suscribió la Decla-
ración de los Principios Fundamentales de Justicia para las
Víctimas de Delitos y Abuso de Poder, aprobado por la
Asamblea General de la Organización de las Naciones Uni-
das el 29 de noviembre de 1985, por la resolución 40/34,
que contempla entre otras cosas, 17 principios fundamen-
tales para la protección a las víctimas del delito y 4 para las
víctimas de abuso de poder. 

Pero a pesar de los grandes avances y esfuerzos realizados
en México en favor de las víctimas del delito, las leyes aún
han centrado su atención en los derechos de las personas
que, acusadas por la comisión de algún delito, son someti-
das a un procedimiento penal y, especialmente, de los acu-
sados que se encuentran privados de su libertad, dejando de
lado un principio de justicia, que nos debe obligar a pensar
que la persona que se ve lesionada por el hecho sanciona-
do como delito, debe ser, sin duda, la más protegida por la
ley. 

Por esta razón, nuestro deber como legisladores es propo-
ner, las veces que sean necesarias, iniciativas en la materia,
para tener diversas alternativas de estudio y al final, crear
leyes que verdaderamente garanticen los intereses de los
principales afectados del delito y así, enfrentar el problema
de la inseguridad social originada con motivo de la comi-
sión de hechos delictuosos y cambiar la percepción de la
sociedad con respecto a sus leyes, a las autoridades encar-
gadas de administrar y procurar justicia, así como los or-
ganismos defensores de los derechos humanos, pues al
centrarse en la protección del delincuente, han dejando en
el olvido los derechos de las víctimas y ofendidos del deli-
to, ocasionando un sentimiento de frustración y descon-
fianza generalizada hacia las autoridades. 

Esta propuesta de Ley, que reglamentaría el artículo 20
Constitucional apartado B, busca englobar todos los es-
fuerzos realizados en la materia por diversas dependencias,
además de establecer detalladamente los derechos y recursos

a los que tienen las víctimas y los ofendidos del delito,
creando los medios de asesoría jurídica adecuados para
las víctimas, articulándolos en un sistema de seguridad
social jurídica, además del Centro de Atención a Victi-
mas, una serie de programas de atención a las mismas así
como un Fideicomiso que cuente con los recursos nece-
sarios para garantizar a las víctimas la reparación del da-
ño, en caso de que no sea suficiente el monto aportado
por el responsable del delito, además de contemplar la
obligación solidaria del estado de reparar el daño por los
delitos cometidos por sus servidores públicos en el ejerci-
cio de sus funciones. 

Partiendo necesariamente de la premisa de que un auténti-
co estado de derecho no puede olvidarse de las víctimas del
delito, sino que por el contrario, debe acogerla, tutelarla y
darle seguridad, vengo hoy a presentar una Iniciativa de
Ley Federal para la Víctima y el Ofendido del delito, que
les garantice los medios necesarios para hacer valer sus de-
rechos. 

Ley Federal para las Víctimas 
y Ofendidos del Delito 

Título Primero 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1.- Las disposiciones de la presente Ley son de
orden público e interés social y de aplicación en todo el te-
rritorio nacional. 

El objeto de la presente ley es establecer las bases de orga-
nización y funcionamiento del Sistema de Justicia para las
Víctimas del Delito, que les permita el acceso a los servi-
cios de asesoría jurídica, atención médica, psicológica y
psiquiátrica de urgencia, reparación del daño, coadyuvan-
cia procesal con el Ministerio Público y medidas y provi-
dencias de seguridad y auxilio, así como garantizar los de-
rechos y las medidas de atención de las víctimas y
ofendidos por el delito. 

Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Ley.- Ley Federal para las Víctimas y Ofendidos del De-
lito. 

II. Procuraduría.- Procuraduría General de la República. 
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III. DIF.- Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia. 

IV. Fondo.- Fondo de atención y protección a las víctimas
y ofendidos del delito. 

V. Centro.- Centro de Atención y Protección a las Víctimas
del Delito. 

VI. Dirección.- La Dirección para la defensoría de la Víc-
tima y el ofendido del Delito, que para el efecto establezca
la Procuraduría General de la República. 

VII. Ejecutivo.- Poder Ejecutivo Federal. 

VIII. Secretaría.- Secretaría de Seguridad Pública Federal. 

IX. Código Penal.- Código Penal Federal. 

X. Código de Procedimientos.- Código Federal de Proce-
dimientos Penales.

Artículo 3.- Las medidas de atención y protección a que se
refiere esta Ley serán brindadas por el Titular del Poder
Ejecutivo Federal, a través de la Procuraduría General de la
República, la que implementará los programas, lineamien-
tos y procedimientos administrativos para que éstas se ha-
gan efectivas. 

El Ejecutivo podrá auxiliarse para la prestación de los ser-
vicios y atención y protección a víctimas y ofendidos, a tra-
vés del Sistema de Salud y el Sistema para el Desarrollo In-
tegral de la Familia, quienes instrumentarán las acciones
requeridas para la debida observancia de la Ley, de acuer-
do con los ordenamientos aplicables en la materia. 

Artículo 4.- Están obligados a proporcionar atención y au-
xilio a las víctimas y ofendidos del delito: 

I. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia; 

II. La Procuraduría General de la República; 

III. Los Organismos Públicos que presten los servicios mé-
dicos y de salud de la Federación, los Estados, Municipios
y Distrito Federal, y 

IV. La Secretaría de Seguridad Pública Federal.

Artículo 5.- Las autoridades y servidores públicos, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deberán llevar a

cabo las acciones necesarias para el oportuno y eficaz cum-
plimiento de las disposiciones de la presente ley. 

Las autoridades podrán celebrar toda clase de acuerdos y
convenios administrativos mediante los cuales se establez-
can los mecanismos de coordinación, colaboración y con-
centración que permitan la participación de los sectores pú-
blico, social y privado en materia de atención y protección
a víctimas y ofendidos. 

Artículo 6.- La Procuraduría y el Sistema para el Desarro-
llo Integral de la Familia, en el ámbito de sus respectivas
competencias, proporcionaran asesoría y protección a adul-
tos mayores, menores y personas con alguna discapacidad,
que se encuentren en situación de víctimas u ofendidos. 

Artículo 7.- Cuando las víctimas u ofendidos de los delitos
se encuentren en precaria situación económica, las institu-
ciones de Salud y el Sistema para el Desarrollo Integral de
la Familia deberán brindarles auxilio. 

Artículo 8.- En los casos de atención y apoyo a las vícti-
mas u ofendidos, la Secretaria de Seguridad Pública Fe-
deral tendrá las obligaciones que impone la ley en la ma-
teria. 

Título Segundo 

Capítulo I 

De la Víctima y el Ofendido 
del Delito 

Artículo 9.- Para los efectos de esta Ley, se considerará
víctima de la comisión del delito a: 

I. A toda aquella persona que, individual o colectivamente,
hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales,
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo
sustancial de sus derechos fundamentales, como conse-
cuencia de acciones u omisiones sancionadas por la legis-
lación penal, así como las personas que sufrieron un daño
o erogaron gastos al intervenir para asistir a la víctima en
peligro o para prevenir la victimización; 

II. A los familiares o personas que tengan relación inme-
diata con la víctima directa y que se vean afectados por la
comisión de un delito, así como las personas que hayan su-
frido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro
o para prevenir la victimización.
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Artículo 10.- Para los efectos de esta Ley, se considerará
ofendido de la comisión del delito a: 

I. Al sujeto pasivo del delito, quien es el titular del bien ju-
rídico tutelado; 

Artículo 11.- Son sujetos protegidos para los efectos de es-
ta ley, los familiares, dependientes inmediatos, denuncian-
tes, querellantes y testigos de cargo, incluyendo aquellas
personas con relación directa o indirecta de la víctima,
cuando existan datos que demuestren presuntiva o indicia-
riamente que éstos pudieran ser afectados por los responsa-
bles de la comisión de un delito o por terceros involucrados. 

Artículo 12.- La calidad de víctima y ofendido es inde-
pendiente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o con-
dene al responsable del delito y de cualquier relación fami-
liar, laboral o afectiva entre ésta y el acusado. 

Artículo 13.- Todos los servicios y apoyos que se propor-
cionen a las víctimas y ofendidos, serán gratuitos, por lo
que los representantes de las instituciones otorgantes se abs-
tendrán de solicitar o exigir remuneración alguna por ellos. 

Capítulo II 

De los Derechos de las Víctimas del Delito 

Artículo 14.- La víctima o el ofendido, sin perjuicio de lo
dispuesto por otros ordenamientos legales, tendrá los dere-
chos siguientes: 

I. Ser informado directa, oportuna y adecuadamente de los
derechos que en su favor establece la presente Ley y demás
ordenamientos aplicables en la materia; 

II. Recibir asesoría jurídica gratuita desde el inicio de la
averiguación previa para la defensa de sus intereses; 

III. Coadyuvar con el Ministerio Público compareciendo por
sí o a través de su representante legal en todo acto procesal,
en las mismas condiciones que el defensor del inculpado; 

IV. A que se le reciban todos los elementos de prueba con
los que cuente; 

V. Tener acceso al expediente y ser informado por la auto-
ridad investigadora, de las actuaciones y del estado que
guarde la averiguación previa el proceso penal correspon-
diente; 

VI. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica,
psicológica o psiquiátrica de urgencia; 

VII. A que el Ministerio Público solicite debidamente la re-
paración del daño y a que se le satisfaga, cuando legal-
mente proceda; 

VIII. A que la autoridad investigadora o jurisdiccional dic-
te las providencias legales y medidas de seguridad necesa-
rias para proteger su vida, integridad física y moral, bien-
es, posesiones o derecho, incluyendo los de familiares
directos, cuando existan datos que hagan presumir que és-
tos pudieran ser afectados por los probables responsables
del delito o por terceros implicados; 

IX. Estar presente en el desahogo de los actos y diligencias
en que intervenga el inculpado o su defensor; 

X. A no carearse cuando la víctima sea menor de edad; 

XI. Cuando no hable el idioma castellano o se trate de anal-
fabeta, mudo, sordo, ciego, invariablemente cuente con un
traductor o intérprete en todas las actuaciones procesales; 

XII. A comunicarse cuantas veces sea necesario con sus fa-
miliares, abogados o personas de confianza, para informar-
les sobre su situación y ubicación, por lo que se le permiti-
rá utilizar el teléfono, fax, correo electrónico o cualquier
otro medio de comunicación de que se disponga; 

A recibir protección física o de seguridad cuando se de-
muestre de manera fehaciente que se requiere, por que la
víctima o el ofendido han sido objeto de amenazas, intimi-
daciones o de cualquier otra conducta tendente a causarle
daño; 

XIV. A contar con todas las facilidades para identificar al
probable responsable; 

XV. A recibir en forma gratuita copia simple de su denun-
cia o querella ratificada debidamente o copia certificada
cuando lo solicite; 

XVI. A ser informado claramente del significado y la tras-
cendencia jurídica del perdón en caso de que deseen otor-
garlo; 

XVII. A ser restituidos en sus derechos, cuando éstos estén
acreditados; 
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XVIII. A recibir un trato digno y respetuoso considerando,
en su caso, la situación de vulnerabilidad física y emocio-
nal en que se encuentra; 

XIX. A impugnar las determinaciones de no ejercicio de la
acción penal; 

XX. A quejarse ante la Contraloría Interna de la Procura-
duría o de las Procuradurías de las entidades federativas,
según corresponda, y a denunciar ante cualquier agente del
Ministerio Público o en su caso ante las Fiscalías para Ser-
vidores Públicos, por violaciones a los derechos que se se-
ñalan, para su investigación y responsabilización debida, y 

XXI. Las demás que le otorguen las leyes en esta materia.

Artículo 15.- Las medidas de atención y protección a la
víctima y el ofendido del delito, comprenderán: 

I. Asesoría jurídica; 

II. Derecho de coadyuvancia con el Ministerio Público; 

III. Atención médica, psicológica y psiquiátrica de urgen-
cia; 

IV. Reparación del daño; 

V. Medidas y providencias de seguridad y auxilio.

Capítulo III 

De la Asesoría Jurídica 

Artículo 16.- La asesoría jurídica consiste en la orienta-
ción y apoyo que se prestará a las víctimas y ofendidos del
delito que carezcan de medios para contar con servicios le-
gales, y que hayan sufrido como consecuencia del delito
daños personales o patrimoniales que ameriten de gestión
o acción legal para su reparación, o que necesiten ayuda
para asistir a diligencias tales como careos, confrontacio-
nes, declaraciones o reconstrucción de hechos, o cualquier
otra señalada por la legislación penal vigente. 

Artículo 17.- En materia de asesoría jurídica, las víctimas
y ofendidos tienen los siguientes derechos: 

I. Contar con un asesor o representante jurídico gratuito,
que les asista en todos los actos del proceso en que deba in-
tervenir para la defensa de sus derechos; 

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; 

III. Ser informados del desarrollo de la averiguación previa
o del proceso; 

IV. Contar con el asesoramiento legal para el correcto ejer-
cicio de la acción incidental, cuando se reclame la repara-
ción del daño al responsable y cuando proceda el ejercicio
de la acción civil reparadora; 

V. Hacerle saber oportunamente y de manera accesible el
delito o delitos que puedan tipificarse, los derechos, medi-
das de atención y protección con que cuenta, los procedi-
mientos que se pueden seguir, las pruebas requeridas para
reclamar sus derechos o hacerlos valer, la importancia de
cada una de las actuaciones y la trascendencia jurídica de
un avenimiento, desde el inicio del procedimiento penal
hasta su conclusión; 

VI. Solicitar justificadamente a la Procuraduría General de
la República el reemplazo del defensor de la víctima o re-
presentante legal asignado, y 

VII. Los demás que otorguen las leyes.

Artículo 18.- Las Procuraduría, por conducto de la Direc-
ción que para tal efecto designe el Procurador, proporcio-
nará los servicios de orientación y asesoría jurídica, así co-
mo representación legal de las víctimas y ofendidos, a
través de los asesores y representantes que ésta designe. 

Las agencias investigadoras del Ministerio Público coad-
yuvarán a la prestación de los servicios referidos, de acuer-
do a los principios de inmediatez y rapidez, sin que con es-
to se entienda que se delega de su obligación de brindarle
asesoría jurídica a la víctima o al ofendido del delito al mo-
mento de la comisión del delito. 

La Procuraduría determinará los requisitos que deban cu-
brir los asesores jurídicos o representantes legales de las
víctimas y ofendidos. 

Artículo 19.- Los defensores de las víctimas y ofendidos
estarán obligados a: 

I. Prestar personalmente el servicio de orientación, aseso-
ría y representación a las personas que lo soliciten; 

II. Representar y ejercer ante las autoridades competentes
los intereses y los derechos jurídicos de la víctima o el
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ofendido del delito, para lo que harán valer acciones, opo-
ner excepciones o defensas, interponer incidentes o recur-
sos, así como realizar cualquier otro trámite o gestión que
proceda conforme a Derecho y que resulte en una defensa
eficaz; 

III. Evitar en todo momento la indefensión de sus repre-
sentados; 

IV. Vigilar el respeto a las garantías individuales de las víc-
timas u ofendidos del delito y formular las demandas de
amparo respectivas, cuando se violenten las garantías indi-
viduales de sus representados; 

V. Llevar un registro y formar un expediente de control de
todos los procedimientos o asuntos en que intervengan; 

VI. Atender con cortesía a los usuarios y prestar sus servi-
cios con ética y responsabilidad, y 

VII. Las demás que se deriven de la naturaleza de sus fun-
ciones y de las disposiciones legales aplicables.

Artículo 20.- A los defensores y asesores jurídico de las
víctimas y los ofendidos les está prohibido: 

I. Desempeñar otro empleo, cargo o comisión en alguno de
los tres órdenes de gobierno, salvo el desempeño de sus ac-
tividades docentes; 

II. El ejercicio particular de la profesión de abogado, salvo
que se trate de causa propia, de su cónyuge o concubina,
concubinario, así como parientes consanguíneos en línea
recta sin limitación de grado, y colaterales hasta el cuarto
grado, por afinidad civil, y 

III. Actuar como mandatario judicial, tutor, curador o alba-
cea, depositario judicial, síndico, administrador, interven-
tor en quiebra o concurso, ni corredor, notario, comisionis-
ta, árbitro, ni ser mandatario judicial ni endosatarios en
procuración, o ejercer cualquier otra actividad cuando ésta
sea incompatible con sus funciones.

Artículo 21.- El servicio de asesoría y representación se
prestará preferentemente a las víctimas y ofendidos que: 

I. Estén desempleadas y o perciban ingresos; 

II. A los trabajadores jubilados o pensionados, así como
sus cónyuges; 

III. A los trabajadores eventuales o subempleados; 

IV. A los indígenas, y 

V. A las personas que por cualquier razón social o econó-
mica, tengan la necesidad de éstos servicios.

Artículo 22.- En caso de que los hechos denunciados o in-
vestigados no constituyan un delito, la Dirección informa-
rá a los interesados, el derecho que les corresponde para
deducir la acción respectiva por la vía civil, y la posibili-
dad de ser asistidos por un asesor jurídico en las diversas
materias, dejando constancia en el expediente respectivo. 

Capítulo IV 

De la Atención Médica y Psicológica 

Artículo 23.- En materia de asistencia médica y psicológi-
ca, la víctima o el ofendido tendrán los siguientes dere-
chos: 

I. A recibir gratuitamente, de manera preferente e inmedia-
ta el acceso a la atención y asistencia médica-victimológi-
ca de urgencia, cuando así lo necesite, en términos de lo
dispuesto por las leyes en la materia; 

II. La atención médica de quienes hayan sufrido lesiones
provenientes de delito, se hará en los hospitales públicos,
pero en caso de requerir intervención médica inmediata, y
no fuese posible recurrir a un hospital que preste servicios
al público en general, se recurrirá, para la atención que co-
rresponda, a los establecimientos de salud de organismos
de la administración pública más cercanos al lugar en que
se encuentre el lesionado; 

III. A ser trasladada por cualquier persona al sitio apropia-
do para su atención médica, sin necesidad de esperar la in-
tervención de las autoridades; 

IV. A recibir atención psicológica en el caso de ser necesa-
rio; 

V. Para el caso de lesiones, enfermedades y trauma emo-
cional provenientes de un delito, que no pongan en peligro
la vida de la víctima u ofendido, la atención médica y psi-
cológica será proporcionada de manera gratuita en cual-
quier hospital público, teniendo la obligación los médicos
del establecimiento a rendir dictamen haciendo la clasifi-
cación legal y señalando el tiempo que dilatare la curación
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y las consecuencias que dejaron o dando el certificado mé-
dico, según sea el caso; 

VI. A recibir gratuitamente tratamiento postraumático para
su pronta recuperación física y mental, contando con los
servicios victimológicos especializados necesarios; 

VII. A no ser explorada físicamente si no lo desea, en ca-
sos de los delitos de violación y lesiones, quedando estric-
tamente prohibido cualquier acto de intimidación o fuerza
física para este efecto; en caso contrario, cuando así lo so-
licite, podrá estar acompañada por un familiar o persona de
su confianza durante la exploración; 

VIII. A que la exploración y atención médica, psiquiátrica,
ginecológica o de cualquier tipo, cuando se trate de delitos
que atenten contra la libertad y el normal desarrollo psico-
sexual, esté a cargo de persona facultativa de su mismo se-
xo, salvo cuando solicite lo contrario la víctima o su repre-
sentante legal; 

IX. A ser atendida en su domicilio por facultativos particu-
lares, independientemente del derecho de visita de los mé-
dicos legistas y la obligación de los privados de rendir y ra-
tificar los informes respectivos, y 

X. A recibir orientación preventiva victimológica,

Artículo 24.- La atención médica victimológica, psicoló-
gica o psiquiátrica de urgencia se prestará por causa de le-
siones, enfermedades o traumas emocionales provenientes
de la comisión de un delito que ponga en peligro la vida de
la víctima o el ofendido, o en su caso, exista riesgo de su-
frir algún daño orgánico o psicológico permanente. 

Artículo 25.- La atención médica, psicológica o psiquiátri-
ca de urgencia, a que tienen derecho la víctima o el ofendi-
do, serán prestadas por las Instituciones Públicas de la fe-
deración, los estados o los municipios. 

Las instituciones privadas o particulares de salud tienen la
obligación de prestar a la víctima o el ofendido la atención
médica, psicológica o psiquiátrica de urgencia, sin perjui-
cio de su posterior remisión a otras instituciones públicas o
privadas. 

Artículo 26.- Las instituciones de salud públicas o priva-
das, según sea el caso, podrán reclamar como terceros con
derecho, la reparación del daño derivada de los gastos oca-
sionados por la prestación de las medidas de atención mé-

dica, psicológica o psiquiátrica de urgencia a favor de la
víctima o el ofendido. 

Artículo 27.- La orientación preventiva victimológica
comprenderá: 

I. La realización de un dictamen victimológico, mismo que
podrá hacerse del conocimiento a la autoridad judicial; 

II. La orientación respecto de los factores victimológicos
que coadyuvaron a su victimicidad, a fin de evitar la victi-
mización en lo futuro, y 

III. La orientación respecto a las reacciones mediatas e in-
mediatas que deben tener al ser víctimas u ofendidos.

Capítulo V 

Derecho de Coadyuvancia con el Ministerio Público 

Artículo 28.- Durante el procedimiento penal, la víctima
del delito tendrá derecho a: 

I. A que el Ministerio Público le reciba la denuncia o que-
rella, por escrito o verbalmente, solicitando su ratificación
y la apertura de la averiguación previa; 

II. A ser informado, del desarrollo del procedimiento pe-
nal, y de las consecuencias legales de sus actuaciones den-
tro del mismo; 

III. A intervenir como coadyuvante con el Ministerio Pú-
blico durante el procedimiento penal y designar personas
de su confianza para que lo representen con ese mismo ca-
rácter; 

IV. A que la autoridad investigadora o jurisdiccional orde-
ne la aplicación de medidas de protección y seguridad; 

V. A comparecer la víctima, el ofendido o su representante
en la audiencia y alegar lo que a su derecho convenga, en
las mismas condiciones que los defensores de oficio; 

VI. La víctima, ofendido y/o su representante legal, ten-
drán la facultad de desechar las preguntas que a su juicio o
por objeción sean señaladas como impertinentes o incon-
ducentes; 

VII. La víctima u ofendido tendrán derecho a interrogar al
testigo, el juez o tribunal tendrán la facultad de desechar
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las preguntas que a su juicio o por objeción de parte sean
señaladas como impertinentes o inconducentes; 

VIII. A que se le otorguen los datos que requiera para co-
nocer el desarrollo del procedimiento, y a ofrecer pruebas
durante la averiguación previa y la instrucción, a fin de acre-
ditar, en coadyuvancia con el ministerio público, el cuerpo
del delito y la probable responsabilidad del inculpado; 

IX. A participar en las diligencias de identificación que se
lleven a cabo por los Agentes Federales de Investigación o
Ministerio Público sobre el probable responsable, en un lu-
gar en donde no pueda ser vista por éste, si así lo solicita,
cuando se trate de delitos contra la libertad sexual y el nor-
mal desarrollo psicosexual; 

X. A que se les nombre un asesor para que los auxilie en
las audiencias de deshogo de pruebas o de trámite que se
realicen con su intervención, y cuando se trate de delitos
contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual o con-
tra la moral, éste podrá exigir que las mismas se realicen a
puerta cerrada, con la presencia exclusiva de las personas
que deben intervenir oficialmente en ellas; 

XI. A ser notificado de todas las resoluciones apelables; 

XII. A impugnar por vía judicial, en los términos que la le-
gislación señale, la resolución que niegue el ejercicio de la
acción penal, el desistimiento de la misma, y las conclu-
siones no acusatorias, y 

XIII. Las demás que otorguen las leyes aplicables en la ma-
teria.

Artículo 29.- El Ministerio Público y la autoridad judicial
deberán recibir y proveer el desahogo de las pruebas ofre-
cidas por la víctima o el ofendido, orientadas a demostrar
la existencia de los elementos del tipo penal del cuerpo del
delito, así como el monto de los daños y perjuicios ocasio-
nados. 

Capítulo VI 

Reparación del Daño 

Artículo 30.- La víctima u ofendido del delito tendrán los
siguientes derechos: 

I. A que se le repare el daño en el caso en el que sea pro-
cedente; 

II. A que el Ministerio Público solicite de oficio la repara-
ción del daño; 

III. A que el Juez resuelva en sentencia lo relativo a la re-
paración del daño, además de que éste no podrá absolver
de la reparación del daño siempre que emita una sentencia
condenatoria; 

IV. A que se le garantice la reparación del daño desde el
momento en que se fija la caución del inculpado; 

V. A la reparación del daño moral cuantificado por el juez; 

VI. A la reparación del daño material y a la indemnización
de los perjuicios derivados del delito, debidamente cuanti-
ficados; 

VII. A apelar los autos que nieguen las medidas precauto-
rias de embargo o restitución de derechos, así como la sen-
tencia definitiva cuando no condene a la reparación del da-
ño o imponga una cantidad inferior a la reclamada;

Artículo 31.- La reparación del daño comprende: 

I. La restitución de la cosa obtenida por el delito y, si no
fuere posible, el pago del precio de la misma;

II. La indemnización del daño material y moral causado,
incluyendo el pago de los tratamientos curativos que, como
consecuencia del delito, sean necesarios para la recupera-
ción de la salud de la víctima; 

En los casos de delitos contra la libertad y el normal des-
arrollo psicosexual y de violencia familiar, además, se
comprenderá el pago de los tratamientos terapéuticos que
sean necesarios para la víctima, y 

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados.

Artículo 32.- La reparación del daño proveniente de un de-
lito, que deba ser hecha por el delincuente, tiene el carác-
ter de pena pública y debe ser exigida de oficio por el Mi-
nisterio Público. 

Artículo 33.- El agente del Ministerio Público podrá dic-
tar desde el inicio de la averiguación previa y durante el
ejercicio de la acción penal, las medidas necesarias a
efecto de recabar pruebas para acreditar los daños y per-
juicios causados a la víctima o el ofendido, incluyendo la
fijación del monto de la reparación del daño, así como el
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aseguramiento y embargo precautorio de bienes para ese
fin. 

Artículo 34.- Estarán obligados a reparar el daño: 

I. Los ascendientes, por los delitos cometidos por sus des-
cendientes que se hallaren bajo su patria potestad; 

II. Los tutores y los custodios, por los delitos de los inca-
pacitados que se hallen bajo su autoridad; 

III. Los directores de internados o talleres, que reciban en
su establecimiento discípulos o aprendices menores de 16
años, por los delitos que ejecuten éstos durante el tiempo
que se hallen bajo el cuidado de aquellos; 

IV. Los dueños, empresas o encargados de negociaciones o
establecimientos mercantiles de cualquier especie, por los
delitos que cometan sobre obreros, jornaleros, empleados,
domésticos y artesanos, con motivo y en el desempeño de
su servicio; 

V. Las sociedades o agrupaciones, por los delitos de sus so-
cios o gerentes directores, en los mismos términos en que,
conforme a las leyes, sean responsables por las demás
obligaciones que los segundos contraigan. 

Se exceptúa de esta regla a la sociedad conyugal, pues, en
todo caso, cada cónyuge responderá con sus bienes propios
por la reparación del daño que cause, y 

VI. El Estado, solidariamente, por los delitos dolosos de
sus servidores públicos realizados con motivo del ejercicio
de sus funciones, y subsidiariamente cuando aquellos fue-
ren culposos.

Artículo 35.- Los delincuentes o terceros responsables
de su conducta resarcirán equitativamente, cuando pro-
ceda, a las víctimas, sus familiares o a las personas a su
cargo. 

Artículo 36.- Tratándose de delitos cuya comisión sea im-
putable a servidores públicos federales, en el desempeño
de sus funciones o por motivo de ellas, se considerará co-
mo obligación del Estado resarcir a las víctimas o a los
ofendidos del delito, además de proporcionar todos los ser-
vicios que ofrece la presente Ley. 

En los casos en que ya no exista el gobierno bajo cuya au-
toridad se produjo la acción u omisión victimizadora, el

estado o gobierno sucesor deberá proveer el resarcimiento
de las víctimas. 

Artículo 37.- Las personas que tienen derecho a la repara-
ción del daño son el ofendido, y en caso de fallecimiento
de éste, el cónyuge o el concubinario o concubina, y los hi-
jos menores de edad; a falta de éstos, los demás descen-
dientes y ascendientes que dependan económicamente de
él al momento del fallecimiento. 

Artículo 38.- El ofendido o sus derechohabientes podrán
aportar al Ministerio Público o al Juez, en su caso, los da-
tos y pruebas que tengan para demostrar la procedencia y
monto de la reparación del daño, en los términos previstos
por la legislación penal aplicable. 

Artículo 39.- En caso de que la víctima o el ofendido lo so-
licite, los asesores estarán legitimados para actuar en su re-
presentación ante las autoridades persecutoras y jurisdic-
cionales, para exigir la reparación del daño. Asimismo, les
orientarán adecuadamente para que procedan a solicitar al
juez o tribunal, directamente o a través de los propios ase-
sores, el embargo precautorio de bienes propiedad del
obligado o la reparación del daño, cuando exista temor fun-
dado de que trate de ocultarlos o enajenarlos. 

Artículo 40.- La obligación de pagar la sanción pecuniaria
es preferente con respecto a cualesquiera otras obligacio-
nes contraídas con posterioridad al delito, a excepción de
las referentes a alimentos y relaciones laborales. 

Artículo 41.- La persona que compruebe ante las autorida-
des competentes haber sufrido por los efectos del delito,
daños en sus bienes materiales o efectuado erogaciones pa-
ra proteger o auxiliar a la víctima del delito, está legitima-
da para intervenir en el proceso y reclamar las medidas de
aseguramiento patrimonial y el pago de la reparación del
daño correspondiente, a cargo de los responsables del deli-
to o a los terceros obligados. 

Artículo 42.- El pago de la reparación del daño no podrá
exceder, en cada caso, del importe que corresponda a la
víctima y ofendido de acuerdo con las leyes. 

Artículo 43.- Cuando la víctima otorgue el perdón al pro-
bable responsable, conforme la lo establecido en las leyes,
quedará obligada a garantizar o restituir al Fondo las canti-
dades recibidas, por concepto de reparación del daño y el
monto de los servicios que recibió, sin que se requiera me-
diante resolución judicial para ello. 
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Artículo 44.- La víctima u ofendido tendrán derecho, en
tanto se cubre la reparación del daño, a que: 

I. Se les anticipen los gastos de inhumación de la víctima del
delito, cuando la familia carezca de recursos económicos. 

II. Se otorguen becas de estudio a los menores huérfanos
por causas del delito, cuando carezcan de proveedor ali-
menticio. 

En este caso se podrá intervenir ante las instituciones edu-
cativas correspondientes, haciendo valer esta circunstan-
cia, previo dictamen y justificación. 

III. Se proporcionen alimentos provisionales a los enfer-
mos o lesionados por causas delictivas y a sus dependien-
tes económicos, mientras dure el tratamiento y prevalezca
la situación de incapacidad económica producida por el de-
lito, la cual no podrá prolongarse por más de 6 meses, y; 

IV. Se procure y sufrague, en su caso, la hospitalización, el
tratamiento médico o psicoterapéutico, los aparatos ortopé-
dicos que se requieran para la rehabilitación de la víctima.

Artículo 45.- Cuando no sea suficiente la indemnización
procedente del delincuente o de otras fuentes, el Estado
procurará indemnizar financieramente: 

I. A las víctimas de los delitos que hayan sufrido impor-
tantes lesiones corporales o menoscabo de su salud física o
mental como consecuencia de delitos graves; 

II. A la familia, en particular a las personas a cargo de las
víctimas que hayan muerto o quedado física o mentalmen-
te incapacitadas como consecuencia de la victimización.

Capítulo VII 

Medidas y Providencias de Seguridad y Auxilio 

Artículo 46.- Con el propósito de proteger a la víctima o el
ofendido de los delitos, el Ministerio Público velará porque
no se ejerza coacción física o mental sobre ellas al rendir sus
declaraciones en cualquier etapa del procedimiento penal. 

Artículo 47.- La víctima o el ofendido del delito gozarán
de los siguientes derechos: 

I. A solicitar las medidas y providencias para su seguridad
y auxilio; 

II. A que el Ministerio Público al tener conocimiento de la
existencia de un delito que se persiga de oficio, dicte todas
las medidas y providencias necesarias para proporcionar
seguridad y auxilio a las víctimas. En el caso de los delitos
de querella procederá de la misma manera cuando ésta ha-
ya sido formulada; 

III. A solicitar al Juez el otorgamiento de protección cuan-
do se estime que peligra su seguridad personal o la de las
personas allegadas. El juez deberá valorar las circunstan-
cias del caso y determinará si procede o no dicha protec-
ción, así como las medidas que se deban tomar; 

IV. A que la autoridad investigadora o jurisdiccional orde-
ne la aplicación de medidas para proteger la vida, integri-
dad, domicilio, posesiones o derechos de las víctimas u
ofendidos cuando existan datos objetivos de que pudieran
ser afectados por los presuntos responsables del delito o
por terceros implicados; 

V. A que el Juez niegue la libertad provisional del inculpa-
do cuando el Ministerio Público lo solicite y aporte ele-
mentos para establecer que la libertad del inculpado repre-
senta, por su conducta precedente o por las circunstancias
y características del delito, un riesgo para el ofendo o para
la sociedad; 

VI. A que se le revoque al inculpado la libertad provisional
bajo caución, cuando amenace al ofendido o a algún testi -
go de los que hayan depuesto o tengan que deponer en su
asunto o trate de cohechar o sobornar a alguno de estos úl-
timos, o en su caso a algún funcionario del Tribunal o al
agente del Ministerio Público que intervenga en el caso, y 

VII. A que se revoque la libertad bajo protesta del inculpa-
do cuando éste amenace al ofendido o a algún testigo de los
que hayan depuesto o tengan que deponer en su proceso o
trate de cohechar o sobornar a alguno de estos últimos, a al-
gún funcionario del tribunal o al agente del Ministerio Pú-
blico que intervenga en el proceso.

Título Tercero 

Capítulo I 

Centro de Atención a Víctimas
del Delito 

Artículo 48.- El Centro de Atención a las Víctimas del De-
lito será un organismo público, descentralizado, con perso-
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nalidad jurídica y patrimonio propio. Funcionará con un
cuerpo colegiado de especialistas en las diversas áreas de
servicios que contempla esa ley, y tendrá por objeto pre-
sentar en forma integral a las víctimas de los delitos, la
ayuda que en cada caso se haga necesaria. 

Artículo 49.- El Centro, será el encargado de vigilar el res-
peto de los derechos y el cumplimiento de las medidas de
atención y protección reguladas en la presente Ley. 

Artículo 50.- El Centro de Atención a Víctimas y Ofendi-
dos del Delito contará con asesores Jurídicos, peritos, psi-
cólogos, trabajadores sociales y personal especializado ne-
cesario para cumplir con sus funciones. Asimismo, se
integrará con un Consejo Técnico y un Patronato para las
Víctimas y Ofendidos del Delito. 

Artículo 51.- El Centro tendrá como objetivo principal
proporcionar los servicios de asesoría jurídica, orientación
social, asistencia médica, psicológica y económica a las
víctimas y ofendidos del delito. 

Artículo 52.- El Centro para el cumplimiento de sus fun-
ciones contará con un Consejo Técnico, el cual estará in-
tegrado por representantes del Centro de Atención a Víc-
timas y Ofendidos del Delito Federal y los de los Estados
o sus equivalentes, tanto gubernamentales como priva-
dos que tengan como finalidad la protección victimal, y
estará presidido por el Procurador General de la Repú-
blica. 

Artículo 53.- El Consejo Técnico tiene las siguientes fun-
ciones: 

I. Participar en la elaboración del Programa de Atención y
Protección a las víctimas y ofendidos del delito en las áre-
as jurídica, psicológica, psiquiátrica, victimológica y de sa-
lud; 

II. Proponer al Procurador la celebración de convenios con
Instituciones Públicas y Privadas de educación y asistencia
social; 

III. Proponer programas tendientes a mejorar la calidad y
eficiencia para la atención de la víctima y el ofendido del
delito; 

IV. Establecer los mecanismos para ampliar la cobertura de
atención y protección a la víctima o el ofendido, a las per-
sonas que sin tener tal carácter sufran una afectación por la

comisión de una conducta punitiva, preferentemente cuan-
do se trate de menores de edad, incapaces, adultos mayores
o miembros de grupos vulnerables de la sociedad, y

V. Evaluar las políticas victimológicas aplicadas. 

Capítulo II 

Programa de Atención y Protección a 
Las Víctimas y Ofendidos 

del Delito 

Artículo 54.- La Procuraduría General de la República,
elaborará el Programa de Atención y Protección a las Víc-
timas y Ofendidos del Delito, que será aprobado por el Ti-
tular del Ejecutivo Federal. 

El Centro evaluará la ejecución del Programa y sus resul-
tados se someterán a la consideración del Procurador. 

Artículo 55.- El Programa comprenderá los siguientes as-
pectos: 

I. Un programa de estrategias para favorecer una cultura de
justicia para las víctimas del delito; 

II. Las propuestas de reformas legales a los ordenamientos
vinculados con la protección de la víctima y la reparación
del daño; 

III. Las estrategias de apoyo al Fondo, para aumentar su ca-
pacidad en cuanto a la generación de recursos para el otor-
gamiento de protección económica; 

IV. Las estrategias de difusión en los medios masivos de
comunicación, de los servicios victimológicos y así como
de la información que sirva para sensibilizar a la sociedad
sobre los problemas de las víctimas y las formas para su
prevención, atención y adecuada solución; 

V. La elaboración de estrategias de comunicación con or-
ganismos nacionales y organizaciones no gubernamentales
extranjeras y nacionales, dedicadas al desarrollo de progra-
mas de protección a las víctimas; 

VI. Las estrategias para una mejor colaboración interinsti-
tucional; 

VII. La elaboración de manuales para brindar un servicio
eficiente; 
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VIII. Los mecanismos de enlace con las instancias similares
en las Entidades Federativas, que atiendan a las víctimas; 

IX. Programas de promoción para el establecimiento de
centros, albergues e instituciones para la oportuna y eficaz
atención a las víctimas del delito, y 

X. Las demás consagradas en las disposiciones legales y
reglamentarias.

Título Cuarto 

Capítulo I 

Fondo para la Atención de las Víctimas 
y Ofendidos del Delito 

Artículo 56.- A fin de contar con los recursos necesarios
para otorgar los servicios y prestaciones que permitan sa-
tisfacer los requerimientos de carácter económico de las
víctimas, el Gobierno Federal contará con un Fondo. 

Artículo 57.- Los recursos del Fondo estarán a cargo del
Poder Ejecutivo Federal, pero serán administrados y ope-
rados por la Procuraduría General de la República median-
te un fideicomiso público, con la Institución Fiduciaria que
ésta determine. 

Las asignaciones que se autoricen al Fondo, serán inde-
pendientes de las que se le destinen a la Procuraduría Ge-
neral de la República dentro del ramo general que a ella le
corresponda dentro del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración. 

Artículo 58.- El Fondo, que será el patrimonio administra-
do por el Fideicomiso, se integrará con: 

I. Las aportaciones del Gobierno Federal; 

II. Los productos que se generen por la inversión y la ad-
ministración de los recursos y bienes con que cuente dicho
Fondo; 

III. Los recursos provenientes de la venta de los bienes, ob-
jetos o valores a que se encuentren a disposición de las au-
toridades provenientes de hechos delictuosos, 

IV. El 30% de los recursos provenientes del producto del
trabajo de los reos dentro de los Centros de Readaptación
Social; 

V. Las aportaciones que a este fin hagan en efectivo o en
especie los particulares u organismos públicos, privados y
sociales, nacionales o extranjeros de manera altruista, y 

VI. Las demás, que por otros conceptos, se aporten para el
mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 59.- Los recursos del Fondo sólo podrán desti -
narse a los siguientes fines: 

I. Contribuir a la reparación del daño de la víctima u ofen-
dido del delito, de acuerdo a la naturaleza del delito, sus
consecuencias y a los propios recursos del Fondo; 

II. Auxiliar en el otorgamiento total o parcial de los bene-
ficios que otorga esta ley; 

III. Indemnizar a la víctima u ofendido del delitos cuando
el monto de la reparación del daño no sea suficiente por
parte del responsable del delito.

Artículo 60.- El Fideicomiso será público y contará con un
Comité Técnico que deberá supervisar que la aplicación de
los bienes fideicomitados se lleve a cabo de conformidad
con lo previsto en esta Ley. 

El Comité Técnico estará integrado por un representante de
la Procuraduría General de la República, un representante
de Secretaría de Hacienda y Crédito Público y un repre-
sentante de cada uno de los gobiernos de las entidades fe-
derativas. 

Artículo 61.- El Comité tendrá, de manera enunciativa,
más no limitativa, las siguientes facultades: 

I. Ejercer la inspección y vigilancia, así como operar me-
canismos de protección y autocontrol respecto del manejo
de los recursos económicos del Fideicomiso; 

II. Expedir reglas de carácter general, a través de la Procu-
raduría General de la República y del Centro de Atención
a Víctimas y Ofendidos del delito, que permitan identificar
y seleccionar los criterios y definir las estrategias de aho-
rro e inversión para lograr una mayor efectividad en el
cumplimiento de sus objetivos; 

III. Establecer lineamientos generales sobre el manejo e
inversión de los recursos para la consecución de sus obje-
tivos; 
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IV. Vigilar que los recursos que se aporten al Fideicomiso,
se destinen al cumplimiento de sus fines; 

V. Aportar datos, informes y documentación de respaldo
que le permita contar con los elementos necesarios para
conocer los resultados de la gestión financiera y comprobar
con exactitud los gastos hechos para efectos de la rendición
de la cuenta pública anual, 

VI. Evaluar periódicamente los aspectos operativos del Fi-
deicomiso; 

VII. Autorizar la celebración de los actos, convenios y con-
tratos de los cuales puedan derivar afectaciones para el pa-
trimonio del Fideicomiso, así como aquellos que sean ne-
cesarios para el cumplimiento de sus fines; 

VIII. Autorizar, con cargo al patrimonio del Fideicomiso,
los gastos que resulten necesarios, para el manejo del mis-
mo, incluyendo los honorarios que correspondan a la Fidu-
ciaria, así como aquellos que deriven del proceso de extin-
ción del mismo; 

IX. Instruir a la Fiduciaria, por escrito respecto de la inver-
sión de los fondos líquidos del Fideicomiso; 

X. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que rinda la
Fiduciaria sobre el manejo del patrimonio del fideicomiso; 

XI. Definir los criterios y dictar las decisiones sobre el
ejercicio de las acciones que procedan con motivo de la de-
fensa del patrimonio del Fideicomiso, comunicando dichos
criterios y decisiones por escrito a la Fiduciaria; 

XII. Proponer las modificaciones que se pretendan realizar
al Fideicomiso, y 

XIII. Cualesquiera otras derivadas de la legislación aplica-
ble y de la presente Ley, necesarias para el cumplimiento
de los fines del Fideicomiso.

Artículo 62.- El Fideicomiso, para el cabal ejercicio de los
recursos y ejecución de las acciones que le competen, ten-
drá a su cargo las siguientes funciones: 

I. Invertir y reinvertir sus recursos;

II. Promover la conciencia participativa entre las víctimas
par que cuando les sea posible, correspondan solidaria-

mente con el sistema mediante la aportación de recursos,
bienes o servicios; 

III. Determinar el porcentaje a destinar, de manera anual,
que no podrá exceder del 20% del patrimonio del fideico-
miso, para el financiamiento de proyectos y la construcción
o adecuación de establecimientos de protección a las vícti-
mas, y 

IV. Las demás tendientes a incrementar la capacidad de au-
xilio del Fondo.

Capítulo II 

Procedimiento para el Otorgamiento 
de Beneficio 

Artículo 63.- Cuando la Procuraduría General de la Repú-
blica, a través de la Dirección que para el efecto designe,
reciba una solicitud de apoyo económico a la víctima u
ofendido, cuyo derecho de reclamación no haya prescrito,
realizara las investigaciones que se requieran y resolverá
sobre su otorgamiento, así como sobre la protección y ser-
vicios victimológicos correspondientes. 

Cuando se trate de víctimas u ofendidos de delitos violen-
tos o de escasos recursos, se concederán de inmediato los
beneficios económicos del Fondo. 

Artículo 64.- La entrega de recursos a la víctima y ofendi-
do, será sin perjuicio de hacer efectiva la reparación del da-
ño material o moral a quien este obligado a ello. 

Artículo 65.- Para tener derecho a los beneficios económi-
cos, se requiere presentar la denuncia o querella, que no
hubiere prescrito la acción penal correspondiente y llenar
una solicitud que para tal efecto se proporcione. 

Artículo 66.- Los beneficios se otorgaran a la víctima u
ofendido que: 

I. Se encuentre en condición de extrema necesidad y sin
ningún otro medio para resolver su situación; 

II. No sea derechohabiente de ningún servicio de seguridad
social; 

III. No este protegida por ningún seguro que cubra los be-
neficios que esta ley otorga.
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Artículo 67.- Cuando la víctima y ofendido del delito no
reúnan alguno de los requisitos previstos en el artículo an-
terior, la Dirección dictaminará si procede o no el otorga-
miento total o parcial de los beneficios económicos. 

Artículo 68.- Cuando se trate de delitos graves, homicidio
o lesiones que pongan en peligro la vida, el Ministerio Pu-
blico que tenga conocimiento del ilícito de oficio, deberá
informarse sobre la situación económica de la víctima o de
los familiares de ésta y comunica el resultado de su infor-
mación a la Dirección o al Centro, respectivamente. 

Artículo 69.- Cuando se compruebe que existe falsedad en
la información verbal o documental proporcionada por el
solicitante, se suspenderá cualquier apoyo o beneficio que
se le haya otorgado, sin perjuicio de las responsabilidades
en que aquél hubiera incurrido, en términos de lo dispues-
to por el Código Penal Federal y el Código Federal de Pro-
cedimientos Penales. 

Además, dicha persona quedará excluida de los beneficios
del Fondo y el Centro, debiendo restituir de inmediato, las
cantidades obtenidas y el monto de los servicios recibidos. 

Artículo 70.- Los Agentes del Ministerio Público, al inicio
de una Averiguación Previa, darán a conocer a las víctimas
u ofendidos del delito los derechos y beneficios estableci-
dos en la presente Ley, a quienes informarán su entera li -
bertad para solicitar o no éstos, debiendo dejar constancia
de ello en el expediente y remitir dicha actuación a la Di-
rección para su conocimiento. 

Artículo 71.- De solicitarse la protección, la Dirección o
Centro se avocará a obtener la información necesaria para
determinar si reúnen o no los requisitos así como de esta-
blecer la procedencia de los beneficios previstos en esta
Ley, y los términos en que los mismos se proporcionaran. 

Artículo 72.- La Procuraduría proporcionara la atención y
protección que corresponda y realizara eficientemente las
gestiones necesarias para que se proporcione a las víctimas
y ofendidos cualquier otra cosa que requiera, y que por su
naturaleza, no este en condiciones de proporcionar. 

Tratándose de los beneficios y servicios que deban prestar-
se con arreglo a esta Ley, correspondientes al Centro de
Atención a Victimas y Ofendidos, a las instituciones públi-
cas en el área de salud, al Sistema para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia y a la Secretaría de Seguridad Pública el
otorgamiento oportuno de éstos. 

Artículo 73.- Los recursos económicos y materiales para el
otorgamiento de los beneficios contemplados por esta Ley
correspondientes al ámbito competencial de la Procuradu-
ría, serán proporcionados por conducto del Fondo de aten-
ción y protección a las víctimas y ofendidos del delito,
siempre y cuando éste cuente con la capacidad para otor-
garlos. 

Artículo 74.- Los procedimientos que se sigan ante la Di-
rección deberán ser breves y sencillos, y estarán sujetos a
las formalidades esenciales que requiera la documentación
de los expedientes respectivos. Se seguirán además, de
acuerdo con los principios de inmediatez, concentración y
rapidez y, se procurara tener contacto directo con las vícti-
mas, ofendidos, autoridades u organismos, para evitar la
dilación de las comunicaciones escritas. 

Título Quinto 

Capítulo I 

Sanciones 

Artículo 75.- A los facultativos, personal médico y demás
prestadores de los servicios de salud, que en contra de la
voluntad de la víctima o el ofendido le hayan practicado
cualquier tipo de exploración física o clínica, se les impon-
drá una multa de treinta a cien días de salario mínimo. Si
se hubiere utilizado fuerza física o cualquier acto de inti-
midación, se les aplicará hasta el doble de dicha sanción
sin perjuicio de las demás responsabilidades en que incu-
rran conforme a otras disposiciones legales. 

Artículo 76.- El agente del Ministerio Público que por
cualquier situación o circunstancia, en la averiguación
previa o durante el ejercicio de la acción penal omita re-
cabar de oficio o presentar al juzgado las pruebas que
tiendan a la comprobación del daño causado por el delito,
será sancionado con una multa de treinta a cincuenta días
de salario mínimo. En caso de reincidencia se le aplicara
hasta el doble de dicha sanción, sin perjuicio de las res-
ponsabilidades en que incurra conforme a otras disposi-
ciones legales. 

Artículo 77.- Queda prohibido al Juez y al Ministerio Pú-
blico publicar o dar a conocer sin el consentimiento por es-
crito de la víctima o el ofendido del delito, a través de me-
dios impresos, radiales o televisivos cualquier clase de
escritos, actas de acusación, testimonios y demás piezas de
los procesos así como los nombres de los ofendidos, testi -
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monios y demás piezas de los procesos así como los nom-
bres de los ofendidos. 

Quién viole esta prohibición será sancionado con multa de
quinientos a mil salarios mínimos, en caso de reincidencia
además se le impondrá hasta el doble de dicha sanción, sin
perjuicio de las demás responsabilidades en que incurran
conforme a otras leyes. 

Artículo 78.- Al Juez o Tribunal que en la sentencia que
ponga fin al proceso penal, no se ocupe de resolver sobre
la reparación del daño, determinando en forma clara y pre-
cisa su monto y la imposición de la pena que proceda, se le
impondrá una multa de treinta a doscientos cincuenta días
de salario mínimo general, en caso de reincidencia se le
aplicará hasta el doble de la sanción, sin perjuicio de las
responsabilidades en que incurra conforme a esta u otras
leyes. 

Artículo 79.- La Contraloría Interna de la Procuraduría
General de la República y las de las Procuradurías de las
Entidades Federativas, y el Consejo de la Judicatura, en lo
que respecta a la autoridad judicial, verificarán bajo su más
estricta responsabilidad el debido cumplimiento conforme
lo establece sus correspondientes Leyes Orgánicas y el
cumplimiento y aplicación de las sanciones que establece
este Título. 

Transitorios 

Primero.- La presente Ley entrará en vigor noventa días
después de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración, término en el cual deberá quedar debidamente inte-
grado el Centro de Atención a las Víctimas y Ofendidos del
Delito, conforme lo dispuesto por la presente. 

Segundo.- Los recursos que integrarán el Fondo de Apoyo a
las Victimas y Ofendidos del Delito correspondientes al Eje-
cutivo federal, deberán ser contemplados en el Presupuesto
de Egresos de la Federación correspondiente al año 2005. 

Dado en el Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de
San Lázaro, a 9 de septiembre de 2004.— Dip. Miguel Án-
gel Osorio Chong (rúbrica)»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Mu-
chas gracias, señor diputado Osorio Ochoa.

Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos.
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